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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Energía, señor Jorge Bunster Betteley. Asimismo, estuvieron presentes, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Energía, señor Hernán Moya Bruzzone, y la Abogada de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, señorita María Loreto Zubicueta Gallardo.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 15:46, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 32ª, ordinaria, en 18 de junio, y 33ª, ordinaria, y 34ª, extraordinaria, ambas en 19 de junio, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio a la tramitación del proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de San Vicente y las Granadinas sobre exención del requisito de visa para los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales”, suscrito en Kingstown el 30 de noviembre de 2012 (boletín N° 9.003-10) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo, en su oportunidad, retiró la urgencia al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 8.270-08).



--Se tiene presente el retiro de la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto al proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (boletín N° 8.085-29).



Además, hace presente la urgencia, igualmente en carácter de “discusión inmediata”, al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 8.270-08).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, acerca de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (boletines números 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).



2.- Proyecto de ley que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (Emaza) (boletín N° 8.786-27).



3.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín N° 8.207-07).



4.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (boletín N° 8.810-07).



5.- Proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (boletín N° 8.556-10).



6.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (boletín N° 8.493-14).



7.- Proyecto que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile, para ampliar el giro de la empresa (boletín N° 8.273-15).



8.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (boletín N° 7.815-15).



9.- Proyecto que permite ampliar el plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana (boletín N°8.817-15).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para el despacho de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que incrementa las remuneraciones variables que indica para el personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y otorga bonos que señala (boletín N° 8.903-04).



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, firmado en Santiago de Chile el 16 de abril de 2012 (boletín N° 8.951-10).



3.- Proyecto de ley que elimina los aranceles para la importación de bienes provenientes de países menos adelantados (boletín N° 8.969-10).



4.- Proyecto que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255 en relación con el régimen del seguro social en contra de riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (boletín N° 8.936-13).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Siete de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que dio su aprobación, con las excepciones que señala, al proyecto de ley que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales (boletín N° 7.201-08) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



Con los seis siguientes comunica que dio su aprobación a los siguientes asuntos:



Proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (boletín N° 8.770-23) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Economía.



Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Guyana de eliminación parcial de visa para titulares de pasaportes diplomáticos, de servicio y oficiales, adoptado por cambio de notas, fechadas el 6 de mayo de 2011 y el 28 de septiembre de 2011, en Georgetown y Santiago, respectivamente” (boletín N° 8.835-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



Proyecto de acuerdo que aprueba el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Emiratos Árabes Unidos sobre exención mutua del requisito de visa de ingreso para los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales/especiales”, suscrito en Nueva York el 22 de septiembre de 2012 (boletín N° 8.836-10) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Proyecto que modifica el artículo 30 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en lo relativo a declaración de impacto ambiental (boletín N° 8.780-12) (Véase en los Anexos, documento 6).



Proyecto de ley que garantiza el uso de caminos situados en inmuebles fiscales (boletín N° 8.866-12) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasan a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Proyecto de ley que establece acción popular en caso de maltrato y abandono hacia el adulto mayor (boletines números 5.740-18 y 8.162-32, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento.



De la Excelentísima Corte Suprema:



Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, sobre el proyecto de ley que reconoce el derecho a la identidad de género y le da protección (boletín N° 8.924-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Expide copia autorizada de las sentencias definitivas pronunciadas en el ejercicio del control de constitucionalidad de los proyectos de ley que se especifican a continuación:



1.- El que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, a fin de establecer la facultad de excusarse de la obligación de ser vocal de mesa para las mujeres en estado de embarazo o de puerperio (boletín N° 8.644-06).



2.- El que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir propaganda electoral para las elecciones primarias presidenciales en los términos que indica (boletín N° 8.895-06).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Envía copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto a los artículos 206 del Código Civil y 6°, inciso quinto, de la ley N° 20.545, que modifica las normas sobre protección a la maternidad e incorpora el permiso posnatal parental.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Remite copia de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad relativas a las siguientes disposiciones:



1.- Artículo cuarto, inciso quinto, de la ley N° 19.531, cuyo texto fue sustituido por el artículo 1° de la ley N° 20.224, que modifica la ley N° 19.531 y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.



2.- Artículo 28, inciso segundo, de la ley de transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Responde acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Senadores señor Chahuán, señora Allende y señores Escalona, Lagos, Sabag, Tuma y Patricio Walker, con el que se le solicita a Su Excelencia el Presidente de la República que formule una reclamación al Gobierno de Israel para pedir la devolución de la carga requisada a la Flotilla de la Libertad el 30 de mayo de 2010 (boletín N° S 1.525-12).



Contesta solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Horvath, relativa al eventual cierre de la Embajada de Chile en Hungría.



De la señora Ministra de Justicia:



Responde acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores señores Chahuán, Sabag y Tuma, sobre el envío de una iniciativa de ley que establezca los tribunales contencioso administrativos (boletín N° S 1.524-12).



Del señor Ministro de Salud:



Da contestación a una solicitud, cursada en nombre del Senador señor Escalona, sobre la posibilidad de instalar un centro de salud familiar en la localidad de Pargua, comuna de Calbuco.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:



Responde solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Uriarte, referente a medidas adoptadas para el desguazamiento o traslado a un lugar seguro del buque Don Humberto B, varado en la Región de Coquimbo, y a la contaminación marina provocada por dicha embarcación.



De la señora Directora de Presupuestos:



Contesta tres acuerdos adoptados por el Senado sobre las materias que se individualizan:



1.- El presentado por los Senadores señor Bianchi, señoras Alvear y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Frei, Gómez, Pizarro, Ruiz-Esquide y Patricio Walker sobre pago definitivo de la deuda del Estado con los docentes originada en la asignación especial del artículo 40 del decreto ley N° 3.551, de 1981 (boletín N° S 1.529-12).



2.- El propuesto por los Senadores señor Larraín Fernández, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Coloma, Chahuán, Gómez, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte e Ignacio Walker respecto a la adopción de medidas tendientes a dar cumplimiento a la “deuda histórica” con el magisterio (boletín N° S 1.571-12).



3.- El presentado por los Senadores señores Bianchi y Sabag en cuanto al envío de una iniciativa legal en materia de otorgamiento de un bono permanente para combustibles domiciliarios a los habitantes de las comunas de Cabo de Hornos y Antártica (boletín N° S 1.528-12).



Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública, Dirección de Presupuestos:



Remite información, solicitada en nombre del Senador señor Navarro, acerca del número actual de personas que se desempeñan como funcionarios de los distintos ministerios en calidad de contrata y a honorarios.



Del señor Secretario General del Consejo Nacional de Televisión:



Responde un acuerdo de la Cámara Alta, adoptado a proposición de los Senadores señora Pérez San Martín y señores Gómez, Letelier, Orpis y Ruiz-Esquide, relativo a dichos antisemitas emitidos el lunes 20 de mayo en el programa Hazme reír, de Chilevisión, y a la formalización de una denuncia ante el Consejo Nacional de Televisión (CNTV) (boletín N° S 1.577-12).



De la señora Directora del Trabajo (s)



Da contestación a una solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre resultados de fiscalizaciones realizadas a empresas mineras y a sus contratistas.



Del señor Superintendente del Medio Ambiente (s):



Responde petición de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de medidas adoptadas en relación con la captura de crustáceos en los procesos internos de las centrales termoeléctricas Bocamina II y Santa María.



Del señor Intendente del Biobío:



Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre las resoluciones tomadas en lo relativo a los locatarios del mercado municipal de Concepción damnificados por un incendio reciente.



Del señor Alcalde de Linares:



Contesta dos peticiones de antecedentes, enviadas en nombre de la Senadora señora Rincón, relacionadas con las correspondientes postulaciones al proyecto de alarmas comunitarias por parte de las juntas de vecinos de Villa Santa Sara y de Las Rosas, así como con la habilitación del servicio de retiro de basura domiciliaria en el caso de la primera de esas unidades vecinales.



Del señor Jefe de Gabinete del señor Ministro de Hacienda:



Da respuesta a solicitud, cursada en nombre del Senador señor Zaldívar, atinente al envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que sustituya el sujeto del impuesto al valor agregado en el caso de las micro y pequeñas empresas.



Contesta solicitud, enviada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, sobre la factibilidad de implementar una iniciativa tendiente a compensar los mayores costos en combustibles e insumos que afectan a los transportistas de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, y otros textos legales que indica (boletín N° 8.466-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 9).



Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural y modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las direcciones de obras municipales (boletín N° 8.139-14) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 10).



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señoras Alvear y Allende y señor Patricio Walker, con la que se inicia un proyecto de reforma constitucional que garantiza el derecho a sufragio para los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero (boletín N° 9.004-07) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Patricio Walker y Escalona, con la que inician un proyecto de ley que tipifica como delito la infracción de las obligaciones, en caso de operaciones con personas relacionadas, por parte de los directores, gerentes y administradores de instituciones de educación superior (boletín N° 9.011-04) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)--------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Quiere pedir la palabra sobre la Cuenta, Senador señor Walker?

El señor WALKER (don Patricio).- No, señor Presidente. Deseo intervenir cuando se inicie la discusión del proyecto sobre otorgamiento de concesiones eléctricas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme.

)---------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, pido que se solicite el asentimiento necesario a los efectos de ampliar el plazo para presentar indicaciones a dos iniciativas: por un lado, la que modifica y extiende el decreto ley N° 701, sobre fomento forestal, y por otro, la relativa a protección de glaciares (el término fijado a esta vence el 8 de julio, y habíamos acordado extenderlo).

El señor COLOMA.- ¿Por cuánto tiempo?

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Hasta cuándo, señora Senadora?

La señora ALLENDE.- La idea es ampliar el plazo, en ambos proyectos, una a dos semanas. 

El señor PIZARRO (Presidente).- O sea, estamos hablando de la semana del 15.

La señora ALLENDE.- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Le parece a la Sala el lunes 15 de julio, a las 12, para las dos iniciativas?

La señora ALLENDE.- Para el martes 16, mejor.

El señor PIZARRO (Presidente).- El martes es feriado, señora Senadora.

La señora ALLENDE.- Discúlpeme, señor Presidente, pero no me acordaba de eso.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, el lunes 15...

La señora ALLENDE.- Prefiero el miércoles 17, para posibilitar que estemos acá.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo a los fines de ampliar el plazo para la presentación de indicaciones a los dos proyectos individualizados hasta el miércoles 17, a las 12?



--Así se acuerda.
)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito el asentimiento de Sus Señorías para que ingresen los asesores del señor Ministro de Energía doña María Loreto Zubicueta Gallardo y don Hernán Moya Bruzzone.



--Se accede.
)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Quiero saludar a la delegación del Colegio Polivalente San Andrés, de Colina, que nos acompaña desde las tribunas.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Es más que una delegación…!

El señor NOVOA.- ¡Vino el colegio entero...!

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán, sobre la Cuenta.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, le ruego pedir la venia de la Sala para que la iniciativa que renueva la vigencia de la ley N° 19.648, que está en segundo trámite constitucional y pasó a la Comisión de Constitución, vaya mejor a la de Educación, porque, por la cantidad de trabajo que tiene aquella, es muy difícil que la vea con prontitud.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿De qué materia específica se trata, señor Senador?

El señor CHAHUÁN.- De los profesores a contrata.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker. 

El señor WALKER (don Patricio).- La vamos a ver en la Comisión de Constitución, señor Presidente. Está en segundo lugar de la tabla de la sesión de mañana.

El señor PIZARRO (Presidente).- El señor Prosecretario me indica, con razón, que dicha iniciativa se envió a la Comisión de Constitución para que realice un examen de admisibilidad.

El señor CHAHUÁN.- Okay.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Vamos a pasar al Orden del Día.



Les recuerdo, estimados Senadores, que tenemos acuerdo para despachar hoy el primer asunto de la tabla.

V. ORDEN DEL DÍA

PROCEDIMIENTO PARA OTORGAMIENTO DE CONCESIONES ELÉCTRICAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde continuar la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas, con segundo informe de la Comisión de Minería y Energía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8270-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 100ª, en 5 de marzo de 2013.


Informes de Comisión:


Minería y Energía: sesión 10ª, en 9 de abril de 2013.


Minería y Energía (segundo): sesión 31ª, en 17 de junio de 2013.


Discusión:


Sesiones 18ª, en 30 de abril de 2013 (se aprueba en general); 34ª, en 19 de junio de 2013 (queda pendiente la discusión particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La discusión particular quedó pendiente en sesión de 19 de junio último. 



Por acuerdo de Comités, hoy se tratará este proyecto hasta su total despacho.



Corresponde proseguir la revisión tanto de las modificaciones introducidas por mayoría en la Comisión de Minería y Energía como de las indicaciones que se han renovado, sin perjuicio de las inadmisibilidades que están siendo objeto de replanteamientos.



De consiguiente, hay que ir a la página 7 del comparado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Prosigue la discusión particular.



Está inscrito el Senador señor Patricio Walker, quien tiene la palabra.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, más allá del acuerdo probablemente unánime que existe en nuestra sociedad respecto a la necesidad de promover las energías alternativas, las energías renovables no convencionales, las energías limpias, tiempo atrás tomé conocimiento del hecho de que un hermano mío estaba desarrollando algunos proyectos concretos en este ámbito, particularmente en materia de energía solar.



Por su intermedio, señor Presidente, quiero solicitar un pronunciamiento formal del señor Secretario en cuanto a si en este proyecto de ley, sobre concesiones eléctricas, existen normas relacionadas con el área de las energías renovables no convencionales, a efectos de proceder a mi inhabilitación, y a cuáles serían las razones para explicar aquello.



El artículo 5° B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional establece que “Los miembros de cada una de las Cámaras no podrán promover ni votar ningún asunto que interese directa o personalmente a ellos” o a las personas que ahí se nombran.



Y después señala, en el inciso segundo: “No regirá este impedimento en asuntos de índole general que interesen al gremio, profesión, industria o comercio a que pertenezcan, en elecciones o en aquellas materias que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones exclusivas de la respectiva Cámara.”.



Entiendo que lo mismo reitera el artículo 8° del Reglamento del Senado.



Le solicito al señor Secretario que me informe si alguna de las normas que debemos votar dice relación con esa materia o no.



Lo pido, señor Presidente, para inhabilitarme si aquello ocurriese.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en la misma línea de lo que expresó el Senador Patricio Walker, quiero solicitar el pronunciamiento del Secretario, en consideración a que me he informado de que mi cónyuge (me encuentro en la etapa de cumplimiento del período de tres años para la tramitación unilateral de mi divorcio) tiene intereses en materia de energías renovables no convencionales. Por eso, necesito saber si hay algún artículo que hoy día se vote en este ámbito.



Además, le pido formalmente a la Comisión de Ética que se pronuncie sobre mi actuación en la votación general de este proyecto, pues me impuse de aquella circunstancia -la desconocía- a raíz de un artículo publicado ayer en un medio electrónico. Me hallo en régimen de separación de bienes y fuera del ámbito de participación de la sociedad de mi cónyuge.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sobre la materia, debo señalar en primer lugar que en el proyecto que está en tabla y que se va a continuar viendo no hay disposiciones sobre energías renovables no convencionales. La única que existía obedecía a una indicación que fue declarada inadmisible en la Comisión.



Ahora bien, he de decir, además, que la aplicación del artículo 5° B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso, que deviene del artículo 8° del Reglamento del Senado -o sea, es muy posterior-, debe entenderse siempre en la relación de sus incisos primero y segundo.



En otras palabras, cuando se trata, como expresa el inciso segundo, de asuntos de índole general que interesan al gremio, profesión, industria, etcétera, no existe impedimento para votar, el que solo tiene lugar ante situaciones de índole personal, como sería el nombramiento por el Senado de un personero en una institución, o el otorgamiento de la nacionalidad chilena por especial gracia, etcétera.



En esta materia hay que tener sumo cuidado. Y así lo dice la propia Comisión de Constitución -en forma mucho más precisa y bastante más lata que la que yo voy a señalar en este momento- en un informe del año 2002, que, en el fondo, no hizo sino reiterar una doctrina proveniente de otro informe de ese órgano técnico, de 1941.



¿Por qué hay que tener bastante cuidado? Porque considerar impedidos a Senadores para los efectos de votar asuntos de índole general paralizaría el Congreso Nacional, derechamente, por cuanto los miembros de la Cámara Alta no son remplazables; y, más aún, obstaría, muchas veces, para resolver materias de quórum especial.



De consiguiente, tiene que tratarse de situaciones en que el interés es de índole personal. No lo es cuando un pariente forma parte de una institución o de una profesión o una industria sobre la cual se está legislando, porque esta última labor se efectúa en general.



La que expongo es mi opinión, en la cual me remito, en el fondo, a lo que la Comisión de Constitución ya ha dicho en informes conocidos en su oportunidad por la Sala.



Lo señalado no es óbice para que el propio Senador, si lo estima necesario, consigne el punto y resuelva no votar. Pero esa ya es una decisión individual.



Y aunque estuviera impedido de hacerlo o considerase estarlo, bastaría que lo expusiera para que pudiese participar en el debate en general.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, hago mía, exactamente en los mismos términos, la pregunta formulada por el Senador señor Patricio Walker para el efecto de una posible inhabilitación.



El señor Secretario ya ha dado una respuesta; pero quisiera dejar constancia en la Versión Oficial de la misma preocupación, por tratarse de un hermano común.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Prosigue la discusión particular.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sus Señorías tienen en su poder el texto de las indicaciones renovadas, algunas de ellas declaradas inadmisibles en el órgano técnico y otras solo rechazadas. La petición de revisar la inadmisibilidad tiene que ser definida por la Sala.



En relación con el artículo 19 de la Ley General de Servicios Eléctricos, las indicaciones 13, 14, 15 y 15A expresan:



“Agréguese la siguiente letra h):



“h) Resolución de Calificación Ambiental favorable a la Declaración de Impacto Ambiental”. 



Fueron declaradas inadmisibles en la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, lo que corresponde es pronunciarse sobre la admisibilidad, siempre y cuando lo solicite algún señor Senador. Es lo que entiendo que procede si ha mediado la renovación.

El señor LARRAÍN (don Hernán).- ¿Cuáles son las opciones, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Los que estimen acertada la admisibilidad tienen que votar que sí y los que consideren lo contrario, al igual que el órgano técnico, que no.



En votación.



-(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, me parece que es preciso discutir las razones de la admisibilidad o la inadmisibilidad antes de fundamentar nuestro pronunciamiento. Pedí la palabra antes de que se sometiera el asunto a votación.



Ahora, las declaraciones de impacto ambiental, conforme a la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, son bastante simples. Se trata de adjuntar un listado de elementos con los cuales se da la garantía de que no se va a generar dicha consecuencia. No se hace referencia a un estudio de impacto ambiental.



Por lo tanto, a fin de verificar una mínima consulta y de contar con antecedentes previos a la entrega de una concesión -sobre todo, en circunstancias de que basta el hecho de pedirla para que se entienda, en relación con todos los efectos legales, que es posible actuar como si se hubiera obtenido-, es particularmente importante, a nuestro juicio, que medie la declaración. Este es el punto. Es algo que exige la ley.



No estamos pidiendo nada que le entregue una facultad adicional a la autoridad ni que comprometa fondos públicos, por lo que no veo la razón de la declaración de inadmisibilidad. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, nos ocupamos en la admisibilidad.



Uno de los elementos importantes de la normativa es que contempla taxativamente las exigencias para que la Superintendencia otorgue una concesión. Y el aspecto en examen no se encuentra dentro de los requisitos establecidos, sino que constituye una condición adicional.



En seguida, quiero ser categórico: no es que, para efectos del proyecto definitivo, se esté omitiendo el aspecto ambiental. Se trata nada más que del proceso de concesión. Pero, en el momento de ejecutarse la obra, de todas formas y a todo evento se requerirán las autorizaciones de dicha índole. Simplemente no se está colocando la condición en el momento del otorgamiento. Eso es todo.



Se está otorgando una facultad adicional -repito- a la Superintendencia.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador señor Gómez, ¿usted quiere fundamentar su voto?

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo quiero observar que la declaración de inadmisibilidad obedece a que la materia no correspondería a las ideas matrices del proyecto, no a lo señalado anteriormente. El hecho es curioso. Me parece absurdo que no se considere posible incorporar el punto al proyecto. 



Es lo que quería aclarar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 21 votos contra 5, se rechaza la admisibilidad de las indicaciones 13, 14, 15 y 15A.



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Bianchi, Gómez, Horvath, Letelier y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Respecto del mismo artículo, la indicación 15B se encuentra redactada en términos similares a las anteriores:



“Agréguese la siguiente letra h):



“h) Resolución de calificación favorable del Estudio o Declaración Ambiental que corresponda”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se podría rechazar la admisibilidad con la misma votación.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación renovada número 16 apunta a agregar al artículo 19 las letras h) e i) redactadas en estos términos:



“h) La Resolución de Calificación Ambiental favorable otorgada a través del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y/o cualquier otro permiso o pronunciamiento de carácter ambiental que fuese legalmente exigible.”.



Vale decir, el texto es similar a lo anterior.



A su vez, la letra i) expresa:



“i) Un análisis de riesgo de las obras elaborado por un profesional, consultor o experto competente.”.

El señor ORPIS.- Es lo mismo.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la admisibilidad de la indicación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, antes de nada, aquí no media la misma razón. Cuando a un emprendimiento se le hace la exigencia de entregar un antecedente tan importante como el contenido en la letra i), eso es de todo sentido en un país como el nuestro, que es sísmico, volcánico, expuesto a rodados, todos ellos fenómenos además amplificados por el efecto del cambio climático. 



Entonces, no veo el motivo de la declaración de inadmisibilidad, cuando, en el fondo, lo que se intenta es que el otorgamiento reúna requisitos mínimos en el caso de las obras de transmisión eléctrica.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, la causa de la inadmisibilidad es la misma que en las situaciones anteriores: se pretende otorgar una facultad adicional a la Superintendencia.



Ahora bien, en cuanto al asunto de fondo, creo que es preciso dejar claro qué es una concesión: esta habilita un trazado, básicamente. Después viene el resto de los permisos, como los ambientales, los relativos al riesgo. Es preciso presentar un proyecto que requiere todas las aprobaciones. Pero esta es una etapa distinta, que no tiene que ver propiamente con el proceso concesional.



En lo relativo a la inadmisibilidad, la razón -reitero- es que se disponen nuevas exigencias ante el organismo mencionado.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la admisibilidad de la indicación número 16 (21 votos contra 4 y una abstención).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Walker (don Ignacio).



Votaron por la afirmativa los señores Gómez, Horvath, Rossi y Tuma.



Se abstuvo la señora Pérez (doña Lily).

El señor PIZARRO (Presidente).- El Senador señor Letelier deja constancia de su intención de voto a favor.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Respecto del artículo 20, la Comisión, por mayoría de votos, recomienda suprimir, en el inciso primero sustitutivo planteado en la letra a) del número 3), la oración final, que dice: “En caso de afectación de terrenos fiscales, la Superintendencia, dentro de cinco días contados desde la declaración de admisibilidad, comunicará dicha situación al Ministerio de Bienes Nacionales.”.



Por su parte, se ha renovado la indicación número 19, declarada inadmisible en el órgano técnico, la cual apunta a agregar al inciso primero propuesto el siguiente texto final:



“La solicitud se comunicará, a costa del interesado, además, por medio de tres mensajes radiales. Estos mensajes deberán emitirse dentro del plazo de 15 días en diferentes días por una o más radioemisoras que lleguen al sector que sería afectado por la concesión. El representante legal del medio de comunicación, o quien éste designe, deberá entregar al solicitante una constancia de la emisión de los mensajes, con indicación de la fecha y hora de cada emisión, reproduciendo el texto efectivamente difundido y el nombre, frecuencia y domicilio del medio radial. La Superintendencia certificará la fecha en que el solicitante acredite haber efectuado las notificaciones a que se refiere el artículo anterior y las publicaciones establecidas en el presente artículo. De la misma forma, el solicitante deberá entregar a la Superintendencia los certificados en que consten las emisiones radiales.”.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, ¿me permite exponer un aspecto de forma?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ORPIS.- Independiente de lo relativo a la admisibilidad o no, todo el contenido de la indicación renovada se encuentra establecido en el inciso primero, que fue reemplazado por el Ejecutivo. Entonces, pido que sea retirada por quienes la renovaron.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se someterá el artículo al pronunciamiento de la Sala…

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente, antes de la votación?

El señor PIZARRO (Presidente).- Un momento, Su Señoría.



En dicho texto, aprobado por mayoría, se registra la supresión de la oración final del inciso primero, norma esta última que quedaría en los términos que se señalan en la cuarta columna del boletín comparado:



“a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes:



“Dentro de los quince días siguientes a la declaración de admisibilidad referida en el artículo precedente, la solicitud de concesión provisional será publicada por cuenta del solicitante tres días consecutivos en un diario de circulación nacional y tres días consecutivos en un diario de circulación regional correspondiente a los territorios comprendidos en la solicitud de concesión”.



En discusión el primer párrafo de la letra a) del numeral 3) propuesto por la Comisión de Minería.



Están inscritos los Senadores señores Prokurica, Horvath y Letelier.

El señor PROKURICA.- No voy a intervenir, señor Presidente.

El señor HORVATH.- Yo tampoco.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que aquí hay dos temas generales.



Uno se refiere a si la radio es uno de los medios por los cuales se difunde la información. Y lo que analizamos ahora no tiene que ver con la indicación, como mencionó el Senador señor Orpis, sino que corresponde a lo que aprobó la Comisión, que incluye solamente medios escritos.



Por tanto, estamos hablando de cosas distintas.



Si hubiera una voluntad constructiva, debería permitirse la publicación por todos los medios y, en consecuencia, se tendría que aprobar la indicación.



Entiendo que la parte sustantiva del artículo que se discute no apunta a los medios a través de los cuales se difundirá la solicitud de concesión y el que sea a cuenta del interesado, tanto en diarios regionales, nacionales, radios, web, etcétera, sino a qué ocurre cuando se afectan terrenos fiscales.



La Comisión, por la mayoría de sus miembros, ha optado por dejar en una indefinición lo relativo a los bienes fiscales (un parque o una reserva nacional), en una situación igual a la de un predio particular. Y por eso se propone un texto distinto. 



A mi entender, lo anterior forma parte de otro debate. Algunos dicen que se encuentra cubierto en otro artículo. Y, en tal sentido, me gustaría que los miembros de la Comisión nos pudiesen explicar por qué quieren eliminar, por voto de mayoría, que se comunique al Estado que un particular desea hacer una afectación sobre terrenos fiscales, que son bienes de los chilenos.



Yo no comprendo por qué no se desea informar al Estado, que nos representa a todos, que un privado tiene la intención de afectar una propiedad perteneciente a todos.



Como mencioné, ello corresponde a la parte sustantiva del artículo 20°. Y en cuanto a lo relativo a los medios radiales, espero que nadie se oponga. Es algo obvio.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, me gustaría que en esta discusión recogiéramos el que se pudiera avisar por medios radiales. Asimismo, quisiera que el Ejecutivo se pronunciara respecto de aquello y que nos aclarara lo expresado por el Senador Letelier, a fin de despejar este punto y avanzar en la tramitación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no hay motivo alguno para excluir lo concerniente a la afectación de terrenos fiscales. De haber escuchado un fundamento plausible respecto de esa omisión, podría estar de acuerdo. Pero, en general, se trata más bien de esconder la pelota; de no advertir a los ya burocráticos estamentos del Estado acerca de tal situación.



Si alguien sugirió esa eliminación, sería bueno que lo defendiera en la Sala, para poder evaluar informadamente sus argumentos.



Respecto de la solicitud y del mapa incluido en esta, que se propone publicar en la página web de la Superintendencia, no sé si eso se podrá aplicar en los sectores rurales. Con la Ley Eléctrica es posible pasar por el centro de la ciudad con tendidos eléctricos, como ocurrió en la comuna de Penco, donde se instalaron cables que transportan desde 17.000 hasta 23.000 volts, y solo una vez terminadas la obras (construidas las torres e instalados los cables) se pueden presentar objeciones. La Ley Eléctrica deja todo en manos de la empresa y, particularmente, de quien ejecuta el proyecto.



En definitiva, no sé si todos nuestros campesinos, en especial los de las zonas cercanas a la cordillera, van a poder informarse por la página web u otro soporte de la Superintendencia.



Siento que lo anterior significa desconocer, básicamente, a quienes se desea informar.



Si el trazado pasa por la ciudad, no habrá necesidad de aquello. Los mecanismos ya mencionados servirán.



Y en cuanto a publicar en un lugar destacado de los municipios afectados, eso va a depender mucho de los alcaldes. Cabe recordar que, con el fin de dar a conocer los lugares de votación y las candidaturas, los municipios montaron unos paneles. Pero todos sabemos que no es el mejor mecanismo para  informar debidamente. Más bien tendría que establecerse la obligación de entregar información en los medios oficiales del municipio, es decir, en sus periódicos -¡en muchos de estos aparecen cuarenta fotos con el alcalde, pero igual sirven!-, y sobre todo, debiera instruirse para que existiera una comunicación directa a los sectores en que se conociera de manera clara y concreta que pasará un tendido. Porque si ya se sabe por dónde cruzará este, lo mejor que puede hacer el municipio es comunicar a los habitantes afectados en su conjunto, y luego ellos buscarán por qué predios pasará exactamente el trazado.



En buenas cuentas, la exigencia de que se publique en un lugar destacado de los municipios no va a resultar. Un alcalde interesado en entregar información lo hará siempre. Pero habrá otro que cumpla estrictamente con la ley y que la coloque en un rincón del municipio, o en un panel olvidado en algún sector de la comuna. ¡No va a funcionar!



Creo que el derecho a la información tiene que ser claramente respaldado en esta ley en proyecto. No estoy hablando del derecho a oposición, que se encuentra bastante disminuido, sino del derecho a la información. Este tiene que ser garantizado por medios plausibles o mínimos. Y considero que estamos bajo lo mínimo.



Por último, se habla de que “el hecho de que la Superintendencia o los municipios no efectúen las anteriores publicaciones no afectará el procedimiento concesional, sino solo la responsabilidad de estos organismos”.



¿Cuál es la responsabilidad de estos organismos? Ninguna. ¡Es huevo! No se contempla ni en la Ley Eléctrica, ni en esta iniciativa. Y si no dejamos expresamente consignadas las responsabilidades y en qué casos habrá de aplicarse multa, sanción, ese precepto será letra muerta.



Por lo tanto, señor Presidente, parte importante del artículo 20° constituye una declaración a la bandera, una poesía. Pero mi ejemplo es malo, porque la poesía, a la que valoro mucho, siempre está llena de sentimientos y contenido, y esta norma tiene cero contenido. Lo mencionado en los poemas puede cumplirse o no, pero esto no se va a cumplir jamás. Los municipios que no quieran informar no lo van a hacer.



En cuanto a la Superintendencia, su máxima autoridad es nombrada por la Alta Dirección Pública, que -como he dicho- no elige al mejor, sino “al mejor de los míos”. Es decir, su designación es política, como ya resulta claro a estas alturas.



Por consiguiente, creo que hay insuficiencia. Si el objetivo es informar, hagámoslo adecuadamente. Y si vamos a hacer efectivas las responsabilidades, establezcamos las sanciones pertinentes.



Yo voy a votar en contra, y espero que podamos mejorar el texto. De no ser así, obligadamente seguiré votando que no.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Hay varios colegas inscritos.



Recuerden que estamos en la discusión en particular, y debemos despachar hoy este proyecto.



Podríamos abrir la votación y fundamentar el voto.

El señor NAVARRO.- No, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Es que tenemos el acuerdo de despachar esta iniciativa ahora y me interesa que podamos analizar sus normas en detalle. Porque la sesión está citada hasta las 20, y la idea no es votar todo al final, sin el debido conocimiento.



Eso estoy tratando de hacer. Nada más.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, deseo referirme a un asunto previo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacerlo, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el objetivo del proyecto es definir los procedimientos para otorgar las concesiones eléctricas, y en tal sentido, se plantearon una serie de acortamientos de plazos. Pero también queremos que haya un mínimo de equilibrio y transparencia en el procedimiento.



Por lo tanto, en la indicación la norma se liga a otras ya incorporadas en las leyes chilenas en cuanto a que la comunicación de toda información o notificación por medios públicos, como diarios de circulación nacional o regional, debe ser complementada con un aviso radial. Más del 50 por ciento de nuestro territorio se halla aún en condiciones de aislamiento. De modo que lo lógico es que, si se acortan bastante los plazos, quienes viven en esos lugares tengan la oportunidad no solo de enterarse de alguna manera, sino también de influir en el cambio del trazado, o de oponerse, en el caso que corresponda.



Por tal razón, estimamos que esta es una medida importante.



Ahora, desde el punto de vista de la admisibilidad o inadmisibilidad, quisiera solicitar a la Sala -por su intermedio, señor Presidente- votar únicamente el párrafo primero de la indicación, donde no aparece la exigencia de certificación que se hace a la Superintendencia. Así, el interesado efectuaría la comunicación por la prensa, a su costa, y, complementariamente, por radio, sin asignar la responsabilidad de certificar este hecho -como digo- a la Superintendencia, lo que allanaría el camino para que esto prosperara en forma unánime, lo cual sería de toda conveniencia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, le recuerdo que lo que se halla en discusión es el texto aprobado por mayoría en la Comisión y no la indicación. Esta última, declarada inadmisible por dicho organismo, será vista más adelante. Ahora se está analizando el primer párrafo de la letra a), que figura en la última columna del comparado.



Luego veremos qué sucede con las peticiones formuladas para que el Ejecutivo patrocine la idea de que la comunicación sea efectuada también por medios radiales.



Entonces, voy a abrir la votación,…

El señor LETELIER.- ¡Punto de reglamento primero, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).-… y ahí se seguirá argumentando.

El señor ORPIS.- ¿Qué se vota?

El señor PIZARRO (Presidente).- Se vota la supresión que aparece en la tercera columna de la página 9 del comparado. Se elimina, en el inciso primero sustitutivo que este literal propone, la oración final que reza: “En caso de afectación de terrenos fiscales, la Superintendencia, dentro de cinco días contados desde la declaración de admisibilidad, comunicará dicha situación al Ministerio de Bienes Nacionales”.



La Comisión sugiere suprimir esa parte,…

El señor ORPIS.- ¡Lógico!

El señor PIZARRO (Presidente).-… con lo cual la letra a) de la cuarta columna diría: “Dentro de los quince días siguientes a la declaración de admisibilidad referida en el artículo precedente, la solicitud de concesión provisional será publicada por cuenta del solicitante tres días consecutivos”, etcétera.



Después se vería la indicación.



¿Estamos?

El señor ORPIS.- De acuerdo.

El señor LETELIER.- ¿Se vota la supresión?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, señor Senador. Lo he explicado ya como cuatro veces. ¡Parece que no he estado muy lúcido...!



Se abrirá la votación y, si alguien desea hacer uso de la palabra, podrá fundamentar el voto. 



El Honorable señor Prokurica está inscrito primero. Y hay muchos interesados.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, lo que estamos analizando no es la bondad de lo que se plantea en la indicación, sino su admisibilidad, porque…

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, vuelvo a señalar que se encuentra en votación la modificación propuesta por la Comisión, no la indicación; tampoco la admisibilidad de esta.

El señor PROKURICA.- De acuerdo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se está votando la supresión que detallé, la que, si se aprueba, dejará el inciso primero en los siguientes términos: “Dentro de los quince días siguientes a la declaración de admisibilidad referida en el artículo precedente, la solicitud de concesión provisional será publicada por cuenta del solicitante”, etcétera. 



Después veremos la indicación, si es admisible o no y si el Ejecutivo la patrocina para los efectos de permitir los avisos radiales.

El señor PROKURICA.- Muy bien.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede proseguir, señor Senador.



¿No hará uso de la palabra?



Entonces, la tiene el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Le doy una interrupción a la Senadora Rincón, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos en votación, Su Señoría. Y la señora Senadora se halla anotada después. Ahora, si usted le quiere ceder el derecho…

El señor ORPIS.- Le cedo el derecho, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.

El señor ORPIS.- Y después retomo el uso de la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- No, no puede.



Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Gracias, señor Presidente. 



He estado conversando con el Ejecutivo después de escuchar a los Senadores. Y en la última parte de la letra a), parece lógico lo que plantean mis colegas en orden a que no se puede imponer una obligación y, al mismo tiempo, excepcionar de hacer las publicaciones a la Superintendencia y a los municipios.



En consecuencia, resulta razonable sacar esa parte de la norma. Y el Gobierno estaría dispuesto a acoger esa petición.

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo que pasa, Su Señoría, es que todavía no estamos discutiendo esa parte de la disposición. Estamos recién en el primer inciso.

El señor NOVOA.- ¡Ponga orden, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Ahí se propone suprimir la oración final que señala: “En caso de afectación de terrenos fiscales, la Superintendencia, dentro de cinco días contados desde la declaración de admisibilidad, comunicará dicha situación al Ministerio de Bienes Nacionales”.



Con esa supresión, el inciso primero de la letra a) quedaría en los términos que aparecen en la última columna.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, el propósito del proyecto es agilizar el proceso de concesiones. Y aquí yo trataría de retomar el contexto del artículo 20°. 



Estamos frente a un precepto que otorga una concesión provisional que en la actual ley tiene exactamente las mismas exigencias que la concesión definitiva, en circunstancias de que lo que se busca con ella es, por sobre todas las cosas, efectuar un estudio para determinar cuál va a ser el futuro trazado.



De ahí que pienso que se están confundiendo dos elementos. En general, las indicaciones presentadas apuntan a establecer las mismas condiciones para la concesión provisional y la concesión definitiva. Y de lo que se trata aquí es de agilizar un proceso, que es de estudio, para verificar el trazado. La idea es avanzar más rápido.



En tal perspectiva, no tiene sentido notificar al Estado respecto de una fase de mero estudio en lo que dice relación con terrenos fiscales. Además, la información se hallará publicada en la página web, como corresponde.



Ese es el objetivo de la supresión de la oración final, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, entiendo que lo que se está votando aparece en la segunda columna y no en la tercera. Y es la eliminación de la oración que dice: “En caso de afectación de terrenos fiscales, la Superintendencia, dentro de cinco días contados desde la declaración de admisibilidad, comunicará dicha situación al Ministerio de Bienes Nacionales”.



Para que no nos enredemos, eso figura en la segunda columna, según el comparado que yo tengo, porque se ha dicho que está en la tercera.



Ahora, si va a haber afectación de terrenos fiscales, ¿por qué no se le va a comunicar dicha situación a quien los posee, que es el Ministerio de Bienes Nacionales, para que formule sus observaciones?



No entiendo por qué el Gobierno quiere eliminar esa oración, cuando lo más razonable es decir: “Mire, vamos a pasar por acá, que es terreno fiscal”.



Tal vez lo podría explicar el señor el Ministro, porque yo no lo comprendo.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, le recuerdo que estamos en votación. No le puedo dar la palabra al Ministro. Pero, efectivamente,…

El señor LETELIER.- Para rectificar, sí.

La señora ALLENDE.- Para aclarar, puede.

El señor PIZARRO (Presidente).-… ambas posiciones se hallan en lo correcto. En la segunda columna se establece el caso de afectación de terrenos fiscales. Si se fijan bien, ello aparece en negrita, porque lo que la Comisión propone es suprimir toda esa parte, y es lo que aparece en la tercera columna.



Por lo anterior, hay que referirse al acuerdo adoptado por mayoría en la Comisión, donde se registraron tres votos a favor y dos en contra. Y cada uno de nosotros debe evaluar si se evita el trámite contemplado en ese precepto.



Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- ¿Puedo concedérsela al Senador Rossi, y después retomarla?

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Cómo?

El señor NAVARRO.- Así como se le cedió la palabra a la Senadora Rincón, yo se la quiero ceder al Senador Rossi, y después retomarla, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Le agradezco la deferencia al Senador Navarro.



Seré muy breve.



Yo, la verdad, tengo la misma duda que el Senador Gómez. Aquí se ha dicho que estamos pasando un momento difícil desde el punto de vista energético y que este proyecto justamente busca agilizar las concesiones eléctricas para resolver los problemas que enfrenta el país.



Todos entendemos eso. Pero, aun así, siento que hay cierta burocracia que no necesariamente es mala.



Como bien lo señaló el Senador Gómez, es de Perogrullo y totalmente lógico que cuando se concesiona un bien nacional no se puede omitir un trámite que a mí me parece muy necesario. O sea, no podemos legislar bajo el argumento de que, porque hay que hacer todo rápido, se deben dejar de lado cosas que son absolutamente imprescindibles. Es decir, hay ciertos procedimientos.



Y lo digo no solamente respecto de este punto, sino también en relación con el derecho a la información, porque la comunidad en general -no solo la directamente afectada- tiene el derecho de estar informada sobre asuntos relevantes que afecten su vida cotidiana.



Entonces, aquí surge un cuestionamiento en cuanto a muchos aspectos del proyecto. Este es uno más. Después veremos otros en los cuales también tenemos reparos.



Escuché que la Senadora señora Rincón había conversado con el Ministro y que, al parecer, habría acuerdo tocante a la información y lo relativo a la radiodifusión. De modo que sugeriría a los representantes del Gobierno que respalden igualmente  la necesidad de rechazar esta indicación que pretende suprimir un trámite que, a mi juicio, es necesario.



¿Cómo Bienes Nacionales no va tener la posibilidad de efectuar observaciones respecto a una materia que le es propia y que le compete directamente? Estimo que un Ministro de esa Cartera estaría faltando a sus deberes si no se hace cargo de observar, para bien o para mal, una decisión como esta, que afecta directamente a algo que pertenece a todos los chilenos, lo que, por lo demás, pertenece a Bienes Nacionales.



Entonces, en esa lógica, hay algo que no logro entender, y me hago la misma pregunta que el Senador señor Gómez, por lo que sería muy interesante que el Ministro pudiese aclararnos la duda.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la página 9 del último boletín comparado, se consigna la norma en discusión; y en el anterior, en la página 6.



Se encuentra en votación el texto aprobado por mayoría en la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, insisto en que el tenor del artículo ya contiene un elemento raro: se pretende eliminar que se den antecedentes sobre la afectación de terrenos fiscales. En verdad el Ministerio de Bienes Nacionales debe ser informado al respecto.



Otra situación se produce con la fusión de los Ministerios de Vivienda y Bienes Nacionales. Sin embargo, espero que eso fracase, porque, en mi opinión, carece de sentido el seguir concentrando.



Con la eliminación antes señalada, solo se da lugar a suspicacias el no avisar al Estado cuando se atraviesan sus terrenos. Bienes Nacionales es propietario de más del 50 por ciento del territorio chileno. O sea, con esa supresión se plantea que, cuando se afecte la mitad del territorio, no regirá la obligación de informar a tal Secretaría de Estado.



El artículo establece el requerimiento de publicar por tres días consecutivos en un diario de circulación nacional la solicitud de concesión provisional. Esto me recuerda mucho las peticiones de concesiones de acuicultura en Puerto Montt, Chiloé y Magallanes, donde se publicaba en el diario por coordenadas. ¡Pero esos eran jeroglíficos y datos ilegibles!



Prefiero que en esta solicitud de concesión provisional se especifique la toponimia, es decir, el nombre del lugar afectado y no los grados al este, oeste, norte o sur, porque eso no es lectura fácil para la inmensa mayoría de los propietarios. Solo es comprensible cuando hay toponimia y se indica el lugar territorial referenciado, según el nombre que el uso y la ley les conceden. Si no, tendremos una lectura referencial que, con suerte, va a entender únicamente quien ha pedido la concesión provisional, porque no hay experticia al respecto.



Por lo tanto, la indicación sirve para confundir, porque no aclara, sino que confunde. Deja al libre albedrío cómo se explica la solicitud de concesión provisional.



Por otra parte, resulta absurdo dejar que la Superintendencia y los municipios libremente puedan informar los lugares más destacados. Simplemente es dictar una norma para que no se cumpla. Peor aún, si no se acata, el procedimiento concesional sigue adelante sin problema. 



De modo que se trata de determinada responsabilidad de esos organismos que no figura en parte alguna, porque no hay sanción.



Señor Presidente, esta es una definición hecha a la medida de quienes quieren pasar por predios privados y fiscales sin que nadie sepa. Cuando los afectados se den cuenta, será demasiado tarde para apelar a los tribunales. ¡Digámoslo francamente! ¡Ese es el objetivo de este artículo que, lamentablemente, fue aprobado con la eliminación de los elementos a que me he referido y con la ratificación de otros!



Me llama la atención la actitud de los adalides de la defensa de la propiedad privada. En Chile, un asesinato involuntario tiene cinco años de presidio; un robo con escalamiento, diez. Sin embargo, para algunas bancadas que defienden a morir la propiedad privada, la penalización va más allá, incluso, que la protección de la vida. En nuestro país, tiene menos años de cárcel un asesinato que el robo a una propiedad privada. Así es la legislación nacional. Me extraña la actitud de quienes la han defendido siempre de manera absoluta.



Nosotros respetamos la propiedad privada, pero como lo establece la Constitución. Creemos que se debe regular cuando se trata de un elemento relativo a la seguridad nacional, de un bien común o del interés superior de la patria. De modo que tanto a los dueños de predios fiscales como a los de terrenos privados, no pertenecientes a las grandes empresas -porque las forestales en las Regiones Novena y Octava van a saber de inmediato-, a los pequeños agricultores o propietarios, se les tiene que informar para que defiendan su propiedad. Sin embargo, este artículo no cumple ese objetivo.



Por eso, voto en contra, señor Presidente, esperando que la indicación que hemos presentado sea aprobada para poder discutir de verdad un mecanismo de información.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi, para fundamentar el voto.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, intervendré en el mismo sentido.



Considero lamentable que haya tan precaria voluntad de proteger el patrimonio; en este caso, el bien nacional de uso público que, a mi juicio, merece ser defendido y resguardado, con una actitud razonable.



Por lo tanto, en un país como Chile, no dar aviso de los bienes nacionales de uso público que se afectan, lo único que va a permitir es un verdadero estatus de precariedad de zonas que revisten un valor arqueológico, ecológico o de biodiversidad.



Pienso que aquí solo se busca generar un verdadero fast track. Lo mismo sucede con la falta de voluntad de comunicar a las comunidades. Entonces, ¿de qué estamos hablando?



En el país tenemos una inmensa desigualdad, en todos los planos: económico, territorial, político y de poder.



¿Qué fuerza tiene una pequeña comunidad frente a las grandes empresas de transmisión? Y acá se quiere mantener esa brecha y conservar tal desigualdad. Muchas veces, cuando se habla de entregar información a través de medios de comunicación escrita, aquella no llega a las pequeñas comunidades que, justamente, son los lugares afectados por esas concesiones.



Entonces, aquí se confecciona un traje a la medida para, en cierta manera, silenciar e impedir el legítimo derecho de las comunidades y también de nuestro patrimonio, en especial de los bienes nacionales de uso público, de ser resguardados debidamente.



Por lo tanto, me parece que debe cambiarse el eje y la relación de poder. Pero hay que otorgar un poder no equivalente sino razonable a las comunidades y al bien nacional de uso público, para que alguien los pueda resguardar adecuadamente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma, para fundamentar el voto.

El señor TUMA.- Señor Presidente, permanentemente los sectores campesinos y agrícolas nos preguntan por qué razón ellos no tienen derecho a usar el agua que pasa por sus tierras. Y les explico que, en algún momento de nuestra historia nacional, el año 1981 -en un “Congreso” integrado por cuatro personas-, se definió que las aguas había que inscribirlas. Y dieron 30 días para hacerlo. Se informó a través de una publicación en el Diario Oficial. Quienes no la leyeron, perdieron.



Aquí está ocurriendo más o menos lo mismo, porque, en definitiva, no protegemos los terrenos fiscales al no establecer que se comunicará a Bienes Nacionales la aceptación de la solicitud de concesión provisional, para que el Ministro tome las precauciones del caso o haga las recomendaciones ya sea por sí o por no. Y tampoco se dispone expresamente que se informará de ello a los propietarios.



Con relación a estos últimos, ¿en qué momento van a saber que su área está siendo afectada? ¿Cuándo tendrán la oportunidad de oponerse o de presentar un recurso ante los tribunales? Porque los plazos van a estar absolutamente vencidos una vez que se halle autorizada la concesión provisional, y luego, construida la línea.



Por lo tanto, quiero consultar si en algún otro artículo del proyecto se considera que los pequeños agricultores y las comunidades indígenas recibirán esa información; si efectivamente van a saber si sus terrenos están siendo objeto de una concesión provisional que en definitiva se convertirá en permanente.



Por las razones expuestas, creo que este artículo no representa lo que desearíamos proteger: por una parte, agilizar el procedimiento para establecer una línea de transmisión, pero, al mismo tiempo, que ello sea compatible con el derecho de propiedad, particularmente de los pequeños agricultores y de las comunidades indígenas. 



Señor Presidente, no obstante que ya se rechazó la posibilidad de hacer la consulta a los pueblos originarios, porque quienes en la votación general nos pronunciamos en contra no tuvimos éxito en imponer que primero se llevara a cabo, quiero puntualizar que ahora, en el debate en particular, nos preocuparemos de qué manera las comunidades rurales, sean indígenas o no, pueden tener conocimiento de la aprobación de una solicitud de concesión provisional en sus propiedades.



En este momento estamos votando la supresión del párrafo final del inciso primero de la letra a) del artículo 20° del proyecto, de modo que ni siquiera el Ministerio de Bienes Nacionales puede conocer que se están afectando sus territorios mediante una concesión provisional. Y mucho menos queda establecido -al menos en este precepto; no sé si en otro- el envío de alguna comunicación oficial, directa y precisa, a cada uno de los propietarios del área cuya afectación se autoriza en dicha concesión. 



Por eso, al menos en este artículo, votaré en contra de la supresión propuesta por la Comisión de Minería y Energía. Pero voy a ver el modo de lograr que los pequeños propietarios reciban información respecto de cómo les va a afectar ese trazado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, a veces es fácil explicarse por qué el Congreso y los parlamentarios tenemos tan mala fama. Porque aquí en las argumentaciones que se hacen siempre se trata de poner un manto de duda. En este caso, por ejemplo, se señala que se quiere regalar terrenos fiscales para proteger a las transnacionales. 



¡Eso no tiene nada que ver con el artículo que nos ocupa!



Lo que consigna este precepto -lamento que no se pueda otorgar la palabra al señor Ministro, para que lo explique- es una obligación que la Superintendencia no podrá cumplir. ¡Así de simple! ¿Y por qué? Porque se refiere a la concesión provisional en un área, no al trazado.



Entonces, como se trata de un área, no es posible que la Superintendencia diga: “Va por aquí o por allá”. 



Hago ver al Senador señor Navarro por su intermedio, señor Presidente, que la concesión provisional solo tiene por objeto el ingreso al predio a fin de realizar los estudios, no para efectuar construcciones.



En consecuencia, ¿cómo va a contestar la Superintendencia a eso? ¡Es imposible!



Entonces, solicito que, por favor, se pueda conceder la palabra al señor Ministro sobre la materia, para que lo aclare. Porque he escuchado diversos argumentos que no guardan relación con esta norma ni con el proyecto. Y es más, ¡siembran una serie de dudas totalmente ajenas a él!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.



No se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no sé cuántos colegas han tenido la experiencia práctica de ver cómo se aplica la actual legislación respecto de las comunidades indígenas cuando se entregan concesiones provisorias o se aprueban proyectos.



En verdad, la forma de comunicación, que es uno de los puntos abordados acá, es muy deficiente. A veces se proporciona  información a los municipios, pero como ellos no se la traspasan a las comunidades afectadas, estas de repente ven aparecer torres de alta tensión que se construyen en su patrimonio, que es el vecindario.



En esta ocasión se mantiene el criterio de que se debe informar -es cierto- no sobre un trazado, sino sobre un área que va a  ser afectada y donde se hará un trazado futuro.



En cuanto a lo señalado por el colega señor Prokurica, entiendo que uno pueda tener diferencias en esta materia. Yo no estoy hablando de transnacionales ni nada por el estilo, sino del derecho de las personas a saber que en un área del país se pretende hacer un trazado. 



Sin embargo, ese trazado se podría hacer en forma más inteligente, si es que algún día en nuestro país zonificáramos los trazados a pie de cordillera. Ello, por supuesto, resultaría un poco más caro, pero contribuiría a defender algo que es muy escaso: el uso del suelo agrícola en particular. 



De eso se habla poco. Y mediante este proyecto vamos a destruir miles de hectáreas, siguiendo la práctica de facilitar los trazados para las empresas y no de defender un bien escaso como son las tierras productivas.



Por sobre todo, lo que se está diciendo es que por ser un área donde se podrá definir un trazado y entregar una concesión provisoria, ¡no es tan importante informar!



De haber interés por informar a todos, en forma contundente, también debería incluirse al Estado, porque este no cuenta con un procedimiento de comunicación fluida entre sus distintas reparticiones. 



Asimismo, el que la Superintendencia o algún organismo fiscal reciba la información no significa que se diga al seremi de la Sexta Región que el trazado va a pasar por un terreno que se encuentra afectado.



Señor Presidente, lo que llama la atención -independiente de que las concesiones sean de un trazado específico o de un área-, es que prioritariamente no tengamos como cultura y objetivo principal el masificar la discusión. Aquí el criterio es minimizarla, porque en tanto ello ocurra es más favorable para un actor. 



Nadie quiere demonizar a los actores de la industria eléctrica. A todos nos gusta prender la luz. Pero hay formas y formas para definir trazados; existen áreas y áreas donde hacer ese trabajo. Y el artículo que se refiere de modo esencial a cómo generar y garantizar información, debería concitar amplio consenso. Pero, curiosamente, algunos Senadores no quieren informar a todo el mundo, y otros estamos interesados en que esa labor sea hecha al máximo. Porque en información, lo que abunda no daña. ¡Es absurdo que alguien se oponga a que se informe a Bienes Nacionales!

Es absurdo, también, que se opongan a que se informe a los interesados, o que ello se satisfaga porque aparece en una página web. ¡Como si en el mundo de hoy todos se entendieran por correo electrónico y plataformas digitales! 



Aquí se necesita masificar medios y generar las instancias para que todo el mundo se informe.



Señor Presidente, si hubiésemos tenido más tiempo, habría pedido incluir una indicación tendiente a que se informe también a la totalidad de las organizaciones de esas áreas. Pero eso es distinto. 



Al respecto, tenemos una diferencia con el colega que me antecedió en el uso de la palabra. Yo prefiero, si es necesario, pecar de sobreinformación que de minimizarla.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, he seguido con interés la discusión, como todos los presentes.



Estimo que aquí no hay intención alguna de ocultar el proyecto que se intenta desarrollar. Porque se aumentan los requisitos de publicidad. Se multiplican por tres. 



Así se consigna en el inciso primero del artículo 20°, que expresa que la solicitud de concesión provisional deberá publicarse en un diario de circulación nacional y otro de circulación regional.



Efectivamente se trata de una concesión provisional, que sirve solo para realizar estudios. En todo caso, si es necesario acceder a un terreno ajeno, habrá que obtener el consentimiento del propietario o tendrá que disponerlo un tribunal. 



Aquí nadie propone saltarse el modo en que se cumplen las sentencias o dejar de respetar la propiedad, sea esta privada o fiscal. Esta última es una forma de propiedad. Tampoco es de todos. Tiene un dueño: el Estado.



Acá se prevé la notificación por parte del tribunal ante cualquier avance en la tramitación del respectivo proyecto.



Ahora bien, lo propuesto en la oración que se sugiere eliminar quizás le imponga un gravamen excesivo a la Superintendencia, porque no será fácil identificar el terreno que cubre la concesión provisional. Esto es muy similar a la manifestación minera, en cuanto a que ambas usan sistemas de coordenadas UTM, las que no son precisas. No contienen deslindes, como los que normalmente se registran en los títulos individuales de propiedad. Hay que considerar eso también. En definitiva, son cuadrículas en un mapa.



¡Por qué, entonces, poner una exigencia excesiva! Ese es mi punto de vista.
Luego, por incumplir tal obligación, puede echarse abajo la concesión provisional.



Lo planteado no es para favorecer a ninguna transnacional, ni para sacar los ríos de la Patagonia, ni para que los ricos sean más ricos. El asunto propuesto nada tiene que ver con algunos de los “sesudos argumentos” -¡todos originales…!- que hemos oído en la última media hora.



Como una manera de salir del paso, sugiero que, en el inciso segundo, nuevo, donde se habla de que la Superintendencia deberá enviar copia de la solicitud de concesión provisional a los municipios, también se incluya al Ministerio de Bienes Nacionales, simplemente a título de información general.

El señor GARCÍA.- Sería bueno.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Así quedaría en la ley. 



De ese modo, se terminarían el escrúpulo horroroso de que seguimos trabajando para los chupasangre y las demás cosas. Podríamos votar más tranquilos y acelerar el despacho de esta iniciativa, cuya discusión, así como va, demorará más que la tramitación de un proyecto sobre una hidroeléctrica en Aysén.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa, para fundamentar su voto.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, entiendo que pueda haber opiniones diferentes en relación con este proyecto. Pero pido que el debate se haga sobre la norma en análisis y no respecto de vaguedades.



El inciso que nos ocupa establece que, dentro de los quince días siguientes a la declaración de admisibilidad, se publicará la solicitud de concesión provisional por tres días en un diario de circulación nacional y por tres días en un diario de circulación regional. En esto todos estamos de acuerdo. Esa es la publicidad que se dispone para informar a todo el mundo de la petición respectiva.



¿Qué se propone suprimir? La oración final, que dice: “En caso de afectación de terrenos fiscales, la Superintendencia (…) comunicará dicha situación al Ministerio de Bienes Nacionales.”.



¿Por qué se elimina ese texto? A mi juicio, porque, cuando se presenta una solicitud de concesión provisoria, no se sabe por dónde pasará el trazado y, por lo mismo, se desconoce quiénes serán los dueños afectados.



Pensemos en un proyecto con un trazado posible de 500 kilómetros. Primero, se requiere hacer un estudio. Para iniciarlo, se pide la concesión provisional. Después de ello, sabré quiénes son los propietarios.



Esa es una primera hipótesis.



La segunda: ¿Por qué darle más derechos al Ministerio de Bienes Nacionales que a los propietarios indígenas o a las comunidades? ¡A estos no! ¡Que se informen por el diario! ¡Pero los señores del Ministerio no pueden leer el diario…!



Es absurda la discusión, señor Presidente.



Reitero: yo respeto las opiniones distintas. 



Si alguien no quiere que haya trazados eléctricos en Chile, tendrá todo el derecho a oponerse. ¡Capaz que ahí digamos que, seguramente, esa persona está coludida con los fabricantes de velas…! Y nos enrostraremos todo tipo de intenciones malévolas.



Pero, por lo menos, en las argumentaciones tratemos de atenernos a la norma que está en votación. Aquí se propone suprimir una oración, por una razón lógica: no se sabe quiénes son los propietarios de los miles de terrenos que comprende el área en estudio. 



Además, tampoco sería razonable exigir que se notifique solo al Ministerio de Bienes Nacionales y no a los demás propietarios -indígenas o cualquier persona-, sean pequeños o grandes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, vuelvo a recordar -el Senador Orpis hizo una presentación sobre esto en la sesión pasada- los cuellos de botella del Sistema Interconectado Central. Están hechos los estudios a este respecto. Incluso, el Ministerio de Energía está llamando a licitación para que los proyectos se lleven a cabo. La iniciativa que nos ocupa pretende que ello se haga más rápido. Sin embargo, eso no debe materializarse a costa de atropellar otros derechos.



En una posible línea de transmisión y franja de seguridad, siempre existen alternativas de trazado. Es correcto que no se sabe de modo exacto por dónde pasará, pero claro que se conoce el área por dónde va a cruzar. Hoy en día, en un mundo con tecnología GPS, la información es muy abierta. 



No veo cuál es la razón para que la Superintendencia no informe dicha situación, dentro de cinco días contados desde la declaración de admisibilidad -se están acortando los plazos-, al Ministerio de Bienes Nacionales. De hecho, la ley vigente lo contempla al final del inciso primero del artículo 20o. Dice: “y previa comunicación al Ministerio de Bienes Nacionales en el caso de afectar terrenos fiscales”.



¡Y hay muchos terrenos fiscales en nuestro país!



Además, en esto no operan oscuras intenciones, señor Presidente.



¡Qué tiene de malo avisarle de esto a alguien que posea un parque, una reserva forestal, un santuario y que pueda verse afectado por la concesión provisional! Así podrá reclamar con anticipación: “Oiga, busque un trazado por otra parte”.



Aquí no hay nada oscuro.



A mi juicio, el asunto se oscurece cuando se pretende hacer las cosas a la rápida y saltándose bases de información. En esto no existe colusión con los fabricantes de velas ni cosa parecida. ¡Nada que ver! 



Sabemos que hoy día existe una alta concentración de los actores de la energía en Chile. Y se busca seguir en esa misma línea. ¡Eso sí que es oscuro!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, estoy a favor de la eliminación de la oración en análisis, que dice: “En caso de afectación de terrenos fiscales, la Superintendencia, dentro de cinco días contados desde la declaración de admisibilidad, comunicará dicha situación al Ministerio de Bienes Nacionales.”. Ello, porque, como aquí han dicho colegas que han intervenido directamente en el estudio del proyecto, la Superintendencia no tiene cómo saber que existen terrenos fiscales involucrados. 



Por lo tanto, me parece razonable eliminar esa expresión.



Sin embargo, quiero sumarme a la propuesta que hizo el Honorable señor Carlos Larraín. 



Creo que, en el inciso segundo propuesto, perfectamente se podría incluir una referencia a la Cartera mencionada. La norma dice: “Tanto la solicitud como el mapa incluido en ésta serán publicados en la página web u otro soporte de la Superintendencia y en un lugar destacado de los municipios afectados. Para este último efecto, la Superintendencia deberá enviar” -y aquí viene la proposición formulada por el Senador Carlos Larraín- “al Ministerio de Bienes Nacionales y a los respectivos municipios, dentro de un plazo de tres días contado desde la declaración de la admisibilidad de la solicitud, copia de ésta y del mapa del área solicitada, las que los municipios deberán exhibir dentro de los tres días siguientes a su recepción…”.



Señor Presidente, de esa forma dejamos incorporado al Ministerio de Bienes Nacionales y no obligamos a la Superintendencia a entregar una información que no conoce.



Si hubiera unanimidad para ello, podríamos resolver lo que estamos votando.

El señor LETELIER.- Que se informe a las juntas de vecinos también.

El señor GARCÍA.- Ya están contemplados los municipios.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión de Minería y Energía para suprimir la oración final del nuevo inciso primero del artículo 20o (22 votos a favor y 9 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra al señor Ministro para que aclare algunos de los conceptos que tenía intención de precisar mientras se desarrollaba la votación.



Y también, señor Ministro, sería bueno que la sugerencia hecha por los Senadores señora Rincón y señores Carlos Larraín y García fuera patrocinada por el Ejecutivo, porque corresponde a una materia de su iniciativa.

El señor BUNSTER (Ministro de Energía).- Muchas gracias, señor Presidente.



Creo que hacia el final de la discusión se fue clarificando el asunto. 



En la ley vigente tanto la concesión provisional como la definitiva contemplan un trazado. En el proyecto en análisis se las diferencia: la concesión provisional define un área y la definitiva, un trazado específico. Por lo tanto, la primera considera una superficie más amplia, que abarca a muchos propietarios. Se opera de esa manera para estudiar distintas opciones de trazado.



Aun así, está previsto que esa área extensa se publique en la página web de la Superintendencia y en un lugar destacado de las municipalidades. Acogemos el planteamiento de que se incorporen también los avisos radiales y, asimismo, la sugerencia de los señores Senadores de comunicar tal situación al Ministerio de Bienes Nacionales, de manera que dicha Cartera pueda chequear si algún terreno fiscal será afectado. Todo ello, por supuesto, además de las publicaciones en los diarios.



Sin embargo, al tratarse de una superficie tan grande, no hay manera de saber con exactitud cuál será el trazado final y a qué propietarios va a afectar. Eso recién se conoce cuando se plantea la concesión definitiva, que es donde se verifica todo el proceso de notificación individual a cada uno de ellos.



Por lo tanto, al definir una concesión provisional con un área más amplia, la iniciativa busca precisamente darle uso a un mecanismo que, en la práctica, no se está utilizando, porque a dicha concesión hoy la ley le exige los mismos requisitos que se contemplan para una concesión definitiva.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- A usted, señor Ministro.



Considerando que el Ejecutivo tiene la voluntad de patrocinar lo propuesto, pido a los colegas que han planteado el asunto que redacten la indicación pertinente y la hagan llegar a la Mesa. Ello significa que, mientras seguimos la tramitación del proyecto, deben conseguir las firmas correspondientes.



Sugiero que los Senadores señor García y señora Rincón, quienes hicieron las proposiciones concretas, escriban la indicación para que el señor Ministro la patrocine.



Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, entendiendo el curso del debate que se acaba de realizar -lo expresó también el Senador Horvath-, si se elimina el último párrafo de la indicación renovada, referido a la facultad de la Superintendencia para certificar la fecha que indica, la propuesta deja de ser inadmisible. Al suprimir esa parte, el resto es absolutamente admisible.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, estimo que existían razones muy claras para eliminar la obligación de la Superintendencia de informar al Ministerio de Bienes Nacionales cuando hubiera bienes fiscales involucrados en alguna concesión provisional. Si dejamos tal exigencia, estaremos discriminando, a mi juicio, en contra de los bienes no estatales. ¿Por qué no se les avisa a los dueños de estos también?



La información se halla disponible mediante publicaciones en diarios, en lugares destacados de los municipios, en avisos, etcétera.



No tengo ningún problema, señor Presidente, en que se logre un acuerdo en torno a una indicación en esta materia y que ella se presente. Pero entiendo que ya se aprobó la supresión de la oración referida.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.

El señor NOVOA.- Si después hay unanimidad, bueno; si no, seguimos analizando la iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos hablando de otras indicaciones al artículo 20º, complementarias a lo ya resuelto. 



Una de ellas fue declarada inadmisible en la Comisión y ahora fue renovada.

El señor NOVOA.- Perfecto. 



Entonces, lo que ya votamos quedó zanjado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es. 



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero hacer un comentario en la misma línea planteada por usted. 



Queda un rato largo de sesión (son las 17 y está citada hasta las 20, y tal vez se alargue); por tanto, hay tres a cuatro horas para redactar la indicación que el señor Ministro ha señalado, con la cual concuerdo. Y quizás se podría incluir un par de cosas, que no debieran significar mayor problema.



Si es posible, pido que se deje pendiente la votación de esta parte del artículo y que avancemos, porque...

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, el inciso primero del artículo 20º ya fue votado. 



Lo que estamos viendo ahora es la posibilidad de que la indicación renovada Nº 19, que fue declarada inadmisible en la Comisión, sea patrocinada por el Ejecutivo. Y en aquellas áreas en las que hubo cierto acuerdo,...

El señor NAVARRO.- También el Gobierno puede mandar una nueva indicación, que contenga los elementos recién planteados y que modifique lo ya votado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Mientras seguimos el debate del proyecto, pido a los señores Senadores que hicieron la sugerencia respectiva que redacten una indicación para que sea patrocinada por el Ejecutivo y que la hagan llegar a la Mesa antes del despacho de la iniciativa.



En razón de lo anterior, si le parece a la Sala, vamos a dejar pendiente la indicación Nº 19 hasta que se presente la mencionada indicación.



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Secretario, sigamos con la tramitación del proyecto. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en el mismo artículo 20º, la Comisión de Minería y Energía propone incorporar un inciso segundo, nuevo, que establece lo siguiente:



“Tanto la solicitud como el mapa incluido en ésta serán publicados en la página web u otro soporte de la Superintendencia y en un lugar destacado de los municipios afectados. Para este último efecto, la Superintendencia deberá enviar a los respectivos municipios, dentro de un plazo de tres días contado desde la declaración de la admisibilidad de la solicitud, copia de ésta y del mapa del área solicitada, las que los municipios deberán exhibir dentro de los tres días siguientes a su recepción, por un plazo de 15 días seguidos. El hecho de que la Superintendencia o los municipios no efectúen las anteriores publicaciones no afectará el procedimiento concesional sino sólo la responsabilidad de estos organismos.”.



Esta enmienda fue aprobada por mayoría de votos en la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la propuesta de la Comisión de Minería y Energía.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende, para fundamentar el voto.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, si hubiera acuerdo con el Ejecutivo o con la mayoría de la Comisión, quisiera hacer una sugerencia. 



La primera parte de la modificación, relativa a la publicación de la solicitud y el mapa, así como la obligación de la Superintendencia para enviar copia de dicha petición a los respectivos municipios dentro en un plazo de tres días, la encuentro muy bien.



Sin embargo, no estoy de acuerdo con la última oración del inciso, que dice: “El hecho de que la Superintendencia o los municipios no efectúen las anteriores publicaciones no afectará el procedimiento concesional sino sólo la responsabilidad de estos organismos”. A mi entender, ese hecho sí afecta la claridad y transparencia de dicho procedimiento. Por tanto, debiera suprimirse ese texto. 



Pido el acuerdo para eliminar esa parte. Si bien es cierto que la enmienda se aprobó por mayoría, no corresponde que aparezca la oración final.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, adelantándome a esta materia, conversé sobre el punto con el Ejecutivo, después de haber escuchado lo planteado por los Honorables colegas. 



En tal virtud, solicito que votemos por separado la parte final de este inciso, para poder rechazarla.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señora Senadora, lo lamento, pero ya estamos votando la enmienda de la Comisión de Minería y Energía. 



Además, tengamos cuidado: lo que aparece como extraño es que un municipio no efectúe las publicaciones pertinentes...

La señor RINCÓN.- Señor Presidente, lo que pasa es que...

El señor PIZARRO (Presidente).-... y que ese hecho no podría afectar todo el proceso concesional.

La señora RINCÓN.- Resulta que, por un lado, se estableció la obligación de efectuar las publicaciones y, por otro, estamos exceptuando a la Superintendencia y a los municipios de la validez del procedimiento concesional si no hacen tales publicaciones, dejándoles solo una responsabilidad administrativa por ello. 



Entonces, es incoherente el inciso. 



Y al Ejecutivo le parece adecuado acoger la indicación planteada por los Honorables colegas.



En consecuencia, si no se puede dividir la votación, pido que el Ejecutivo reponga la indicación con el cambio señalado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señora Senadora, se halla en votación el inciso segundo tal como viene redactado desde la Comisión. No se pidió antes votación separada. No puedo pasar a llevar el Reglamento. 



Sin embargo, al proyecto le falta otro trámite. Ahí se puede eliminar la oración correspondiente. 

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada....

El señor LETELIER.- No, señor Presidente. Quiero intervenir.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le ofrezco la palabra, señor Senador. 



¡Es que usted me hacía unos gestos como diciendo “después”...!

El señor LETELIER.- Disculpe, señor Presidente, pero entendí, cuando usted puso en votación el inciso -de ahí, tal vez, mi error-, que nos debíamos pronunciar solamente por la primera parte de este, pues interpreté que se había acogido la petición de la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- La hice antes.

El señor LETELIER.- Que la formuló antes. Por eso me había omitido en un primer momento.



Considero que hay que rechazar este inciso si no se puede separar la votación, basado en lo siguiente.



En el fondo, aquí estamos haciendo gatopardismo. Y me imagino que el Ministro que nos acompaña en la Sala compartirá que es gatopardismo el disponer en la primera parte de la norma que se debe entregar información para que haya validez en un proceso de concesión, aunque sea provisoria, sobre un territorio amplio -esto es más preocupante para algunos de nosotros que para él (para mí es sumamente preocupante); el Ministro señala que aquella es provisoria, que no es para hacer el trazado-, y, por otro lado, más adelante establecer, por un texto del Ejecutivo, que si la Superintendencia -organismo del Estado- o los municipios -presuntos representantes de la comunidad- no informan, ello no importa. Dado que ninguna ley sanciona a la Superintendencia, a los municipios por no realizar aquello. Pero es más grave. Porque se indica que esta situación no afecta el procedimiento concesional.



Es preciso valorar en todas sus etapas el derecho básico de la información.  Aquí estamos generando una ley que no pretende -a diferencia de lo que nos ha manifestado el Ejecutivo- acortar plazos, hacer el proceso más eficiente, eliminar burocracia, sino algo distinto.



Si existe la voluntad -como yo creía- de reunir los votos para tener un sistema más eficiente, con plazos adecuados, sin burocracia, pero sin violentar ciertos derechos -entendía que ese había sido siempre el principio-, pido que se demuestre aquí, separando la votación o rechazando la norma.



Si partimos pronunciándonos en contra del derecho a la información de una comunidad, el resto del proyecto no vale nada. Y aquí se nos cae todo el debate.



Por muy amplio que sea el territorio por donde se quiera llevar a cabo un trazado y se desee entregar como provisorio, la comunidad no lo sabrá. ¿Ustedes creen que la gente lee los diarios especializados? ¿Ustedes piensan que las comunidades de Huilquío, en Rengo; o de Pimpinela, en Requínoa; o de Colla, en Machalí, o de La Blanquina, en Codegua, van a estar leyendo los periódicos para saber por dónde pasa el trazado? Por consiguiente, si a eso agregamos que los municipios no cooperan, esto es una farsa. Yo ya no hablo de tierras indígenas, de parques, sino de la comunidad.



En consecuencia -por su intermedio, señor Presidente-, pido al señor Ministro que haga algún gesto en este punto, para que exista alguna viabilidad de diálogo. Porque es aberrante que el Ejecutivo haya planteado esto. Quiero pensar que fue un error de redacción. Y para que lo entendamos así me encantaría escuchar al Ministro o a sus representantes o voceros potenciales llamar a rechazar la disposición en comento, reponiendo un artículo de mejor manera en otro trámite. De lo contrario, es muy difícil pensar que existe buena fe en esta norma y en el resto del proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, entiendo que cuando el Ministro señaló la posibilidad de redactar una indicación lo hizo solo sobre el primer inciso de la letra a) y no respecto del segundo, particularmente de la frase final en cuestión.



¿El Ministro tiene voluntad -por su intermedio, señor Presidente- de eliminar lo relativo a que si la Superintendencia o los municipios no informan no les pasa nada y sigue el proceso? Porque esa última frase anula todo lo dicho anteriormente y deja en la indefensión a las personas.

El señor ORPIS.- No.

El señor NAVARRO.- Suponemos que algunos están interesados en no informar, ya sea por omisión o por abierta intención.



Si el Secretario de Estado accediera a incorporar este elemento en la indicación que se va a presentar al final del debate, votaríamos de manera distinta. De no ser así -entiendo que no ha habido acuerdo para eso-, nos obliga una vez más a pronunciarnos en contra, lamentando profundamente que en definitiva no se comprenda cuál es esta posición.



A los campeones de la transparencia, a quienes postulan que siempre hay que informar y que los actos del Estado deben ser conocidos, tal vez porque están en el Gobierno, hoy día aquello se les olvida. Pero durante casi veinte años la Derecha exigió siempre transparencia de los actos de gobierno. Y la concesión provisional corresponde a un acto de gobierno. Por lo tanto, establecer estas condiciones de oscurantismo respecto de las concesiones no concuerda con el discurso que mantuvieron durante veinte años ni con lo dispuesto por la propia Ley de Transparencia.



Reitero: si hay voluntad del Ministro, estoy dispuesto a cambiar mi voto; si no, anuncio mi rechazo.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, si uno lee el artículo 20º actual, los señores Senadores podrán advertir cuál es la transparencia que existe hoy para otorgar las concesiones provisionales, cuál es la publicidad. Se publica en el Diario Oficial del 1 al 15 de cada mes. Básicamente eso.



¿Y por qué es muy importante esta referencia a la frase final?



La obligación en materia de publicidad recae en el solicitante, el que debe publicar en diarios de circulación nacional y en diarios de carácter regional.



Constituye un elemento adicional el que la Superintendencia les entregue los antecedentes a los municipios y que estos, a su vez, los publiquen durante quince días.



Si eliminamos la frase final, lo que va a ocurrir -eso es lo delicado- es que si un municipio no publica se viene abajo la concesión. Así de simple.



Por lo tanto, esta referencia al párrafo final es absolutamente esencial en el artículo. Porque perfectamente la Superintendencia podría negarse a entregar los antecedentes a los municipios y estos, a publicar durante quince días. Y la consecuencia sería, tal como está redactado, que se cae una concesión provisional. Esta última se orienta básicamente a estudiar un trazado en un área respectiva, porque el trazado final se lleva a cabo a través de la concesión definitiva.



Entonces, la situación es absurda. Porque lo que ocurrirá en la práctica, si estamos colocando este tipo de exigencias, es que no se optará por las concesiones provisionales, sino directamente por las definitivas, porque una no es condición de la otra. Y para poder tener un buen trazado, desde todo punto de vista, es positivo hacer estas áreas de estudio. Pero no hay que poner este tipo de obstáculos. Porque, tal como está redactado -repito-, al borrar la frase final, si un municipio se niega a publicar -puede hacerlo-, se cae la concesión, directamente.



Por lo expuesto, resulta fundamental mantener tal cual la parte final del segundo inciso.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, creo que este no es un tema fácil.



Como se ha planteado, lo que se pretende es separar, definir de manera distinta, una concesión provisional de una definitiva. Y la provisional tiene un objetivo determinado, que es ingresar, llevar adelante los estudios, pero no tomar posesión del terreno, ni hacer las instalaciones ni construir la línea. Es algo diferente.



Ahora, tiene razón el Senador Orpis al sostener que, si eliminamos la parte final del inciso, bastaría que un municipio que esté en contra de un proyecto no publicara, no cumpliera con la obligación establecida en el artículo, para bloquear al país entero con la línea de transmisión, impidiendo que se efectúe el estudio. De esa forma, no podrá ingresar al terreno la empresa encargada, quedando imposibilitada de construir la línea.



Entonces, digamos las cosas como son: esta fórmula hace que la iniciativa sea viable. De lo contrario, muchas personas podrían ir poniendo problemas para que estos proyectos no resulten. Y eso lo queremos resolver a través de esta normativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el objeto de este artículo -en sus distintos incisos, más los que se han agregado- es informar para que los posibles interesados o afectados no solo se enteren, sino que también puedan efectuar observaciones o reclamos.



Esa es su finalidad.



Por lo tanto, el que se informe de distintas maneras complementarias nos parece positivo.



Y esta norma también se liga con el inciso segundo actual, que después se pretende modificar. Porque esta ley, que data del año 1981, solamente exige la publicación en el Diario Oficial. Es decir, las personas se enteraban no de manera fácil. El agregar los diarios de circulación nacional y regional constituye un avance. Y añadir las radios -propuesta que, a nuestro juicio, resulta perfectamente admisible, porque el aviso es a costa del interesado- también es conveniente.



Pero aquí se pretende modificar -como vamos a ver- el inciso segundo actual, que señala: “los dueños de las propiedades que ocuparen o atravesaren las obras proyectadas, u otros interesados, podrán formular a la Superintendencia los reclamos en aquello que los afecte.”. Se propone reemplazar la frase “los reclamos en aquello que los afecte” por otra que señala que las observaciones “deberán fundarse en el incumplimiento de alguno de los requisitos señalados en el artículo anterior”.



O sea, solo si hubiera algún antecedente que se olvidó entregar en la solicitud de concesión provisional podría declararse admisible el reclamo. Es decir, esta iniciativa va en una línea absolutamente restrictiva. Lo vamos a ver más adelante en las concesiones: cuando se dice “u otros interesados”, estos tienen que cumplir los requisitos del todo excluyentes que establece este proyecto de ley.



En consecuencia, este artículo va amarrado a un conjunto de normas.



Por esa razón votamos en contra de esta fórmula que se nos propone.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 20 votos a favor y 8 en contra.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, quedaría aprobado el inciso segundo, nuevo.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, como yo pensé que se iba a votar la primera parte -estoy de acuerdo con ella- y no el inciso segundo completo, pido que se cambie mi voto. Dado que cuando se debatió el inciso entero me manifesté en contra de la segunda parte, deseo que quede consignado mi voto negativo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así se hará, señor Senador.



--Se aprueba el inciso segundo, nuevo, del artículo 20° (19 votos a favor y 9 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable del Senador señor Chahuán.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En las páginas 10 y 11 del boletín comparado, la letra b) del numeral 3) del proyecto propone efectuar modificaciones al actual inciso segundo del artículo 20°.



Ahora bien, las enmiendas se hallan presentadas en ordinales.



Se ha renovado la indicación número 23, que tiene por objeto suprimir el ordinal iii.



La letra b) se aprobó durante la discusión en general y no fue objeto de modificaciones por parte de la Comisión. Sin embargo -reitero-, la indicación renovada número 23, que solo fue rechazada y no declarada inadmisible, elimina el ordinal iii.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la indicación renovada número 23.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar, el iii es un número 3 romano en minúscula, por si acaso.



Lo que quiero señalar es justamente que la ley vigente establece que, una vez conocida la solicitud, “los dueños de las propiedades que ocuparen o atravesaren las obras proyectadas, u otros interesados, podrán formular a la Superintendencia los reclamos en aquello que los afecte”.



Este numeral iii romano en minúscula plantea restringir los reclamos, pues expresa: “Sustitúyese la frase ‘los reclamos en aquello que los afecte.’ por ‘sus observaciones a la solicitud de concesión, las que deberán fundarse en el incumplimiento de alguno de los requisitos señalados en el artículo anterior.’.”.



Es decir, acota la posibilidad de recurrir a la Superintendencia a lo que la persona informó en su minuto. Si se ve afectada en otro sentido       -por ejemplo, porque es dueña un hotel por el cual probablemente va a atravesar la línea-, no tiene ningún derecho a presentar un reclamo.



Entonces, para evitar la judicialización o que después se entrampen los estudios de impacto ambiental, a nuestro juicio, es mucho más amplio señalar “u otros interesados afectados”.



Eso constituye transparencia, una mínima igualdad ante la ley.



En tal sentido, adelanto que existe una reserva de constitucionalidad. Porque, de no prosperar esta indicación o restringirse absolutamente la probabilidad de efectuar una observación o reclamo, se estaría afectando las posibilidades de otros emprendimientos. Y el numeral 26° de la Carta Fundamental preceptúa: “La seguridad de que los preceptos legales que por mandato de la Constitución regulen o complementen las garantías que ésta establece o que las limiten en los casos en que ella lo autoriza, no podrán afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra para fundamentar el voto el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, si buscáramos una definición más exacta del espíritu del proyecto la encontraríamos en este artículo, pues lo que se pretende es abreviar no importando nada. Porque se pasa desde lo señalado con claridad por la ley -que efectivamente se realicen los reclamos por aquello que afecte a las personas- a observaciones burocráticas y administrativas que deberán estar fundadas en requisitos contenidos en el artículo anterior, que son meramente burocráticos.



La solicitud de concesión debe ser publicada en el Diario Oficial; se debe verificar si se ha cumplido alguno de los requisitos. Se trata de debates que efectuamos respecto de los artículos anteriores. O sea, nada tiene que ver lo que le pase a la comunidad, sino que estamos más bien ante un burocratismo propio del trámite administrativo.



Eso va a obligar a la gente a contratar abogados. Y este Gobierno, cada vez que presenta un proyecto de esta naturaleza, les da más y más pega a ellos; todos requieren abogados.



Lo discutíamos el otro día en una iniciativa sobre aduanas cuando se pretendía eliminar funcionarios. Recuerdo claramente que dije: “Entonces, después de cinco millones tiene que ser con abogado”. Y alegábamos respecto de la cifra para evitar la contratación de tales profesionales.



Tengo hartos amigos abogados. Y no quiero que mi argumento sea interpretado como un ataque a ellos, sino como una defensa a los pequeños propietarios, que cada vez que deban cumplir los requisitos alguien los tendrá que asistir para decirles: “Este trámite se ha cumplido o no”.



Porque dudo, señor Presidente, que exista el conocimiento necesario para hacer referencia a estas observaciones acerca del fundamento de incumplimiento de “los requisitos señalados en el artículo anterior”.



Por lo tanto, la pregunta para el Ministro -por cierto, desde ya anuncio mi voto en contra de este ordinal- es si esta iniciativa, digámoslo francamente, se constituirá en “la ley del pase libre” para que los concesionarios puedan ingresar, hacer todas las mediciones y generar un área, como ha dicho el Ministro. Y no van a elegir el mejor trazado, que respete el medio ambiente, los parques nacionales o los derechos de los pequeños propietarios, sino un área grande donde podrán decidir el diseño que más les convenga.



Y apuesto que doy en el clavo: van a escoger el trazado más económico, el que más se acomode a los costos. Porque a algunos gerentes no les pagan precisamente por respetar los derechos de terceros: les pagan por productividad, por ahorros. Y uno tiende a pensar que en esta área grande el trazado no va a ser el que quieran de consenso la comunidad, el país, los interesados, sino el que desee la concesionaria, sobre la base de, fundamentalmente, razones de costo.



Por tanto, el numeral propuesto, que elimina la frase “los reclamos en aquello que los afecte”, viola el sagrado “derecho al pataleo”, el sagrado derecho de una persona a denunciar algo que la afecta.



Será la Superintendencia o un tribunal quien determine si existe fundamento legal para emprender una acción. Pero aquí, tratándose de la concesión provisional, se les impide a los afectados reclamar, ya que sus observaciones deben referirse solo a si se ha cumplido el requisito burocrático administrativo. Y las empresas lo van a cumplir. 



O sea -digámoslo claramente-, acá no estamos innovando en nada.



Ahora, si una concesionaria se equivoca en el procedimiento, mejor que se vaya para la casa. Porque, si es incapaz de presentar correctamente los papeles vinculados con la forma de llevar a cabo el proceso de aviso, comunicación y precaria información, sus abogados debieran ser despedidos.



Esto lo van a hacer bien. Porque se halla establecido qué es, y en ningún caso implica más información.



Esta proposición refleja claramente el espíritu de la ley en proyecto, que en definitiva constituye un pase libre para entrar, medir. Y a la gente que quiera reclamar se le va a decir: “Cumple con todos los requisitos: ha publicado en el Diario Oficial, están establecidas las frases en el diario local y en el regional”. Ello, aunque el diario regional no lo lean ni en las ciudades.



Entonces, señor Presidente, aquí existe una disminución de derechos. Se afecta el derecho a la información. Y es evidente que hay que hacer reserva de constitucionalidad, porque los pequeños propietarios, las comunidades indígenas y las comunidades rurales agrícolas tenían claro que podían reclamar. Ahora, en este numeral, inserto en la concesión provisional, se está eliminando tal derecho.



Por lo tanto, voto en contra.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, yo creo que debe votar que sí, porque está en votación la indicación renovada número 23 y usted argumentó a favor de ella.

El señor PROKURICA.- ¡Para qué le explica…!

El señor COLOMA.- Votó que no.

El señor NAVARRO.- Entonces, señor Presidente, consecuente con mi argumentación, voto a favor de la indicación y en contra del numeral sugerido por la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso es.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, tanto en la concesión provisoria como en la definitiva (ahora nos hallamos en la provisoria), esta es una de las disposiciones fundamentales. Aquí se encuentra la médula del proyecto que estamos tramitando. Y esta es la razón por la cual se retrasaban ambos tipos de concesiones. 



Yo quisiera que los señores Senadores fueran al artículo 20 actual, que en su inciso segundo señala que, una vez que se ha hecho la publicidad, pueden reclamar los dueños de las propiedades afectadas y otros interesados. Pero no se define quiénes son los “otros interesados” (por ende, puede ser cualquiera), ni tampoco, qué se entiende por reclamo y en función de qué causales; es decir, puede haber cualquier causal.



Partamos por lo segundo.



En el caso de los reclamos, ocurre que muchas materias no son competencia de la Superintendencia, que es la que debe otorgar las concesiones.



¿Y qué hace, con sentido común, la norma actual?



En el artículo 19 se establecen taxativamente los requisitos. Por consiguiente, ¿sobre qué deben versar las reclamaciones? Sobre los requisitos contemplados en ese precepto que no se cumplieron.



¿Qué hace, sabiamente también, este proyecto? No define a cualquier interesado, sino que se remite a los consignados en el artículo 21 de la Ley de Procedimiento Administrativo. ¿Quiénes son? Los que tienen derechos, no cualesquiera.



¡Esta era la puerta abierta para obstruir todos los proyectos! ¡No había límites en materia de reclamaciones y de interesados!



¿Y qué se hace en las concesiones definitivas y en las provisorias? Se define quiénes son los interesados y se determinan las causales.



Hay, por ejemplo, materias medioambientales. Se tramitarán cuando se ejecute la obra en la concesión definitiva y se respetarán todas las normas vinculadas con el medioambiente.



Pero, señor Presidente, esta es la disposición fundamental: acotar el número de causales a lo que señala el artículo 19 y definir quiénes son los interesados. Ese es uno de los aspectos esenciales de este proyecto, y se aborda tanto en la concesión provisoria, que estamos viendo ahora, como en la definitiva.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, yo voy a votar a favor de esta indicación justamente porque creo que el Senador Orpis describió muy bien la cuestión de fondo: la completa anulación o el cercenamiento absoluto a quien desee ir en apoyo de un asunto de interés ecológico, arqueológico o patrimonial, llámese tercer sector, o sociedad civil, u ONG, o agrupaciones ambientalistas.



La idea es dejar a la concesionaria, con todo su poder, con toda su fuerza, con todos sus abogados y asesores, frente a un afectado en soledad absoluta. O sea, la mayor y más extrema unilateralidad; la profundización de la desigualdad, y el aumento de la posibilidad de abuso e injusticia.



¡Esto constituye una paradoja!



He escuchado muchos eslóganes en el último tiempo: “Chile justo”, “Contra el abuso y contra la desigualdad”. Bueno, aquí estamos estableciendo una norma que solo va a ahondar la desigualdad, incrementar la factibilidad de abuso e impedir que instituciones de bien común se sumen, por ejemplo, a la defensa en situaciones como las de HidroAysén, Pascua-Lama y muchas otras.



Un Senador preguntaba en esta Sala el porqué de nuestra sospecha y por qué enfrentamos estos problemas con una actitud cuestionadora. Bueno: porque la aprobación de todos estos proyectos ha sido fraudulenta, con vejámenes, con violaciones a los derechos humanos de comunidades indígenas.



Pero su aprobación no solo ha sido fraudulenta, sino también ilegal. Castilla se aprobó, y debió echarla abajo un tribunal de la república: la Corte Suprema.



Quiero recordar un solo episodio de esa Central: en la modificación del cambio de uso de suelo que se presentó al municipio iban hasta los membretes de la empresa. ¡Ni siquiera se dieron cuenta de eso! Y fue justamente una de las cosas que objetó la Corte Suprema. ¡Porque había un fraude!



¡Y qué decir del proyecto Pascua-Lama, que tuvo que ser intervenido y está detenido por violar todas las normas y cláusulas ambientales! Ayer fue visitado por un tribunal, por el juez. 



¿Cómo se aprobó ese proyecto? Con triquiñuelas, con mentiras, con engaños. 



¡Y qué decir del proyecto HidroAysén, en que los derechos de agua los concedió, casualmente, quien después se fue a trabajar a la Dirección de Aguas...!



Entonces, ¿le asiste a la comunidad derecho a tener suspicacias respecto a cómo se aprueban los proyectos en Chile? ¡Por supuesto que sí!



Señor Presidente, para las comunidades y para los afectados, antes había redes de solidaridad. Lo que se está haciendo acá es impedir la existencia de redes de apoyo, evitar toda posibilidad de que una ONG u otra institución respalde a quien se sienta perjudicado.



Considero que esto ya tiene un nivel extremo. Esta será la ley de la injusticia, y va a pasar a la historia de nuestro país. Se parece a las leyes que crearon las AFP, las isapres, pero con una diferencia: estas se hicieron a sangre y fuego, entre cuatro paredes, sin democracia; y este artículo vergonzoso, así como la iniciativa que lo contiene, van a ser aprobados en democracia.



Yo espero al menos que en la gente exista conciencia sobre lo que se está aprobando hoy día y que pueda haber también una opinión ciudadana en particular sobre este punto, que me parece medular, porque es expresión, en cierta manera, del espíritu de la legislación que estamos haciendo.



Este es un buen ejemplo de lo que significa el proyecto que nos ocupa. Y espero que cada uno de nosotros sea evaluado por sus electores al momento de tomar esta decisión, pues se está cometiendo un atentado contra el derecho de las personas a reclamar.



Aquí -insisto- hay una asimetría de poder, casi siempre, entre quienes solicitan las concesiones y los afectados. Estos últimos pertenecen normalmente a pequeñas comunidades campesinas, a comunidades indígenas.



Cuando los sectores perjudicados son poderosos, tienen abogados y se defienden; no necesitan de las ONG ni de las redes de solidaridad, pues disponen de recursos propios. 



¡Acá se está afectando a los más débiles!



¡La ley en proyecto favorece a los poderosos!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, se nos ha dicho que esta iniciativa tiene por finalidad posibilitar el desarrollo del sector eléctrico, ya que para aprobar los diversos proyectos presentados sobre la materia existen problemas a causa de reclamaciones, de dificultades para ocupar los terrenos. Y se ha aplicado el criterio de, prácticamente en cada norma, facilitarles todo lo que requieren a aquellos que van a realizar esa actividad.



Pero es de tal magnitud la facilitación que resulta inentendible que no reparemos en la necesidad de establecer cierta simetría entre la realización de una actividad económica de esta dimensión y las personas que se verán afectadas. Y, respecto de estas, uno podría pensar que son grandes propietarios; pero no es así: muchas veces se trata de pequeños propietarios, o incluso, del Estado, o de comunidades indígenas, en fin. 



Por ejemplo, la limitación de las reclamaciones a lo que señala “el artículo anterior” impide que las formulen los afectados tangencialmente.



Lo dije en la Comisión y lo repito en la Sala: si se quisiera evitar la existencia de litigios carentes de razón, podrían establecerse otros criterios. Pero no hay motivo para conculcar el derecho de un pequeño propietario a reclamar más allá de lo que preceptúa “el artículo anterior”, pues existe la posibilidad real de que el trazado propuesto afecte su vida, su propiedad, sus bienes.



Entonces, esta iniciativa cumple todos los objetivos que llevan finalmente a no respetar los derechos de aquellos a quienes deberíamos defender: los más pequeños. Porque los grandes se protegen solos, tienen capacidades propias para hacerlo. 



En cuanto a las notificaciones relativas al proceso inicial, se dice que se fijará un área -ello no se le comunicará a Bienes Nacionales, por no haberse determinado todavía el trazado-, la cual quedará supeditada a lo que indiquen los estudios.



Ahora, en esa área hay otros propietarios pequeños. Pero, con las condiciones técnicas disponibles hoy, no cuesta nada conocer su identidad; basta mirar Google Earth para darse cuenta de quiénes están en la zona. Entonces, será factible comunicarles a ellos y a aquellos que puedan verse afectados que hay una prepetición -no es la petición final-, al objeto de que puedan hacer los análisis que les permitan defenderse. 



Sin embargo, los plazos para formular las reclamaciones son muy pequeños, señor Presidente; no se trata de un período extenso. Y se deben tener condiciones económicas y capacidad para enfrentar a las empresas.



A mi juicio, la ley en proyecto será una de las peores en cuanto a protección de los ciudadanos y a posibilidad de evitar la comisión de abusos.



Estamos, pues, legislando para que finalmente se registre lo que muchos chilenos alegan: insuficiencia de derechos para defenderse cuando son sobrepasados por los grandes consorcios.



Se dice que la iniciativa es para los pequeños propietarios. ¡Ese es un cuento! Son los grandes quienes en definitiva lograrán pasar por encima de los pequeños.



Por lo expuesto, votaré a favor de la indicación que plantea eliminar el ordinal iii.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, insisto en el planteamiento que hice con anterioridad.



Algunos señores Senadores plantean aquí que, de no aprobarse esta indicación, los propietarios quedarán indefensos.



¡Eso no tiene nada que ver con la realidad! 



Nos encontramos frente a un procedimiento que establece una fórmula para determinar por dónde pasará la línea de transmisión.



Es cierto que se han limitado las causales de reclamación, pero no las posibilidades de reclamar ante un trazado.



¿Quiénes pueden hacerlo? Los propietarios afectados y aquellos que se sientan perjudicados. Pero no por cualquier causal. ¿Por qué? Porque no se afectan el derecho de propiedad ni la factibilidad de reclamar cuando sigue vigente el recurso de protección. 



Un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra señaló que la sugerencia de la Comisión termina con la posibilidad de que los pequeños propietarios reclamen. No es así. Ese mismo colega, en su discurso, reconoce que hay enormes proyectos de empresas internacionales multimillonarias que están parados porque pequeñas comunidades han apelado, no al procedimiento ante la Superintendencia, sino al recurso de protección. ¿Y qué mecanismo han utilizado los propietarios? La denuncia de obra nueva.



Señor Presidente, nadie ha mencionado acá el peor de los problemas que tenemos cuando se construye este tipo de obras: las eventuales demoras, que no afectan a las empresas, sino a los consumidores, sobre quienes aquellas hacen recaer el encarecimiento del proyecto, los mayores costos. 



¡Esa es la realidad!



Ahora, digamos las cosas como son: nadie pretende afectar a los pequeños propietarios; y menos yo, porque he sufrido en carne propia el problema. Y lo manifiesto derechamente: en la práctica, un tercio de los proyectos en mi Región se encuentran paralizados, no por la causa indicada, sino por los recursos de protección, que siguen vigentes para todos los propietarios y para todo aquel que sienta amagadas sus garantías constitucionales.



Lo señalo enfáticamente: aquí no se está afectando la posibilidad de que aquellos propietarios reclamen. En el hecho, estamos proponiendo aprobar en esta iniciativa un procedimiento que evite la multiplicidad de rifleros y piratas que, no siendo propietarios ni teniendo nada que ver con el proyecto pertinente, contratan abogados -todos sabemos quiénes son- con el objeto de suspender obras de miles de millones de dólares. ¿Para qué? ¿Para cuidar el medio ambiente? ¿Para proteger a las comunidades indígenas? No, señor Presidente: ¡para protegerse ellos! 



Eso es lo que estamos procurando: evitar que un puñado de personas que conocen todas las martingalas termine paralizando proyectos que implican mucho dinero y afectando a los consumidores. Porque, en la práctica, no persiguen defender los intereses que aquí se han señalado. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón. 

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, el objetivo de esta indicación es que, respecto a las concesiones provisional y definitiva, toda persona, por cualquier razón, pueda oponerse administrativamente ante la Superintendencia.



¿Cuál es el problema? Que, a la fecha, eso ha generado especulación, y junto con ello, demora en la aprobación de las concesiones y, por ende, retraso en la aprobación de proyectos eléctricos. 



Lo que hace esta iniciativa, modificatoria de una ley vigente en nuestro país, es clarificar quiénes son titulares de derechos: no solo los propietarios -reviste gran importancia aclararlo-, sino cualquier interesado (y hay que ser tremendamente riguroso sobre el particular; porque estamos en el Senado de la República -somos legisladores- y nos está viendo la ciudadanía-, quienes pueden concurrir “por sí o debidamente representados”; es decir, cualquier organización, cualquier abogado, cualquier persona que quiera representarlos puede hacerlo. 



Aquí no se veta a nadie. Con el proyecto de ley se está introduciendo expresamente esta parte de la normativa.



Cuando uno observa la realidad de nuestra matriz energética, se da cuenta -en el debate de los últimos días lo escuchamos en el caso de todos los candidatos presidenciales- de que la energía con que contamos es mala, cara y, además, insegura, sucia.



¿Cuál es el problema? Si no avanzamos en el ordenamiento que nos ocupa -y el artículo de que se trata es importante-, a lo único que estaremos tendiendo es a concentrar y perpetuar la actividad en dos grandes empresas. ¡Y no estoy por ello! He sido clara en cuanto al punto.



Permítame extenderme en este minuto, señor Presidente, respecto de lo que aquí estamos haciendo. Los que han emprendido una campaña para que no avancemos en la legislación en debate están haciendo posible justamente que megaproyectos como el de HidroAysén sean estimados una salvación en el ámbito energético. Y la Senadora que habla no está por abrirle espacio a ese tipo de iniciativas.



Creo que tenemos que permitir la diversificación de nuestra matriz energética. ¿Cómo? Reglamentando, regulando, aclarando, dictando normas. Eso es lo que lleva a cabo, en particular, la disposición en examen. Por dicha razón es tan relevante.



Y tenemos que ser cuidadosos en lo que transmitimos a la opinión pública.



Se determina quiénes pueden proceder -no cualquiera-, pero no se limita el derecho, y se facilita la actuación por sí o debidamente representado y se establecen las causales. ¿Por qué? Porque necesitamos que exista claridad, certeza. Ello incide significativamente en el desarrollo de Chile.



La situación que vive el país es grave. No podemos seguir esperando. Se proyectan enormes diferencias de costos entre diferentes partes del territorio nacional, las más afectadas de las cuales serán el Norte Chico y toda la zona central.



El escenario se mantendría en los próximos tres y cuatro años, producto de las limitaciones en el sistema de transmisión. En efecto, si consideramos los problemas de transporte de energía que actualmente enfrenta y enfrentará el sistema interconectado central, es posible observar que menores costos en algunas zonas denominadas “polos de generación” no pueden ser traspasados a otras, lo que genera pequeños subsistemas y redunda en pérdidas sociales. La Región que represento se ve afectada por la situación descrita.



Por eso, señor Presidente, creemos que no es recomendable aprobar la indicación y que es necesario avanzar en la normativa en particular.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, este es un articulado plagado de desconfianza. Es algo que no hace más que poner en evidencia, a mi juicio -disculpe si ofendo con lo que voy a decir-, lo deficiente que ha sido el Ejecutivo en el debate del proyecto de ley al no ser capaz de crear la sensación contraria.



Y la desconfianza existe por una razón: en nuestro país hay mucho abuso de parte de quienes son más grandes, más fuertes; de quienes imponen criterios a los demás.



Somos una sociedad que está cambiando. Por eso han salido miles y miles de jóvenes a las calles. Imagino que el señor Ministro es consciente de ello.



Resulta muy fácil despachar hoy una ley, y podemos cambiarla el próximo año. Si esto último ocurre, recordaremos que el motivo radica en que el titular de la Cartera hizo mal su trabajo en el año en curso, porque fue incapaz de generar acuerdos más estables.



Y deseo exponer con mucha franqueza el planteamiento no por manifestar una objeción a que se proceda más rápido, es decir, a que se acorten los plazos. No es eso. Sucede que, como nuestra geografía es muy distinta, el debate tiene una lógica para un nortino metido en el desierto y otra para quienes representamos el Valle Central, porque el valor de la tierra y los impactos son diferentes.



En relación con el asunto específico en análisis, señor Presidente, solo deseo traer a colación lo que pasó acá, en la Región de Valparaíso -se encuentran con nosotros Senadores que la representan, pero es algo que también podría haber ocurrido en la Sexta, la Séptima-, donde se frenó la inversión de un empresario en el rubro porcino por el impacto que se iba a registrar en otra industria: la vitivinícola, sumamente importante, generadora de empleo y que es alternativa.



La Honorable colega que me antecedió en el uso de la palabra puede expresar, conforme a su lógica, que rechaza la indicación por querer que solo a los interesados les sea posible referirse a la cuestión puntual del artículo anterior. Este último tiene que ver con formalidades de la presentación, no con los impactos que puede provocar el seguir transformando nuestro país en una guitarra, con cableados por todos los valles, al no ser el Estado capaz de generar una imposición de zonificar por dónde hacer los trazados sin dañar el patrimonio limitado con que contamos, en particular en los valles productivos.



En el cardinal iii) se apunta a cambiar el concepto de “reclamos en aquello que los afecte”, es decir, los de personas que pueden sufrir las consecuencias de un trazado, sobre la base de la belleza patrimonial, o de un tipo de industrias que enfrenten la posibilidad de entrar en conflicto con los intereses de la que opera en el rubro de la electricidad. Ello, por poner solo dos ejemplos. 



Se contempla una restricción en las reclamaciones, en cambio, al hacerse referencia a “sus observaciones a la solicitud de concesiones, las que deberán fundarse en el incumplimiento de alguno de los requisitos señalados en el artículo anterior”. Ello solo tiene que ver con el proceso formal de las peticiones.



¿En qué minuto cabe defenderse cuando hay intereses confrontados de industrias o diferentes intereses patrimoniales? Porque los trazados irán, muchas veces, por donde resulte más barato, no por donde le conviene a Chile. En eso media una responsabilidad. Y lo planteo mirando al señor Ministro de Energía, cuya intención puede ser buena. Pero se le puede hacer un daño al país si se evita que algunos puedan plantear intereses legítimos.



Y no me refiero a esos grupos de abogados que hacen negocio al plantear una oposición, que es lo que imagino que preocupa al titular de la Cartera, en lo cual lo apoyo. A mi juicio, es preciso evitar que se armen intereses corporativos de otra índole. Pero la solución que nos propone es pésima. La lucha contra grupos que solo cobran…



Necesito un minuto para terminar, señor Presidente.



Y lo digo sinceramente: el problema es que se le quitan los instrumentos a una comunidad que podría ser patrimonio de la humanidad, como Coya. Si le trazan un cableado por el medio, a la gente no le será posible reclamar por nada que no sea formal.



Una instalación podría pasar también por el medio de una viña con un impacto en el turismo interno. Más allá del interés en fuentes de empleo importantes para regiones, podría tratarse de una inversión sumamente relevante en la generación de polos de desarrollo turístico.



No es posible reclamar, sin embargo, porque, ¡para defender a unos pirañas!, se les quita a algunos un instrumento que sirve para causas nobles. Me parece que se equivocan con el texto.



Voy a votar a favor de la indicación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, un señor Senador que hoy día cumple años expuso en algún momento que muchas de las intervenciones en el Hemiciclo desprestigian al Congreso. Por mi parte, sostengo que lo que desprestigia al Congreso es que sus integrantes no representen adecuadamente los intereses para cuya defensa fueron elegidos; es que se queden callados o aprueben normas que en definitiva son abusivas de las personas.



Ya hemos conocido en el último tiempo el desequilibrio enorme que afecta a consumidores y usuarios de los sistemas financieros, del retail y de servicios básicos. La ciudadanía percibe a menudo, en consecuencia -y a eso obedece parte del descontento-, que rigen normativas legales absolutamente a favor de quienes prestan servicios, de los grandes y de los que sacan provecho de sus capacidades, negocios, inversiones. No existe un equilibrio adecuado, razonable, para que los usuarios ejerzan efectivamente sus derechos.



Estos últimos, en el caso que nos ocupa, de acuerdo con las disposiciones que se están aprobando -el Senador que habla las ha rechazado, junto con otros colegas-, son solo para aquellos en cuyo favor legisla el Estado.



¿Son necesarias las inversiones? Sí. ¿Es preciso legislar para mejorar las condiciones en que se pueden llevar a cabo? Sí. Pero eso no puede ser a costa de los derechos de las personas ni de la gente más humilde.



Recién se dijo que si un propietario pequeño, cuyo derecho estaría resguardado, ve que una norma lo afecta, tendrá que reclamar en los tribunales, ya que el rechazo de la indicación le impedirá hacerlo en la Superintendencia o en otra instancia. Así se argumentó: existe el recurso de protección.



O sea, ¿los ciudadanos han de judicializar siempre sus derechos? ¿Van a disponer constantemente de defensa jurídica? ¿A qué costo? ¿Cómo lograrán equilibrar el enorme poder de grandes empresas que cuentan con estudios de abogados especializados para enfrentar a una oficina modesta que tal vez cobrará poco?



¿Y qué se pretende con la indicación? No es cuestión de que los afectados no reclamen. Ellos solo podrán hacerlo, según el argumento, cuando el concesionario no cumpla con alguna norma de publicación u otra que establece de manera bastante feble el proyecto de ley.



Entonces, un pequeño propietario dueño de un cuarto de hectárea -en mi zona hay muchos-, si resulta afectado, deberá acudir a un tribunal.

El señor ORPIS.- ¡No!

El señor TUMA.- Así lo confirmó nuestro Honorable colega Prokurica al manifestar: “No es necesaria alguna instancia de reclamación, ya que para eso está el recurso de protección”.



Es decir, ¿vamos a judicializar todos los derechos de los usuarios, de los consumidores, para los efectos de que puedan defenderlos?

El señor ORPIS.- También está la Superintendencia.

El señor TUMA.- A ese organismo solo se puede recurrir si existe un incumplimiento, no una afectación. En este último caso sería preciso interponer un recurso de protección en los tribunales de justicia.



En definitiva, señor Presidente, creo que estamos reconfirmando una legislación de injusticia, una sociedad de injusticia, un modelo de injusticia que va en contra de usuarios, consumidores y los más pequeños. El proyecto, como alguien dijo, será calificado en esa forma. Dado que no estoy dispuesto a aprobar situaciones de esa índole, voy a votar a favor de la indicación, pues mejora en parte los derechos de los más débiles.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, precisamente porque hay que proteger a los pobres, a los débiles, me pronunciaré en contra de la indicación y de tantas otras.



Continuaré mi intervención de la vez anterior. Los días 18 y 19 de junio manifesté que actualmente el costo de la energía para los chilenos era de 230 dólares el mega. La última semana subió a 245, y en el caso de algunos precios spot, se vendió hasta en 290.



¿Quién paga eso? Los pobres. Los pequeños. No lo hacen los grandes.



Hace poco -otro punto-, el señor Alejandro Jadresic, exdirector de la Comisión Nacional de Energía y Ministro de Energía, dijo que el país iba a sobrepagar este año, por concepto de energía, del orden de mil millones de dólares, lo que en cinco años subiría a 2 mil 500 millones. 



Respecto a la geotermia, a la que tanto hemos hecho referencia en el último tiempo, les recomiendo a todos leer la publicación Pulso, del día de hoy. En la página 16, titula: “Tras dos años, Gobierno aún no logra licitar estudio para la geotermia en Chile a 2050”. Puntualiza, en cuanto a la materialización de las inversiones, que “todavía no se desarrolla el primer proyecto”.



¡Llevamos 50 años hablando de geotermia y no tenemos ninguna iniciativa en operación!



Las próximas licitaciones del sistema interconectado central ya establecen que los precios por pagar subirán del orden del 60 por ciento para los consumidores. 



Desde el año 2000 en adelante se han desarrollado en Chile más de 40 plantas térmicas. Hoy somos los más grandes emisores de CO2 en América Latina, con todo lo que ello significa. No he escuchado defender otras alternativas a ninguna organización no gubernamental, ni a los abogados que se han mencionado, ni a nadie. Parece que el grupo de presión de las termoeléctricas es realmente superior, porque ha permitido que a partir de dicho año se hayan aprobado más de 40 instalaciones (entiendo que son 45), mientras que todos los demás proyectos se hallan paralizados.



¿Y quiénes pagan la cuenta? Los pobres, los comerciantes, las pequeñas, medianas y grandes empresas.



La iniciativa en debate ingresó hace más de un año a la Cámara de Diputados y lleva cuatro meses en el Senado. Todo lo que hemos discutido hoy día es sobre las concesiones y lo único que nadie ha querido expresar es que revisten el carácter de provisionales. No son definitivas.



Por último, les recomiendo a todos mis colegas leer la edición latinoamericana del diario “El País” de hace pocos días, la cual contiene un apartado acerca de las inversiones en Perú. De 24 páginas, cinco o seis están dedicadas a dicho rubro y a la energía, cuyo costo oscila entre 50 a 100 dólares, o sea, un tercio del nuestro. Cuando estamos tan preocupados de las inversiones y la desaceleración de la economía que informó ayer el Banco Central, el país vecino registra ¡65 mil millones de dólares destinados a la minería!



Esos recursos no se fueron por los discursos de tal o cual candidato en las primarias. Se fueron porque no es posible pagar la energía al costo a que llega en nuestro país. Y la situación no tiene visos de arreglo, porque, aunque aprobáramos el proyecto mañana, no tendría lugar efecto alguno en al menos los próximos cuatro a seis años. Y, mientras tanto, ¿adónde se van a ir todas las inversiones mineras? A Perú. En realidad, ¡ya se están yendo! Porque se sabe que el precio de la energía no va a poder bajar en Chile en los próximos seis años y los índices de hidrología dicen que los próximos cuatro van a ser similares a los actuales.



Esta es la situación. No nos sigamos engañando. Aquí tienen que pagar la cuenta los pobres y las pequeñas y medianas empresas. Y no pueden hacerlo. Al final, tenemos una de las energías más caras en el mundo, como lo señalé el otro día, y los precios continúan subiendo.



En consecuencia, creo que es preciso apoyar tanto el proyecto como otras iniciativas.



Y es preciso entender la realidad internacional en la materia. Por eso, recomiendo leer el suplemento de “El País” de la semana pasada, donde se pueden ver todas las cifras energéticas y de inversión en todos los sectores económicos que se están yendo de Chile, porque no pueden pagar el costo a que he hecho referencia.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada N° 23 (20 votos contra 11).



Votaron por la negativa las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, a continuación, la Comisión sugiere reemplazar el ordinal iv aprobado en general por el Senado, que aparece en la segunda columna, por el que figura en la tercera y cuarta columnas.



El texto sustitutivo es el siguiente:



“Reemplázase la oración ‘La Superintendencia pondrá al solicitante en conocimiento de los reclamos para que los conteste en un plazo máximo de treinta días.’ por ‘La Superintendencia pondrá al solicitante en conocimiento de las observaciones para que las conteste en un plazo máximo de treinta días, debiendo desechar de plano aquellas alegaciones distintas de éstas’.”.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, esta norma es plenamente congruente con lo que acabamos de aprobar. Lo que ella establece es fundamental, y ya lo hemos acogido en forma previa. Se trata de indicar de manera taxativa las causales por las cuales se pueden formular observaciones. Y lo que hace este precepto es señalar que la Superintendencia tiene que rechazar de plano todas aquellas que no digan relación con lo taxativamente aprobado. 



Es uno de los avances más significativos del proyecto y se encuentra absolutamente dentro de la línea que este persigue, tanto para las concesiones provisorias como para las definitivas. Es decir, se crea una facultad, que la Superintendencia no tenía hasta ahora, para desechar de plano todo lo que no se relacione con las causales enumeradas  taxativamente.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, justamente la idea es que se considere a los afectados. Y estos se encuentran claramente definidos por ley. No se trata de cualquier persona que estime que ha sido afectada, sino de quien realmente lo esté.



Si les parece, voy a mostrar una imagen.
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Me voy a saltar el tipo de energía mencionado en la intervención del Senador Frei, porque en realidad la geotermia tiene potencial en Chile, pero sabemos que su desarrollo cuesta. No es fácil.

El señor FREI (don Eduardo).- ¡De adónde va a salir si no es por ley!

El señor HORVATH.- En segundo lugar, quiero señalar que las pequeñas y medianas centrales hidroeléctricas -entre la cota mil y la cota quinientos; es decir, sin inundar ningún valle- producen 33 mil megawatts. Y, claro, requieren líneas, pero pequeñas, no grandes. Además, deben confluir en una sola, para no afectar el sector.



Luego figura algo que alteró mucho al Senador Frei la vez pasada: el potencial mareomotriz. Sin embargo, los 50 megawatts que aparecen en la tabla son un dato; está estudiado. Se habla de “potencial”, pues corresponden a unidades demostrativas. Y un país como el nuestro, con un borde costero de 80 mil kilómetros, al menos debe dar un paso para construir una central piloto en este ámbito.



Fíjense en la energía termosolar, que permite -lo comprobamos con el Presidente en ejercicio en España- tener turbinas funcionando las 24 horas del día, porque se calientan las sales y estas liberan calor en la noche. Para la zona austral se plantea un potencial de 100 megawatts, pero en el desierto más árido del mundo no hay 100 mil, sino un millón de megawatts. Y nosotros estamos proyectando solamente un décimo de esa cantidad.



Para la energía eólica se prevén 5 mil megawatts.



En la imagen siguiente aparecen los costos.
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Esto es un aspecto importante, pues uno tiene que hacer la combinación entre el costo de inversión, el costo de operación, el factor de planta. Siempre se dice: “Bueno, ¿y qué pasa cuando no hay viento?”. Por eso se castiga con un 0,3 o un 0,4, cuando corresponde.



Todo lo que figura a la izquierda de las ordenadas estaba, en su minuto, bajo los precios del Sistema Interconectado Central. Hoy en día compite.



Pero vamos al tema de los afectados. Y me voy a saltar el acuerdo que firmamos con el señor Ministro.
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¡Si esto no es afectar a alguien…!



Obviamente, se trata de un montaje en un sector del lago General Carrera, donde existe un potencial turístico enorme. A la Patagonia argentina llegan un millón de turistas al año. Y nosotros tenemos ese mismo potencial. Estamos creciendo en ese sentido. Todos los predios ubicados ahí se han valorado, y mucho. Se han instalado numerosos lodges; se ha desarrollado la hotelería, el sector inmobiliario. Y aunque la franja no pase por estos terrenos, sus dueños serán sus vecinos, ¡cómo no van a ser afectados!



Este punto es vital.
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Nosotros propiciamos que el paisaje se preserve y se busquen alternativas de trazado cuando existan. Pero cuando se pretende tender una línea de 2 mil 300 kilómetros de longitud, con un costo del orden de los 6 mil millones de dólares, a cuenta de todos los chilenos, hay que poner en juego el resto de las energías.



Concluyo señalando que lo que nosotros estamos votando en este minuto es que no se desechen de plano alegaciones que, aunque distintas, provengan de personas efectivamente afectadas.



Lo que hace esta modificación es restringir al máximo la posibilidad de observar, reclamar y oponerse, acciones que, desde luego, se hallan garantizadas por nuestra Carta Fundamental, por lo cual, de prosperar la sustitución que se propone, hago expresa reserva de constitucionalidad.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A pesar de la petición del Honorable señor Girardi, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Gracias, señor Presidente.



Yo he sido acusado de bastantes cosas: de díscolo, de chavista, de terrorista…

La señora RINCÓN.- ¡De penquista…!

El señor NAVARRO.- Con orgullo, señora Senadora, también de penquista. No obstante, ser acusado de lobbysta de las termoeléctricas ya lo considero un poquito excesivo, señor Presidente.



Para mí, el precepto en debate es un juicio abreviado. ¡Juicio abreviado! Claramente, lo que se persigue es que las observaciones distintas, como ya están acotadas, ni siquiera se vean. La Superintendencia deberá desecharlas “de plano”. Y reitero el argumento que di para la norma anterior: solo se analizarán requisitos administrativos.



Está claro el sentido de lo que se propone, señor Presidente. 



Respecto a lo planteado, con justeza y legitimidad, por el Senador Frei, considero que debemos entrar en el debate de fondo, en el de la demanda energética de nuestro país, del costo que tiene, de las fuentes de energía a las cuales nos debemos abocar. Porque, según una información que aparece en Internet: “Si la generación de energía en Chile tiene rentabilidades que son de la minería, tendremos que entrar a ese negocio”. Eso dijo hace unos meses Diego Hernández, Presidente Ejecutivo de Antofagasta Minerals, aludiendo a los altos costos de la energía y a la falta de competencia.



O sea, las mineras van a entrar al negocio de la energía. Y Diego Hernández era hasta hace poco Presidente de CODELCO. Es otro caso de los “ministros yogur”, que son desechables, están un tiempo y luego vuelven al sector privado, con todos los secretos del Estado.



Señor Presidente, ¡entremos al tema de fondo! ¿Cuál va a ser la matriz energética del país? ¿Cuánto le asignaremos a la hidroelectricidad, como planteó el Senador Horvath? ¿Cuánto vamos a obtener de los pequeños caudales, que poseen un potencial de megawatts ilimitado? 



No podemos dejar que esto lo definan las grandes empresas. Porque aquí el punto no es que no haya interés por invertir en pequeños o medianos proyectos de generación eléctrica; lo que sucede es que, al igual que las tres farmacias, que los tres supermercados, que las tres AFP, que los tres bancos (todo lo cual concentra más del 80 por ciento de la actividad en Chile), aquí también hay tres grandes generadoras, y las barreras de entrada para los pequeños siguen siendo elevadas. El negocio de la energía es un buen negocio, pero los grandes lo quieren para ellos.



En consecuencia, el asunto es cómo generar condiciones para que las pequeñas y medianas empresas puedan constituirse en generadoras alternativas de las grandes.



Acá a veces se ha ridiculizado la alternativa de usar energías renovables no convencionales. Se ha señalado que es imposible instalarlas, por su alto costo. Sin embargo, Alemania ha dispuesto que para el año 2050 ellas constituyan el 50 por ciento de su matriz, triplicando la energía que hoy produce Chile (actualmente están por encima de los 20 mil megawatts de consumo). Entonces, tendríamos que decir que los países más desarrollados están completamente equivocados.



Por cierto que hay dificultades para la implementación de las energías renovables no convencionales. Pero la tarea de este Senado no es seguir impulsando buenos negocios para las grandes generadoras. Nuestra responsabilidad es fomentar alternativas para que efectivamente exista diversidad y más generación eléctrica.



Y yo, señor Presidente, estoy por evaluar todas las acciones para conseguirlo.



Si es necesario, habrá que discutir con Bolivia con respecto a su gas. Porque lo absurdo, lo irracional, lo inaceptable es que se vaya a comprar gas natural a Indonesia, para traerlo y procesarlo.



Soy de los que han dicho claramente: tenemos que buscar una salida al problema con Bolivia. ¡Porque tenemos un problema! Y he sostenido de manera reiterada: salida al mar sin soberanía, pues entregar esta hoy día no es posible. Pero la factibilidad de explorar el uso del gas de ese país -esto se lo hemos planteado formalmente al Presidente de la República y al Ministro de Relaciones Exteriores- es algo que no hay que desechar.



El norte de Chile es el mayor consumidor de energía eléctrica. Ahí se encuentran las empresas mineras. Y estas tienen el deber de autoresolver el problema. Por eso me alegra cuando aquellas emprenden iniciativas en tal sentido. Su demanda de energía eléctrica le está significando al país pagar un precio mayor, debido a que el gran consumo de las mineras hace subir el valor de la electricidad a todos los chilenos, a los pequeños empresarios y a los más humildes.



Estoy por explorar todas las alternativas. Estoy por que lo discutamos abiertamente, y espero que en el próximo Gobierno ese sea el debate. Que no nos quedemos con las tres grandes generadoras que no piensan en la patria, en el país, o en el bienestar de los ciudadanos, sino en cuántas utilidades obtienen. De acuerdo con esto les pagan bonos a los gerentes generales, y a los que no cumplen la meta los echan.



Por lo tanto, señor Presidente, voy a votar en contra del literal iv propuesto, pues creo que no cumple ningún requisito de transparencia.

El señor GIRARDI.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo en abrir la votación?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, he sido aludido por los Honorables colegas Horvath y Navarro, por lo que tengo derecho a hacer algunas reflexiones.



Estoy dispuesto a discutir sobre la matriz energética. Pero no todos lo quieren hacer. Por eso en los últimos diez años solo se han levantado termoeléctricas. ¿Cuánto CO2 estamos emitiendo? Somos lejos el primer país latinoamericano en materia de emisión, con 400 partes por millón.



¿Qué hicimos en nuestra Administración? Con la oposición de todos, construimos centrales hidráulicas. Y ahí están operando, si no, no tendríamos energía hoy día.



Construimos generadoras de ciclo combinado; trajimos gas natural desde Argentina; instalamos centrales térmicas en el SING; iniciamos las operaciones del puerto de Mejillones, que actualmente abastece a gran parte de la minería del norte.



Mi distinguido colega Navarro cita a Alemania. Acabo de estar en ese país y conversé con el Ministro del ramo. Ocurre que en Alemania la energía hidráulica es considerada renovable. Por ende, de ese 50 por ciento que menciona, las que nosotros entendemos por renovables -las energías eólica, solar, etcétera- corresponden solo al 12 por ciento. El resto es energía hidráulica. O sea, esa nación y Europa, en general, la consideran renovable.



El Senador Navarro pregunta por qué no tenemos miles de pequeñas plantas generadoras. Es lógico. Pero resulta que con las leyes que nos rigen -lo digo con conocimiento-, las plantas de 8 y 10 megawatts que se han instalado en la zona sur, en Valdivia y en Osorno, no se pueden conectar, porque existe una barrera de entrada. ¡Y eso hay que terminarlo!



Por consiguiente, en el debate hay que hablar también de la carretera eléctrica. No me cabe la menor duda de que debemos tratar ese tema.



Asimismo, el señor Senador se refirió al gas de Bolivia.



Trajimos el gas natural de Argentina por casi ocho años. Ello significó para Chile un ahorro de 3 mil a 4 mil millones de dólares. Lo cortaron por otras razones. Pero uno tiene que trabajar con la realidad, y si ellos dejan de enviar gas, ¿qué podemos hacer si hay un contrato firmado?



Por eso le decía al Senador Horvath que hay que trabajar con la realidad.



Llevo 50 años hablando de energía geotérmica. En un diario de hoy se informa que en Chile no hay ni una sola planta; ¡ni una! ¿Por qué será? Porque cuando hay que perforar un volcán, se produce un escándalo. Y lo mismo ocurre con la energía mareomotriz: no hay ninguna generadora de ese tipo en el mundo.



Entonces, hablemos de realidades.



Lo que queremos no es para 30 o 50 años más, cuando, seguramente, habrá energía mareomotriz y de todo tipo, hasta marciana. ¡Pero hoy día no existen! ¡Y tampoco las habrá en los próximos diez años! Y de aquí al 2020 los chilenos seguiremos pagando sobre 200 dólares por megawatts, lo cual destruirá la industria, las pequeñas empresas y a todos los chilenos, especialmente a los más necesitados. Porque cuando a nosotros nos llega una cuenta de luz por 40, 50 o 60 mil pesos no tenemos problema en pagarla. Pero ¿qué hace con esa cuenta el pequeño empresario? ¡Está liquidado! Las pequeñas empresas están liquidadas con esos precios.



Por su parte, las grandes empresas y los inversionistas se están yendo de Chile. Les recomiendo que lean un folleto sobre Perú, publicado esta semana en el diario “El País”. ¿Qué hace esta nación en materia energética? Actúa de modo muy distinto a como lo realizamos nosotros en este y en muchos otros temas. Ellos dicen que al año 2020 quieren superarnos como país, producto de las políticas que llevan a cabo.



¿Y nosotros qué queremos hacer?



Repito que hablemos de la verdad tal como es. No nos autoengañemos.



El régimen de lluvia, como señalan todos los especialistas, a lo menos se va a mantener durante los próximos 3 o 4 años. 



Por lo tanto, todos sabemos que la inversión eléctrica más rápida -la de ciclo combinado- demora como mínimo tres años en entrar en funcionamiento, desde que se toma la decisión de ejecutarla hasta que comienza a operar. Y para qué hablar del resto de las generadoras, que toma 4, 5, 6 o 7 años.



En consecuencia, debido a la situación de escasez y de alto costo de la energía, estamos condenados por los próximos cuatro años. Porque no hay manera de avanzar, salvo que sigamos quemando -como dije el otro día- no 3 mil millones de dólares en petróleo, sino 5 mil a 6 mil millones. Y el costo será de 300 a 400 dólares el megawatts.



Si vamos a debatir sobre la materia, hagámoslo en serio. Llevamos tres horas discutiendo sobre una cosa que es provisional; no se trata de la adjudicación definitiva.



Y aquí hay máquinas y organizaciones -no voy a dar nombres; todos sabemos a qué se dedican- que hacen negocios con esto. ¡Que realizan grandes negocios paralizando todo!



Más de 45 plantas termoeléctricas se han construido en los últimos diez años -y sabemos de qué Gobierno estamos hablando-, ¡45 plantas termoeléctricas!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Dispone de un minuto adicional, señor Senador.

El señor FREI (don Eduardo).- Gracias, señor Presidente.



Y las demás, ¿nunca se construyen? ¿Por qué? ¿No hay intereses cruzados? Claro que los hay, y grandes. Por algo será. Esa es la realidad.



Estamos dispuestos a conversar y a discutir todos los temas. Pero con la verdad. No nos sigamos pasando películas sobre asuntos que no podremos cumplir ni siquiera en los próximos 10 o 20 años.



A lo mejor, como dice el Senador Horvath, en 30 o 40 años tendremos energía geotérmica. No voy a estar vivo para verlo; pero ojalá sea así. Sin embargo, aquí estamos legislando para los próximos 5 a 10 años, cuando existirá la crisis eléctrica.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, es importante ir al debate de fondo, tal como lo han planteado los Senadores Navarro y Frei.



Comparto el diagnóstico efectuado por el Senador Frei, porque, evidentemente, tenemos un problema. Uno debiera preguntarse por qué hemos llegado hasta este punto. A mi juicio, la gran responsable es una causa que sigue totalmente activa. Y mientras no la resolvamos, difícilmente vamos a poder avanzar.



Lo que aquí hacemos es poner un parche. Es decir, estamos profundizando un modelo totalmente ineficiente e ineficaz. Y lo digo de esta manera: mientras no tengamos una política nacional energética; mientras el país no diseñe una estrategia energética; mientras las decisiones de inversión y de políticas energéticas se definan en la oficina de una empresa en función de sus rentabilidades, vamos a seguir siendo rehenes de esos intereses, de esa rentabilidad de corto plazo, sin que se tome en cuenta el interés del país.



Entonces, hoy día, estamos discutiendo una iniciativa de ley sobre concesiones eléctricas, pero no en el marco de la concreción de una estrategia, de una política, ya que esta no existe. Por tanto, uno no sabe si se debate en función de los intereses de corto plazo de siempre, de HidroAysén o de quien sea, o si se responde al interés nacional. Y no lo podemos saber debido a que no están explicitadas la política y la estrategia.



Las políticas tienen contexto, ¿y cuál es el contexto de lo que estamos viviendo? Eso habla mucho más de nuestra precariedad y, en cierta manera, de nuestro anacronismo respecto a cómo pensar el futuro.



Estamos viviendo la crisis del petróleo, pues se está terminando. Se consumen 90 barriles al día. Por cada barril que se usa, se descubre un tercio. Es decir, diariamente se consumen tres barriles y se descubre uno. Y todos los estudios pronostican que en 20 años más se incrementará dicha crisis. La civilización del petróleo, la nuestra, estará en pleno apogeo y los precios del petróleo van a ir subiendo progresivamente.



Entonces, hoy todo país está tratando de salirse de la estrategia de energía relacionada con los hidrocarburos (carbón, gas, petróleo) y pasar a otras fuentes. Se ha discutido muchas veces, salvo en Chile.



Y lo paradójico en nuestro país es que, al quemar carbón -es lo que ocurre-, que es un commodity no muy caro, tenemos los precios más onerosos del mundo.



Si se usara puro petróleo,  uno lo entendería. Pero  explíquenme por qué, pese a quemar carbón, tenemos uno de los precios más altos del planeta. ¿A qué se debe? A que las utilidades que se obtienen en el ámbito nacional no se dan en otra nación -lo planteó el Senador Navarro-, porque aquí prevalece una política que ha permitido monopolios vergonzosos. Y, mientras se den tales monopolios, no vamos a poder cambiar esa situación.



Por lo tanto, ¿qué debe hacer Chile? Primero, definir una política energética. Y ella puede constituirse con elementos sencillos. Si tenemos consumidores intensivos, como los mineros, establezcamos, por ejemplo, que el 20 por ciento de sus requerimientos tiene que consistir en energía renovable no convencional; o que por cada dos megawatts convencionales que se generen, uno sea renovable; o uno y uno.



O sea, hay distintas opciones. Pero no hay intención real de avanzar en esta materia.



¡Eso es lo paradójico!



¡Ya quisieran Alemania, Francia y España tener el sol que tenemos!



¡Ya quisiera Italia o cualquier otra nación disponer la geotermia nuestra!



¡Ya quisiera alguno de esos países contar con los recursos eólicos o mareomotrices de nosotros!



Entonces, es una vergüenza lo que sucede en Chile. No hay ni siquiera un proyecto piloto mareomotriz serio ni una estructura real de política fotovoltaica o termosolar. ¿Saben por qué, Sus Señorías? Porque aquí han ganado el lobby y el monopolio y ha perdido la política nacional.



Por eso, mientras no se imponga una política nacional; mientras no elaboremos leyes en función de una orientación y una estrategia energéticas de país y no de los intereses económicos, estaremos subordinados a esta discusión un tanto mediocre y que tiene que ver con muchas suspicacias. Porque nadie sabe para dónde va.



Entonces, ¿qué necesita el país, aunque ya no se va a hacer en este Gobierno? Una gran estrategia nacional, construida como una política de Estado acordada por todos.



Chile es el país más rico del planeta en energías renovables no convencionales. En efecto, tiene el desierto más irradiado; la mayor base geotérmica de recursos del planeta; las mejores olas y corrientes marinas del mundo.  ¿Y qué estamos haciendo? ¡Nada! Cada vez que se han hecho intentos, ellos fracasan, porque -¡claro!- finalmente se imponen los intereses de corto plazo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en verdad, a veces indigna un poco escuchar ciertos argumentos y en particular el último.



Aquí se alcanzó un acuerdo político transversal acerca de dos proyectos de ley que están absolutamente ligados. Y la Cámara Baja acaba de despachar el relativo a energías renovables no convencionales.



¿Cómo que no se ha hecho nada?



Repito: se logró un acuerdo político transversal, en que el proyecto de concesiones eléctricas está absolutamente ligado a contar con el 20 por ciento de energías renovables al año 2025, cosa del todo inédita.



Me habría gustado que quienes reclaman ahora se hubiesen hecho parte del acuerdo. Porque se habla contra el sistema, contra los precios, en fin, como se mostraba en imágenes la semana anterior. No yendo tan lejos, en Charrúa (Concepción), hoy día el precio del megawatt/hora es de 50 o 60 dólares. Y en Santiago cuesta 120 o 130; en Copiapó y Atacama, 180…

El señor PROKURICA.- No: 220.

El señor ORPIS.-… o 220.



¿Por qué se registran esas diferencias de precio? Porque no hay transmisión. ¿Y por qué no la hay? Porque en la Ley de Concesiones Eléctricas hay barreras de entrada para poder desarrollar esos proyectos y trasladar la energía de un lugar a otro del territorio.



¡Eso es lo que estamos resolviendo en esta iniciativa!



La legislación actual tiene barreras de entrada. ¿A quién le conviene más esto? ¡Cuando hay barreras de entrada no pueden entrar nuevos actores!



El texto que nos ocupa facilita el ingreso de nuevos actores; evita la judicialización y agiliza los procesos. Ello para que no se presenten estas crisis. Y así lo hemos hecho, responsablemente, en los dos proyectos a que aludí, los cuales -como señalé- se encuentran muy ligados, pensando en el futuro y el desarrollo que han tenido las energías renovables no convencionales.



El artículo en votación -al que menos nos hemos referido, pese a que estamos en la discusión particular- ¡evita la especulación!



Porque cuando las causales son enteramente abiertas, en las que no se define quiénes son los afectados, al final ¿quiénes salen ganando? ¡Los especuladores!



Por ende, si hay claridad en cuanto a que los interesados son los afectados y se establecen taxativamente las causales por las que se puede reclamar, parte de esa especulación se va a terminar. Y si, además, se agilizan los procedimientos mediante este conjunto de normas, es evidente que el cuello de botella que hay en materia energética se va a despejar de manera importante.



En consecuencia,  urge avanzar. Todos señalan que tenemos una crisis energética y, por lo tanto, debe estarse a la altura  para despejar estos temas. Y el gran mérito de todo lo que hemos discutido es que se basa en un acuerdo transversal entre el Gobierno y representantes de distintas sensibilidades políticas, que se logró sobre la base de que los proyectos energéticos deben tener una mirada de mediano y largo plazo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, lo primero que quiero precisar es que tanto quien habla como varios de los Senadores de estas bancadas no participamos en el  acuerdo a que se ha hecho referencia. Así que cuando se hable de él, debe especificarse claramente quiénes lo firmaron.



Yo, por lo menos, no lo suscribí. Y no soy partidario de dicho acuerdo.

La señora RINCÓN.- ¡O sea, está en desacuerdo!

El señor GÓMEZ.- Y lo segundo, tiene que ver con lo siguiente.



Aquí algunos tratan de explicar quiénes defienden a los consumidores y otros, al mercado. Pero la realidad es que lo que estamos haciendo es, en definitiva, continuar con el sistema en que hemos vivido hasta el día de hoy y que es malo.



En efecto, la iniciativa implica seguir con un sistema en el que solo se considera la competencia de las empresas. ¡Pero en Chile el mercado está completamente concentrado…! Y no me digan que esta futura ley abrirá el campo a la competencia. ¡No lo va a hacer! Va a permitir que las empresas grandes sigan haciendo sus negocios.



¡Las empresas chicas no van a poder participar en estos proyectos! Porque el acuerdo sobre las energías renovables no convencionales solo sería posible si hubiera conexión directa con el sistema, cosa que tampoco se encuentra establecida. Ello significa una inversión de 10 millones de dólares en cada uno de los conversores, lo que finalmente eleva el costo de las energías renovables no convencionales, porque no se pueden conectar en forma directa a la línea central.



Si se estuviera hablando en serio de los problemas de hoy, el Gobierno debería haber presentado con urgencia de cualquier tipo alguna iniciativa sobre conexión del SING con el SIC, de lo que hemos conversado muchas veces. Eso posibilitaría, sin duda, contar con energía rápida en lugares donde se supone que está subiendo el precio de ella.





En el norte, la energía está a 80 dólares el megawatt/hora. Y no entiendo por qué eso no es más importante que lo que analizamos ahora, porque eso sí haría posible una conexión inmediata y una rebaja de costos instantánea, al menos para un sector del país. Y eso no se realiza.



Entonces, ¡de qué estamos hablando! Porque lo que estamos haciendo, en último término, es permitir que los proyectos a que se refiere la normativa en debate se aprueben lo más rápidamente posible. 



¡Ese no es un asunto que tenga que ver con el aumento de los costos en materia de energía! Dice relación con algo clarito: con que no hay competencia. Y no hay regulación del Estado. Jamás se ha planteado, por ejemplo, la posibilidad de que exista una Empresa Nacional de Energía, que es lo que debiera haber. Y probablemente avanzaríamos con la energía geotérmica y otras más. Pero ello no se aborda. Aquí solo vemos el mercado. 



Se supone que si hay competencia bajarán los precios. ¡Pero no van a bajar! ¡Los precios, en definitiva, están concentrados! 



Cuando se trata de repartir la energía, los que están en las empresas son los mismos ubicados en esa central de despacho. Cuando se trata de lograr la conexión entre los sistemas SING y SIC, quienes están en las empresas son los mismos que dicen que no.



Entonces, se mandó esta iniciativa de ley. ¡De qué competencia estamos hablando, si al final lo que en ella se consigna contribuye a la concentración del mercado!



Por eso, en mi opinión, el camino es otro y tiene que ver con que se implemente una política energética. Y aquí no está; no la tenemos; no existe.



Entonces, no digamos que esta normativa es la solución del problema.



Yendo al artículo sobre el que nos estamos pronunciando, me preocupa mucho que disponga que la Superintendencia tomará la resolución “debiendo desechar de plano aquellas alegaciones distintas de éstas.”. 



En Chile no hay organismo -¡ninguno!- que tenga una facultad como esta. Siempre aparece una forma de reclamo sobre lo que diga una institución como la Superintendencia. Sin embargo, aquí se desecha de plano.



Lo lógico sería incluir una fórmula de reposición u otra, porque si se comete una injusticia o se resuelve el problema en forma equivocada, debe haber una manera de reponer lo que injustamente decidió la Superintendencia. Pero aquí suponemos que esta es infalible. Y no lo es.



También hay error en la forma como se plantea esta materia. Si queremos proteger a los terceros, establezcamos procedimientos. No puede imponerse esta facultad omnímoda de la Superintendencia de “rechazar de plano las alegaciones distintas de estas”.



Entonces, se supone que somos robots, mecánicos, que tomamos decisiones directamente en relación con lo que diga el papel. Pero puede haber diferencias en la presentación y en la opinión. Pero aquí no hay un procedimiento adicional para impugnar lo que resuelva la Superintendencia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, cuando uno escucha las intervenciones de los colegas de repente entra en dudas respecto de lo que se quiere lograr.



La Comisión de Minería y Energía del Senado trabajó durante seis meses con el objeto de elaborar un diagnóstico y una propuesta integral en materia energética para el país, que entregamos al Presidente de la República. Fue el resultado de un consenso transversal de sus miembros.



En dicha proposición, hablábamos de la importancia de las energías renovables no convencionales, de hacer una planificación, en fin, de diversas consideraciones.



Cuando analizamos la situación actual de nuestro país -el Senador Frei entregó los datos; lo propio hizo el colega Orpis- vemos que tenemos (insisto en lo que dije) una energía cara, mala, sucia y, además, insegura. Y la pregunta es cómo enfrentamos eso.



¿Lo abordará el país metiendo competencia al sistema, o evitará  la posibilidad de que se desarrollen otros proyectos, lo cual significa que sigan operando los mismos, con un mercado concentrado, con idénticas características a las actuales en materia energética?



¿Qué busca esta iniciativa en particular? Permitir que proyectos aprobados desde el punto de vista ambiental y de evaluación técnica, puedan ejecutarse.



Si no lo hacemos, continuaremos concentrando el mercado energético en los mismos actores de siempre, con todas las falencias existentes.



Entonces, uno se pregunta: ¿Para quién estamos trabajando? 



Primero, estamos permitiendo que siga concentrado el mercado, y segundo -lo dije ya en mi intervención anterior y vuelvo a reiterar el punto- que debemos recurrir a proyectos de emergencia, como HidroAysén.



Yo no estoy dispuesta a aquello. Pero si nos seguimos demorando, esa será la situación a la que nos veremos enfrentados.



Señor Presidente, el país nos demanda destrabar la tramitación de los procesos administrativos en materia de concesiones. Creo que la responsabilidad al abordar esta discusión también obliga a ser precisos. No es efectivo que se deje en indefensión; que no existe posibilidad de reponer. Siempre la hay, y lo sabemos quienes hemos estado, además, en el aparato administrativo. Porque, obviamente, la autoridad no es infalible. Lo que la norma establece es que respecto de aquellos puntos no considerados la Superintendencia no puede pronunciarse.



Pero invariablemente está el órgano judicial.



Entonces, entendamos que aquí hay una materia que nos obliga desde la perspectiva de país. Si seguimos insistiendo en argumentos como los que hemos escuchado, mantendremos una situación de concentración, de inestabilidad y de alto costo para las personas más sencillas y de clase media del país. Al final del día, seremos responsables de que aquellos proyectos que muchos de nosotros no queremos, terminen imponiéndose por la emergencia.



Por todo lo expuesto apruebo la proposición de la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, a mi juicio, aquí ha habido algún grado de abuso con respecto al acuerdo político transversal.



Quiero recordar que el 30 de abril nosotros firmamos un acuerdo con el señor Ministro de Energía -incluso, lo puedo mostrar-, en el cual planteamos cuatro puntos.



El primero, en el que hemos avanzado, pero sin que todavía esté resuelto, es la concreción de un reglamento atractivo para la ley sobre cogeneración residencial o net metering.



El segundo dice relación con agilizar el proyecto de ley 20/20.



El tercero tiende a asegurar en las leyes eléctricas y en este proyecto una expedita conexión y transmisión de las energías renovables no convencionales al sistema.



Y el cuarto implica hacer un amplio análisis de las indicaciones formuladas a este proyecto con los equipos técnicos de los Senadores.



Sucede que en el intertanto los equipos técnicos de los Senadores señora Rincón y señor Orpis establecieron un propio acuerdo y llegaron a avanzar para, por así decirlo, destrabar este proyecto en algunos puntos que, a nuestro juicio, resultan imposibles de aceptar.



Primero, que el proyecto de ley 20/20 se haya transformado en 20/25.



En nuestra opinión, eso es impresentable, porque hoy en día los mismos que han intervenido ahora en la Sala reconocen que hay una enorme cantidad de proyectos disponibles para echarlos a andar. Y distintas organizaciones así lo han demostrado. Incluso privados han llamado a licitación con el fin de saber cuánta energía renovable no convencional está disponible para inyectar en el sistema del país. Por lo tanto, se trata de un objetivo que no solo se puede cumplir, sino también -como lo hemos demostrado- llevarse a cabo en forma económica.



Pero para eso debe romperse este círculo, en el que tenemos una alta concentración; se participa en el financiamiento del panel de expertos que verifica las tarifas; están en el centro despacho de carga, que regula quiénes entran y quiénes salen, y además, hay 10 por ciento de utilidad garantizada.



Por eso proyectos como el de HidroAysén se hacen -entre comillas- viables. Y cuando se tornan muy caros, pretenden dictar una ley especial para que el Estado se haga cargo de aquello.



Yendo al punto propiamente tal, el referido acuerdo tiene cuatro elementos bien sensibles.



Primero, consultar a las organizaciones o comunidades de pueblos originarios una vez que se aprueba la concesión y antes de iniciar la construcción de las obras. Pero, ¡para qué les consultan! Porque se trata de averiguar con anticipación, para que si ellas atraviesan su territorio pasen por otro lado o por el lugar que menos los afecta.



En seguida, se establece una declaración en el sentido de que van a cumplir con la ley, la reglamentación y los tratados internacionales vigentes en materia de áreas silvestres protegidas.



Señor Presidente, ello es obvio. Si las leyes y los tratados internacionales ya aprobados por el Congreso y ratificados por el Estado chileno deben ser cumplidos.



Lo que queremos es evitar esa situación, porque es posible. Es cosa de ver un mapa. Y si no fuera factible, porque se planteó en el caso de las geotérmicas, habrá que buscar una fórmula. Pero por lo menos hagamos el ejercicio.



El tercer punto, que es en el cual estamos, es el de los interesados afectados. No se trata de hacer negocio con ellos. En su momento mostré una imagen. Este punto es muy importante, porque más adelante veremos un artículo ligado estrictamente con lo que ahora estamos votando.



La indicación acordada establece que las observaciones u oposiciones que se hagan dentro de 30 días y que “solo podrán basarse en la errónea identificación del predio afectado (…) en el hecho de que la franja de seguridad abarque predios no declarados (…) en el incumplimiento de alguno de los requisitos señalados en el artículo 25°.



“Las oposiciones deberán fundarse en alguna de las circunstancias establecidas en los artículos 53° y 54°”. Es decir, cuando uno no aprovecha los postes existentes o cuando pasa por un corral o un huerto.



Agrega luego: “Las observaciones u oposiciones que presenten tanto los dueños de las propiedades afectadas u otros interesados” -porque debe cumplir con los artículos que mencioné- “que no cumplan con lo señalado en los incisos anteriores, en cuanto a las causales en que estas deben fundarse y al plazo del cual deben formularse, serán desechadas de plano por la Superintendencia”. De nuevo la misma reacción e igual mano.



Finalmente, dispone: “Para efectos de este Capítulo, se entenderá por interesados a aquellos señalados en el numeral 2 del artículo 21° de la ley 19.880”.



Y esa ley establece: “Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte.”.


Pero deben cumplirse los requisitos que señalé. Es decir, es absolutamente restrictivo.



Se trata, pues, de un acuerdo que consideramos claramente lesivo.



Señor Presidente, no dispongo de más tiempo (me referiré al punto más adelante), pero la entrega material del predio, la manera en que se notifica y se toma posesión de él, con uso y abuso de la fuerza pública, es el far west puesto en una ley.



¡Eso es inaceptable! ¡Ese es el tema de fondo!

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, desde luego voy a votar a favor de la enmienda de la Comisión de Minería y Energía. Pero quiero señalar que las materias que nos ocupan son de mucha importancia para el desarrollo de nuestro país. La energía es la base del crecimiento de la nación.



Por eso se han buscado acuerdos con el fin de desentrampar los proyectos sobre energías renovables no convencionales y carretera eléctrica. Y se alcanzaron acuerdos para el despacho de ambas iniciativas. Estos no fueron por unanimidad, pero las democracias operan por las mayorías.



Las iniciativas mencionadas son necesarias y convenientes, por las razones que se han dado latamente aquí. Entre estas, se encuentran las esgrimidas por el Senador señor Frei, quien sabe harto acerca de la materia porque la ha estudiado por muchos años. Durante su período como Presidente de la República, fue consecuente e impulsó las centrales hidroeléctricas de Pangue y Ralco, pese a que todo el mundo marchaba en oposición a tales proyectos. Sin embargo, las sacó adelante. Si no hubiésemos contado con esas dos grandes generadoras, seguramente el racionamiento eléctrico nos habría afectado por muchos años y se habría postergado nuestro crecimiento económico. 



Por lo tanto, coincido con su planteamiento y respaldo todas sus palabras en este ámbito. Es un hombre que ha estudiado mucho el asunto; por ende, lo que señala son cosas absolutamente reales. En lo posible, se deben buscar soluciones para avanzar.



Voy a relatar una situación que viví -esto ya lo conté el otro día- en una reunión cerca de Santa Bárbara. Una señora me mostró una cuenta de la luz -la energía se produce cerca de esa zona-: ¡72 mil pesos! ¡Cómo es posible! La energía eléctrica se genera en la región, va al sistema central y vuelve a los usuarios. Sin embargo, por ese servicio la gente no debería estar pagando más de 5 o 10 mil pesos.



¡Todas las consecuencias de las cosas que nosotros no manejamos bien las pagan los consumidores, fundamentalmente!



Hoy día tenemos la energía eléctrica más cara de gran parte del mundo. Por lo mismo, se están cerrando muchas empresas: ya no pueden competir con esos precios, con esos costos, cuando en otros países cuesta 30 por ciento menos de lo que se paga aquí.



A mi juicio, es necesario sacar adelante el proyecto en debate. Por eso estamos apoyando lo propuesto.



Señor Presidente, aprovecho de llamar la atención sobre otra materia.



A las 15:30 partió la discusión de la iniciativa y hasta ahora hemos avanzado desde la página 9 del boletín comparado hasta la 12. ¡Y son 52! Si no llegamos a acuerdo, ¿cuándo despacharemos el proyecto? ¡Oiga, si ya se están yendo los colegas! Hay varios Senadores enfermos. Algunos, incluso de mi propio sector, se hallan pareados. ¿Cuándo vamos a terminar el debate particular? El acuerdo de Comités es analizar la iniciativa hoy hasta su total despacho. Pero, ¡hasta qué hora! ¡Con cuántos parlamentarios se va a quedar en la Sala, señor Presidente, para concluir esta tarea!



Por eso pregunto: ¿cómo podemos agilizar el trámite? 



La norma que nos ocupa viene aprobada desde la Comisión de Minería y Energía por mayoría de 3 por 2...

El señor PROKURICA.- Y hay un acuerdo político.

El señor SABAG.- Efectivamente. 



La Cámara de Diputados ya respondió a ese acuerdo y sacó adelante el proyecto sobre energías renovables no convencionales. Nosotros, en cambio, estamos en deuda. Ojalá despachemos la iniciativa en debate lo antes posible.



Por ello, voto favorablemente la enmienda propuesta. 



E insisto, señor Presidente: se va a quedar sin quórum si no buscamos una manera de agilizar el trámite. Hemos avanzado solo 3 páginas, y nos restan 40.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la modificación propuesta por la Comisión de Minería y Energía en el ordinal iv de la letra b) del número 3) del artículo único del proyecto (20 votos a favor y 6 en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Navarro y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, corresponde abocarse a la modificación planteada por la Comisión de Minería y Energía para suprimir el ordinal v de la letra b) del número 3), cuyo tenor figura en el texto aprobado en general.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la propuesta de la Comisión.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Que se apruebe con la misma votación anterior.

El señor SABAG.- Sí, con la misma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.

El señor NAVARRO.- ¿Qué se vota?

El señor PIZARRO (Presidente).- La supresión del ordinal v, enmienda que fue aprobada por mayoría en la Comisión. Es la proposición que sigue al inciso que estuvimos debatiendo largamente recién.

El señor LARRAÍN.- Que se acoja con la misma votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar dicha modificación con la misma votación anterior?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.

El señor SABAG.- Sí.

El señor LARRAÍN.- De acuerdo.



--Se aprueba, con la misma votación anterior, la supresión del ordinal v de la letra b) del número 3).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, en la letra c) del numeral 3), la Comisión propone eliminar la expresión “o su prórroga” en el nuevo inciso final del artículo 20º. Ello se refiere a la posibilidad  de prorrogar “el vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior”, esto es, de treinta días para las reclamaciones. 

El señor PIZARRO (Presidente).-
 ¿Habría acuerdo de la Sala para acoger lo planteado?

El señor GÓMEZ.- No.

El señor NAVARRO.- No.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación, entonces, la supresión de la expresión “o su prórroga”.



--(Durante la votación). 
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundamentar el voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, entiendo que se quiere establecer la facultad de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles para otorgar mayor tiempo: “resolverá fundadamente acerca de las solicitudes de concesiones provisionales”, así como de “su prórroga”. Entiendo que esto también será resuelto fundadamente. 



Lo que se está haciendo con ello es dar a las concesiones provisionales pase libre de manera indefinida, perenne, absolutamente perpetua. ¿Cuál es el tope? Porque “provisional” implica un tiempo acotado. ¿Hasta cuándo tal autorización puede ser prorrogada? ¿Quién lo determina? El texto establece: “previa autorización de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado”.



Señor Presidente, ¡de qué estamos hablando! 



Las concesiones provisionales deben tener fecha de término. Si no, son absolutamente perpetuas. 



Esta discusión ya la sostuvimos cuando se analizó la reforma a la Ley de Pesca, en lo relativo a la renovación de la concesión acuícola.



Seamos francos: claramente, se pretende que la concesión provisional se parezca lo más posible a una concesión definitiva.
¡Por eso se otorga la posibilidad de prórroga ad infinitum!



Si no es así, que alguien me aclare el punto. Lo estoy leyendo: “La Superintendencia resolverá fundadamente acerca de las solicitudes de concesiones provisionales (...) o su prórroga”. 



Se trate de la solicitud o de la concesión misma, en un plazo determinado las cosas cambian, señor Presidente. No sé cuál es la salvaguardia que pone el Estado para proteger los intereses colectivos. Se requiere establecer la mayor cantidad de condiciones a ese efecto.



Señor Presidente, este Gobierno, a través del señor Golborne como Ministro de Energía, promovió y firmó acuerdos por energía nuclear con Japón. A causa del terremoto de marzo de 2011, la central de Fukushima hoy le cuesta a dicho país 40 mil millones de dólares. 



Claramente, aquí la energía renovable es más bien un discurso. Porque, al inicio de su período, el Gobierno intentó -le duró poco, en realidad- explorar opciones con energía atómica. Pero, como Chile es un país sísmico, esa posibilidad se diluyó. 



En Chile se puede crear una empresa nacional de energía. Pero tenemos un problema: los conflictos de intereses. 



Y, con todo respeto, lo vuelvo a reiterar: el actual Ministro de Energía es el sexto de la actual Administración, quien también es Presidente del Directorio de la ENAP (Empresa Nacional del Petróleo), compañía que en este Gobierno ha terminado con una deuda -la Concertación la entregó endeudada, en todo caso- de 6 mil millones de dólares. Aquí hay interesados en que dicho organismo se privatice a través de la compra de acciones y del aumento de capital. No existe ningún interés en hacer que el Estado tenga un rol regulador en una materia tan esencial como la energía. Y si el mercado es el que va a regular, eso a mí me preocupa.



Y he manifestado que existen conflictos de intereses. Lo sostengo con todo respeto, señor Presidente. Cuando el Ministro de Energía actual ha estado veinte años en la Gerencia General de Copec, el principal competidor de la ENAP, hay conflicto de intereses, más allá de la persona del señor Ministro. ¡Y Senadores de Derecha se horrorizan por lo que señalo! Pero no digo sino la verdad. ¡Es así!



¿Por qué no se quiere discutir una política nacional energética ahora, en este Gobierno de Derecha, que está de salida? Pero sí se busca dejar amarradas esta ley de concesiones y una normativa de carretera eléctrica.



En definitiva, siento que no hay ningún interés en abordar la materia de fondo. 



El colega Frei señaló: “Abramos este debate”. Pero ello no depende del Senador Frei ni del Senador Navarro. Depende de si el Gobierno está dispuesto a discutir el asunto en los escasos meses que le quedan; más aún, cuando el síndrome del “pato cojo” se empieza a acentuar con mucha fuerza. Solo basta ver lo que pasó cuando votó la candidata Michelle Bachelet y cuando lo hizo el Presidente Sebastián Piñera. Quedó claro que este Gobierno tiene cada día menos poder, particularmente el Primer Mandatario.



Entonces, no hay espacio para debatir el tema de la matriz energética de Chile, y solo lo hay para defender lo que tenemos. Quiero advertir que vamos a defender a la ENAP en poder del Estado hasta que sea posible analizar el rol de esta empresa en materia energética.



Por ahora, señor Presidente, me parece excesivo eliminar este elemento, que permite que sea autorizada la prórroga de la solicitud de concesión provisional. Este aplazamiento tiene que ser siempre fundado. Deben reunirse condiciones muy particulares para que se produzca. De lo contrario, habrá prórroga infinita.



¡Patagonia sin represas!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la enmienda propuesta por la Comisión a la letra c) del número 3) del artículo único del proyecto (17 votos a favor, 3 en contra y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.



Votaron por la negativa los señores Gómez, Horvath y Navarro.



Se abstuvieron los señores Letelier y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Quiere dejar constancia de su opinión, Senador señor Lagos?

El señor LAGOS.- Sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Cómo hubiese votado?

El señor LAGOS.- Me habría abstenido.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de abstenerse del Senador señor Lagos.

El señor NAVARRO.- ¡Muy significativa la abstención del Senador Lagos…!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Es muy relevante…!



En todo caso, Senador señor Navarro -si bien ya no vale la pena, pues la norma se aprobó-, la enmienda recién votada hacía referencia no a los plazos de las concesiones, sino a los de la Superintendencia para resolver fundadamente.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, corresponde ahora tratar las modificaciones al artículo 22o. 



Se han renovado las indicaciones Nos 32, 33, 34 y 34 A. Todas ellas proponen suprimir la letra a) del número 5) del artículo único del proyecto. Esta letra señala:



“a) En el inciso segundo:



“i. Intercálase, entre la coma que sigue al término ‘determinará’ y la expresión ‘cuando’, la frase ‘en conformidad al procedimiento contemplado en el Título XI del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil,’.



“ii. Sustitúyese la palabra ‘afectados’ por la frase ‘dueños de las propiedades afectadas u otros interesados’”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación las indicaciones renovadas Nos 32, 33, 34 y 34 A.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en esta propuesta llamamos la atención sobre el cambio de la palabra “afectados” por la frase “dueños de las propiedades afectadas u otros interesados”. Esos “otros interesados” están definidos más adelante. 



Según el acuerdo que hemos señalado, cualquier otro afectado, en la medida en que no cumpla los requisitos de los artículos 25o, 53o y 54o, no tendrá derecho a solicitar las indemnizaciones que se consideran en el artículo 22o. A nuestro juicio, ello resulta tremendamente lesivo para otro tipo de emprendimientos. Es lo que hemos planteado desde un inicio. 



Nuestro afán no es oponernos, sino, de alguna manera, poner en equilibrio otros emprendimientos y otorgarles a esos afectado los mismos derechos ante la ley.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, en estricto rigor, parece que la indicación está mal formulada, por cuanto propone suprimir la letra a). Esto implica eliminar toda la letra; o sea, los ordinales i y ii.

El señor HORVATH.- Me refería a los dos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Su Señoría manifestó que el espíritu de la indicación es rechazar la sustitución de la palabra “afectados” por la frase “dueños de las propiedades afectadas u otros interesados”.

El señor HORVATH.- Nosotros nos referimos a ambos puntos. Por eso sugerimos suprimir toda la letra a).

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, está bien la indicación. Se vota la letra en su conjunto. Pensé que iba separada.

El señor PROKURICA.- Votemos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ya están en votación las indicaciones renovadas.



Quienes estén por aprobar la eliminación de la letra a) votan que sí y quienes estén por rechazarla votan que no.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundar el voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ojalá haya una contraparte que pueda explicar exactamente cuál es la incidencia de agregar la frase “en conformidad al procedimiento contemplado en el Título XI del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil,”.



Si no estoy equivocado -tengo dicho Código en mis manos-, esto dice relación con las cuestiones de competencia. En ese cuerpo legal se abordan también títulos sobre las apelaciones, los incidentes y, después, las implicancias y recusaciones.



Cuando los jueces determinen, tendrán que someterse a lo que preceptúa “ese ladrillo”. Todo el procedimiento se va a regular por él. Esto es la judicialización absoluta del proceso. Y lo único que se hace es entorpecer la defensa de quienes debieran ser respaldados por el Senado, que son, desde el principio del bien común, los más débiles. Lo hemos dicho: los poderosos se cuidan solos. ¡No hay para qué protegerlos! ¡Tienen plata, tienen abogados, tienen poder!



Entiendo que este proyecto no pasó por la “sacrosanta” Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (lo digo con todo respeto, señor Presidente). Dicho órgano podría ilustrarnos acerca de cuál es la implicancia jurídica y judicial de incorporar expresamente en esta norma el título aludido del Código de Procedimiento Civil en los términos que he señalado. Porque ello abre un marco muy exacto y preciso de las condiciones ya descritas en mi intervención, lo que lleva a preguntarse: ¿a qué deberán atenerse los jueces?



También me referiré al cambio del concepto “afectado” por los “dueños de las propiedades afectadas u otros interesados”.



Si bien la frase “u otros interesados” repone el debate que ya habíamos sellado en el sentido de que otros involucrados efectivamente pueden iniciar acciones, claramente deja fuera a los que viven en los terrenos de que se trata. 



Muchos dueños no residen en sus predios. Cuentan con gente que trabaja y vive en estos por veinte, treinta años. En definitiva, los propietarios no siempre se verán afectados. Incluso, pueden considerarse beneficiados. En efecto, si se les pagara una justa indemnización por la expropiación de esa franja de transmisión, podrían hasta llegar a estar interesados. El problema es qué pasa si se ven afectados quienes habitan en ese terreno, que es su medio natural de vida.



El cambio de “afectados” por “dueños de las propiedades afectadas” significa que los propietarios podrán reclamar y no la ciudadanía que se vea perjudicada.



Señor Presidente, con esa propuesta nuevamente se merman los derechos de la gente. No es necesario que sea dueño para verme afectado. Si el trazado pasa a diez, a cinco metros de mi predio (no soy el propietario del terreno expropiado; soy un vecino), ¡no me pueden dejar fuera!



Estuve en Chaimávida. Hace 14 años me opuse tenazmente, junto con la comunidad del sector, a ese vertedero. Advertimos todo lo que iba a ocurrir. Ahora fue comprado por Hidronor, que lo tiene prácticamente abandonado, y los incidentes de la laguna de percolados han dejado a la gente durante 7 u 8 días sin agua y con graves problemas de contaminación.



Las cosas se demoran, pero pasan; no obstante que las advertimos a tiempo, pasan.



Me parece extraordinariamente discriminatorio, ofensivo, que al final solo sea el propietario el que puede reclamar.



Es como la ley de condominios.



¡Si una línea de transmisión no afecta únicamente al dueño del terreno, sino también el entorno!



¿Cuánto disminuye el valor de un predio en el cual existe una línea de trazado eléctrico o torres de alta tensión? ¿En cuánto se devalúan las propiedades colindantes o adyacentes a aquel?



Esta será la “ley del mal vecino”, “la ley del egoísmo total”.



En suma, solo podrá reclamar el dueño del predio y no sus vecinos o la comunidad colindante.



Señor Presidente, una vez más, estamos ante una normativa que va a traer nefastas consecuencias para las personas. Va a enfrentar a vecinos contra vecinos, a propietarios contra propietarios.



Por lo tanto, voto en contra.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



Si hubiera un nueva Carta, otro sería el debate sobre este proyecto de ley.



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que se necesite un equilibrio distinto; que, como muchas veces planteé en mi intervención anterior, existen conjuntos de abogados dedicados a presentar oposiciones y a entrampar procesos necesarios, acciones detrás de las cuales se esconden otros intereses.



Hay incluso grupos que se dedican a esto profesionalmente para generar ingresos, para llegar a acuerdos extrajudiciales después.



Ninguno de los que hemos cuestionado ciertas normas acá amparamos ni defendemos a esos inescrupulosos, que solo dañan el progreso del país. 



Sin embargo, restringir el ámbito de quiénes pueden emitir una opinión y acotar las materias a las que les es posible referirse no constituye el camino para terminar con ciertos abusos procesales que se conocen a diario.



Esta nueva redacción, que propone cambiar el concepto “afectados” por “dueños de propiedades afectadas u otros interesados”, pareciera ser más amplia. Pero la verdad es que hay un documento firmado donde se explica el significado de “los otros interesados” y se acota a qué materias pueden referirse, se restringe a cosas formales de la presentación.



Y si bien comparto el espíritu de lo que planteó el Senador Frei en una intervención reciente en cuanto a que debemos abordar con decisión la generación de una política para bajar los costos de la electricidad en nuestro país, eso no significa que lo hagamos sin consultar a las comunidades interesadas, ni que en la consulta a estas, pudiendo reaccionar, no se vayan a construir o se obstaculicen los acuerdos. Lo que se pretende es poner a las comunidades y a los afectados en una situación de mayor equilibrio.



Pero en este caso se dificulta, se perjudica, la defensa de comunidades locales pequeñas.



Represento a un Región que se encuentra entre las que probablemente cuentan con mayor presencia territorial de comunidades por kilómetro cuadrado, donde existen muchas localidades muy propias de zonas que vivieron la reforma agraria.



El que las comunidades no puedan reclamar o que a alguien no le sea posible defenderlas -no necesariamente para parar proyectos, pero sí para que ellas no paguen los costos, las externalidades negativas- es malo. Porque existen tres ámbitos: las áreas silvestres o parques, las tierras indígenas y las comunidades rurales, que pueden verse afectados y quedar desprotegidos.



Insisto en poner de ejemplo a la Región que represento, porque todas las líneas de transmisión atraviesan por ella; porque toda la generación eléctrica de la zona sur pasa por ahí hacia los grandes centros de consumo, y porque algunos quieren que llegue al norte del país, hasta la zona minera.



Nosotros tenemos líneas de transmisión que parecen una guitarra, pero que ahora se asemejarán a un sitar. No se ha hecho una zonificación mediante un debate político de mayor alcance. Si se hace el trazado a pie de cordillera o por los cerros podría significar un costo mayor en una primera fase, no obstante sería muy distinto a lo que tenemos hoy.



No entiendo por qué se quiere restringir a quienes pueden opinar. Sé que estamos debatiendo las concesiones provisorias, pero refleja una actitud. Porque el acuerdo firmado no hace más que limitar y no ampliar el espectro de quienes pueden participar.



En virtud del ordinal, la frase quedaría así: “dueños de las propiedades afectadas u otros interesados”. 



Y la duda está en la definición “otros interesados”, más allá del acuerdo existente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, esta norma se refiere a dos órdenes de materias.



En primer lugar, esta disposición establece una ayuda a las personas afectadas. Porque, de acuerdo con la actual legislación, todas las reclamaciones que den lugar a indemnizaciones se tramitan conforme al juicio ordinario (20 años). Y esta propuesta de juicio sumario acorta el proceso. 



Es decir, la gente se va a ver beneficiada.



En segundo término, me gustaría volver al asunto en debate.



En efecto, en esta disposición se define quiénes son los interesados y cuáles son las causales. Y lo que se está proponiendo es eliminar esas dos cosas.



Al respecto, señor Presidente, deseo desmitificar el problema, porque se ha dejado entrever que la comunidad no va a ser consultada. Y, en realidad, sí lo será, pero en otra instancia: cuando se presente el proyecto de construcción, porque incluye un procedimiento ambiental en virtud del cual se requiere realizar ese trámite.



En este caso estamos viendo solo lo referente a la concesión.



Y me atrevería a decir lo siguiente: esta fase resulta fundamental para considerar esa consulta, que después va a ser tramitada sobre la base de la Ley Ambiental, en donde habrá participación, porque es obvio que un concesionario no va a querer tener problemas ni con comunidades, ni con otras entidades como parques; va a tratar de evitar conflictos en el trazado que proponga.



Por eso la concesión provisional fija un área amplia para que se estudien distintas opciones, a fin de no dar lugar a confrontaciones. Y, por ende, se acota el procedimiento a los dueños y a los interesados.



¿La comunidad va a tener participación? Sí, porque, con posterioridad al otorgamiento de la concesión, antes de ejecutarse el proyecto debe contar con todos los permisos ambientales, dentro de los cuales se encuentra esa consulta.



En consecuencia, está todo previsto. Se busca acelerar los estudios, determinar sobre la base de un área amplia cuál es el mejor trazado y evitar los conflictos.



Eso persigue esta disposición.



El primer ordinal -reitero- beneficia porque acorta los procesos; y el segundo establece que las observaciones, las oposiciones, están acotadas a los interesados y por causales taxativamente numeradas. 



Y la comunidad debe ser consultada en una instancia posterior al otorgamiento de la concesión y antes de ejecutarse la obra, para así obtener los permisos ambientales.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: por las indicaciones renovadas 32, 33, 34 y 34A, 2 votos a favor, 18 en contra y una abstención.

El señor NAVARRO.- Excúseme, señor Presidente, pero mi voto era a favor de las indicaciones. ¡Estoy pegado con los artículos…!

El señor PIZARRO (Presidente).- Está bien. El Senador señor Navarro votó en contra y lo que él debía hacer era votar a favor de las indicaciones. Entonces, dejamos 3 votos “sí”, 17 votos “no” y una abstención.



--Se rechazan las indicaciones renovadas números 32, 33, 34 y 34A (17 votos contra 3 y una abstención).



Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.



Votaron por la afirmativa los señores Gómez, Horvath y Navarro.



Se abstuvo el señor Lagos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien. Seguimos, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, a continuación, en la página 15 del comparado, la Comisión propone eliminar los incisos cuarto y quinto, nuevos, que figuran en el texto aprobado en general.



Ellos dicen: “En caso que la concesión atraviese territorios pertenecientes a indígenas o comunidades indígenas, se deberá aplicar el procedimiento de consulta contemplado en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo.



“En el evento de que la concesión traspase territorios de áreas silvestres protegidas del Estado se deberá siempre buscar alternativas de trazado.”.



En contraposición a esa propuesta está la indicación renovada número 43, que fue rechazada en la Comisión y que tiene por objeto intercalar en el inciso quinto propuesto, a continuación de la locución “alternativas de trazado”, la frase “fuera del área protegida”.



Ahora bien, la Secretaría sugiere que se vote la enmienda de la Comisión, puesto que, si se aprobara, naturalmente la indicación renovada caería por su propio peso.

El señor PIZARRO (Presidente).- Procederemos, entonces, a votar el informe de la Comisión, que elimina los incisos cuarto y quinto, nuevos. Y partimos de la base de que, si se aprueba esto, se rechaza la indicación.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, simplemente para aclarar algo respecto a la indicación anterior, que fue suscrita por quien habla. En ella se establecía la eliminación del juicio sumario. Y, claramente, me percaté de que acá lo que queremos es pagarles prontamente a las personas a las que se les expropia. Por eso, finalmente voté en contra.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo que está en votación -reitero- es la propuesta de la Comisión de eliminar los incisos cuarto y quinto, nuevos.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, este es un tema más que sensible. El acuerdo alcanzado entre la UDI, la DC y el Gobierno, al cual se sumaron otros parlamentarios de Renovación Nacional, echa atrás lo que se había avanzado en la Cámara de Diputados. Tal como se ha leído, el texto propuesto por esa Corporación dice: “En caso que la concesión atraviese territorios pertenecientes a indígenas o comunidades indígenas, se deberá aplicar el procedimiento de consulta contemplado en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo”, del cual Chile es parte.



La propuesta alternativa que se nos ofrece es que se les consulte a las comunidades indígenas por las cuales pretenda atravesar una concesión una vez entregada esta y antes de iniciar la construcción. Es decir, como hemos señalado, eso no es una consulta, no cumple con los parámetros ni los estándares mínimos que exige este Acuerdo internacional, que son: información previa, participación, buena fe, en fin. Eso está en el mismo Convenio.



Creemos que ello es grave, porque en el fondo no va a facilitar la concreción de los proyectos: los va a judicializar y los va a llevar a tribunales de otra naturaleza. Porque las personas afectadas sí tienen que ser consultadas en forma previa, y no solamente para saber si están de acuerdo o no, sino para que puedan influir en las decisiones. O sea, uno puede buscar, en acuerdo con las comunidades, que los trazados exploren rutas alternativas que las afecten menos o que derechamente las eviten.



El segundo punto es: “En el evento de que la concesión traspase territorios de áreas silvestres protegidas del Estado se deberá siempre buscar alternativas de trazado.”.



Eso es del mínimo sentido común. El acuerdo alternativo que se nos propone es: “El concesionario o los órganos de la Administración del Estado, deberán dar debido cumplimiento a las normas legales, tratados internacionales debidamente suscritos y ratificados por Chile y reglamentos vigentes en materia de áreas silvestres protegidas del Estado.”.



Eso es así y no puede ser de otra manera. Los tratados internacionales ratificados por nosotros son materia de ley y deben ser cumplidos. Por lo tanto, poner esto en una normativa en el fondo es declarativo o hacernos una suerte de trampa en el solitario.



Ahora, si uno revisa las áreas protegidas que tenemos en el país, advierte que siempre existen alternativas de trazado. Y somos más explícitos, porque acá se ha tratado de ningunear alguna energía renovable no convencional, en circunstancias de que ellas no son tan difíciles de entender. Estamos hablando de las pequeñas y medianas centrales hidroeléctricas que pueden generar hasta 40 megawatts. Y, si deben pasar por una reserva forestal porque no hay otra opción, lo importante es que se estudie siempre la alternativa de trazado, no la que el concesionario pretende. Eso es.



Por lo tanto, a nuestro juicio no solamente es un tema de votación. Porque, de suprimir lo que avanzó la Cámara y aprobar las propuestas alternativas, estaremos vulnerando derechos constitucionales.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, esta semana se realiza lo que se supone es la tercera y última mesa de consenso entre los representantes del Ministerio de Desarrollo Social y las organizaciones de los pueblos originarios que han participado en el proceso de consulta organizado por el Gobierno. El señor Marcial Colín es la contraparte y el vocero de las organizaciones que han tomado parte en dicho proceso. Hay otras organizaciones de los pueblos originarios que no fueron -o no se sintieron- convocadas, como son las Autoridades Tradicionales y los Pueblos Indígenas Autoconvocados.



Es grave constatar que en aquellos ámbitos donde existe consenso -y no me refiero a las tres o cuatro materias donde aún no lo hay, porque se está trabajando en ello, como se nos informó y como le consta a una colega de las bancas del frente, que estuvo presente en esos debates- curiosamente los acuerdos del Gobierno van más allá del texto que aquí está presentado.



Es más, el Gobierno nos informó que el procedimiento del proceso de consulta va a ser sectorial, a cargo de cada Ministerio en forma previa, no posterior; a priori, no ex post; e incluirá todo lo que, de acuerdo al Convenio 169, pueda “afectar”. Ese es el concepto, el verbo rector de dicho instrumento internacional. 



Llama la atención, señor Presidente, que aquello que está siendo acordado, por un lado, aquí se esté eliminando.



En otra materia, también un Senador de las bancadas de enfrente -en este caso, es un colega de Región-, ha sido muy activo en plantear que se tiene que respetar la Convención de Washington respecto a lo que es afectar parques nacionales o reservas.



Lo señalo, porque los dos incisos que se quieren eliminar dicen relación, precisamente, a cómo amparar dos situaciones: cuando se afectan tierras indígenas -lo que debe ser regido por el Convenio 169- y cuando se afectan áreas silvestres protegidas o parques. 



Yo no entiendo por qué se eliminan conceptos que se habían acordado en la Cámara de Diputados. Y eso es tal vez lo que genera hoy las mayores desconfianzas.



He insistido a lo largo de este debate en que aquí no se han hecho esfuerzos para construir confianzas. Y una muestra es la eliminación planteada.



Entiendo la lógica -aunque no la comparto- cuando nos dicen: “No se preocupen. Eso lo veremos, no en las concesiones provisorias, sino en otro momento”.



Sin embargo, el problema radica en que, habiendo una concesión provisoria, no faltará el abogado que señale la existencia de un derecho adquirido; entonces, si el trazado no se puede hacer por una orilla del terreno, podrá efectuarse por otra.



Y surge la pregunta: ¿Por qué la inquietud de iniciar antes los procesos de consulta? Para que todos puedan participar. Porque nadie está diciendo que no haya trazado; nadie busca perjudicar con mayores costos y, por ende, con electricidad cara. Todos queremos, por el bien y el progreso de nuestro país, compatibilizar diferentes intereses. 



Lo que llama la atención al eliminar criterios básicos es que se pone en una situación de debilidad o de falta de igualdad a personas o a grupos que también deberían participar en similares condiciones a lo largo del proceso.



Señor Presidente, cuando aprobé en general el proyecto indiqué que lo hacía con tres reparos: uno, el Convenio 169; dos, las áreas silvestres protegidas; tres, que otros interesados pudiesen representar a comunidades afectadas por concesiones. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón, Su Señoría, pero finalizó su tiempo. 

El señor LETELIER.- Termino de inmediato, señor Presidente. 

 El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos en la fundamentación del voto. Y si todos exceden el tiempo reglamentario, no alcanzaremos a despachar el proyecto. 



Le agradezco su comprensión, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, esta es una normativa con apellido: “Ley HidroAysén”. Así será conocida, y no como una legislación sobre concesiones eléctricas.



Pues bien: aquí se busca eliminar -esta es una de las votaciones cruciales-, en caso de que la concesión atraviese territorios pertenecientes a indígenas o a comunidades indígenas, la aplicación del “procedimiento de consulta contemplado en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo”. 



En segundo lugar, también se suprime el inciso que expresa: “En el evento de que la concesión traspase territorios de áreas silvestres protegidas del Estado se deberá siempre buscar alternativas de trazado”.



¿Y la Convención de Washington? 



Señor Presidente, tanto el deber de consultar a los pueblos indígenas cuanto los requisitos esenciales de la consulta se hallan claramente establecidos en el artículo 6 del Convenio N° 169 de la OIT.



Aquí, en este Senado, votamos a favor de la ratificación de dicho instrumento internacional.



Su artículo 6 dispone: 



“1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: 



“a) consultar a los pueblos interesados, (...).



“2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, (…)”.



De acuerdo a la OIT, la consulta es una negociación, un procedimiento de diálogo con los indígenas, con los pueblos originarios, acerca del texto de las medidas administrativas (concesiones) o legislativas (ley, norma constitucional, etcétera). Es previa a las medidas. Es informada, en igualdad de condiciones (asesores para los indígenas, pagados por el Estado, para aconsejar a las comunidades), en sus idiomas, en plazos razonables, al objeto de dar lugar a un texto consensuado. 



¡Nada de eso ocurre hoy en el Senado! 



Señor Presidente, la consulta no es una encuesta; no es una mera entrega de información; no es un “complete la oración”; no es una sola reunión.



Quiero señalar lo que ha planteado sobre el particular Víctor Toledo Llancaqueo, Director del Centro de Políticas Públicas y Derechos Indígenas de la Universidad ARCIS:



“El Tribunal Constitucional de Chile” -el señor Presidente y los miembros de nuestra Comisión de Constitución debieran poner atención- “en su sentencia Rol 309, de 20 de agosto de 2000, determinó que la obligación de consultar a los pueblos indígenas establecida en el Art. 6 del Convenio 169 de la OIT es una norma autoejecutable y que modifica tácitamente a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional 18.918.”. 



Textualmente, dicha sentencia expresa:



“Esta norma, a juicio del Tribunal, tiene el carácter de autoejecutable o de aplicación directa, tanto por los términos perentorios en que se encuentra redactada como, porque, como bien lo afirma el Presidente de la República en su contestación, el artículo 22 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional regula “La facultad de las comisiones” -se refiere a las comisiones legislativas- “para solicitar informes u oír a las personas o instituciones que estimen convenientes en el procedimiento legislativo, es un procedimiento apropiado”.



“En efecto, la norma versa sobre una materia relativa a la tramitación de una ley que si bien, por cierto, no tiene la entidad o alcance de reformar los preceptos de los artículos 62 a 72 de la Carta Fundamental, sí está modificando las disposiciones de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, ya sea, por la vía de introducir una norma nueva que deberá observarse en el tratamiento interno de la ley”. (Tribunal Constitucional, sentencia Rol 309, considerando 7°).



Señor Presidente, es en virtud de aquello que la norma propuesta me parece aberrante. Su efecto será que el Senado deje de cumplir dicho Convenio al negar la posibilidad de la consulta. 



Cuando en el Congreso Nacional se aprobó el proyecto de acuerdo sobre el Convenio 169 de la OIT, los parlamentarios se hallaban plenamente informados de que estaban aprobando una modificación a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional e incorporando una nueva regla en el proceso fundamental de formación de la ley: la consulta a los pueblos originarios. 



En consecuencia, señor Presidente, la consulta previa a las comunidades indígenas es una norma nueva que imperativamente debe observarse en la tramitación de la ley.



Y el Senado no solo no está observando dicha disposición: además, está eliminándola. Porque la consulta no se ha hecho. Y ella no es una reunión, no es un relleno de espacios vacíos.



El año pasado se creó una Comisión Bilateral de Consulta (Cámara y Senado) para debatir un reglamento sobre consulta de las leyes.



Mientras tanto, avancemos.



Sin embargo, ¡lo importante es aprobar la ley en proyecto, dejando atrás los derechos de las comunidades indígenas...!



Aquí no hay una falta grave al Reglamento, sino una falta de voluntad política.



Se está violentando el Convenio 169. Y yo no voy a ser cómplice de la violación del derecho allí consagrado.



Creo que se está cometiendo un profundo error. Y los errores a veces se pagan caro.



Señor Presidente, por cierto, voy a votar para que los incisos cuya eliminación se propone consten en la ley en proyecto. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, yo le pediría al Senador Navarro que leyera el artículo 34°, inciso segundo, que se propone incorporar mediante el número 12 bis).



Aquí se ha sostenido que esta iniciativa no contempla la consulta indígena. Pero debo señalarle a Su Señoría que la ley en proyecto será la primera en consignar de forma expresa esa consulta. ¡Primera ley de la república en hacerlo!



Voy a leer al referido inciso segundo: “En el caso que las obras de una concesión ya obtenida atraviesen tierras pertenecientes a comunidades indígenas, antes de comenzar su construcción se deberá acreditar” -o sea, de manera previa- “haber realizado el procedimiento de consulta contemplado en el artículo 6° del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, por una sola vez, en la oportunidad y forma que establezca el reglamento correspondiente.”.



Lo primero que tengo que aclarar respecto a la consulta indígena es que no se establece un plazo: se debe acreditar. ¿Y por qué se procedió de esta manera? Porque la magnitud del efecto que puede tener un proyecto será apreciada mejor mientras más definido se encuentre este, pues ahí existirá certeza.



El riesgo que se corría -y hay que decirlo- al establecer la consulta en la concesión provisoria era que, al final, se obligaba a hacer dos consultas: en dicha instancia y en la concesión definitiva. 



Señor Presidente, con esas dos consultas indígenas -o eventualmente con tres: porque este era el riesgo inicial-, el proyecto que nos ocupa no tendría sentido. O sea, los plazos derivados de la norma pertinente imposibilitarían acortar el procedimiento para el otorgamiento de las concesiones.



¿Qué es lo relevante? Que se contempla la consulta a los pueblos originarios. 



Ahora, ¿cuándo se puede conocer la magnitud de lo que se va a hacer, a quiénes afectará y en qué proporción? En la etapa en que el proyecto esté más definido.



Por eso en el artículo 34°, incorporado mediante el numeral 12 bis), se señala que antes de iniciarse la construcción se debe efectuar la consulta. Ello, porque ahí se puede saber con certeza por qué predios va a pasar el trazado, a qué comunidades se perjudicará, en fin.



En ese momento se realiza la consulta.

El señor LETELIER.- ¡De qué sirve!

El señor ORPIS.- Señor Presidente, con la norma aprobada por la Cámara de Diputados -y eso es lo que se pretende remediar- nos arriesgábamos a hacer dos consultas.



Por ello, la disposición del artículo 34° es categórica al señalar que antes de empezar la construcción se deberá acreditar que se llevó a cabo la consulta, la cual tendrá que efectuarse por una sola vez.



Reitero: la ley en proyecto será la primera que contemple la consulta a los pueblos originarios. 



Por tanto, se ha cumplido ¡íntegramente! el artículo 6 del Convenio 169.



Como me indica el Senador Víctor Pérez, si la consulta no se realiza, no se puede construir. ¡Así de simple!



En consecuencia, hemos cumplido plenamente con la referida disposición del Convenio 169.



Y respecto a las áreas silvestres protegidas, el Senado ya aprobó la incorporación al artículo 11° de una norma que dispone que deberá respetarse toda la legislación vigente, dentro de la cual se incluyen por cierto los tratados internacionales.



Así que los dos elementos que se están oponiendo para tratar de evitar la proposición que formuló la Comisión están plenamente resueltos con la mencionada disposición y con la incorporación en el artículo 34° de la consulta a los pueblos indígenas, sin cuya realización no podrá iniciarse ninguna obra definitiva.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el domingo recién pasado me llamó la atención una publicación de “El Mercurio” donde se replica un artículo del diario “O Globo”, de Brasil, de Cristovam Buarque, titulado “No nos dimos cuenta”.



No se dio cuenta la sociedad brasilera de lo que quería la ciudadanía, y siguieron avanzando en un modelo de construcción, aparentemente exitoso, de crecimiento, y sin embargo de gran infelicidad para la gente.



Nosotros tampoco nos damos cuenta de lo que está ocurriendo con los pueblos originarios cuando continuamos vulnerando sus derechos, sin respetar ni siquiera los convenios internacionales que ha suscrito el propio Estado de Chile; cuando expresamente violentamos un acuerdo al eliminar un precepto ya aprobado en general y que disponía: “En caso que la concesión atraviese territorios pertenecientes a indígenas o comunidades indígenas, se deberá aplicar el procedimiento de consulta contemplado en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo.”. 



¿Qué estamos haciendo ahora? Recogiendo un acuerdo (un supuesto acuerdo) de algunos parlamentarios con el Gobierno, que se habría suscrito para eliminar, entre otras normas, la relativa a la consulta.



Pero, curiosamente, ninguno de los parlamentarios que firmaron dicho acuerdo participó en los diálogos con el mundo indígena cuando se registró la crisis.
El señor QUINTANA.- ¿Con este Gobierno?

El señor TUMA.- Con este Gobierno, en el mes de enero.



Tuvimos reiteradas conversaciones con el mundo indígena. Escuchamos a alcaldes, a los loncos, a los concejales, a los dirigentes tradicionales. Hubo un gran debate. Los ministros fueron seis veces a la zona.



Yo no vi a ningún parlamentario de los que aparecen en el acuerdo participar en los diálogos, ni siquiera a modo de información.



Y ahora nos dicen “Hemos llegado a un acuerdo para eliminar la consulta en materia de concesiones”. 



¿La consulta no va, entonces? ¿No se respeta el Convenio 169, ni tampoco los compromisos del propio Gobierno?



El Presidente Piñera dijo el 30 de abril: “Voy a mandar un proyecto que establece una normativa en orden a que siempre siempre se les consultará a los pueblos originarios”.



Sin embargo, ahora, cuando tenemos la oportunidad, antes de que exista una ley, previo a que se contemple un procedimiento, sin que el Primer Mandatario haya enviado todavía la iniciativa de ley prometida (porque, bueno, están pidiendo acuerdo en el mundo indígena; entendemos que eso ha provocado la demora), no se respeta el compromiso de consultar siempre a los pueblos originarios. 



Ahora, la consulta, que no es vinculante, tiene que ver con la capacidad tanto del Estado como de las empresas y del mundo indígena de llegar a acuerdos.



Porque el Convenio 169 dice relación con eso.



La consulta no es vinculante -reitero-, no implica prohibiciones, pero permite crear condiciones para conseguir acuerdos.



¿A qué acuerdo se va a arribar cuando la concesión ya esté otorgada?



Por consiguiente, de nuevo se disfraza una legislación para aparentar que se respetan los derechos, cuando, en definitiva, aquí se está borrando con el codo lo que se escribió con la mano.



Señor Presidente, el Gobierno suscribió un compromiso con los pueblos originarios. Empero, ahora firmó otro con parlamentarios que no tienen nada que ver con el mundo indígena.



Y se dice que hay un acuerdo.



¡No existe ningún acuerdo que involucre a los parlamentarios que representamos a la Región de La Araucanía!



Nosotros no nos sentimos parte del referido acuerdo. Creemos que con él se vulnera claramente el principio que el Estado de Chile acordó defender.



Ahora bien, se ha planteado en esta Sala que las consultas se cumplieron a través de visitas informativas.



Las visitas informativas no revisten el carácter de consulta. Y eso lo tienen claro.



El otorgamiento de una concesión sin haber consultado a los pueblos originarios basta para sellar una vulneración de sus derechos.



Por tanto, voy a votar en contra de la eliminación propuesta por la Comisión, señalando que este es un testimonio de cómo el Gobierno y la Derecha no respetan sus propios compromisos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palaba el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, algunos señores parlamentarios han planteado la idea de que cada vez que se tramite un proyecto de ley, sobre cualquier materia, incluyamos la norma del Convenio 169 atinente a la consulta a los pueblos originarios.



Yo, a pesar de que no soy partidario de aquello, porque la referida disposición está vigente en Chile -por lo tanto, no es necesario incorporarla en cada iniciativa que se tramite-, acepté el acuerdo de incluirla en esta iniciativa. 



Ahora, al Senador que me antecedió quisiera tratar de convencerlo de que no es cierto lo que plantea en el sentido de que aquí se vulneran los derechos de los pueblos originarios.



Digo aquello porque el acuerdo político a que llegamos establece que, antes de construir, la empresa concesionaria deberá probar haber realizado la consulta. ¿Cuándo? Cuando el proyecto parte, previo a construir.



Sobre el particular, yo pregunto derechamente: ¿Puede una empresa saber a ciencia cierta si lo que se le va a dar, primero provisionalmente y después como definitivo, pasará por un territorio indígena en circunstancias de que aún no se le ha otorgado la concesión?



¡Ese es el plazo mínimo!



En verdad, no creo que con el acuerdo suscrito se vulnere el Convenio 169. Al revés, pienso que se ratifica al incorporarse una norma como la señalada. 



Por otro lado, se critica que a los pueblos indígenas se les está preguntando tarde. Pero eso no es real, por lo que estoy diciendo en este minuto.



Por supuesto, se les deberá consultar antes de construir. No hacerlo sí que sería vulnerar sus derechos. Si ya se construyó, ¡para qué preguntarles...!



De otra parte, aquí se ha planteado que a través del acuerdo estamos vulnerando la legislación sobre áreas silvestres protegidas. 



Yo, sinceramente, no puedo entender esa argumentación, pues en el acuerdo político que suscribimos se dispone que se deben respetar las normativas vigentes hoy día en Chile. ¿Y cuáles son? El Convenio de Washington y la ley N° 18.362, que establecen justamente resguardos, prohibiciones y sanciones. Por ejemplo, conforme al artículo 25 de dicha ley, se prohíbe causar deterioro en las instalaciones existentes; ingresar a las áreas sin autorización; remover o extraer suelo; intimidar a ejemplares de la fauna, destruir nidos, recolectar huevos, etcétera.



Hay una serie de normas que están vigentes. ¿Tendremos que ponerlas en cada uno de los proyectos de ley que tratemos en este Parlamento? 



Yo no comparto eso, señor Presidente. Por el contrario, creo que al llegar a un acuerdo de varios sectores políticos no hemos vulnerado el Convenio N° 169 ni mucho menos lo referente a áreas silvestres protegidas.



Y voy a decir más.



Cuando aquí se plantea que el mercado de la electricidad se halla concentrado y se establecen estas restricciones, no quiero volver a exhibir, ¡por favor!, los planos de las áreas silvestres protegidas y de qué manera se afecta a toda la Segunda Región y a otras donde existe la energía geotérmica que todos quieren. Si queremos que ella sea aprovechada, no podemos poner estas exigencias. Solo las empresas “con espaldas” van a poder soportar todos estos plazos, todas estas demoras. Las pequeñas y medianas, para que haya un mercado más atomizado, no van a ser capaces de hacerlo.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, hace dos semanas, aproximadamente, escribí una carta abierta al Consejo de Defensa de la Patagonia para explicar varios aspectos que dicen relación con el proyecto de ley en debate.



Quiero leer parte de ella, además de la respuesta que he recibido hoy.



Cito textual: “Por su parte, estoy convencida de que se requería mejorar el procedimiento administrativo y judicial de las concesiones para enfrentar la “especulación”, que entraba de manera artificial el desarrollo de la infraestructura de transmisión eléctrica, lo que afecta a millones de chilenos que deben soportar un sistema eléctrico caro y con problemas de seguridad en el suministro. Las mejoras que se introducen al procedimiento, las que en ningún caso dejan en la “indefensión” a los ciudadanos, permitirán materializar los proyectos de transmisión troncal que en el año 2011 se definieron en el respectivo Estudio de Expansión Troncal, los cuales ya se licitaron y adjudicaron. Entiendo que el CDP no ha expresado reparos respecto de estos proyectos de expansión. Es más, a mi juicio con estas líneas se solucionarán los problemas de mediano y largo plazo de la transmisión troncal de Chile, por lo que se hace completamente innecesario el proyecto de carretera eléctrica tal como lo presentó el Gobierno, el que SÍ es un traje a la medida de HidroAysén, y respecto del cual he expresado mi rechazo. Aún más, como lo han expresado en el Senado los propios desarrolladores de medios de generación renovable no convencional, tales como proyectos solares, eólicos, y también pequeños proyectos hidroeléctricos, los problemas que evidencia el actual procedimiento concesional generan en ocasiones una barrera infranqueable, haciendo que los desarrolladores simplemente abandonen la iniciativa y posterguen o desechen invertir.



“Por estas razones he impulsado con fuerza este acuerdo. Ustedes han manifestado su oposición a los artículos acordados; en democracia es legítima y necesaria la diferencia, pero lo que no puedo aceptar es la imputación hacia mi persona de conductas cercanas al cohecho, en “pro” de HidroAysén, y tergiversando el tenor literal de los artículos que han sido aprobados. Sólo pido que se haga una lectura de buena fe, acorde con el respeto que debe existir en relación a parlamentarios y técnicos que han estado en la discusión, de quienes conocen su trayectoria y las causas en las que están verdaderamente comprometidos. Así como no corresponde que se diga que la oposición que ustedes hacen “es hacerle el juego a los especuladores”, o a “hidroaysén y al oligopolio, ya que no quieren viabilizar la ERNC”, les pido que actúen de la misma manera y la lectura que hagan de este acuerdo se haga de buena fe.



“Por ello, quiero contestar uno a uno los argumentos que se han presentado, de tal manera de precisar los alcances de las normas aprobadas, para lo cual utilizaré la columna publicada en www.patagoniasinrepresas.cl por Flavia Liberona, 7 argumentos y mis razones frente a ellos”. 



Y en el punto 4, señor Presidente, que tiene que ver con lo que estamos discutiendo hoy día, expongo:



“En materia de consulta indígena, señala el documento que “los términos cordatos (sic) en el documento suscrito se prestan para confusión, pues por una parte señala la vigencia del Convenio 169 de la OIT, pero por otra indica que la consulta previa solo se realizará una vez otorgada la concesión entonces, ¿cuál es la consulta previa? En este punto creemos que se ha obtenido un enorme logro: por PRIMERA VEZ, EN UNA LEY SECTORIAL, se establece expresamente que no podrá comenzar ninguna obra de construcción si no se acredita que se hizo la consulta que dispone el convenio 169 de la OIT, la que debe realizarse en la forma y oportunidad que establezca el reglamento. Quiero destacar que en este punto le doblamos la mano al Gobierno, que se negaba a incluir una norma de este tenor, ya que NO existe otra norma similar en nuestro ordenamiento jurídico, que al fin asegure efectivamente la realización de la consulta indígena, toda vez que si no se realizare, los afectados podrán interponer los recursos correspondientes para la paralización de las obras, por incumplimiento directo de la ley”.



En la respuesta del Consejo de Defensa de la Patagonia, que agradezco, se expresa:



“En primer término queremos agradecer sus pronunciamientos públicos sobre las represas en la Patagonia. Nos parece que al expresar y reiterar su convencimiento respecto de que estos proyectos (HidroAysén y Energía Austral) no son necesarios, abre un amplio espacio para el diálogo y la articulación de acciones futuras”.



Y respecto al punto específico que estamos abordando…

El señor PIZARRO (Presidente).- Concluyó su tiempo, Su Señoría, de modo que le pido finalizar su intervención.

La señora RINCÓN.- Solo me falta leer dos líneas, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacerlo.

La señora RINCÓN.- Dicen: “En cuanto a la consulta indígena concordamos que es un logro que se ponga en el texto de la ley que esta debe realizarse, sin embargo la redacción resulta ambigua”.



Creo que eso puede corregirse en el tercer trámite, pero es un logro, sin lugar a dudas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, creo que esta Corporación está a punto de cometer una de las mayores aberraciones en materia de legislación sobre el mundo indígena. A mi juicio, el texto va a constituir efectivamente una provocación para los pueblos originarios en todo el país.



Como lo expresó recién el Honorable señor Tuma, en el acuerdo no participaron parlamentarios de la Región de La Araucanía ni, según entiendo, de la Región del Biobío, como tampoco Senadores que estuvieron presentes, durante la Administración actual, junto con el Ministro señor Lavín, cuando estuvo a cargo de la consulta, antes de renunciar a su Cartera, y con el Ministro señor Chadwick, ante la natural preocupación del Gobierno por los hechos de violencia ocurridos en La Araucanía. Y lo que buscaban esos diálogos era recobrar la paz social.



Insisto en que esto es una provocación. La legislación que nos ocupa tuerce el espíritu y la letra del Convenio N° 169, en su artículo 6° -tal como lo expuso mi Honorable colega Navarro-, que define cómo deben llevarse a cabo las consultas a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y, en particular, a través de sus instituciones representativas. Deberán ser efectuadas de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias.



Aquí no media buena fe. No estoy afirmando que quienes llegaron al acuerdo lo hayan hecho de mala fe. Entiendo que también existe un interés superior en resolver temas de país y que la iniciativa busca, por cierto, acortar los plazos -puedo no estar de acuerdo con eso-, pero claramente se requiere una mirada distinta en relación con el ámbito indígena. El Ejecutivo se equivocó y se está cometiendo un error brutal.



Me parece francamente una burla lo que en el Gobierno y el acuerdo se promueve con relación a las comunidades, porque no hay buena fe en cuanto a la oportunidad en que se procede. ¿De qué sirve una consulta cuando ya está todo aprobado? En efecto, ¿qué momento va a elegir el titular del proyecto para llevarla a cabo? Optará por verificarla antes de construir, en la medida en que finalmente será un mero trámite. En forma previa contará con la concesión, con el permiso.



Ello además significa un retroceso respecto de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

El señor ORPIS.- ¡No!

El señor QUINTANA.- ¡Lo constituye absolutamente!



Algunos dicen que la cuestión se podrá corregir después, en el tercer trámite. Pienso que no. Creo que el Senado tiene que hacerse responsable.



¡Parece que los asuntos indígenas importan solo cuando hay una convulsión, cuando se afecta la paz social, pero que ya no son tema cuando desaparecen de la agenda y de los principales titulares…!



Siento que esto es una burla. Como representante de La Araucanía, no me voy a prestar a ella sabiendo que los trazados y concesiones van a afectar lugares sagrados, van a violentar comunidades. Y espero que quienes aprueben esta aberración legislativa y jurídica, y esta provocación al mundo indígena, se hagan responsables el día de mañana.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, en mi opinión, cualquier proyecto de ley que tenga alguna vinculación con las materias del Convenio N° 169 debiera motivar un proceso de consulta. De hecho, en la Comisión de Derechos Humanos estamos analizando cómo llevar adelante la medida.



En el caso que nos ocupa, como hay derechos que pueden ser afectados, se debería proceder en esa forma. Ello no se ha efectuado.



Fundamentalmente, deseo subrayar que las consultas tienen que obedecer a un principio: se llevan a cabo de buena fe. Lo anterior implica que si se contempla por primera vez una de ellas, depende de cómo se concibe. Porque no cabe duda de que, cuando se hace referencia a un proceso en el cual se realiza, primero, un gran trazado que puede afectar a una comunidad; luego se llevan a cabo los estudios del caso para determinar este último, y, finalmente, se entrega la concesión, hasta ahí no se ha tomado en consideración el Convenio N° 169. Entonces se diría: “Paralizamos aquí, porque vamos a hacer una consulta, previo a la construcción”.



El trámite, ante todo, no es vinculante. Si una comunidad indígena se considera afectada y vota en contra, dará exactamente lo mismo. El instrumento internacional recién mencionado hace referencia a la buena fe porque es preciso llegar a acuerdo con anterioridad precisamente para evitar lo que estoy señalando.



En el caso de que se trata, ¿mis Honorables colegas creen, por un minuto, que una consulta, después de haberse hecho todas las inversiones que implica el proceso descrito, le impedirá a una empresa pasar por los territorios establecidos en la concesión? ¡Jamás!



Entonces, ¿para qué nos contamos cuentos? Lo razonable es hacer la consulta. Si se trata de evitar que sean varias, que se realice antes. Eso es lo que estamos diciendo. No es cuestión de que sean dos ni de que una sola se entorpezca, sino de que se verifique en forma previa al proceso final. De otro modo, no provocará efecto alguno.



El acuerdo alcanzado expresa que antes de comenzar la construcción “se deberá aplicar el procedimiento de la consulta contemplado en el artículo 6° del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, por una sola vez, en la oportunidad y forma que establezca la normativa correspondiente.”.



Entonces, seamos claritos, ¡por favor! Si realmente queremos respetar dicho instrumento y las posibilidades de los pueblos originarios, hagamos las cosas en el momento oportuno, no luego de todo el trazado, de todos los estudios, de todas las inversiones habidas y por haber, con una detención en el período de materialización. La consulta no será vinculante y finalmente se va a construir.



Actuemos como corresponde, y eso significa aplicar la medida con anterioridad al proceso de concesión. Eso es lo único que estamos planteando: que se realice una sola consulta, pero en forma previa. No queremos dos ni un entorpecimiento, sino que la única se haga bien.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quisiera ratificar que, en el acuerdo que firmaron, los mismos Senadores agregaron la obligación de que, “En el caso que las obras de una concesión ya obtenida que atraviesen tierras pertenecientes a comunidades indígenas, antes de comenzar su construcción se deberá acreditar haber realizado el procedimiento de consulta”.

El señor NAVARRO.- “Ya obtenida”.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Sin embargo, de lo que he escuchado, da la impresión de que se quieren tres consultas: una para el proyecto en debate, otra para las concesiones provisorias y una tercera para el estudio de impacto ambiental.

El señor ORPIS.- ¡Son cuatro!

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Cuál sería la cuarta, señor Senador?

El señor ORPIS.- La relacionada con la concesión definitiva.

El señor NAVARRO.- ¡Y la consulta a la conciencia…!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¡Esa se la dejamos a Su Señoría…!

El señor PIZARRO (Presidente).- Ruego evitar los diálogos.



Puede proseguir el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- En ese sentido, señor Presidente, deseo entender el espíritu del convenio internacional que firmamos, que es la consulta a los pueblos indígenas respecto de obras que se realicen en lugares que les afecten. Obviamente, la aprobación tiene lugar en el momento de la definición y evaluación del estudio de impacto ambiental. Y eso el acuerdo político lo integra perfectamente.



En segundo término, respecto a la norma proveniente de la Cámara de Diputados en el sentido de que “En el evento de que la concesión traspase territorios de áreas silvestres protegidas del Estado se deberá siempre buscar alternativas de trazado”, es preciso tener presente que las áreas silvestres protegidas son de distintas categorías. Algunas son intocables, como los santuarios de la naturaleza. Otra la conforman los parques nacionales. Y en una distinta se encuentran las reservas nacionales. También existen áreas de protección. Pero el texto involucra todo.



Sin duda, Chile ha firmado instrumentos internacionales como la Convención de Washington. Y el acuerdo suscrito por los parlamentarios justamente ratifica la obligación del Estado de cumplirla. ¿Cuál es el problema? Si ni siquiera sería necesario incluir el punto, porque es un compromiso ya existente. Cualquier obra que se pretenda llevar a cabo se debe ceñir a los tratados internacionales.



Un señor Senador recordó que en los Gobiernos de la Concertación puse objeciones, en efecto, justamente porque, con motivo de una construcción en un área silvestre protegida que es una reserva nacional en mi zona, se pasaron a llevar los instrumentos internos existentes. Fue CONAF la que dio autorización para el ingreso, pero resulta que el dueño es Bienes Nacionales. La propia Contraloría objetó después los permisos entregados a la empresa.



Y quisiera agregar algo más: sacaron a quien estaba velando por que se cumpliesen las normas al interior de la reserva nacional, que era el jefe, y pusieron a personas que dieran su visto bueno, las que incluso permitían dinamitar.



Se pasó por encima de muchas cosas y se hizo vista gorda. ¡Y ahora rasgan vestiduras! ¡Ahora vale la Convención de Washington! Las normas vigentes se tienen que respetar siempre.



Pero nunca antes escuché una sola palabra sobre el particular. Y Su Señoría lo sabe.



Por lo tanto, es preciso ceñirse en todo momento a las disposiciones que el país se ha dado, no solo por existir un proyecto muy importante como el de la generación de electricidad.



Por eso, señor Presidente, valoro el trabajo realizado. Creo que el Honorable señor Frei…

El señor PIZARRO (Presidente).- Se agotó su tiempo, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Le pido un minuto más, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo siento, pero estamos…

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Es para terminar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Está bien.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, ante las necesidades del país, pienso que el trabajo que se está haciendo es inclusive la única manera de apoyar las energías renovables no convencionales y de utilizar recursos naturales que aún no hemos podido aprovechar.



Creo que el proyecto ha sido perfeccionado. El acuerdo político va en el camino correcto. Es tarde, sí, pero el texto resulta fundamental para el desarrollo de la energía y para poder seguir con un progreso que no se puede impedir.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo felicitar por el acuerdo político a que se ha llegado, liderado por nuestro jefe de bancada, porque estimo que es un avance muy importante. 



Al mismo tiempo, debo mencionar que he compartido todas las normas, salvo está, con la que no concuerdo, como tampoco con la que aprobó la Cámara de Diputados. Y quiero decir derechamente por qué.



De lo que he logrado entender del debate que estamos llevando adelante, y según me lo ha explicitado el propio Senador Orpis, aquí se trata de realizar dos consultas. Una se efectuaría luego de haberse otorgado la concesión definitiva y antes de que se iniciaran las obras, y la otra es una consulta medioambiental.



Me parece ridículo que tengamos que hacer un doble proceso de consulta. Pero, además, no considero correcto que se consulte a las comunidades mapuches una vez que la concesión definitiva está otorgada, sobre todo cuando se trata de una consulta no vinculante.



Me pongo en el supuesto de que tuviera mi casa, mi hogar, mi campo y me avisaran que se va a otorgar una concesión definitiva para instalar una carretera eléctrica que puede pasar por mi terreno. En tal caso, lo razonable, lo lógico, lo de sentido común, sería que me dijeran: “Mire, se va a otorgar una concesión definitiva y quiero conocer su opinión”.



Sin embargo, aquí se pide la opinión una vez que ya se entregó la concesión definitiva, y antes de que se inicien las obras. ¡La concesión definitiva ya está otorgada!



Mi pregunta es: ¿Qué cuesta preguntar antes de que se entregue la concesión?



Si las comunidades mapuches no están de acuerdo, las obras pueden seguir exactamente igual y, conforme a lo establecido en la ley, se pagarán todas las indemnizaciones de perjuicios. Es decir, se harán efectivas todas las cauciones contempladas en el inciso anterior, el cual defendí pues me parece una buena norma.



Siento que consultar, socializar o ver las opciones en estas materias, no afecta en nada.



En segundo lugar, escuché la notable intervención del Senador Frei, a quien felicito, porque me interpretó plenamente respecto al tema, como también lo hizo el Senador Prokurica, en el sentido de que hay grupos que abusan de esta norma. Esto es cierto. Pero el abuso se puede producir igual si se consulta antes o después.



Por lo tanto, señor Presidente, habiendo apoyado íntegramente el acuerdo, siento que en esta materia se opera sin entender la lógica de las comunidades mapuches. Estas sienten que tienen derecho a que se les consulte oportunamente. Así de simple. Y si el proyecto es bueno, aunque la gente no lo crea, tales comunidades lo van a apoyar. Porque no son -como se cree- enemigas de todo lo que trae el progreso a su región. Ellas también desean desarrollarse. Tienen las mismas inquietudes que todos los chilenos. Quieren progresar, pero al igualmente que se les consulte a lo menos cuando les ocupan parte de sus terrenos. Y no estoy entrando al tema territorial, sino solo hablando de su propiedad. Lo razonable sería que se dijera: “Mire, va a haber una concesión definitiva, la vamos a otorgar, pero debemos hacer la consulta para tener su opinión”.



Me parece mala la disposición despachada por la Cámara de Diputados, pues habla de la consulta para la concesión provisional, en circunstancias de que se trata, simplemente, de un estudio. Eso es ridículo, ya que puede tratarse de un estudio respecto de un proyecto que después no se lleve a cabo. ¿Y para qué hacer una consulta sobre algo que todavía es teórico?



Pero aquí ya estamos dando un paso adelante.



Lamento tener que proceder así, porque no lo hago nunca. Al ver el punto, me parece que lo planteado es correcto. Sin embargo, tengo que velar por lo que, a mi juicio, es la realidad de mi región. Y en esta materia no creo que afecte en nada colocar que se realizará la consulta antes de otorgar la concesión definitiva.



Me dice el Senador Orpis -con toda razón- que es ridículo realizar dos consultas. ¿Por qué no hacer solo una? Entonces, resolvamos esto legislativamente.



En definitiva, no puedo apoyar una norma que me parece incompleta respecto a la situación en debate. Es mi deber plantearlo, así como defender el resto del acuerdo, porque es lo correcto.



Por tal razón, lamentablemente en este punto voy a tener que votar en contra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, tengo una mirada distinta en cuanto a esta disposición.



En primer término, prefiero que haya una norma de esta naturaleza, que no establece la consulta, porque ella ya existe. En efecto, se encuentra  consagrada en el Convenio N° 169 de la OIT, y, de acuerdo con nuestro ordenamiento constitucional, los tratados internacionales a los que Chile se obliga deben cumplirse sí o sí.



Esta disposición, primero, ordena cuándo hay que hacer la consulta: antes de construir las obras inherentes a la concesión; y, segundo, cuántas deben realizarse: una sola. 



Prefiero que exista esa claridad en la ley. Y que los derechos de nuestros pueblos originarios, de nuestro pueblo mapuche en la Región de La Araucanía -que represento aquí, en el Senado, junto con otros señores Senadores- estén claramente establecidos, a que no se diga nada. Porque también podríamos haber optado por no legislar al respecto, caso en el cual siempre subsistiría la duda acerca de cuántas consultas se deben realizar y cuándo.



Me parece del todo razonable que sea una sola. Lo contrario significaría eternizar proyectos de inversión indispensables para que, entre otras cosas, a nuestros pueblos originarios, a nuestro pueblo mapuche, a nuestras comunidades les llegue energía eléctrica más barata.



Cuando visitamos las comunidades y nos reunimos con sus integrantes, ¿qué reclamo hacen normalmente? Que en la zona costera de la Región de La Araucanía, como las empresas concesionarias no han realizado las inversiones correspondientes, cada vez que hay un temporal se corta el suministro de energía eléctrica, y lo grave es que ello dura uno, dos, tres, diez o quince días. ¡Ese es el reclamo! Y, además, deben pagar altas tarifas por un mal servicio.



Entonces, efectuemos las inversiones necesarias.



Si alguien cree que nuestros pueblos originarios se oponen al progreso, está profundamente equivocado. Son personas tremendamente deseosas de que llegue el desarrollo, pero con respeto a la propiedad privada, con respeto a sus tierras, con respeto a sus tradiciones. ¡Por supuesto que sí! Como también lo desean los otros habitantes de los sectores rurales.



Repito que no se oponen al progreso, muy por el contrario. Ellos, más que nadie, desean contar con energía limpia, barata y segura.



Por eso, voy a aprobar la proposición de la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez. 

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, entiendo el acuerdo a que se ha llegado, pero voy a votar en contra y quiero decir por qué.



Me parece que esta disposición no es coherente con lo propuesto por el Ejecutivo en la Comisión Bicameral encargada de dar cumplimiento al artículo 6° del Convenio N° 169 de la OIT, que yo integro. Soy miembro de dicha Comisión por ser titular de la de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado.



Ayer, como todos los lunes, sesionamos en las oficinas del Senado en Santiago. Y, en esa oportunidad, el Gobierno nos llevó una propuesta sobre esta materia, consistente en una consulta impulsada por cada Ministerio en particular, con determinado plazo. Y si no se llegaba a acuerdo, incluso, se enviaría al Ministerio de Desarrollo Social.



Entonces, ¿cuál es el problema? Que no hay coherencia entre lo que nos propuso ayer el Ejecutivo y esta norma que viene acordada. Y por tal razón, la voy a votar en contra.



Siento que hay que ser coherente en los textos respecto a lo que acordamos desarrollar. Porque es cierto lo que señalaron muy bien los Senadores señores García y Orpis, en el sentido de que el Convenio N° 169 de la OIT existe, ya está dentro de nuestro marco jurídico. Sin embargo, aquí estamos estableciendo el reglamento, el procedimiento. Y en cuanto al procedimiento todavía está en discusión quiénes integrarán la mesa técnica. El propio Gobierno nos ha pedido no adelantarnos y esperar hasta que tenga listo el acuerdo.



Señor Presidente, repito que, a mi juicio, no hay coherencia entre ambos textos.



Voto que no. 

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- No le puedo dar la palabra a Su Señoría, porque ya fundó el voto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NAVARRO.- ¿Qué se está votando?

El señor PIZARRO (Presidente).- La propuesta de la Comisión que elimina los incisos cuarto y quinto, nuevos, del artículo 22°, que se refieren a la consulta a las comunidades indígenas contemplada en el Convenio N° 169 de la OIT y a las concesiones que traspasen áreas silvestres protegidas.



Terminada la votación.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, por error registré mi voto en el computador del colega Rossi.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, habría que borrar el pronunciamiento del Senador señor Rossi.

El señor LABBÉ (Secretario General).- No se puede borrar, señor Presidente.



En todo caso, en el resultado se considerará lo señalado por el Honorable señor Gómez.



--Por 16 votos contra 8 y un pareo, se aprueba la propuesta de la Comisión para eliminar los incisos cuarto y quinto, nuevos, que se agregaron al artículo 22° del texto legal vigente. 



Votaron por la afirmativa las señoras Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.



Votaron por la negativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Espina, Gómez, Horvath, Letelier, Navarro y Quintana.



No votó, por estar pareado, el señor Lagos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Dado que el Orden del Día terminó hace muchísimo rato y todavía hay numerosas votaciones por realizar, quisiera solicitar el acuerdo de la Sala sobre el siguiente planteamiento que me hicieron llegar algunos señores Senadores.



En primer término, debatir en particular cuatro temas:



1.- Las observaciones y oposiciones a la solicitud de concesión (artículo 27° ter).



2.- Lo relativo a la entrega material del predio, consignado en el  artículo 67°.



3.- La indivisibilidad de la concesión.



4.- La duración de la concesión.



La idea sería votar ahora, en un solo acto y sin discusión, el resto de las propuestas contenidas en el informe de la Comisión, y, en caso de ser aprobadas, dar por rechazadas las indicaciones que se puedan haber renovado, incluyendo, lógicamente, las que fueron declaradas inadmisibles.



Esa sería la proposición.

El señor CANTERO.- Bien.

El señor PIZARRO (Presidente).- Y, en segundo lugar, votar esos cuatro puntos en la sesión ordinaria de mañana.



¿Habría acuerdo para proceder de esa manera?

El señor LETELIER.- ¿Me permite?

El señor NAVARRO.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede usar de la palabra el Senador señor Letelier, y después el Honorable señor Navarro.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, como no tengo a la vista los artículos sobre las materias que usted planteó, no sé en qué momento se va a poder discutir de nuevo lo relativo a la aplicación del Convenio N° 169 de la OIT.



Me gustaría saber cuándo se votará el punto, porque tenemos una discrepancia sustantiva con el Ejecutivo sobre las implicancias jurídicas de lo que se propone en el proyecto.



¿Eso se votará mañana?



Asimismo, sería bueno conocer, de modo explícito, qué temas se discutirán mañana.

El señor PIZARRO (Presidente).- La proposición que hicieron llegar a la Mesa los Senadores señores Horvath y Gómez -entiendo que conversaron al respecto con algunos otros- dice relación con los asuntos que mencioné y que me limité a leer.

El señor QUINTANA.- Solicito agregar el artículo 34°, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tal vez el Senador señor Horvath o el Senador señor Gómez puedan entregar una explicación más detallada, para resolver la duda del Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Perfecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, seré muy breve.



La verdad es que nuestro ánimo es tratar de equilibrar las cosas.



Se acaba de discutir respecto a la oportunidad y la manera de efectuar la consulta a los pueblos originarios, como también a la forma de evitar, mediante alternativas de trazado, el paso por áreas silvestres protegidas del Estado.



Como se señaló, quedan cuatro temas pendientes: el artículo 27° ter, referente a las oposiciones u observaciones a las concesiones (cómo se las restringe, a nuestro juicio); la notificación y la toma o posesión material del predio, con el auxilio de la fuerza pública para hacer cumplir el decreto que se señala; la indivisibilidad o divisibilidad de las concesiones, como se propone en el acuerdo suscrito sobre el proyecto.



El cuarto punto (dos ya se discutieron) se refiere a los años de duración de la concesión.



Esas son las materias que planteamos analizar a fondo. Y el resto de las proposiciones de la Comisión se votarían en un solo acto y se aprobarían por mayoría, como se ha estado haciendo hasta ahora.

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa con la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, yo tengo la mejor voluntad para facilitar las cosas, pero entiendo que hay dos temas distintos a los que señaló el colega que me antecedió en el uso de la palabra.



Uno es la aplicación del Convenio N° 169 de la OIT. Aquí solo se vio con relación a las concesiones provisionales. Por tanto, es evidente que eso requiere un debate aparte.



Lo mismo ocurre en lo atinente a las concesiones que pasen por territorios que son áreas silvestres protegidas, donde la discusión es si esto ha de ser o no previo al otorgamiento de la concesión.



Propongo agregar esos dos temas, sobre los cuales hay indicaciones formuladas.



Y daría la unanimidad para aceptar el procedimiento en todas las otras materias, como han sugerido los colegas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo referirme a dos puntos.



En el debate que hemos sostenido pasamos desde el artículo 22° al 34°. Este último se refiere a las concesiones definitivas, y aquí se argumentó bastante sobre ellas cuando se discutían las provisionales.



Por lo tanto, el artículo 34° tiene que incorporarse al acuerdo del análisis que se efectuará, para aclarar su oportunidad antes de comenzar la construcción de las obras.



Y el segundo punto dice relación con los afectados. 



Aquí se piensa que la transmisión y las concesiones afectan solo a los propietarios de los predios. Pero las líneas afectan también a los vecinos circundantes.



El Senador Horvath sabe en qué parte del texto figura aquello. Y quiero aludir al tema.



Si consideramos solo a los propietarios, vamos a generar un grave lío con los vecinos, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pero lo relativo a los afectados ya lo discutimos. Está despachado.

El señor NAVARRO.- El colega Horvath me acota que eso figura en el artículo 27° bis. Sería conveniente ampliarlo. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Su Señoría puede retomar la discusión de él. Pero respecto a lo que planteó específicamente hace algunos instantes, ya votamos.

El señor NAVARRO.- Pero el 27° bis ya viene.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala,…

El señor PROKURICA.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el Acuerdo de Comités sobre este proyecto fue tratarlo hasta su total despacho.



Si seguimos el procedimiento propuesto por usted, yo pediría -y el Comité Renovación Nacional está conteste en ello- que el debate de los cuatro temas que el Senador Horvath planteó realizar mañana se hiciera también hasta su total despacho. 



Solicito lo anterior, porque a veces algunas indicaciones se discuten durante horas. Y podría suceder que mañana tampoco termináramos.

El señor PIZARRO (Presidente).- La propuesta señalada es exactamente esa. De lo contrario, no tendría sentido.

El señor PROKURICA.- Muy bien.

El señor PIZARRO (Presidente).- Yo agregaría, eso sí, la indicación N° 19, que se encuentra pendiente.



El señor Ministro tendrá el tiempo suficiente para presentarla mañana, y la despacharemos también, con las correcciones que se plantearon.



¿Habría acuerdo para aprobar la propuesta? Se incluiría igualmente el artículo 34°.



O sea, se agregaría un quinto tema, señor Secretario: la discusión del artículo 34°, sobre el Convenio N° 169 de la OIT.

El señor NAVARRO.- Y el 27° bis.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ese ya está contemplado.



Acordado.



Entonces, señores Senadores, para ser rigurosos, tenemos que someter a votación, en un solo acto, todas las demás propuestas contenidas en el informe de la Comisión de Minería y Energía. 



Son de quórum simple.



En caso de ser aprobadas, se caen inmediatamente las indicaciones renovadas, tanto las declaradas admisibles como las inadmisibles. 



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La votación anunciada por el señor Presidente comprende la totalidad de las modificaciones propuestas por la Comisión que fueron acordadas por mayoría de votos. De aprobarse, quedarían rechazadas, con la votación inversa, todas las indicaciones renovadas, incluidas aquellas cuya admisibilidad había sido declarada. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el resto de las enmiendas propuestas en el informe de la Comisión (15 votos contra 5).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.



Votaron por la negativa los señores Gómez, Horvath, Letelier, Navarro y Quintana.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, mañana se efectuará la discusión de los temas planteados.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, por un lado, solicitándole explicar su NEGATIVA A OÍR EN AUDIENCIA PLANTEAMIENTOS DE SENADORA SEÑORA ALLENDE Y DE ALCALDE DON CRISTIAN TAPIA SOBRE PROBLEMAS DE COMUNA DE VALLENAR, y por otro, requiriéndole SOLUCIÓN ANTE INSUFICIENCIA DE SUBSIDIOS ESTATALES PARA COMPRA DE VIVIENDAS EN COMUNAS DE REGIÓN DE ATACAMA, y que informe sobre PLAN DE LICITACIONES DE TERRENOS FISCALES 2013 EN REGIÓN DE ATACAMA; al señor Subsecretario de Pesca, solicitándole información sobre SITUACIÓN JUDICIAL DE SINDICATO DE BUZOS MARISCADORES DE CALETA PAN DE AZÚCAR (Región de Atacama); a la señora Superintendenta de Seguridad Social, a fin de pedirle antecedentes respecto de REEVALUACIÓN DE INCAPACIDAD PERMANENTE PARA TRABAJADORES DE EMPRESA CODELCO, DIVISIÓN EL SALVADOR, y a la señora Gerenta General de la Corporación para la Competitividad e Innovación de Atacama, a fin de que informe sobre ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL DE PLANTA DESALADORA DE AGUA DE MAR EN COPIAPÓ, TIERRA AMARILLA, CALDERA Y CHAÑARAL (Región de Atacama). 



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Hacienda y a la señora Directora de Presupuestos, requiriéndoles disponer a la brevedad RECURSOS PARA CAMBIO DE INMUEBLE A TRIBUNAL ELECTORAL REGIONAL DE AYSÉN, y al señor Director del Servicio Electoral, para que, antes de las elecciones parlamentarias y presidenciales del presente año, disponga INCORPORACIÓN DE AMENGUAL EN JUNTA ELECTORAL 44, Y DE MAULLÍN GRANDE Y PUERTO SÁNCHEZ, EN LA 46 (todas de Región de Aysén).

)-----------(



--Se levantó a las 20:45.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S
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MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de San Vicente y las Granadinas sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en Kingstown, el 30 de noviembre de 2012

(9003-10)
Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra   consideración el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de San  Vicente y las Granadinas sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de     Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en Kingstown, el 30 de noviembre de 2012.

I. ANTECEDENTES
Este Acuerdo, que constituye una excepción a la legislación de extranjería vigente en nuestro país, contenida en el Decreto Ley N° 1.094, de 1975, y en el Decreto Supremo  N° 597, de 1984, ambos del Ministerio del  Interior, y encuentra su plena justificación en el deseo de ambas Partes de estrechar los lazos de amistad que las unen.

II.
CONTENIDO DEL ACUERDO

El presente Acuerdo consta de un Preámbulo, en el cual se consigna el mutuo interés de las Partes de fortalecer los lazos de amistad entre ellas, y de ocho Artículos, que conforman su cuerpo principal y dispositivo, en donde se despliegan las normas centrales del mismo. 

Artículo 1
Este artículo  establece que los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales válidos de una Parte, podrán ingresar y   permanecer en el territorio de la otra sin necesidad de obtener visa por un período no superior a 90 días, plazo que puede ser    renovado por las autoridades competentes. 

Artículo 2
Este precepto indica, asimismo, que los titulares de pasaportes diplomáticos y    oficiales de cualquiera de las Partes que sean destinados a una Misión Diplomáticas o Representación Consular en el territorio de la otra Parte podrán ingresar a, permanecer en y abandonar libremente el país anfitrión mientras dure su destinación. Normas similares se aplicarán a los miembros de las familias de tales personas, siempre que también sean titulares de pasaportes diplomáticos u oficiales válidos.

Artículo 3
Seguidamente, esta disposición consagra que la exención del requisito de visa en  virtud del Acuerdo no libera a los titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales de cualquiera de las Partes de cumplir las leyes y reglamentos vigentes en el territorio de la otra Parte.

Artículo 4
Este artículo estipula que las Partes se reservan el derecho de denegar, sobre una  base discrecional, el permiso para ingresar a su territorio cuando el ingreso de una persona en opinión de las autoridades competentes sea considerada inconveniente.

Artículo 5
Por su parte, el Artículo 5 regula el deber de las Partes de intercambiar, por la vía diplomática, los modelos de sus pasaportes, especificados en el Artículo 1 del Acuerdo, 30 días antes de la entrada en vigor de éste y, en el caso de posterior modificación de los mismos,  proporcionar los nuevos pasaportes 30 días antes de su introducción. 

Artículo 6
El Artículo 6 prevé que el Acuerdo puede ser suspendido por cualquiera de las Partes, dando aviso por la vía diplomática junto con señalar los motivos de ésta y surtirá efecto inmediatamente después de dicha notificación. 

Artículo 7

Esta disposición se refiere a la duración del Acuerdo, estipulando que será indefinida. No obstante, se considera la   posibilidad de denuncia del mismo, por la vía diplomática.

Artículo 8
Finalmente, este Artículo trata de la entrada en vigor del Acuerdo, disponiendo que comenzará a regir sesenta (60) días después de la fecha de la última Nota en que una de las Partes comunique a la otra el cumplimiento de los trámites internos para su aprobación. 


En mérito de lo expuesto, ruego a Vuestras Señorías aprobar el siguiente

P R O Y E C T O   D E   A C U E R D O:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de San Vicente y las Granadinas sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de     Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en Kingstown, el 30 de noviembre de 2012.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Alfredo Moreno Charme, Ministro de Relaciones Exteriores.
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PROPICIA LA AMPLIACIÓN DE LA MATRIZ ENERGÉTICA MEDIANTE FUENTES RENOVABLES NO CONVENCIONALES

(7201-08)

VALPARAÍSO, 19 de junio de 2013

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales, correspondiente al boletín No 7201-08, con las siguientes enmiendas:
AL ARTÍCULO 1°

NUMERAL 1)

1) Ha eliminado el literal ii) de su letra a).

2) Ha suprimido su literal b).

3) Su literal c) ha pasado a ser b), sin enmiendas.

NUMERAL 2)

4) Ha reemplazado el artículo 150 ter por el siguiente:

“Artículo 150 ter.- Para dar cumplimiento a parte de la obligación establecida en el inciso primero del artículo anterior, el Ministerio de Energía deberá efectuar licitaciones públicas anuales, para la provisión de bloques anuales de energía provenientes de medios de generación de energía renovable no convencional. Para estos efectos, el Ministerio de Energía efectuará hasta dos licitaciones por año en caso que el bloque licitado no sea cubierto en su totalidad.
Cada licitación se realizará para dar cobertura total a aquella parte de la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior, que no sea cubierta con la inyección de energía proveniente de proyectos de energías renovables no convencionales en operación, en construcción o bloques de energía adjudicados, al momento de iniciarse el proceso de licitación, respecto de la cuota exigible al tercer año posterior a ésta, el que será considerado para los efectos de este artículo como el año de inicio. Con todo, el Ministerio de Energía no estará obligado a efectuar las referidas licitaciones cuando la obligación señalada se encuentra cumplida.

Los bloques adjudicados se destinarán a dar cumplimiento, en todo o parte, a la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior, por lo que las empresas eléctricas que efectúen retiros del sistema podrán acreditar su cumplimiento mediante los certificados emitidos producto de la inyección de energía licitada y efectivamente inyectada, a prorrata de sus retiros.

Sin perjuicio de lo señalado, en caso que los bloques adjudicados no cubran en su totalidad lo indicado en las bases de licitación, o bien la licitación se declare desierta, el cumplimiento de la obligación respecto de dicho bloque se postergará para el año siguiente al de inicio.

El bloque de energía a licitar se indicará en las bases de licitación correspondientes, sin que pueda superar la cuota de energía proveniente de medios de generación de energías renovables no convencionales establecida en la ley. Para estos efectos, el Ministerio de Energía solicitará a la Comisión un informe técnico que establezca el bloque de energía renovable no convencional a licitar, y para ello considerará el informe técnico definitivo de precios de nudo vigente al momento de publicación de las bases de licitación correspondientes.

El período de vigencia de las inyecciones de energía licitadas, el bloque de energía anual a licitar y los precios adjudicados regirán por diez años consecutivos, contados desde la fecha de inicio de inyección de energía, conforme lo determinen las bases de licitación correspondientes.

Las bases de licitación serán elaboradas por el Ministerio de Energía. Un reglamento determinará el contenido mínimo de las bases de licitación, el que también establecerá, entre otros, los criterios de evaluación de las ofertas y de selección de el o los adjudicatarios, la información que se solicitará a las empresas eléctricas que corresponda y todas las demás materias necesarias para la debida ejecución de este artículo.

Sin perjuicio de lo anterior, las bases de la primera licitación de cada proceso serán publicadas dentro del primer semestre del período correspondiente y, a lo menos, deberán especificar las condiciones de licitación, la información técnica y comercial que deberá entregar cada participante, las garantías, los plazos y las condiciones para postular, la forma en que se deben presentar las ofertas y los mecanismos para caucionar el cumplimiento de sus obligaciones.

Se podrán realizar procesos de licitación separados e independientes para cada sistema eléctrico con capacidad instalada superior a 200 megawatts respecto de los cuales deba cumplirse la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior.

Podrán participar de los procesos de licitación todos aquellos proyectos que, al momento de publicarse las bases, no se encuentren interconectados al sistema eléctrico respectivo.

Los proponentes que presenten ofertas en los respectivos procesos de licitación deberán indicar en su propuesta el compromiso de inyección de energía renovable no convencional que realizarán anualmente, indicando el compromiso de inyección mensual para dar cumplimiento al mencionado compromiso anual.

Adicionalmente, los proponentes deberán, a lo menos, cumplir con lo siguiente, conforme a las disposiciones de las bases correspondientes:

(i) Acreditar que los proyectos de medios de generación renovables no convencionales de que son titulares cuentan con una resolución de calificación ambiental favorable, si correspondiere, conforme a la normativa vigente.
(ii) Acreditar que los proyectos de medios de generación renovables no convencionales de los que son titulares, y que participen en la licitación, tienen un capital suscrito, o bien cuentan con compromisos formales de aporte de capital, igual o superior al 20% del total requerido para construir y poner en operación el proyecto respectivo.
(iii) Acreditar que son propietarios, usufructuarios, arrendatarios, concesionarios o titulares de servidumbres sobre los terrenos en los cuales se ubiquen o construyan el o los medios de generación de energías renovables no convencionales, toda o parte de cuya producción sea ofertada en la licitación; que han solicitado la respectiva concesión, o bien que cuentan con un contrato de promesa relativo a la tenencia, uso, goce o disposición del inmueble que lo habilite para desarrollar el proyecto.
(iv) Entregar una caución por seriedad de la oferta.
(v) Entregar una caución para garantizar la materialización efectiva del proyecto, de acuerdo a las características técnicas de la propuesta presentada.

La adjudicación se efectuará tomando en consideración los volúmenes de energía ofertada y los precios unitarios asociados a ellos, debiendo adjudicarse las ofertas con menores precios.

En el caso que haya ofertas en más de un punto de inyección, la comparación entre los precios ofertados se hará refiriendo todos los precios a un punto particular del sistema. Para ello, se considerarán los precios de energía ofertados corregidos por los factores de penalización de energía del sistema correspondiente, informados en el informe técnico definitivo de precios de nudo más reciente, vigente a la fecha de publicación de las bases de licitación, o el mecanismo que establezca el reglamento.

Con todo, en las bases de licitación correspondientes se establecerá un precio máximo para la energía igual al costo medio de desarrollo de largo plazo de generación de un proyecto de expansión eficiente en el sistema correspondiente, cuyo valor actual neto es igual a cero. Para ello se considerará la información contenida en el informe técnico definitivo de precio de nudo, y que podrá incrementarse en hasta un 10% adicional.

A cualquier proponente le podrá ser adjudicada la totalidad o un monto parcial de el o los bloques de energía que haya ofertado.

El precio de energía que percibirán aquellos adjudicatarios en los procesos de licitación, corresponderá al que cada participante haya indicado en su propuesta, e incluirá tanto el valor de la energía como el del certificado emitido por la Dirección de Peajes correspondiente de la energía proveniente de medios de generación renovables no convencionales. Junto con ofertar un precio para el mes inicial, los proponentes podrán incluir un mecanismo de indexación, el que deberá ajustarse a lo que las bases indiquen.

Para estos efectos, cada Dirección de Peajes realizará una liquidación mensual del balance de energía renovable no convencional inyectada, considerando el promedio mensual de los costos marginales instantáneos en el punto de inyección y el precio licitado. En caso que el balance arroje que el ingreso producto de la energía inyectada, valorizada al costo marginal promedio sea mayor al ingreso por la energía inyectada valorizada al precio licitado, las empresas eléctricas que efectúen retiros del sistema recibirán la diferencia, a prorrata de sus retiros, hasta un valor máximo de 0,4 UTM por MWh, percibiendo el exceso de dicha cifra el respectivo generador renovable no convencional.

Por su parte, en caso que el ingreso por la energía inyectada, valorizada al promedio mensual de los costos marginales, sea inferior al ingreso por la energía inyectada valorizada al precio licitado, las empresas eléctricas que efectúen retiros del sistema deberán pagar la diferencia, a prorrata de sus retiros, hasta un valor máximo de 0,4 UTM por MWh. En caso que la energía mensual efectivamente inyectada por un proponente que se haya adjudicado la licitación, sea mayor o igual al bloque mensual comprometido, el excedente de energía se valorizará a costo marginal instantáneo de cada sistema eléctrico, en concordancia con lo señalado en el inciso primero del artículo 119° de la presente ley. El adjudicatario recibirá un monto igual a la valorización del bloque comprometido de acuerdo a las condiciones ofertadas más un monto correspondiente al excedente de energía, valorizada como se indicó. Al mismo tiempo, el adjudicatario recibirá los certificados de energías renovables no convencionales emitidos por dicha Dirección correspondientes a la inyección del mencionado excedente de energía.

La energía inyectada mensualmente correspondiente a bloques adjudicados y comprometidos en alguna de las licitaciones a las que se refiere este artículo se empleará para el cumplimiento de la obligación señalada en el inciso primero del artículo anterior. Para ello, cada mes se asignará esta energía a todas las empresas que realicen retiros, a prorrata de los montos de energía retirados en el mes por cada una de ellas.

Las valorizaciones de energía mencionadas, así como la determinación de transferencias monetarias, serán realizadas por la Dirección de Peajes que corresponda.”.
NUMERAL 3)

5) Ha suprimido, en el artículo 174 bis que se incorpora, la segunda oración, que comienza con la expresión “Con todo” y termina en el punto final.

AL ARTÍCULO 2°
6) Lo ha reemplazado por el siguiente:

“Artículo 2°.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 1° transitorio de la ley 20.257 por el siguiente:
“Con todo, la obligación aludida en el inciso primero será del 5% para los años 2010 a 2014, aumentándose en el 0,5% anual a partir del año 2015. Este aumento progresivo se aplicará de tal manera que los retiros afectos a la obligación al año 2015 deberán cumplir con el 5,5%, los del año 2016 con el 6% y así sucesivamente, hasta alcanzar el año 2024 el 10% previsto en el artículo 150º bis, para los contratos celebrados con posterioridad al 31 agosto de 2007 y con anterioridad al 1 de julio de 2013. Para los contratos firmados con posterioridad al 1 de julio de 2013, la obligación aludida será del 5% al año 2013, con incrementos del 1% a partir del año 2014 hasta llegar al 12% el año 2020, e incrementos del 1,5% a partir del año 2021 hasta llegar al 18% el año 2024, y un incremento del 2% al año 2025 para llegar al 20% el año 2025. El mecanismo de licitación será aplicable a contar del año 2015. En caso que el reglamento no se encuentre vigente para dicho periodo, la licitación comenzará a regir a contar del año siguiente y así sucesivamente. Para el período en que no hubiese comenzado a regir el mecanismo de licitación, la obligación será íntegramente exigible para las empresas eléctricas que efectúen retiros.”.”

***

Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 98/SEC/12, de 18 de enero de 2012.
Acompaño la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.
(Fdo.): Joaquín Godoy Ibáñez, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ADAPTA NORMAS LABORALES AL ÁMBITO DEL TURISMO

(8770-23)

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 8.770-23.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:

1) Intercálase, a continuación del artículo 34, el siguiente artículo 34 bis:

“Artículo 34 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hotelería, restaurantes y similares, que atiendan directamente al público, podrán pactar la interrupción de la jornada diaria por más de media y hasta por cinco horas, siempre que el trabajador no permanezca en el lugar de trabajo y en tanto la suma de las horas efectivamente trabajadas no sobrepase los límites diarios y semanales señalados en los artículos 22 y 28. Las referidas horas de interrupción no serán imputables a la jornada diaria, pero su exceso sobre una hora deberá remunerarse de común acuerdo entre las partes en el pacto referido en este inciso, sin que pueda acordarse un monto inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual en base a una jornada de cuarenta y cinco horas semanales; en caso que el período de colación fuere imputable a la jornada de trabajo, no corresponderá  remunerarse conforme a este inciso el tiempo que ya estuviese imputado a la jornada. Asimismo, el empleador deberá costear el transporte de ida y regreso del trabajador a otro lugar, dentro del radio urbano respectivo, durante las horas de interrupción. El pacto referido en este inciso deberá constar por escrito y podrá extenderse hasta por tres meses, período que podrá ser renovado de común acuerdo. Este pacto deberá ser acordado con la o las organizaciones sindicales a las que pertenezcan los trabajadores involucrados, caso en el cual tendrá una vigencia de seis meses. En caso de no existir aquellas, o respecto de los trabajadores no sindicalizados, el acuerdo deberá celebrarse en forma colectiva con dichos trabajadores y su aprobación deberá constar en la forma que lo determine la Dirección del Trabajo. Si los trabajadores involucrados fueren menos de ocho, el acuerdo podrá celebrarse en forma individual. Esta distribución de la jornada no será compatible con aquella señalada en el artículo 27.
Los trabajadores de los establecimientos señalados en el inciso precedente que, sin atender directamente al público, sean de difícil reemplazo, en atención a su condición técnica, profesional o a su experiencia en una determinada especialidad y a las características de la prestación de sus servicios, podrán pactar la interrupción de su jornada en los términos señalados en el inciso anterior. Al efecto, el empleador deberá remitir a la Dirección del Trabajo copia del respectivo pacto y de los antecedentes que acrediten las circunstancias señaladas en este inciso.”.

2) Agregáse en el artículo 36 el siguiente inciso segundo:

“En el caso de los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares, las labores realizadas en el día anterior a un día de descanso deberán finalizar, a más tardar, a las 00:00 horas. En casos justificados, se podrá traspasar dicho límite hasta en tres horas, las que deberán pagarse con el mismo recargo establecido en el artículo 32. Con todo, el trabajador deberá tener un descanso no inferior a treinta y tres horas continuas, a partir del término de los servicios en la jornada que antecede a un día de descanso.”.

3) Modifícase el artículo 38 de la siguiente forma:

i) Intercálase, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando sus actuales incisos quinto a séptimo, a ser sexto a octavo, respectivamente:

“En el caso de los trabajadores de casinos de juego, hotelería, pubs, discotecas, restaurantes, clubes, bares y similares, y tour operadores, la distribución de la jornada ordinaria semanal deberá sujetarse a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto, salvo que las partes acuerden alguna de las siguientes modalidades:

a) Distribuir la jornada semanal de tal forma que el trabajador cuente con a lo menos veinticinco domingos de descanso en el lapso de un año, o bien con doce domingos de descanso en el lapso de seis meses. La distribución de los días domingos en esta modalidad deberá ser acordada por escrito en el contrato de trabajo o en un anexo del mismo. 

Si a la fecha de terminación del contrato el trabajador hubiere prestado servicios por más de la mitad del período de un año o de seis meses señalado en el párrafo anterior, tendrá derecho al pago de los días domingos necesarios para que aquellos correspondan, efectivamente, al número señalado en dicho párrafo. Este pago deberá efectuarse con el recargo contemplado en el inciso tercero del artículo 32 y no podrá ser imputado al pago del feriado proporcional, en su caso. No existirá la obligación del presente párrafo cuando la terminación del contrato se produjere por culpa o por la sola voluntad del trabajador.

b) Distribuir la jornada ordinaria semanal de tal forma que el descanso recaiga, a lo menos, en un domingo dentro de cada mes calendario. Al efecto, el empleador deberá pagar uno de los domingos trabajados con un recargo no inferior al 100% sobre el valor del sueldo convenido para la jornada ordinaria. Las partes podrán pactar la distribución de los domingos de descanso considerados bajo esta modalidad por un período de doce meses, acuerdo que deberá estar expresamente consignado en el contrato de trabajo.”.

ii) Reemplázase en su inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, la expresión “tercero y cuarto” por “tercero, cuarto y quinto”.

4) Intercálase, en el Capítulo VI denominado “De la protección a las remuneraciones”, a continuación del artículo 65, el siguiente artículo 65 bis:

“Artículo 65 bis.- Los trabajadores de hoteles, restaurantes, pubs, bares, discotecas y similares, tendrán derecho a percibir todas aquellas sumas que, por concepto de propinas, entreguen los clientes de dichos establecimientos, sea en forma directa y en dinero en efectivo al trabajador, como también a través de los medios de pago aceptados por el empleador, tales como tarjetas de crédito, de débito, cheques u otros títulos de crédito. En estos casos, el empleador deberá liquidar y enterar dichas sumas en la fecha en que acuerde con sus trabajadores, plazo que no podrá exceder del mes siguiente a aquel en que se recibieron del cliente. El empleador no podrá efectuar descuentos de ninguna naturaleza sobre dichos emolumentos, y deberá entregarlos íntegramente a los trabajadores.

Cuando la propina se entere a través de tarjetas de crédito, débito, cheques u otros títulos de crédito, el empleador deberá entregar al trabajador copia del vale o comprobante en que conste la cantidad total pagada y el valor del servicio o producto adquirido. Tampoco tendrá facultades para disponer ni distribuir las propinas, facultad que sólo recae en quienes las reciben del cliente.”.

Artículo 2°.- Modifícase el artículo 2° de la ley N° 19.973, de la siguiente forma:

1) En el inciso primero:

i) Agrégase, a continuación de la expresión “casinos de juego”, la frase “locales comerciales en los aeródromos civiles públicos y aeropuertos”, precedida de una coma (,).

ii) Agrégase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:

“Las tiendas de conveniencia asociadas a establecimientos de venta de combustibles podrán atender público en la medida que coexista la actividad de venta directa de los productos que allí se ofrecen, con la elaboración y venta de alimentos preparados, que pueden ser consumidos por el cliente en el propio local.”.

2) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Los trabajadores que, conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, se encuentran exceptuados de los descansos allí señalados, tendrán derecho a los mismos, a lo menos, una vez cada dos años respecto de un mismo empleador, pudiendo pactar con este la rotación del personal necesario para este fin.”.”.

***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Joaquín Godoy Ibáñez, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE GUYANA DE ELIMINACIÓN PARCIAL DE VISA PARA TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS, DE SERVICIO Y OFICIALES, ADOPTADO POR CAMBIO DE NOTAS, FECHADAS EL 6 DE MAYO DE 2011 Y EL 28 DE SEPTIEMBRE DE 2011, EN GEORGETOWN Y SANTIAGO, RESPECTIVAMENTE”
(8835-10)
Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 8835-10.

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Guyana de Eliminación Parcial de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, de Servicio y Oficiales”, adoptado por Cambio de Notas, fechadas el 6 de mayo de 2011 y el 28  de septiembre de 2011, en Georgetown y Santiago, respectivamente.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL "MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LOS EMIRATOS ÁRABES UNIDOS SOBRE EXENCIÓN MUTUA DEL REQUISITO DE VISA DE INGRESO PARA LOS TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS Y OFICIALES/ESPECIALES", SUSCRITO EN NUEVA YORK, EL 22 DE SEPTIEMBRE DE 2012
(8836-10)
Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 8836-10.

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Emiratos Árabes Unidos sobre Exención Mutua del Requisito de Visa de Ingreso para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales/Especiales”, suscrito en Nueva York, el 22 de septiembre de 2012.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 30 BIS DE LA LEY N° 19.300, SOBRE BASES GENERALES DEL MEDIO AMBIENTE, EN LO RELATIVO A DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

(8780-12)

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, que modifica el artículo 30 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en lo relativo a la declaración de impacto ambiental, correspondiente al boletín N°8780-12.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 30 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, el guarismo “10” por el vocablo “treinta”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE GARANTIZA EL USO DE CAMINOS SITUADOS EN INMUEBLES FISCALES

(8866-12)

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 8.866-12.
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense en el decreto ley N° 1.939, de 1977, que establece normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado, las siguientes modificaciones:

1.- Incorpórase el siguiente artículo 62 B, nuevo:

“Artículo 62 B.- La adjudicación de una concesión de un inmueble fiscal obligará al concesionario a respetar los caminos o vías de comunicación situados en dicho inmueble, permitiendo su uso público. Quedará prohibido al concesionario cerrar o modificar total o parcialmente dichas vías de comunicación.”.

2.- Agrégase el siguiente artículo 85 A:

“Artículo 85 A.- La adjudicación de una venta de un inmueble fiscal obligará al comprador a respetar los caminos o vías de comunicación situados en dicho inmueble, permitiendo su uso público. Quedará prohibido al comprador cerrar o modificar total o parcialmente dichas vías de comunicación.”.”.
***
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE ACCION POPULAR EN CASO DE MALTRATO Y ABANDONO HACIA EL ADULTO MAYOR

(5740-18 Y 8162-32, REFUNDIDOS)
Con motivo de las mociones, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente a los boletines N°5740-18 y 8162-32, refundidos.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Agrégase, en el inciso primero del artículo 1° de la ley N°19.828, que Crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor, a continuación del término “abandono”, la palabra “maltrato”, antecedida de una coma (,).

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

1.- Incorpórase el siguiente artículo 351 bis:

“Art. 351 bis. El que abandonare a un adulto mayor desvalido, bajo su cuidado o protección, sin prestarle la asistencia o el auxilio que las circunstancias requieran, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de veintiún a treinta unidades tributarias mensuales.”.
2.- Modifícase el artículo 352 de la forma que sigue:
a) Suprímese la expresión “legítimo o ilegítimo”, y la coma (,) que le sigue.
b) Sustitúyese la palabra “imposibilitado” por “desvalido”.

c) Agrégase, a continuación del vocablo “desvalido”, la frase “bajo su cuidado o protección”.”.
***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.799 SOBRE DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS, FIRMA ELECTRÓNICA Y SERVICIOS DE CERTIFICACIÓN DE DICHA FIRMA Y OTROS TEXTOS LEGALES QUE INDICA

(8466-07)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje del Presidente de la República.


La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 25 de julio de 2012, pasando a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso. Con fecha 31 de julio, los Comités acordaron que el proyecto fuera considerado primero por la Comisión de Economía, y luego por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Con fecha 7 de agosto, la Sala acordó que en primer informe el proyecto fuera considerado sólo por la Comisión de Economía, y en segundo informe fuera analizado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y Economía, unidas. Con fecha 8 de enero de 2013, por acuerdo de los Comités, ratificado por la Sala, se autorizó a la Comisión de Economía para discutir en general y en particular esta iniciativa con ocasión del primer informe. Asimismo se acordó que el proyecto fuera conocido en el segundo informe sólo por la Comisión de Economía y no por comisiones unidas, como se había resuelto con fecha 7 de agosto de 2012.


El Presidente de la República hizo presente urgencia para el despacho de esta iniciativa, con el carácter de “suma”. 

A una o más de las sesiones en que la Comisión trató este proyecto concurrió, además de sus integrantes, el entonces Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes.


También asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas:

Del Ministerio de Economía: el Subsecretario, señor Tomás Flores; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Claudio Ragni; el Subdirector de la Oficina Competitividad, señor Juan José Bouchon; la asesora del Ministro, señora Pilar Garnham; el Asesor del Gabinete, señor Carlos Feres, y los Asesores Legislativos, señores Alejandro Arriagada, Julio Alonso y Gabriel Jiménez. 

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el abogado, señor Fernando Fernández, y los Analistas, señoras Carol Parada, Daniela Iglesias y Rita Pérez, y señores Omar Pinto Peña, Pedro Pablo Rossi y Marcelo Núñez. 

De la Dirección General de Presupuestos, DIPRES: la Abogado, señora Patricia Orellana.

El profesor de Derecho Informático, señor Renato Jijena. 

De la ONG META, el Director, señor Pedro Huichalaf.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: las Analistas, señoras Annette Hafner y Fernanda Maldonado. 

Del Instituto Libertad y Desarrollo: el Abogado, señor Daniel Montalva.


De la Asociación de Bancos, (ABIF): el Abogado, señor Reinaldo Núñez. 

Del Comité Jurídico ACHEF, la Abogado, señora Cecilia Garretón. 

Del Comité PPD, el Asesor, señor Álvaro Pavez. 

De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Gustavo Rosende. 

Los Asesores, señoras Bernardita del Río (H. Senador Novoa) y Laura Quintana (H. Senador Tuma), y señores Tomás Monsalve (H. Senador Letelier), Rodrigo Fuentes (H. Senador García),  Jorge Cash (H. S. Alvear) y señor Ignacio Imas (H. Senador Zaldívar).

- - - - - 
OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto tiene por objetivo fundamental facilitar y fomentar el uso de la firma electrónica avanzada, tanto por parte de los particulares como de los organismos públicos, ampliar el ámbito de aplicación y crear incentivos para el uso de los documentos electrónicos. 

- - - - -
NORMAS DE QUORUM ESPECIAL

La letra b), del artículo 7°, propuesto por el numeral 9), del artículo primero, del proyecto de ley mencionado, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, pues dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, por lo que requiere para ser aprobada del voto favorable de cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, conforme lo dispone el artículo 77, en relación con el artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República.

- - - - - 


Se hace presente que con fecha 31 de julio de 2012, el Senado remitió a la Excelentísima Corte Suprema, el oficio N° 784, atendido que la letra b), del artículo 7°, propuesto por el numeral 9), del artículo primero, del proyecto de ley mencionado, dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, recabando su parecer, en cumplimiento de lo preceptuado por el artículo 77 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Por Oficio N° 102-2012, la Corte Suprema informó favorablemente el proyecto.

- - - - -

ANTECEDENTES
Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS

El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

- Código de Procedimiento Civil.


- Código Civil.

-Ley N° 19.799, sobre sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.


-Ley N° 20.217, que modifica el Código de Procedimiento Civil y la ley Nº 19.799 sobre documento electrónico, firma electrónica y los servicios de certificación de dichas firmas.


-Ley N° 18.092 sobre letras de cambio y pagarés.

B. ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje con que se dio inicio a la tramitación de este proyecto de ley da a conocer los siguientes antecedentes tomados en consideración para legislar sobre este tema:





La ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, entró en vigencia el año 2002, instaurando un sistema de acreditación de firma electrónica avanzada con el objeto de implementar una red de confianza, integrada por las entidades certificadoras y la autoridad pública acreditadora, de manera de brindar a los usuarios un estímulo para efectuar transacciones a través de medios electrónicos de comunicación. Un sistema que otorgue seguridad a las transacciones electrónicas constituye en sí mismo una promoción al comercio electrónico, toda vez que da a sus usuarios la confianza de que las transacciones que efectúen por medios electrónicos serán ejecutables y estarán protegidos como consumidores.




El Estado chileno ha reconocido expresamente la importancia de la autenticación electrónica en tratados de libre comercio como el celebrado con Australia y Estados Unidos, a fin de propender al desarrollo del comercio.





Transcurrida una década desde la entrada en vigencia de la ley N° 19.799, la firma electrónica avanzada no se ha desarrollado de la forma esperada, particularmente si se compara con el uso de internet y de telefonía móvil. Mientras la penetración de conexiones fijas a internet en hogares chilenos creció desde un 18,7% en 2002 a un 36% en 2010, y el número de usuarios de telefonía móvil aumentó de aproximadamente seis millones en 2002 a cerca de veinte millones en 2010, el mercado de firma electrónica avanzada se reduce a sólo cinco prestadores acreditados de servicios de certificación de firma electrónica avanzada y cerca de quince mil usuarios, de acuerdo a las estadísticas de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.





El Mensaje afirma que este limitado desarrollo del mercado de firma electrónica avanzada responde, en parte, a una serie de deficiencias e imperfecciones que contempla el texto actual de la ley N° 19.799 y otros cuerpos normativos. Expone como tales, los siguientes:





1.- Reducido ámbito de aplicación de la ley.





El artículo 3° de la ley establece la equivalencia de los actos y contratos suscritos con firma electrónica a los celebrados por escrito y en soporte papel, en cuanto a su validez y efectos, pero limita excesivamente la aplicabilidad de las herramientas electrónicas, al prescribir que tal equivalencia no será aplicable a los actos o contratos otorgados o celebrados en los casos siguientes:





a)
Aquéllos en que la ley exige una solemnidad que no sea susceptible de cumplirse mediante documento electrónico, 





b)
Aquéllos en que la ley requiera la concurrencia personal de alguna de las partes, y





c)
Aquéllos relativos al derecho de familia.





El espíritu del literal a) estaba dirigido a permitir la celebración de actos solemnes en la medida que la solemnidad legal, distinta de la escrituración, pudiese cumplirse por medios electrónicos. El Mensaje de la ley reconocía que en aquel entonces los actos y contratos solemnes eran susceptibles de celebrarse por medio de documento electrónico, sin embargo el reconocimiento legal de su equivalencia al soporte papel implicaría reformas más profundas al ordenamiento chileno, lo cual era una finalidad ajena a dicho proyecto de ley, y por ende se justificaba la equivalencia relativa de tales actos. La norma ha tendido a interpretarse como una exclusión absoluta de los actos solemnes del ámbito de aplicación de esta ley, en vez de analizarse caso a caso si la celebración del acto o contrato por medios electrónicos realmente obsta el cumplimiento de la solemnidad, como, por ejemplo la compraventa de inmuebles que requiere constar por escritura pública, o la compraventa de vehículos motorizados que requiere su inscripción en un registro especial.





Respecto a la comparecencia personal, esta constituye en sí misma una solemnidad de ciertos actos o contratos, como por ejemplo el testamento solemne, y en ese sentido no hay razón para darle un tratamiento distinto al resto de las solemnidades legales. La ley entendió que la exigencia legal de comparecencia personal sólo podía cumplirse mediante la presencia física del individuo, pero actualmente, el desarrollo de las telecomunicaciones y plataformas tecnológicas ha permitido ampliar el concepto de presencia a formas virtuales, las cuales, en ciertos casos, pueden tener un tratamiento legal equivalente a la presencia física. Así, la posibilidad de que alguien cumpla la solemnidad de comparecencia personal a través de su presencia física o virtual, es una materia que debería resolverse para cada solemnidad en particular y no en términos absolutos, como establece el texto actual de la ley N° 19.799.





En el tercer caso, actos relativos al derecho de familia, se trata de una excepción amplia, que incluye actos de diversa índole y relevancia, algunos de los cuales contemplan el cumplimiento de determinadas solemnidades, como el matrimonio o la adopción. Así, en la medida que el acto relativo al derecho de familia exija el cumplimiento de una solemnidad, sea la comparecencia personal u otra, debe resolverse en cada caso particular si la solemnidad puede cumplirse a través de medios tecnológicos, al igual que en el párrafo anterior.





A estas limitaciones que establece la propia ley, hay que agregar que existen importantes instrumentos de comercio que no contemplan la posibilidad de ser extendidos mediante documento y firma electrónica, como es el caso de letras de cambio y pagarés.





2.-  Falta de certeza jurídica respecto de los principios que inspiran la ley e inclusión de normas que transgreden el principio de neutralidad tecnológica.





El artículo 1° de la ley N° 19.799 prescribió que las actividades reguladas se someterán a los principios de libertad de prestación de servicios, libre competencia, neutralidad tecnológica, compatibilidad internacional y equivalencia del soporte electrónico al soporte papel, y en base a tales principios deberán interpretarse sus normas. Sin embargo, tales principios no son definidos en la ley, lo que genera incerteza en cuanto a la extensión del concepto y aplicabilidad, más aún en una materia que requiere conocimientos técnicos particulares para su adecuada comprensión.





La ley contiene disposiciones que transgreden el principio de neutralidad tecnológica al señalar, por ejemplo, que la firma electrónica avanzada es aquella creada usando medios que el titular mantiene bajo su exclusivo control. Estas restricciones son especialmente relevantes teniendo presente el uso de nuevas tecnologías capaces otorgar altos estándares de seguridad y confianza, y que no necesariamente se traducen en dispositivos, sino pueden basarse en datos inherentes al titular.





3.- Limitado reconocimiento judicial de la equivalencia funcional del documento y firma electrónica.





La redacción del inciso primero del artículo 5 de la ley ha permitido que los tribunales efectúen una interpretación restrictiva de la norma, de forma tal que los documentos electrónicos son admitidos sólo como medio de prueba en juicio y se ha tendido a declararlos inadmisibles en otras etapas del procedimiento, por ejemplo, como documentos fundantes de la demanda. 





Se trata de un efecto no deseado de la ley, que genera desconfianza en la utilización del documento electrónico y la firma que sobre él recae e inhibe su uso, toda vez que se ve limitada su capacidad de ser utilizado en juicio para hacer cumplir las obligaciones que él contiene. 





4.- Ausencia de herramientas tecnológicas que refuerzan el sistema de confianza y del reconocimiento de los atributos que ello involucra.





La ley N° 20.217 incorporó el mecanismo de “fecha electrónica” al sistema de confianza de firma electrónica en el año 2007, con el objeto de establecer un medio para constatar el momento en que se suscribe un documento electrónico.





La definición de fecha electrónica corresponde a lo que en el concierto internacional se conoce por “marca de tiempo”, la cual es atribuida por quien o quienes suscriben el acto o contrato contenido en el documento electrónico. Así, la determinación de la fecha del acto o contrato queda entregada a las partes y, por ello, su valor probatorio no puede constituir plena prueba en juicio, como lo establece el segundo numeral del artículo 5°.





Hoy en día existe una herramienta denominada sellado de tiempo o “time stamping”, la cual se ha desarrollado técnicamente para establecer un alto nivel de exactitud e integridad en cuanto al momento en que se celebra un acto jurídico por vía electrónica, mecanismo ausente del marco legal establecido por la ley N° 19.799. En el sellado de tiempo, la atribución del día y hora es efectuada por un tercero de confianza, normalmente la misma prestadora de servicios de certificación de firma electrónica, la cual vincula el cierre del documento al sistema oficial horario. Por lo tanto, el sellado de tiempo dota al documento electrónico de certeza respecto al momento desde el cual comienza a surtir los efectos jurídicos para los cuales fue creado y asegura la integridad de los datos sellados en él, lo cual permite que el documento suscrito además con firma electrónica avanzada constituya un elemento probatorio en juicio que por sí mismo puede dar fe de la veracidad de su contenido, fecha y voluntad de las partes.





Esta certeza no sólo permite otorgarle al documento pleno valor probatorio sino que nada obsta que tenga otros efectos jurídicos, como el mérito ejecutivo para exigir el cumplimiento de las obligaciones que contiene. Asimismo, que cuando la ley exija que las firmas de los otorgantes de un acto jurídico sean autorizadas ante notario, dicha solemnidad pueda cumplirse, alternativamente, mediante el uso de la firma electrónica avanzada y el sellado de tiempo. En efecto, la firma electrónica avanzada y el sellado de tiempo permiten autentificar, con plena certeza y exactitud, lo que un notario autentifica al autorizar la firma de los otorgantes de un acto jurídico que consta en un documento privado.





El pleno reconocimiento jurídico de los atributos inherentes a un documento electrónico, especialmente si es suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, tendría un gran impacto en el desarrollo del comercio electrónico y en la economía en general, como consecuencia de los menores costos transaccionales, la inmediatez, la operatividad a distancia, la plena disponibilidad, la menor burocracia y el mejor manejo documental y de gestión que el uso de los medios tecnológicos permiten, produciendo ahorros significativos tanto para los privados, sean personas naturales o empresas, como para los órganos públicos.





5. Rigidez en la actualización de normas técnicas aplicables al sistema de confianza. 





Para que la firma electrónica avanzada constituya un mecanismo de seguridad de las transacciones electrónicas, se requiere un sistema de confianza en el que un tercero, esto es, un prestador acreditado de servicios de certificación de dicha firma, garantice su irrepudiabilidad. Para cumplir dicho objetivo es imprescindible que las normas que regulan los estándares de seguridad, calidad, integridad y no repudio de la certificación sean permanentemente actualizadas y coetáneas al surgimiento de nuevos recursos tecnológicos que permitan un mayor desarrollo y confiabilidad del sistema.





Aunque la ley N° 19.799 establece como principios interpretativos de la ley la neutralidad tecnológica y compatibilidad internacional, lo cierto es que su contenido carece de mecanismos que puedan darle concreción. La ley remite la regulación de todos los aspectos técnicos del documento electrónico y la firma electrónica avanzada al reglamento, lo cual no ha generado la flexibilidad necesaria para que el mercado nacional evolucione al ritmo de los cambios tecnológicos, afectando no sólo la competitividad, sino también los niveles de seguridad y confianza del sistema.





6. Duplicidad de certificación de firma en los órganos públicos y falta de reglas claras sobre el uso de firma electrónica por los órganos públicos. 





La ley N° 19.799 creó la figura del ministro de fe, a fin de que éste certifique la firma electrónica de las autoridades y funcionarios que suscriban documentos electrónicos. Si bien la figura del ministro de fe parece razonable para atestar firmas manuscritas, ello constituye una doble autenticación cuando se utiliza la firma electrónica avanzada. En efecto, la firma electrónica avanzada se basta a sí misma para dar fe de la identidad del firmante. 





Así, el proceso de emisión de documentos electrónicos contempla una etapa innecesaria desde el punto de vista técnico, puesto que cumple igual función que la firma electrónica avanzada y entraba la eficiencia del proceso, puesto que queda supeditado a la aprobación manual de una persona.





Por otro lado, la ley no contempla reglas claras para el uso de la firma electrónica por parte de los órganos públicos, lo que atenta contra la seguridad jurídica y la confianza en el uso de los documentos electrónicos.





7.- Falta de una institucionalidad clara de la autoridad pública de acreditación.





La ley N° 19.799 otorga a la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño el rol de entidad acreditadora de las entidades prestadoras de servicios de certificación de firma electrónica avanzada y le concede facultades inspectivas a su respecto, sin que se haya creado una división específica a cargo de esta labor.





En cuanto a las funciones y atribuciones de la Entidad Acreditadora, la ley N° 19.799 no las define claramente. Como órgano fiscalizador, es necesario que la ley regule específicamente las facultades de la Entidad Acreditadora en el ejercicio de su actividad fiscalizadora, de manera de otorgar certeza al fiscalizado en cuanto al marco de fiscalización a que se encuentra sometido.





8.- Dependencia de la vigencia del certificado de firma electrónica avanzada de la vida de la empresa que presta el servicio.





La ley N° 19.799 establece la cancelación de la acreditación y cese voluntario de la actividad del prestador de servicios de certificación como causales de pérdida de vigencia del certificado de firma electrónica. De no mediar otro prestador acreditado que reciba tales certificados, estos perderán su vigencia, sin existir un mecanismo que permita su depósito y custodia al que el usuario pueda acceder en el futuro. 





9.- Ausencia de un listado exhaustivo de obligaciones de los usuarios de firma electrónica avanzada, de sanciones y del procedimiento aplicable ante conductas infraccionales.

IDEAS MATRICES DEL PROYECTO





El Mensaje señala que las ideas matrices del proyecto son las siguientes:




1.- Masificación del uso de firma electrónica avanzada.





Es necesario corregir aquellos elementos de la ley que desincentivan el uso de la firma electrónica avanzada, para que se desarrolle plenamente el comercio electrónico y se utilicen medios tecnológicos seguros que den plena confianza y seguridad a los usuarios. El proyecto busca ampliar los potenciales actos y contratos que puedan ser otorgados o celebrados mediante documento y firma electrónica, materializar el principio de equivalencia funcional y dar pleno reconocimiento a los atributos inherentes a los documentos suscritos con firma electrónica, eliminar las disposiciones que atenten contra el principio de neutralidad tecnológica y esclarecer la admisibilidad en juicio del documento electrónico y sus reglas aplicables, todos elementos que colaborarán a impulsar el uso de la firma electrónica y, por ende, el comercio electrónico.





2. Reforzamiento del marco legal del documento electrónico y firma electrónica avanzada.





Un marco legal preciso y claro en cuanto a los principios rectores de la regulación, los derechos y obligaciones de usuarios y certificadores acreditados, los procedimientos y sanciones aplicables en caso de incumplimiento, las funciones y atribuciones de la autoridad y la extensión de su rol de fiscalización, son todos necesarios para consolidar el uso de la firma electrónica avanzada y resguardar adecuadamente a los usuarios.





Resulta fundamental incorporar principios aceptados internacionalmente como la autonomía de la voluntad y la equivalencia funcional. Asimismo, es importante dotar de contenido a los principios establecidos por la ley N° 19.799, como es el caso de libertad de prestación de servicios, libre competencia, neutralidad tecnológica y compatibilidad internacional, a fin de evitar interpretaciones erróneas en cuanto a su aplicación.





La autoridad pública de acreditación requiere contar con un marco legal definido en cuanto a sus atribuciones y procedimientos que colaboren en mantener los estándares de seguridad, calidad y confianza del sistema, así como el resguardo de los derechos de los usuarios, sin interferir en el normal desarrollo del mercado. Es una exigencia que deriva del principio constitucional de legalidad.





Finalmente, un sistema jurídico robusto requiere incorporar en forma clara las obligaciones para las partes involucradas y las sanciones en caso de incumplimiento. Asimismo, se hace necesario establecer procedimientos de reclamo y sanciones ante infracciones cometidas en contra de los usuarios de firmas electrónicas, en cuanto titulares de derechos en sus relaciones de consumo y privacidad.





3. Fortalecimiento del sistema de confianza de firma electrónica avanzada y del principio de neutralidad tecnológica. 





La ley debe abrir paso a tecnologías que permitan reforzar la red de confianza de la firma electrónica avanzada. El sellado de tiempo aparece como una herramienta capaz de establecer un alto nivel de exactitud en cuanto al momento en que se celebra un acto jurídico por vía electrónica y garantizar la integridad del documento suscrito.

Es importante que, junto con regular el sellado de tiempo, nuestro ordenamiento reconozca todos los atributos inherentes a un documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. En particular, la ley debe otorgarles a dichos documentos el valor de plena prueba y merito ejecutivo para exigir las obligaciones que contiene. Además, debe permitir que éstos cumplan, en forma alternativa, la solemnidad que las firmas de los otorgantes de un acto jurídico sean autorizadas ante notario.

Por su parte, la propia ley debe recoger el principio de neutralidad tecnológica, estableciendo definiciones que permitan la incorporación instantánea de nuevas tecnologías. En este sentido, la ley N° 19.799 no debe contener normas que impidan la materialización o restrinjan dicho principio y el uso de nuevas tecnologías que cumplan con los estándares apropiados. De este modo, la definición actual de firma electrónica avanzada, al exigir que debe ser creada a partir de medios que su titular mantiene bajo su custodia, estaría impidiendo el uso de tecnologías como aquellas basadas en información biométrica que, junto a otros elementos, puede llegar a adquirir los niveles de seguridad e irrepudiabilidad necesarios para ser reconocidas como avanzada. 
PRINCIPALES ASPECTOS CONTENIDOS EN EL PROYECTO

El Mensaje precisa los principales aspectos contenidos en el proyecto, que se enuncian a continuación:

1. Incorpora nuevos principios y definiciones. 

- Introduce la autonomía de la voluntad y la equivalencia funcional como principios interpretativos de la regulación, los cuales son reconocidos como tales a nivel internacional. 

- Dota de contenido a los principios de libertad de prestación de servicios, libre competencia, neutralidad tecnológica y compatibilidad internacional, consagrados en la ley N° 19.799, a fin de otorgar certeza jurídica en cuanto a su extensión  y aplicabilidad. 

- Elimina la definición de fecha electrónica e introduce los conceptos de marca de tiempo y sellado de tiempo. Si bien ambos refieren a la determinación del momento en que se celebra el acto o contrato, en la marca de tiempo la atribución de día y hora es efectuada por el otorgante o las partes del acto jurídico, mientras que en el sellado de tiempo aquella es efectuada por un tercero de confianza, otorgando al documento electrónico un elevado estándar de exactitud e integridad en cuanto al momento en que fue suscrito.

- Incorpora la definición de firma electrónica simple, la cual se erige como una figura residual de la avanzada, en términos que será aquella que no cumpla los requisitos legales, reglamentarios y técnicos de la firma electrónica avanzada.

2. Determina los efectos de la equivalencia funcional y amplía el ámbito de aplicación de la ley N° 19.799.
- Establece expresamente, en el artículo 3°, la equivalencia del documento electrónico al documento en papel y de la firma electrónica a la manuscrita, en cuanto a su validez y efectos jurídicos.

- Elimina las excepciones a dicha equivalencia, extendiendo la aplicación del documento y firma electrónica a todo acto o contrato. No obstante, el artículo citado prescribe que si la ley exige solemnidades distintas de la escrituración para la validez del acto o contrato, o para que éstos sean oponibles a terceros, deberán igualmente cumplirse para producir tales efectos.

- Modifica la ley N° 18.092 que dicta nuevas normas sobre letra de cambio y pagaré y deroga disposiciones del Código de Comercio, con el objeto de permitir el uso de documento electrónico para la extensión, aceptación, endoso, aval y protesto de la letra de cambio y pagaré, casos en que se exigirá que la suscripción del documento sea con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. 

- Consecuencialmente, se introducen modifica-ciones al artículo 434 del Código de Procedimiento Civil a fin de dotar de mérito ejecutivo, sin necesidad de reconocimiento previo, a la letra de cambio y pagaré que conste en un documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, siempre que el impuesto de timbres y estampillas respectivo, si correspondiere, sea pagado dentro de los cincos primeros días hábiles a contar de su emisión.

- Otorga certeza respecto de la admisibilidad en juicio del documento electrónico suscrito con firma electrónica, estableciendo en el artículo 3° que serán admisibles en toda clase de procedimientos, contenciosos y no contenciosos, sea en sede judicial o administrativa. De esta manera, el documento electrónico podrá ser presentado en cualquier etapa del proceso, sea judicial o administrativo, al igual que los documentos en formato papel, sujeto a las reglas que rigen el procedimiento de que se trate.

- Hace aplicable las reglas de los instrumentos públicos y privados a los documentos electrónicos en cuanto a sus efectos. Para ello, el nuevo artículo 4° dispone los requisitos que deben cumplir los documentos electrónicos para adquirir la calidad de instrumento público y producir sus efectos, esto es, ser suscritos con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. Asimismo, dispone de manera residual que todos aquellos documentos que no adquieran la calidad de públicos serán reputados privados para todos los efectos jurídicos.

- El artículo 4° además establece que en todos aquellos casos en que el ordenamiento jurídico requiera que las firmas de los otorgantes de un determinado acto jurídico sean autorizadas ante notario, se entenderá cumplida dicha solemnidad, para todos los efectos jurídicos, cuando el acto conste en un documento electrónico suscrito por el otorgante o las partes, según correspondiere, con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.

- Adicionalmente, la equivalencia funcional se ve reflejada en la modificación al artículo 5° al establecer que el documento electrónico suscrito con firma electrónica tendrá igual mérito probatorio que aquel suscrito en soporte papel con firma manuscrita, y cuyas reglas especiales aplican los valores probatorios de los instrumentos públicos y privados a los documentos electrónicos, de acuerdo a la igualdad que debe existir entre ellos, y las características técnicas que proveen las herramientas electrónicas.

- Modifica el artículo 345 del Código de Procedimiento Civil a fin de incorporar el documento electrónico en que consta un instrumento público otorgado en el extranjero al procedimiento de legalización establecido por la ley. De esta manera, se habilita la comprobación de la autenticidad de las firmas electrónicas avanzadas y el carácter de los funcionarios que las acrediten, en su caso, mediante la homologación del certificado de firma electrónica avanzada por un certificador acreditado.

- Modifica el artículo 348 bis del Código de Procedimiento Civil a fin de hacer más expedita la presentación del documento electrónico en juicio y la comprobación de su autenticidad y la de sus firmas, en caso que fuere impugnada. Para ello, introduce la certificación del prestador acreditado como elemento probatorio de la autenticidad e integridad del documento y su firma, lo cual será efectuado por la Entidad Acreditadora en el evento de que la certificación de la firma obre en su poder de acuerdo a la ley. 

3. Perfecciona la regulación sobre el uso de documentos electrónicos y firma electrónica por los órganos públicos, la interacción con los particulares y la certificación de dicha firma.  

- Regla general: los órganos públicos estarán facultados para determinar la clase de firma electrónica, simple o avanzada, con la cual suscribirán los documentos electrónicos que emitan, salvo que la ley expresamente exija la firma electrónica avanzada. 

- El artículo 7° establece un listado de actos que deberán ser suscritos con firma electrónica avanzada en atención a su relevancia, tales como reglamentos, auto acordado y ordenanzas. Sin embargo, y con el objeto de avanzar ordenadamente en la introducción de la firma electrónica avanzada, excepcionalmente ciertos actos administrativos pueden excluirse de esta posibilidad.

- Se faculta a los órganos públicos a poner a disposición del público dispositivos, software o cualquier otra tecnología de firma electrónica que permita o facilite a los particulares la realización de trámites ante el Estado.

- En cuanto al certificado de firma electrónica avanzada emitido por los órganos públicos, la propuesta permite que éstos contraten servicios de certificación provistos por particulares acreditados o que la certificación la efectúe el propio órgano. De esta manera, elimina la figura del ministro de fe y hace exigible el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 15 de la ley para los certificados, las normas reglamentarias que a su respecto se dicten y las normas técnicas fijadas por la Entidad Acreditadora, incorporando dos requisitos adicionales dada la naturaleza de la certificación, consistentes en contener sellado de tiempo y la identificación del cargo de la autoridad o funcionario que suscribe el documento electrónico.

- Finalmente, el proyecto modifica el artículo 10, facultando a los órganos públicos para reglamentar la implementación de sus sistemas informáticos y los procedimientos necesarios para la certificación de firma electrónica avanzada y emisión de documentos electrónicos. Asimismo, los faculta para dictar las normas técnicas que permitan la compatibilidad de los documentos electrónicos en el Estado y en su relación con los particulares. En el caso de los órganos de la Administración del Estado, un reglamento dictado por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia efectuará la reglamentación descrita, la referente a la interacción con los particulares y estándares de firma electrónica simple. 

4. Incorpora el sellado de tiempo al certificado de firma electrónica avanzada.

El proyecto incorpora el sellado de tiempo como un elemento que puede ser incluido opcionalmente al certificado de firma electrónica avanzada a petición del usuario y el cual será provisto por los certificadores acreditados. 

Será obligatorio el sellado de tiempo en los certificados de firma electrónica que recaigan en documentos emitidos por los órganos públicos. Asimismo, sólo los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica avanzada y que tengan sellado de tiempo harán plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil.

5. Otorga mayor certeza a la vigencia del certificado de firma electrónica avanzada.

- Se elimina la cancelación de la acreditación y cese voluntario de la actividad del prestador de servicios de certificación como causales de pérdida de vigencia del certificado de firma electrónica.

- El prestador que cesa en su actividad tiene el deber de transferir tales certificados a otro prestador acreditado, incorporándose de manera residual la posibilidad que ante oposición del usuario o inexistencia de un prestador acreditado que reciba tales certificados, ellos sean transferidos a un repositorio que para tal efecto llevará la Entidad Acreditadora.

6. Refuerza el rol fiscalizador y técnico de la Entidad Acreditadora.

- Entrega a la Entidad Acreditadora facultades fiscalizadoras para el cumplimiento de normas legales, reglamentarias y técnicas que afectan a los prestadores acreditados de servicios de certificación.

Entre las nuevas facultades de la Entidad Acreditadora se encuentra constatar que una firma electrónica cumple los estándares técnicos de una firma electrónica avanzada, lo cual resulta particularmente importante para los usuarios de tales firmas, sean públicos o privados, que en su gran mayoría carecen de los conocimiento técnicos para reconocer si una firma electrónica cumple los requisitos para ser considerada avanzada.

- Se otorgan a la Entidad Acreditadora facultades de instrucción a fin de mantener los estándares técnicos de certificación, emitir recomendaciones de buenas prácticas respecto de la firma electrónica simple de los órganos públicos, proteger los derechos de los usuarios y continuidad del servicio. 

- La Entidad Acreditadora será responsable de la actualización de normas técnicas relativas a seguridad, calidad, integridad y no repudio de firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, de acuerdo al procedimiento que el reglamento establezca.

- Adicionalmente a la administración del registro electrónico de certificadores acreditados, la Entidad Acreditadora mantendrá un registro de certificados raíces de firma electrónica avanzada y el repositorio de acceso público.

7. Refuerza los derechos y obligaciones de los usuarios e incorpora las sanciones en caso de infracción.

- Establece el procedimiento para reclamar un incumplimiento de las obligaciones que la ley N° 19.799 impone a los certificadores acreditados, el cual corresponderá al establecido en la ley Nº 19.496, sobre Protección a los Derechos de los Consumidores, estableciéndose la aplicación de una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales.

- Contempla las obligaciones que pesan sobre los usuarios de firmas electrónicas avanzadas y que dicen relación con los deberes de veracidad y exactitud en la provisión de información, de custodia de los mecanismos de seguridad, de actualización de sus datos y de informar el cese del cargo público de autoridades y funcionarios y de entrega de los dispositivos de firma.

- - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL
La Comisión inició la discusión general del proyecto oyendo la presentación del entonces Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira.
El señor Ministro comenzó poniendo de relieve que el proyecto en estudio es parte de un conjunto de iniciativas tendientes a fomentar y apoyar a las pymes, entre las que también se cuentan el proyecto de ley sobre constitución de sociedades y el proyecto de ley sobre publicaciones digitales. 
Expresó que, a 10 años de la entrada en vigencia de la ley N° 19.799, la firma electrónica avanzada registra bajos niveles de uso, existiendo al día de hoy tan sólo 15.000 usuarios y cuatro prestadores acreditados (E-Cert Chile, Acepta.com, E-Sign y CertiNet).

Los órganos del Estado no la usan en forma masiva.
De todas formas, se trata de un mercado consolidado, que opera hace más de una década, con operadores nacionales e internacionales, y que se basa en una tecnología reconocida y probada. 

El panorama relativo a la firma electrónica contrasta con la penetración de internet y el comercio electrónico en Chile. En efecto, la penetración de internet en hogares chilenos creció desde un 37,7% en el 2009 a un 53,6% en junio de 2012.  En materia de comercio electrónico, Chile es líder en la región, con una compra per cápita de US$181 anuales
 y un crecimiento promedio de 30%  anual
 . Finalmente, también se observa un importante desarrollo del e-banking, con 2.000 millones de transacciones realizadas el año 2011. 

El Subdirector de la Oficina de Competividad, señor Juan José Bouchon, explicó qué es y cómo funciona la firma electrónica avanzada. Al respecto, indicó que la firma electrónica avanzada es una herramienta que entrega certeza a los documentos electrónicos, asegurando quién lo firmó, cuándo lo hizo y que éste no ha sido modificado. Para usarla, el interesado debe enrolarse ante una empresa certificada por la Entidad Acreditadora de la Subsecretaría de Economía (PSC), comprar el certificado de firma electrónica avanzada y el token que contiene el software respectivo. 

Esta firma funciona con un sistema de seguridad basado en criptografía asimétrica, denominado PKI (Public Key Infrastructure), que usa dos claves, la clave pública puede entregarse a cualquier persona, y la  segunda es privada y sólo la conoce el titular. El mensaje del emisor se cifra con su clave privada, y una vez enviado podrá ser descifrado por el receptor mediante su clave pública. 

El certificado de firma electrónica avanzada, emitido por la PSC, da fe del vínculo entre el titular del certificado y su clave pública, asegurando el no repudio de la firma.

El sistema permite saber si el documento ha sido alterado o no, asegurando su integridad. Por su parte, el sellado de tiempo es una certificación electrónica emitida por un prestador acreditado que certifica la fecha y hora en que se firma un documento electrónico.

Luego, el señor Bouchon destacó las ventajas de la firma electrónica avanzada:

1.- Seguridad: La información se protege mediante un cifrado criptográfico; la firma no puede falsificarse, el documento no puede ante-datarse o pos-datarse ni modificarse o adulterarse, a diferencia de lo que ocurre con la firma en papel; disminuye la probabilidad que el documento se extravíe o destruya. Señaló que en 10 años no se han registrado fraudes por su uso.

2.- Ahorro de costos: menores costos directos e indirectos, por ejemplo, papel, almacenamiento, burocracia, traslados, tiempo, notaría. Sólo en gestión documental, se observa un ahorro del 300% al 400%. 

3.- Uso gratuito: la certificación de cada transacción es gratuita, sólo se paga una vez para enrolarse y adquirir el certificado.

4.- Disponibilidad las veinticuatro horas del día, los 365 días del año.

5.- Inmediatez: el documento se certifica en forma inmediata. 

6.- Permite una mejor gestión documental (copia de seguridad (back up); flujo de trabajo (workflow) y computación en nube (cloud computing).

7.- Interacción virtual: No requiere presencialidad, se puede operar a distancia.

Más allá de sus innumerables ventajas, la firma electrónica avanzada ha tenido una escasa masificación en Chile. Analizando las causas de ello, se constata:

-Limitado ámbito de aplicación: los actos y contratos solemnes no pueden suscribirse por medios electrónicos, salvo excepciones, en circunstancias que por sus altos estándares, la firma avanzada sólo se justifica para documentos relevantes, que precisamente en la mayor parte de los casos son solemnes. En consecuencia, el mercado potencial está muy limitado por restricción legal. 

-Inflexibilidad para adecuar estándares tecnológicos: la ley no es tecnológicamente neutral y las normas técnicas son fijadas por reglamento. Ello trae como consecuencia el alto costo de esta firma y limitada aplicación de nuevas tecnologías (ej. smartphones y biométrica). 

-El procedimiento para su uso por el Estado es engorroso, requiere que un tercero del propio servicio certifique digitalmente cada acto que firma una autoridad o funcionario.  

-Normas inadecuadas para hacer valer los documentos electrónicos en juicio: no hay claridad si pueden presentarse en cualquier etapa del juicio y las normas procedimentales adolecen de problemas. 

-Faltan mecanismos que incentiven su uso: no es suficiente entregar firmas electrónicas. En ese sentido, resulta ejemplificador lo acontecido en España, donde no obstante la incorporación de la firma electrónica en la cédula de identidad, se mantiene su  poco uso.

El proyecto de ley en estudio busca ampliar el ámbito de aplicación de los documentos electrónicos y crear incentivos para el uso de los documentos electrónicos. Además, entre sus ideas matrices se destacan: reforzar el principio de neutralidad tecnológica; potenciar el sistema de confianza de la firma electrónica; perfeccionar el uso de los documentos electrónicos por el Estado; revisar integralmente el texto de la ley para realizar perfeccionamientos y ajustes menores.

Se refirió luego detenidamente a cada una de estas ideas matrices y las modificaciones en que se materializan.

1. Ampliar el ámbito de aplicación de los documentos electrónicos.

Para ello, se eliminan las excepciones absolutas, que prohíben a priori que determinados actos o contratos consten en documento electrónico  (las contenidas en el artículo 3°, inciso 2) y se establece que si la ley exige solemnidades distintas de la escrituración, deberán cumplirse igualmente. Así, la ley que exige o regula la solemnidad en cuestión deberá establecer si el acto o contrato puede constar en un documento electrónico. A modo de ejemplo, las escrituras públicas no podrán otorgarse por medios electrónicos, salvo que se modifique el Código Orgánico de Tribunales.

Recordó que la ley actualmente prohíbe el uso de firma electrónica avanzada en los siguientes casos:

a) la ley exige una solemnidad que no sea susceptible de cumplirse mediante documento electrónico;

b) la ley requiera la concurrencia personal de alguna de las partes; y

c) actos relativos al derecho de familia.

Al respecto, comentó que un documento electrónico puede firmarse o no en forma presencial, según disponga la ley. Por ejemplo, un oficial del Registro Civil podría levantar un acta presencialmente frente a los testigos y que ésta conste en un documento electrónico con firma electrónica avanzada.

Respecto a la comparecencia personal, puso de relieve que por sí misma constituye una solemnidad de ciertos actos o contratos como ocurre, por ejemplo, en el testamento, y en esos casos debe tratarse como tal. 

Los actos de derecho de familia exigen una solemnidad, que generalmente es la intervención de un juez u Oficial del Registro Civil, por lo que es aplicable lo anterior.

2. Crear incentivos para el uso de los documentos electrónicos.

En miras a este fin, se establece que las partes podrán optar entre autorizar las firmas de un documento privado ante un notario o firmarlo a través de la firma electrónica avanzada con sellado de tiempo, sin intervención de éste último, teniendo ambos el mismo valor legal. Recordó que en la autorización de firmas por el notario, por ley este funcionario se limita a certificar la identidad de los firmantes y la fecha, el documento no se mantiene en los registros de la notaría. Esto incluye los documentos que se firman ante el notario y aquellos en que éste autoriza firmas previamente suscritas por las partes sin su presencia.

También se permite la suscripción de las letras de cambio y pagarés a través de documento electrónico con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, los que tendrán mérito ejecutivo si se hubiere pagado el impuesto de timbre y estampillas. 

Manifestó que el documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo da mayor seguridad, plena certeza de las partes, respecto a la fecha y el contenido del documento. A diferencia de un documento autorizado ante notario, la firma no puede falsificarse ni el documento ante-datarse, pos-datarse o adulterarse. Las partes decidirán libremente si firman en forma presencial o a distancia.  

En esta modificación se incluyen documentos, actos y contratos privados habituales para empresas y ciudadanos como pagaré, compraventa vehículo, compraventa de otros bienes muebles, como por ejemplo, maquinaria, arrendamiento tanto de bienes raíces, como de vehículos, y otros, contrato de trabajo, finiquito de contrato de trabajo, entre otros. Se trata de un universo potencial de 2 millones de documentos. Presentó el siguiente gráfico:
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Estarían excluidos documentos tales como escrituras públicas e instrumentos protocolizados, tales como compraventa de bienes raíces, hipoteca, prenda, fianza, liquidación de sociedad conyugal o herencia; los actos de familia, como un testamento o el matrimonio, y, en general, aquéllos actos que requieren intervención de testigos, de un juez o de un Oficial de Registro de Civil. 

Manifestó que no se produce afectación de ingresos fiscales, toda vez que las letras de cambio y pagarés sólo tendrán mérito ejecutivo si se pagó el impuesto de timbres y estampillas; en las transferencias de vehículos, el Registro Civil exige el pago del impuesto específico; en los demás actos o contratos, hoy no existe obligación de autorizar la firma ante un notario.

Se espera que esta modificación se traduzca en menos litigios, pues si se incrementa el porcentaje de contratos con firmas certificadas, aumenta la seguridad jurídica y disminuye en consecuencia la tasa de litigios.

3. Reforzar el principio de neutralidad tecnológica.

Se realizan ajustes puntuales a la ley para que no se restrinjan los mecanismos tecnológicos de firma electrónica avanzada, siempre y cuando no se afecten los niveles de seguridad requeridos, y se otorga mayor flexibilidad para la actualización de los estándares tecnológicos permitidos, los que serán fijados por la Entidad Acreditadora en vez de un reglamento.

Con ello, se espera una disminución de los costos por actualización de los estándares en un 50% aproximadamente, y se posibilitaría el uso de la biométrica en forma más efectiva, la posibilidad de incluir la firma en la cédula de identidad y el uso de teléfonos inteligentes, tabletas y notebooks. Según la Subtel existen 23,5 millones de teléfonos y la penetración de internet móvil en Chile aumentó un 229%  entre enero 2009 y marzo de 2012.

4. Potenciar el sistema de confianza de la firma electrónica.

Las modificaciones que se introducen en este aspecto son las siguientes:

1.- Se explicitan y refuerzan las obligaciones de los usuarios. 

2.- Se refuerza el rol fiscalizador y técnico de la Entidad Acreditadora: agregando atribuciones fiscalizadoras y la facultad de dictar normas técnicas.

3.- Se refuerzan las sanciones para las PSC: multas de hasta 150 UTM, sin perjuicio de reclamar indemnización de perjuicios, que puede duplicarse en caso de reincidencia. Por infracciones graves o reiteradas, la Entidad Acreditadora puede cancelar la inscripción.

4.- Se regula el sellado de tiempo, incorporándose como un elemento adicional y optativo del certificado de firma electrónica avanzada. Se exige el sellado de tiempo para actos relevantes del Gobierno y para la equivalencia con un documento privado autorizado ante notario.

5.- Se eliminan incertidumbres para la presentación en juicio de documentos electrónicos, señalando expresamente que serán admisibles en toda clase de procedimientos, contenciosos y no contenciosos, en sede judicial o administrativa. Asimismo, se regula su admisibilidad con un procedimiento ad hoc, estableciendo que el documento podrá presentarse en soporte físico o desmaterializado y si una de las partes lo impugnare, el tribunal oficiará a la PSC.

5. Perfeccionar el uso de los documentos electrónicos por el Estado.

En miras a este objetivo:

- Se establece que determinados actos requerirán de firma avanzada y sellado de tiempo. En efecto, se contempla esta exigencia para los siguientes actos:

a) Decretos supremos, decretos, reglamentos regionales, resoluciones, oficios, acuerdos, circulares, certificados e instrucciones dictados por los órganos de la Administración del Estado, con excepción de los certificados emitidos de forma automatizada que podrán ser suscritos con firma electrónica simple; 

b) Autos acordados, resoluciones judiciales y oficios dictados por tribunales ordinarios y especiales;

c) Decisiones formales, instrucciones, actos declarativos y de constancia dictados por órganos autónomos establecidos por la Constitución y las leyes; y

d) Ordenanzas, reglamentos municipales, decretos alcaldicios e instrucciones dictados por las autoridades municipales en conformidad a lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

En los demás casos, los órganos del Estado determinarán la clase de firma (simple o avanzada) que deberá utilizarse. 

- Se faculta expresamente a los órganos del Estado para poner a disposición del público dispositivos, software u otra tecnología de firma electrónica que les permita interactuar con el Estado.

- El certificado de firma electrónica avanzada podrá ser otorgado por el órgano emisor o se podrá contratar servicios de certificación a las PSC, eliminando la figura de un tercero del servicio que certifique cada acto que firma otro funcionario.

- En cualquier caso, los certificados de firma electrónica avanzada deberán cumplir con las normas técnicas que fije la Entidad Acreditadora, equivalentes a las de los privados. 

- En el caso de los órganos de la Administración del Estado, éstos harán uso de los documentos y firmas electrónicas de la forma que determine un reglamento del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, incluyendo la certificación por la Administración y los estándares de seguridad de la firma electrónica simple y sin perjuicio de las facultades de la Entidad Acreditadora para fijar las normas técnicas.

- - - - - 
En una nueva sesión, el Subdirector de la Oficina de Competividad del Ministerio de Economía, señor Juan José Bouchon, complementó su exposición anterior, con énfasis en los aspectos del proyecto que han sido objeto de críticas.
En primer término, indicó que el proyecto no innova respecto del valor probatorio de los documentos electrónicos, sino que mantiene el mismo valor probatorio que el artículo 5º la ley actual les da a estos documentos. Esto es: 
- Firma electrónica avanzada y sellado de tiempo: plena prueba respecto de las partes, la fecha y la declaración que contiene. Se refiere a la plena prueba del artículo 1700 del Código Civil.
-Firma electrónica avanzada: plena prueba respecto de las partes y la declaración que contiene. 
-Firma electrónica simple: reglas generales de los instrumentos privados.
Destacó que la firma electrónica avanzada permite saber quién firma un documento, y que ese documento no ha sido modificado, pues está encriptado. El sellado de tiempo permite saber con plena certeza cuándo se firmó un documento. 
No se puede dar plena prueba respecto de la fecha de un documento electrónico, salvo que se tenga certeza de la misma. Respecto de lo anterior, hizo presente que actualmente hay dos formas de otorgar certeza:
- Que el juez lo decida caso a caso. En su parecer, atenta contra la certeza jurídica y tiene costos transaccionales.
- Que la ley fije el estándar que da dicha certeza. Es lo que hace la ley N° 19.799 al establecer el sellado electrónico.  
Puso de relieve que en los diez años de vigencia de la ley, no ha habido ningún juicio en que se alegue fraude o abuso de la firma electrónica avanzada.
Respecto del sellado de tiempo, manifestó que la ley actual reconoce un “fechado electrónico”, pero no lo regula. El proyecto lo hace para asegurar un estándar y que el prestador esté sujeto a las obligaciones de la ley N° 19.799 y fiscalización de la Entidad Acreditadora. 
La iniciativa no establece, en términos generales, un sellado de tiempo obligatorio ni una firma electrónica avanzada obligatoria. Las partes decidirán libremente si incorporarlo o no, como lo hacen hoy. Serán ellas las que optarán por el nivel de seguridad que le quieren dar a sus transacciones electrónicas. En casos muy excepcionales, la ley exige firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. La factura electrónica no constituye uno de esos casos excepcionales, y, por tanto, no hay modificaciones en este ámbito. El proyecto sólo exige sellado de tiempo para:
- Documentos electrónicos que se equipararán a un instrumento privado autorizado ante notario;
- Letras de cambio y pagarés para tener mérito ejecutivo;
- Instrumentos públicos, y
- Ciertos actos de los órganos de administración del Estado, como decretos supremos, resoluciones, instructivos, y otros documentos importantes.
Manifestó que actualmente las empresas o personas no firman los documentos antes señalados, por lo tanto no es efectivo que se esté encareciendo el uso de la firma electrónica para las personas. No se agrega un costo respecto de la situación actual. 
La masificación del uso de la factura electrónica refleja que el valor probatorio no es un inconveniente. En consecuencia, y atendido que este valor probatorio no se altera, en su parecer es un error señalar que se afectará este documento que ya está consolidado.
Como tercer punto se refirió a los documentos electrónicos e instrumentos privados. El proyecto establece que las partes podrán optar entre autorizar las firmas de un documento privado ante un notario o firmarlo a través de firma electrónica avanzada y sellado de tiempo sin intervención de un notario, teniendo ambos el mismo valor legal.
Por ley, en los documentos privados que se firman ante el notario o éste autoriza firmas previas suscritas sin su presencia, el notario se limita a certificar la identidad de los firmantes y la fecha (artículo 425 COT). El documento no se mantiene en sus registros.
Consideró importante destacar la seguridad de un documento electrónico, ya que, a diferencia de un documento autorizado ante notario y en papel, en los documentos electrónicos la firma no puede falsificarse ni el documento ante-datarse, pos-datarse o adulterarse. Eso es precisamente lo que busca la ley, un estándar que permita este nivel de seguridad del instrumento.
Agregó que, tratándose de documentos en papel, hay malas prácticas y delitos como uso de una firma en blanco, suplantación de identidad, entre otras, que es probable que sigan ocurriendo. Asimismo, podría pasar que una persona obtenga, con la cédula de identidad de un tercero, una firma electrónica avanzada por éste, y haga un mal uso de ella. Es una posibilidad de fraude, pero los focos donde puede ocurrir disminuyen, y no se pueden dar otras formas de fraude que sí ocurren en el mundo de papel, como adulterar la firma.
El señor Bouchon indicó que el proyecto aumenta las obligaciones de las partes y la Entidad Acreditadora y las sanciones a que puede verse expuesta esta última, incluyendo su cancelación, porque lo que importa es el sistema de confianza.
Hasta el siglo XX, se requería un Ministro de Fe para certificar la fecha y las partes. Esto cambió, ya que dicho sello puede obtenerse mediante el uso de la tecnología, con mayores niveles de seguridad. Esto en el caso de los instrumentos privados, el rol de los Notarios es distinto. Tratándose de escrituras públicas mira no sólo a la forma sino al cumplimiento de otros requisitos.
Se establece un principio que debe ser general: no puede distinguirse por distintos actos o contratos. La ley decidió en qué actos sólo queremos certeza sobre las firmas y en cuáles el notario debe revisar el contenido y mantener el documento en sus registros.
La firma electrónica tiene un costo para adquirirla, y ello va a traer consigo que estos dos sistemas funcionen en paralelo. Así, alguien que no firma instrumentos en forma habitual, o a quien la tecnología le es algo ajena, probablemente opte por ir donde el Notario a autorizar su instrumento; pero esta posibilidad de hacer todo en forma electrónica sí puede ser muy valiosa, por ejemplo para las Pymes, que firman habitualmente declaraciones juradas, pagarés, entre otros.

El Honorable Senador señor Espina manifestó que sin duda alguna se trata de una iniciativa muy interesante, bastante compleja desde una perspectiva técnica. En ese sentido, y a fin de no entrabar la tramitación del proyecto, propuso a la Comisión que se solicite a la Sala estudiar la iniciativa en general y particular, con ocasión del primer informe, de manera de despachar un proyecto consensuado por la Comisión. 
En la misma línea, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que es más ágil la tramitación de proyectos como este, discutiéndolos en general y particular en el primer informe.

El Honorable Senador señor Espina agregó que, el segundo informe, debe ser conocido solo por esta Comisión, y no por las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y Economía, como fue acordado en su momento por los Comités.
Los Honorables señores Senadores presentes estuvieron de acuerdo con la idea de solicitar a la Sala autorización para discutir la iniciativa en general y particular, en este primer informe. 
En razón de lo anteriormente señalado, se envió a la Sala del Senado oficio Nº 543, de fecha 2 de enero de 2013, y con fecha 8 de enero los Comités accedieron a lo solicitado por la Comisión, que el proyecto sea conocido en su segundo informe sólo por esta Comisión.
Luego, el Presidente puso en votación en general el proyecto.


-- Sometida a votación la idea de legislar, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar.




En una nueva sesión, la Comisión escuchó el parecer respecto de la iniciativa del profesor de Derecho Informático, señor Renato Jijena, quien realizó una exposición apoyado en una presentación en diapositivas, y dejó una minuta con sus planteamientos, la que se encuentra a disposición de los Honorables señores Senadores en la Secretaría de la Comisión. 





Comenzó señalando que comparte el interés por impulsar la competitividad, y muchas de las ideas contenidas en esta iniciativa, ya aprobada en general por esta Comisión. Sin embargo, en su parecer, algunas de las propuestas o ideas matrices del proyecto se han hecho en base a un análisis previo, errado y teórico, respecto de la realidad del comercio electrónico; del oligopolio existente a esta fecha de la certificación digital, empresas que serían beneficiadas con este proyecto, y de la realidad de la gestión documental electrónica, tanto en el sector privado como en el sector público. Anunció que explicará, con casos concretos, porqué afirma que la obligatoriedad del sellado de tiempo o time stamping pagado para los servicios públicos se traducirá, en definitiva, en una traba para la gestión del gobierno electrónico y la modernización del Estado. 





Explicó que algunos de los reforzamientos propuestos para un marco legal que se plantea como débil "jurídicamente" no son medidas que vayan, en la práctica, a contribuir a masificar el uso de documentos electrónicos firmados. Específicamente, exigir un servicio adicional, el sellado de tiempo, que dé certeza de fecha y hora, va a entrampar el uso de los documentos electrónicos. Afirmó que constituye un verdadero mito la importancia que se le quiere dar al sellado de tiempo.




Considera que, de aprobarse el proyecto sin modificaciones, más que impulsar significará un entrampamiento y un encarecimiento de los costos en el desarrollo de los documentos electrónicos públicos y privados, más aun, ya lo está siendo, de la mano de interpretaciones. En la misma línea, indicó que en vez de posibilitar su masificación, se encarecerán los costos de transacción para el uso de documentos electrónicos en el sector privado y los costos de gestión para los servicios públicos. 





El señor Jijena formuló algunas otras ideas, aclaraciones y criterios generales respecto del proyecto.




Así señaló que una supuesta falta de certeza jurídica en la fecha y en la hora de los documentos electrónicos firmados no es ni ha sido un desincentivo real a su masificación ni ha originado problema alguno en tribunales: 





- todos los documentos electrónicos llevan fecha y hora en uno de sus "campos"; 





- siempre hay un acuse de recibo del destinatario, por lo que la fecha del documento no pasa sólo por lo que pueda decir el remitente;





- las compras por internet no lo requieren, y la transmisión de información referente a transacciones comerciales electrónicas, opera en sitios transaccionales, donde está todo encriptado y registrado. No se necesita exigir antes del envío del documento un sellado adicional.





Agregó que es factible cuestionar la fecha de un documento electrónico y también probar en un juicio, sin sellado de tiempo o time stamping, la fecha y hora de un documento electrónico. El artículo 348 bis del Código de Procedimiento Civil regula la presentación en juicio de documentos electrónico, norma que se perfecciona en la iniciativa en comento.




Ahora bien, quien intente alterar la fecha de un documento electrónico cometería el delito informático del artículo 2° de la ley N° 19.223.





Llamó la atención que, en este escenario, no parece razonable introducir una exigencia adicional en forma obligatoria. Un nuevo costo para supuestamente aumentar una seguridad y certeza jurídica que, en la práctica, no han sido cuestionadas.





Mostró unas láminas que ejemplifican la forma en que se estampa la firma electrónica avanzada en un mail, en el que se indica fecha y hora.





El Honorable Senador señor Novoa consultó cuál es la fuente del dato de la fecha y hora que se estampa en el documento.





El señor Jijena explicó que es la del computador desde el que se envía. Sin duda esa fecha y hora podrían ser erradas, por eso es que no se considera el documento aisladamente sino en forma conjunta con su recepción, acuse de recibo, etcétera. Hay un flujo documental que es el que le da la certeza definitiva. En el evento de alteración dolosa, reiteró que se puede tipificar un delito informático.





El señor Arriagada llamó la atención que asignar valor a una fecha y una hora del sellado de tiempo o time stamping no dice sólo relación con que existan otros medios para hacerlo que puedan tener la misma eficacia, sino que apunta a establecer un acuerdo que el sellado de tiempo va a tener ese valor y da certeza, certidumbre y seguridad jurídicas. Agregó que, la hipótesis del artículo 2° de la ley N° 19.223, se refiere a datos contenidos en un sistema de tratamiento de información, lo que no ocurriría en estos casos.





El señor Jijena argumentó que es discutible cuándo nos encontramos ante un sistema de tratamiento de información.





Siguiendo con su presentación, dio a conocer algunos casos concretos en Chile, para dimensionar el impacto de creer que el servicio de sellado de tiempo debe ser un nuevo estándar técnico regulado legalmente. Así, al día de hoy, un simple archivo pdf
 firmado, una factura electrónica, título de factoring cedido, órdenes de compra de los concentradores a sus proveedores, licencias médicas electrónicas, declaración aduanera de ingreso de mercancías, documentos de SICEX.CL, carpetas aduaneras de despacho, adjudicaciones de licitaciones en chilecompras.cl; oficios enviados a toma de razón en la Contraloría General de la República, etcétera, son enviados y recepcionados diariamente, y no ha existido cuestionamiento, así como, tampoco ha habido juicios ni ordinarios ni arbitrales al respecto. 




La factura electrónica, documento que constituye once de los quince millones de documentos electrónicos a que alude el Ministerio de Economía, tampoco ha tenido cuestionamiento.





Hizo presente que en ningún país el sellado de tiempo o time stamping ha sido impulsor del crecimiento del documento electrónico; sólo es un servicio adicional que encarece los costos de transacción, el que no obstante estar ya consagrado en el artículo 5° de la ley N° 19.799, nadie ha considerado necesario usar. En materia de derecho comparado, indicó que ha investigado y no ha encontrado ninguna ley de firma electrónica que haya regulado el time stamping, porque es un servicio que las empresas entregan a quien pueda pagarlo, y en su opinión debe seguir siendo así, de la forma que lo plantea el artículo 5° de la ley. Desconoce si el Ejecutivo tuvo mejores resultados en un estudio del Derecho Comparado, que no estén mencionados en el Mensaje que dio origen a la iniciativa, o si cuentan con jurisprudencia en ese sentido.





Puso de relieve que, a esta fecha, no se han presentado cuestionamientos  jurídicos  en los tribunales, ordinarios o arbitrales, derivados de la falta de certeza de la fecha y hora de un documento electrónico, ni menos  se han dictado sentencias que puedan constituir o perfilar jurisprudencia. Y si se llegara a plantear un conflicto, ya existen los mecanismos procesales para resolverlo.





La supuesta falta de certeza jurídica no es la razón que frena el desarrollo de los documentos electrónicos. Las causas son otras, como que no hay proyectos de desarrollo electrónico, o que hoy operan desde plataformas transaccionales donde basta con autentificarse para poder operar, y en el sector público no ha habido presupuesto suficiente destinado al efecto.





El señor Jijena consideró especialmente preocupante la obligatoriedad de uso del sellado de tiempo o time stamping que el proyecto contempla respecto de determinados documentos "públicos" electrónicos, la que en su opinión debe revisarse. Es necesario tener presente el oficio clarificador y fundado de la Excelentísima Corte Suprema sobre la materia, en el que llama la atención sobre los mayores costos que esta exigencia conlleva. Esta parte del proyecto no guarda relación alguna con impulsar competitividad; la regulación que se propone para el Título II de la ley N° 19.799 alude al contexto del gobierno electrónico. No está cuantificado el costo de este servicio adicional.





En una segunda parte de su exposición, el señor Jijena hizo diversas referencias al articulado del proyecto y formuló algunas propuestas concretas.





1) En primer término, propuso que no se aprueben los incisos primero del artículo 4° ni el número 1° del artículo 5° de la iniciativa. El Ejecutivo ha señalado que no se innova en este ámbito, pero este reforzamiento de la importancia del sellado de tiempo ya ha generado interpretaciones antojadizas e intencionadas de las empresas certificadoras, que ven acá un posible nicho de negocio.





2) En segundo lugar, propuso que para despejar toda duda interpretativa, para blindar a la factura electrónica y a los archivos electrónicos de cesión, pues hay que recordar que ligado a la factura está el factoring; y para eliminar la exigencia en todos aquellos flujos de documentos electrónicos en que, por intervenir un servicio público o una autoridad administrativa, no existe posibilidad alguna de falta de certeza en la fecha y hora del documento electrónico, se agregue al propuesto artículo 4° la siguiente excepción:





"No se requeriría el servicio adicional de sellado de tiempo y producirán plena prueba en cuanto a su fecha y hora los documentos electrónicos que sean emitidos en conformidad a leyes especiales y procesos fiscalizados por autoridades administrativas, tales como facturas electrónicas, declaraciones aduaneras de ingreso de mercancías o licencias médicas electrónicas, bastando al efecto sólo el uso de firma electrónica avanzada en conformidad al artículo 4°".





Reiteró que de esta forma se protege a estos documentos, en relación a los que no puede caber duda alguna de su fecha y hora, de posibles interpretaciones.





3) Una tercera propuesta normativa se refiere a la exigencia obligatoria de que los servicios públicos deban pagar este verdadero peaje en su gestión documental. Sugirió que se revisen acuciosamente los alcances del artículo 7° del proyecto, que aparece definitivamente muy amplio, y que éste se suprima o al menos se restrinja. De otro modo, sólo va a entrampar el gobierno electrónico en aquellos servicios que no cuenten con presupuesto para asumir los costos económicos de esta nueva exigencia. 





4) Un último punto es, la necesidad de ponderar en mayor medida las facultades de derecho público que se están dando, en el propuesto artículo 16 B, letra f), a la Subsecretaría de Economía como "Autoridad Pública de Acreditación".





Finalizada la intervención del señor Jijena, el Subdirector de la Oficina de Competitividad del Ministerio de Economía, señor Juan José Bouchon, manifestó que comparte varios de los comentarios formulados.





Explicó brevemente algunos aspectos de la ley actualmente vigente, que el año 2002 fue innovadora al reconocer los documentos electrónicos y establecer su equivalencia con los documentos en soporte papel. En general las partes fijan los estándares de seguridad que desean usar, y excepcionalmente reconoce la firma electrónica avanzada, la que para ser usada debe cumplir previamente los requisitos de la ley, y cuyo uso es obligatorio en ciertos documentos, como los instrumentos públicos.





El sellado de tiempo o time stamping se introdujo posteriormente, en una reforma a la ley, según la cual para tener plena prueba se debe contar con sellado de tiempo, sin embargo, no se reguló.





Manifestó que estos principios se mantienen en la iniciativa en estudio. El sellado de tiempo o time stamping es voluntario. Lo que sí se hace es regular un sellado de tiempo que la ley antes sólo nombraba. Se contemplan 4 casos excepcionales en los que el sellado de tiempo o time stamping es obligatorio, documentos todos en que es muy relevante contar con una fecha cierta, como es el caso de los instrumentos públicos, el pagaré para tener mérito ejecutivo, ciertos documentos de la Administración del Estado, los más importantes, y los documentos privados en ciertos casos.





Expresó que en el Ejecutivo han considerado el planteamiento respecto del tema costos, que puso de relieve la Excelentísima Corte Suprema en su informe al Congreso Nacional. Están analizando los costos que va a significar esta nueva exigencia, especialmente tratándose del tercer tipo de documentos, es decir, los más relevantes emanados de la Administración del Estado. Indicó que  lo deseable es que tengan sellado de tiempo, pero se está estudiando si hay mérito para introducir una salvedad.





Respecto del valor probatorio de los documentos electrónicos, el señor Bouchon hizo hincapié en que no se altera el fondo, solo hay un cambio en la redacción en los artículos 4° y 5° de la ley. No se establece una obligatoriedad del sellado de tiempo o time stamping, y no se exige para la factura electrónica, es voluntario. Señaló que se puede perfeccionar la redacción. La idea es impulsar la factura electrónica, que, como bien ha señalado el señor Jijena, es el principal documento electrónico en nuestro país.





Finalmente respecto de las facultades de la entidad acreditadora, manifestó que se trata de emitir recomendaciones de buenas prácticas y responder consultas. No ve un problema en este punto.





Por su parte, el señor Jijena reiteró que el rol que asumiría la Subsecretaría de Economía, será el de guía y direccionador de qué requisitos y estándares cumplir respecto a los órganos del Estado, lo cual es una función delicada.





El señor Fernando Fernández, asesor jurídico de la Unidad de Modernización y Gobierno Digital del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, hizo algunos comentarios en relación al time stamping. La actual ley exige que los documentos electrónicos emitidos por la Administración del Estado tengan fecha y hora, no se innova de manera radical en esta materia. La importancia de la fecha queda en evidencia al considerar que el artículo 1700 del Código Civil prescribe que los instrumentos públicos hacen plena fe respecto de su fecha, también en los procedimientos administrativos, donde muchas veces hay que contar plazos. Agregó que una de las innovaciones del proyecto es que se otorga la facultad a los órganos del Estado para que se auto certifiquen. Sin duda que hay un tema de costos, y en eso coincide con el señor Jijena, pero la idea que está detrás es que los órganos del Estado se auto certifiquen, sin necesidad de recurrir al pago de un servicio de certificación.

- - - - - - -

En una nueva sesión, intervino el señor  Pedro Huichalaf, Director de META, organización ciudadana que ha participado en la tramitación de diversos proyectos de ley, con el fin de promover los derechos ciudadanos, en particular en materia de políticas públicas digitales. Informó que la ONG de la que forma parte ha participado en distintas instancias, como la campaña de Neutralidad de la Red y la consulta pública sobre el proyecto que efectuó el Ministerio de Economía en mayo de 2012, sin que hayan tenido hasta el momento respuesta, pero han tomado conocimiento que muchos de sus planteamientos han sido acogidos.
Se refirió luego a la iniciativa en estudio. Como aspectos positivos del proyecto, destacó la intención de promoción del comercio electrónico, las transacciones realizadas por medios electrónicos o digitales, y el fomento a la seguridad. Consideró adecuada la  incorporación del sellado de tiempo, reemplazando la fecha electrónica, que actualmente  se define en la ley pero que no establece procedimientos para certificar técnicamente su correcta aplicación. Gracias a tecnología aplicada, el sellado de tiempo otorga un alto nivel de exactitud e integridad en cuanto al momento en que se celebra acto jurídico por vía electrónica.
En su parecer no se deben acoger las críticas sobre la utilización de sellado de tiempo y firma electrónica avanzada en aquellos instrumentos privados que según la ley deben ser autorizados ante Notario. Si consideramos que la tecnología puede dar mayor certeza que una persona, y que las prestadoras de servicios de certificación se encuentran reguladas por ley y fiscalizadas por Entidad Acreditadora.

Estimó que la objeción respecto a los costos que conllevaría la implementación del sellado de tiempo, no se debe considerar, pues el sellado de tiempo es un elemento técnico que otorga certeza respecto a la identidad del otorgante, la fecha del documento y la integridad de la misma.

Formuló a continuación dos observaciones al texto en estudio. Así, en relación al artículo 1° bis, referido a los principios, en particular la letra c), referido a la neutralidad tecnológica, hizo presente que no existe definición de neutralidad tecnológica en ninguna otra ley, y es muy importante conceptualizarla correctamente para una clara aplicación del principio. El Estado no es neutral, menos en tecnología, sí debe ser imparcial e informado.

Agregó que el término “neutralidad tecnológica” permite varias interpretaciones. Realizó la siguiente propuesta: el principio debe ser denominado como de “Imparcialidad Tecnológica Informada” y establecer que el Estado debe informarse previamente, y no favorecer ni restringir el uso de determinadas tecnologías de información, salvo que se vulneren derechos y garantías constitucionales.
Una segunda observación está referida al artículo 3°, disposición que consagra la equivalencia funcional, que en su nueva redacción elimina las excepciones que establece la legislación vigente. Estimó que debe mantenerse como excepción los actos relativos al derecho de familia, atendida la naturaleza civil-comercial del proyecto. En materia de derecho de familia, las normas son de orden público, y están fuera del comercio humano. Reiteró que en este punto su propuesta es mantener la excepción y que no se aplique el principio de equivalencia funcional  a aquellos actos relativos al derecho de familia.

La Comisión agradeció su intervención y señaló que se tendrá en consideración al momento de tratar los artículos respectivos.
- - - - - 
DISCUSIÓN PARTICULAR





ARTÍCULO PRIMERO





“Modifícase la ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma en el siguiente sentido: 
N° 1





1) Incorpóranse, en el Artículo 1°, las siguientes modificaciones:





a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Objeto.” para el contenido del artículo.





b) Reemplázase, en el inciso primero, la conjunción “y” que precede a la expresión “el procedimiento”, por una coma.





c) Agrégase, en el inciso primero, la frase final “, y las facultades de la Entidad Acreditadora de Servicios de Certificación de Firma Electrónica Avanzada”, a continuación de la palabra “uso”.





d) Elimínanse los incisos segundo y tercero.




El citado artículo 1°, de la ley N° 19.799, dispone:





“Artículo 1º.- La presente ley regula los documentos electrónicos y sus efectos legales, la utilización en ellos de firma electrónica, la prestación de servicios de certificación de estas firmas y el procedimiento de acreditación al que podrán sujetarse los prestadores de dicho servicio de certificación, con el objeto de garantizar la seguridad en su uso.





Las actividades reguladas por esta ley se someterán a los principios de libertad de prestación de servicios, libre competencia, neutralidad tecnológica, compatibilidad internacional y equivalencia del soporte electrónico al soporte de papel.





Toda interpretación de los preceptos de esta ley deberá guardar armonía con los principios señalados.”.

____________





En discusión, el señor Juan José Bouchon explicó que la propuesta de modificación contenida en la letra a) es sólo formal y se repite en los restantes artículos del proyecto. La idea es que cada artículo de la ley N° 19.799 indique, con un título, cuál es su contenido.





La letra b), por su parte, tiende a mejorar la redacción, y la letra c), a armonizar la terminología que se utiliza en el proyecto.





Respecto de la letra d), explicó que suprime estos incisos que hacen referencia a los principios, puesto que el proyecto propone incorporar un artículo 1° bis, nuevo, que se ocupa de esta materia.





Los integrantes de la Comisión consideraron oportuno analizar el referido artículo 1° bis, nuevo, antes de pronunciarse en relación a esta letra d). Posteriormente resolvieron aprobar la supresión, y, como se estampa a continuación en este informe, la incorporación de un artículo 1° bis, nuevo, del tenor propuesto.





-- En votación el artículo 1°, N° 1, letras a), b), c) y d), fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

N° 2




2) Incorpórase, a continuación del Artículo 1°, el siguiente Artículo 1° bis, nuevo:





“Artículo 1° bis.- Principios. Las actividades reguladas por esta ley se someterán a los siguientes principios:





a) Autonomía de la voluntad, por el que las partes son libres para determinar la forma, medios electrónicos y clase de firma electrónica que utilizarán para celebración de actos jurídicos, observando en cada caso los requisitos y solemnidades que exige la ley para su validez y eficacia;





b) Libertad de prestación de servicios, por el que cualquier prestador de servicios de certificación de firma electrónica podrá desarrollar su actividad libremente, respetando las normas legales, reglamentarias y técnicas que la regulen;





c) Neutralidad tecnológica, por el cual el Estado no debe favorecer ni restringir el uso de determinadas tecnologías de información que afecte el normal desarrollo tecnológico, salvo que se vulneren derechos y garantías constitucionales;





d) Compatibilidad internacional, por la que el Estado debe tender al establecimiento de normas y políticas que sean concordantes y complementarias de las distintas normas técnicas, estándares y principios internacionales en materia de comunicación electrónica de datos, comercio electrónico y firmas electrónicas; y





e) Equivalencia funcional, por el que los actos y contratos otorgados o celebrados por personas naturales o jurídicas suscritos por medio de firma electrónica y que consten en documento electrónico, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos jurídicos que los suscritos con firma manuscrita y en soporte de papel. 





Toda interpretación de los preceptos de esta ley deberá guardar armonía con los principios señalados.”.
__________





En discusión, los Honorables Senadores estuvieron de acuerdo con el tenor de este nuevo artículo, que plasma los principios que rigen esta materia.




-- En votación el artículo 1°, N° 2, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Novoa, Tuma y Zaldívar.

N° 3
3) Incorpóranse, en el Artículo 2°, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Definiciones.” para el contenido del artículo.

b) Elimínase el literal c), cambiando los demás su orden correlativo.

c) Elimínase el literal e), que pasa a ser d), cambiando los demás su orden correlativo.

d) Incorpóranse en el literal g), que pasa a ser e), las siguientes modificaciones:

i) Intercálase, entre las expresiones “usando medios” y “que el titular”,  la frase “o datos”.

ii) Elimínase la letra “y” final.

e) Reemplázase en el literal h), que pasa a ser f), la frase “un certificado de” por la palabra “una”. 

f) Reemplázase el literal i), que pasa a ser g), por el siguiente:

“g) Marca de tiempo: asignación por medios electrónicos de la fecha y, en su caso, la hora en que se suscribe un documento electrónico;”.

g) Incorpóranse los siguientes literales h), i), j) y k), nuevos: 

“h) Sellado de tiempo: asignación por medios electrónicos de la fecha y hora en que se suscribe un documento electrónico con la intervención de un prestador acreditado de servicios de certificación, quien da cuenta de la exactitud e integridad de la marca de tiempo del documento;

i) Firma electrónica simple: aquella firma electrónica que no cumple los requisitos legales, reglamentarios o técnicos de una firma electrónica avanzada;

j) Órganos de la Administración del Estado: aquellos señalados en el inciso segundo del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

k) Órganos públicos: Los Órganos de la Administración del Estado, el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los Tribunales Electorales Regionales.”.
El citado artículo 2°, de la ley N° 19.799, es del siguiente tenor:

“Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:

a) Electrónico: característica de la tecnología que tiene capacidades eléctricas, digitales, magnéticas, inalámbricas, ópticas, electromagnéticas u otras similares;

b) Certificado de firma electrónica: certificación electrónica que da fe del vínculo entre el firmante o titular del certificado y los datos de creación de la firma electrónica;

c) Certificador o Prestador de Servicios de Certificación: entidad prestadora de servicios de certificación de firmas electrónicas;

d) Documento electrónico: toda representación de un hecho, imagen o idea que sea creada, enviada, comunicada o recibida por medios electrónicos y almacenada de un modo idóneo para permitir su uso posterior;

e) Entidad Acreditadora: la Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción;

f) Firma electrónica: cualquier sonido, símbolo o proceso electrónico, que permite al receptor de un documento electrónico identificar al menos formalmente a su autor;

g) Firma electrónica avanzada: aquella certificada por un prestador acreditado, que ha sido creada usando medios que el titular mantiene bajo su exclusivo control, de manera que se vincule únicamente al mismo y a los datos a los que se refiere, permitiendo la detección posterior de cualquier modificación, verificando la identidad del titular e impidiendo que desconozca la integridad del documento y su autoría, y 

h) Usuario o titular: persona que utiliza bajo su exclusivo control un certificado de firma electrónica.

i) Fecha electrónica: conjunto de datos en forma electrónica utilizados como medio para constatar el momento en que se ha efectuado una actuación sobre otros datos electrónicos a los que están asociados.”.

_____________

En discusión, el Honorable Senador señor Tuma consultó la razón de la supresión de la definición de “certificado o prestador de servicios de certificación”, contenida en la letra c) del artículo 2° vigente.

El señor Bouchon hizo presente que el texto del artículo 11 que se propone en esta iniciativa, se refiere precisamente a los certificadores acreditados, quiénes son y los requisitos que deben cumplir. Se trata de un concepto bastante complejo para estar incluido como una definición más, y que, por eso, se optó por llevarlo al referido artículo 11.

Respecto a las restantes modificaciones propuestas en las letras a) a e), la Comisión estimó que se trata de enmiendas formales.

-- En votación el artículo 1°, N° 3, letras a), b), c), d) y e), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Novoa, Tuma y Zaldívar.
(Con posterioridad, la letra d) de este numeral 3 fue objeto de una modificación, aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión. Lo anteriormente señalado está consignado más adelante en este informe.).

La letra f) define marca de tiempo.

-- En votación el artículo 1°, N° 3, letra f), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Novoa, Tuma y Zaldívar.
Luego se abocó a analizar las nuevas definiciones propuestas en la letra g).

En discusión, el Honorable Senador señor Tuma llamó la atención respecto de la definición de firma electrónica simple, contenida en la letra i) que propone el proyecto. No le parece adecuado definir un concepto de manera negativa, señalando lo que no es, en lugar de lo que es.

El Honorable Senador señor Espina señaló que, en determinados casos, como el que nos ocupa, la mejor forma de definir un concepto es precisamente por oposición a otro. Le parece que la definición en comento es bastante pedagógica.

El señor Juan José Bouchon hizo presente que la ley define firma electrónica en términos genéricos, y luego establece el concepto de firma electrónica avanzada, con ciertos estándares; de modo tal que si cumple los requisitos para ser firma electrónica, pero no los estándares de la avanzada, se considerará firma electrónica simple. Es una precisión necesaria, que no estaba en la ley.

El Honorable Senador Novoa señaló que se trata de tres definiciones: la firma electrónica, la firma electrónica avanzada, y una figura residual, que será la firma electrónica simple.

Los representantes del Ejecutivo recogieron la inquietud del Honorable Senador señor Tuma y se comprometieron a traer una nueva propuesta de definición de firma electrónica simple en una próxima sesión de la Comisión.

En una nueva sesión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Novoa, consultó a representantes del Ejecutivo respecto de la propuesta pendiente de redacción de la letra i), nueva, que se incorporaría al artículo segundo, esto es, el concepto de firma electrónica simple.

El señor Bouchon reiteró la necesidad de incorporar a la ley este concepto. La actual normativa define Firma Electrónica, como género, y Firma Electrónica Avanzada, como una especie, por lo que falta conceptualizar la otra especie, Firma Electrónica Simple, que queda en “tierra de nadie”.

Manifestó que la definición en términos “negativos” o por exclusión que se propone, se fundamenta en que, precisamente, firma electrónica simple es aquélla que siendo firma electrónica, no cumple con los estándares requeridos para considerarse firma electrónica avanzada.

El Honorable Senador señor Novoa propuso, como fórmula para resolver este desacuerdo, lo siguiente: incorporar una frase final en la letra g), que pasa a ser e), del artículo 2°, que contiene la definición de firma electrónica avanzada, frase en la que se precise que las demás firmas electrónicas se denominarán firma electrónica simple.

La propuesta fue acogida favorablemente por la Comisión, que la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

La Comisión luego discutió las letras j) y k), nuevas.

El Honorable Senador García llamó la atención respecto a que el concepto “órganos de la Administración del Estado” se encuentra consagrado en otro cuerpo legal, a saber, la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado. En razón de lo anterior, en su parecer no es necesario ni conveniente incorporar una definición acá, aun cuando esta se remita a la señalada Ley de Bases.

El Honorable Senador señor Zaldívar coincidió con lo planteado, toda vez que es un concepto que ya está en la ley, por lo que no es necesario definirlo acá.

El Honorable Senador señor Novoa hizo presente que la inclusión de esta letra j) está en directa relación con la letra k) que le sigue, disposición que consagra la definición de “Órganos Públicos”.

El Honorable Senador señor Tuma consideró que, si bien la definición se contempla en otro cuerpo legal, ello no obsta a que se reitere en este artículo 2°, que se remite precisamente a la ya citada Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, por lo que se trata de normas coherentes y armónicas. Es de la idea de mantener la norma como viene propuesta.

La Comisión acordó analizar luego cuál sería la mejor ubicación para esta referencia, y para la definición de organismos públicos.
En una nueva sesión, el Honorable Senador señor Novoa puso de relieve que “órganos públicos” y “órganos de la Administración del Estado”, son conceptos que se encuentran en una relación de género a especie. Dentro de los órganos públicos se comprenden aquellos que forman parte de la Administración del Estado, por tanto debiera ubicarse en primer lugar esta definición.

La Comisión estuvo de acuerdo con lo planteado.
Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
-- En votación el artículo 1°, N° 3, letras j) y k), fue aprobado, con una modificación formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

N° 4
4) Reemplázase el artículo 3° por el siguiente: 

“Artículo 3º.- Equivalencia funcional. Los actos y contratos suscritos por medio de firma electrónica y que consten en documento electrónico serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos jurídicos que aquellos suscritos con firma manuscrita y que constan en soporte de papel.

Los actos y contratos que consten en documento electrónico se reputarán como escritos para todos los efectos jurídicos, en los casos en que la ley exija que los mismos consten de ese modo y en todos aquellos casos en que la ley prevea consecuencias jurídicas cuando constan igualmente por escrito.

Lo anterior no obsta el cumplimiento de solemnidades establecidas por la ley para la validez del acto o contrato, o para que éstos sean oponibles a terceros, distintas a la escrituración.

La firma electrónica se mirará como firma manuscrita para todos los efectos jurídicos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.

Los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica serán admisibles en todo procedimiento contencioso y no contencioso, judicial y administrativo.”.
El artículo 3° de la ley vigente prescribe:

“Artículo 3º.- Los actos y contratos otorgados o celebrados por personas naturales o jurídicas, suscritos por medio de firma electrónica, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos que los celebrados por escrito y en soporte de papel. Dichos actos y contratos se reputarán como escritos, en los casos en que la ley exija que los mismos consten de ese modo, y en todos aquellos casos en que la ley prevea consecuencias jurídicas cuando constan igualmente por escrito.

Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable a los actos o contratos otorgados o celebrados en los casos siguientes:

a) Aquellos en que la ley exige una solemnidad que no sea susceptible de cumplirse mediante documento electrónico;

 b) Aquellos en que la ley requiera la concurrencia personal de alguna de las partes, y

c) Aquellos relativos al derecho de familia.

La firma electrónica, cualquiera sea su naturaleza, se mirará como firma manuscrita para todos los efectos legales, sin perjuicio de lo establecido en los artículos siguientes.”.

_______________

En discusión, el Honorable Senador señor Novoa consultó cuál es el fundamento de las modificaciones que se proponen a este artículo 3°.

El señor Bouchon explicó que los dos primeros incisos sólo precisan algunos términos. El inciso tercero contiene un cambio importante, pues la ley actual consagra la equivalencia funcional del documento electrónico con el documento en papel, y establece tres hipótesis en las que ello no es aplicable, casos en que no se podrá usar documento electrónico. Estos son: actos solemnes en los que la solemnidad no sea susceptible de cumplirse mediante documento electrónico; aquéllos en que la ley requiera la concurrencia personal de las partes, y, en tercer lugar, aquellos actos y contratos relativos al derecho de familia.

La iniciativa en estudio propone establecer la equivalencia funcional como una regla general, lo que no obsta a que deban cumplirse las solemnidades legales que establece la ley para cada acto. Por ejemplo, el matrimonio es un acto que debe celebrarse ante el Oficial de Registro Civil, en forma personal, y, excepcionalmente, por mandato otorgado por escritura pública, y esta ley no altera en nada esas solemnidades, pero si la Ley de Matrimonio Civil lo permitiera en el futuro, podría, por ejemplo, el acta que extiende el oficial de Registro Civil ser un documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada. Un segundo ejemplo: según el Código Orgánico de Tribunales la escritura pública debe ser manuscrita, otorgada ante Notario e incorporada en su protocolo, solemnidades todas que deberán cumplirse, por lo que no podría otorgarse mediante documento electrónico. Las leyes que regulan los respectivos actos y contratos determinarán las solemnidades de los mismos, y son estos cuerpos legales los que eventualmente pueden ser modificados y permitir de este modo el uso del documento electrónico. Lo mismo ocurre con los actos relativos al derecho de familia, los que en su gran mayoría son actos solemnes.

El principal cambio se observa tratándose de los actos y contratos que exigen la concurrencia personal, pues la ley vigente los excluye de modo absoluto de la posibilidad de usar documento electrónico. Por ejemplo, un acta ante el Oficial de Registro Civil. De aprobarse el artículo 3°, nuevo, si la ley no exige como solemnidad la escrituración, se podrá otorgar, con la concurrencia personal de las partes, ante el oficial de Registro Civil. Es decir, cumpliendo todas las solemnidades legales, pero en forma de documento electrónico. En definitiva se permitirán, si se cumplen las restantes solemnidades, actos electrónicos con comparecencia personal.

Puso de relieve que documento electrónico en ningún caso es equivalente a no presencial. Puede producirse un acto con comparecencia personal y que se extienda en documento electrónico. Pero la presencia personal no es reemplazable si la ley lo exige como solemnidad.

En cuanto a los actos de familia, señaló que se hizo el estudio y la gran mayoría de ellos comprende el cumplimiento de solemnidades, y, en un alto porcentaje, exige además la intervención de un Ministro de Fe. Ello no se modifica con esta ley.

El Honorable Senador señor Tuma llamó la atención respecto del comentario a este artículo que, en su oportunidad, formuló el profesor Renato Jijena, quien señaló que “La certeza "jurídica" de plena prueba que a esta fecha otorga la ley 19.799 es suficiente, especialmente por la homologación total del artículo 3° (homologación documento electrónico-documento soporte papel).”.

Al respecto, el señor Bouchon expresó que dicho comentario debe entenderse en conjunto con los formulados a los artículos 4° y 5°, y especialmente a los relativos al sellado de tiempo.

El Honorable Senador señor Novoa coincidió, y agregó que el comentario reafirma que el actual inciso primero del artículo 3° ya da suficiente certeza jurídica. Se trata de un comentario más bien afirmativo.

El Honorable Senador señor García propuso sustituir en el inciso penúltimo de la norma la expresión “mirará” por “entenderá” o “se tendrá por”. La Comisión estuvo de acuerdo.  

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente la relevancia que las solemnidades y requisitos de cada acto o contrato se cumplan a cabalidad. No se puede llevar a la automatización. Si ello está cubierto, es posible aprobar que se utilice el documento electrónico.

El señor Bouchon recalcó que el cumplimiento de las solemnidades legales que corresponda a un acto o contrato es ineludible.

El Honorable Senador señor Tuma consideró que, luego de aprobarse esta normativa, sería conveniente una revisión de aquellas disposiciones que consagran solemnidades para la validez de determinados actos o contratos. En muchos casos, es legislación con una larga data, en tiempos en que no imaginábamos el avance que tendría la tecnología, y puede haber quedado un tanto obsoleta.

-- En votación el artículo 1°, N° 4, fue aprobado, con una modificación formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
N° 5
5) Reemplázase el actual Artículo 4° por el siguiente:

“Artículo 4º.- Instrumentos. Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato tendrán la calidad de instrumento público, para todos los efectos jurídicos, cuando sean suscritos con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo por todos los intervinientes y cumplan las solemnidades legales establecidas para adquirir dicha calidad. 

En los demás casos, el documento electrónico en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica tendrá la calidad de instrumento privado para todos los efectos jurídicos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.

En todos aquellos casos en que el ordenamiento jurídico requiera que las firmas de los otorgantes de un determinado acto jurídico sean autorizadas ante notario, se entenderá cumplida dicha solemnidad, para todos los efectos jurídicos, por el solo hecho que el acto conste en un documento electrónico suscrito por el otorgante o las partes, según corresponda, con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. Con todo, los actos en que la ley exija la solemnidad de escritura pública, deberán ser firmados presencialmente por el notario.”.
El artículo 4°, de la ley N° 19.799 dispone:

“Artículo 4º.- Los documentos electrónicos que tengan la calidad de instrumento público, deberán suscribirse mediante firma electrónica avanzada.”.

______________

En discusión, la Comisión tuvo presente que el profesor Renato Jijena  observó esta norma, señalando: “Fecha electrónica, marca o sellado de tiempo: su exigencia obligatoria para la plena prueba jurídica no "refuerza" lo que el proyecto denomina el "sistema de confianza de firma electrónica". Cada DE en sus "campos" posee fecha; y si se producen alteraciones intencionales o dolosas caemos en el ámbito de los delitos informáticos (artículo 2° ley 19.223).
Es un error jurídico asignar la calidad de instrumento público a un documento que no es otorgado por un funcionario público ni es suscrito ante un ministro de fe, porque las empresas prestadoras de servicios de certificación que cobrarán por el servicio de sellado no son por este sólo hecho ministros de fe.”.

El señor Bouchon explicó que, efectivamente, los documentos electrónicos pueden tener una marca de tiempo, un campo con la fecha y hora, pero este campo, como quedó en evidencia en la sesión en la que expuso el profesor Jijena, puede ser fácilmente modificado, cambiando por ejemplo la hora del computador. No otorga la suficiente certeza. Esto se supera con el sellado de tiempo o time stamping, que puede dar la misma certeza que nuestro ordenamiento jurídico siempre ha otorgado a la intervención de un Ministro de Fe, razón por la que se le da la calidad de instrumento público para efectos probatorios. A eso se refiere el inciso primero de este artículo.

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo notar que un instrumento privado nunca pasará a ser un instrumento público, que es, por definición del propio Código Civil, el otorgado con las solemnidades legales ante competente funcionario. Un instrumento privado autorizado ante Notario tampoco es instrumento público. Y un documento electrónico, aún con sellado de tiempo o time stamping, no puede serlo tampoco ni dar fe respecto del contenido del documento. Compartió en ese sentido la observación del profesor Jijena.
Agregó que darle validez a la firma de un documento privado no altera el hecho que continúa siendo un instrumento privado. Es importante que esto quede claramente establecido.

Distinto es limitarlo al valor probatorio. Pero en caso alguno establecer que se otorga la calidad de instrumento público pues, como ha señalado, ello no es posible.

El Honorable Senador señor Novoa consideró un error señalar que este documento electrónico tendrá la calidad de instrumento público. Lo importante es precisar que tendrá la misma fuerza probatoria.

El señor Bouchon recordó que la ley actual ya les otorga a los instrumentos suscritos con firma electrónica avanzada el valor probatorio establecido en el artículo 1700 del Código Civil. Manifestó que el objetivo de esta disposición también es consagrar que el documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo o time stamping, tendrá la fuerza probatoria de instrumento público, el texto es inexacto al hablar de la “calidad de instrumento público”. Para tener la calidad de instrumento público deberá observar el cumplimiento de las solemnidades que le den ese carácter.
Propuso explicitar lo anterior en esta disposición, estableciendo que un documento electrónico sólo tendrá la calidad de instrumento público si está suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, y sin perjuicio del cumplimiento las demás solemnidades que exija la ley. También consagrar el valor probatorio de este documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo o time stamping, en el artículo siguiente que precisamente es la disposición que se encarga de este tema. 

El Honorable Senador señor Zaldívar reiteró su preocupación en cuanto a la redacción de este inciso primero. No se puede dar la calidad de instrumento público a un documento privado, que no ha sido otorgado por un funcionario público ni cumplido otras solemnidades.

La Comisión estimó que agregando la expresión “sólo” en el inciso primero, se supera la objeción del Honorable Senador señor Zaldívar, por lo que acordó modificar el texto en ese sentido.
El Honorable Senador señor Novoa llamó la atención que lo que la norma permite es que el documento sea electrónico, no la omisión de las solemnidades. Para tener la calidad de instrumento público, las solemnidades deben cumplirse siempre, y tratándose de documentos electrónicos, para que tengan el carácter de públicos, adicionalmente se exige que estén suscritos con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.

El señor Bouchon argumentó en el mismo sentido. El objetivo es establecer un estándar alto tratándose de instrumentos públicos electrónicos.
-- En votación el inciso primero de este artículo 4°, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
En relación al inciso segundo de este artículo, la Comisión concordó aprobarlo.

-- En votación el inciso segundo de este artículo 4°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

Luego la Comisión se abocó al inciso tercero de este artículo 4°.

El señor Bouchon explicó que se establece una equivalencia de estos documentos suscritos con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo o time stamping, con los instrumentos privados autorizados ante Notario. Se trata de aquellos casos en que el Notario por mandato legal sólo certifica la fecha y la identidad de los firmantes, y no se protocolizan, como declaraciones juradas, poderes simples, pagarés, entre otros. Es una alternativa para quienes suscriben estos documentos.

El Honorable Senador señor Novoa puso de relieve que este inciso propone reemplazar una función notarial por un documento electrónico.

Agregó que, en estos casos, el rol del Notario es formal, ya que sólo autoriza las identidades de quienes suscriben, por ejemplo, una declaración, y no entra al fondo del asunto.

Desde esa perspectiva, este nuevo mecanismo podría otorgar aún mayor certeza.

Llamó la atención sobre la redacción de este inciso, porque lo correcto es “documentos firmados personalmente ante el Notario” y no “por el Notario”. Hay que cambiar la preposición.
El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que este es, en su opinión, un tema más complejo. Son casos en que la ley exige la autorización de un Notario en un instrumento privado, como por ejemplo, una declaración jurada o una autorización de un menor para salir del país. La figura del Notario no puede, en su parecer, simplemente ser sustituida por una entidad certificadora que otorga el sellado de tiempo o time stamping.

Se refirió a las observaciones del profesor Jijena, que son bastante duras en relación a este aspecto.
En efecto, el profesor Jijena manifestó que: “La crítica esencial es al hecho de que prescindir -de manera amplia y genérica- de la presencia del Ministro de Fe y remplazarla por el simple hecho de haber comprado un software generador de claves genera inseguridad y atenta contra todo el sistema de fe pública del ordenamiento jurídico chileno, donde la plena prueba se liga a la presencia de un Ministro de Fe.

Si se quiere insistir en esta opción, debe hacerse de manera restringida y determinándose por ley cuáles serían las actuaciones excepcionales en que se prescindiría del notario, o más aún, en que se aplicaría la nula participación de un Ministro de Fe -persona natural- al momento de realizarse un acto jurídico. (i) La firma de un pagaré, (ii) la transferencia de dominio de un auto o (iii) el otorgamiento de un poder simple quizás podrían ser firmados y "sellados en su fecha" sin la presencia de un notario, pero ello siempre tendrá un costo.
No es conveniente reemplazar la presencialidad por el uso de un software o "certificado" de firma más un trámite adicional de sellado de tiempo, porque además no existe forma alguna de verificar que el que firme el pagaré sea la propia persona a cuyo nombre se emitió el certificado, ya que si decide compartir el uso de su clave "privada" puede haber una suplantación de identidad (…es lo que pasa hoy en día con el factoring de facturas electrónicas, donde las empresas de factoring le administran el software y por ende la firma a los emisores y cedentes de facturas).”.

El Honorable Senador señor Zaldívar recordó que los Notarios son responsables personalmente en el ejercicio de sus funciones. Le preocupa quién se hará cargo en caso de errores de las empresas certificadoras de firma electrónica.

A su vez, el Honorable Senador señor Tuma se mostró preocupado por el mal uso que se puede hacer de este mecanismo, una vez que se masifique su uso, lo que en un determinado momento va a ocurrir. En particular le preocupa que se pueda defraudar a personas con poca instrucción, que tienen algunos bienes; por ejemplo, que se haga mal uso de la clave personal de estas personas con un nivel de instrucción menor.

El señor Bouchon señaló que tratándose de la firma electrónica el estándar de seguridad es alto, no se puede ante datar ni post datar, firmar en blanco ni falsificar la firma. Recordó que se trata de actos que requieren de autorización notarial simple. Siempre existe un riesgo de mal uso, al igual que en el sistema papel, pero el riesgo es menor. Agregó que, en diez años, no se han registrado casos de mal uso de la firma electrónica avanzada, ni juicios en esta materia.

El Honorable Senador señor Novoa solicitó estadísticas respecto del uso, y de la cantidad de actos realizados utilizando la firma electrónica avanzada.

El Honorable Senador señor García complementó lo anterior consultando sobre cuántas personas tienen registrada firma electrónica actualmente.

El Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores, indicó que existen actualmente aproximadamente 15 mil firmas electrónicas registradas. 

Por su parte, el señor Bouchon agregó que el número es bajo, pues tener firma electrónica conlleva un costo y el estándar de seguridad es muy alto, más alto de lo que en ocasiones necesitan los particulares para operaciones que realizan diariamente, como transferencias de acciones y transacciones bancarias. Respecto de la consulta del Honorable Senador señor Novoa, manifestó que es posible levantar la información.

El Honorable Senador señor Novoa consideró que los costos que implica la firma electrónica avanzada pueden desalentar su uso por parte de particulares, y que sea más conveniente para ellos autorizar el documento ante el Notario. La modificación podría tener mayor impacto a nivel de bancos y retail. Agregó que el uso de claves simples va a decaer en el futuro y se exigirán mayores niveles de seguridad para transacciones que hoy se realizan con clave simple (por ejemplo una transacción bancaria), con el consiguiente impacto en la firma electrónica avanzada. 

El Honorable Senador señor García llamó la atención respecto de la redacción de este inciso. La expresión correcta es “ante el Notario” y no “por el Notario”. La Comisión estuvo de acuerdo en realizar esa enmienda formal.

El Honorable Senador señor Tuma, por su parte, se refirió a la última frase del inciso final, que establece: “Con todo, los actos en que la ley exija la solemnidad de escritura pública, deberán ser firmados presencialmente por el Notario.”.”. Le parece que contiene una afirmación implícita, en el sentido que en otros casos la firma no se realizaría en presencia del Notario. 

La Comisión estuvo de acuerdo. Asimismo, los Honorables Senadores coincidieron que esta frase final se refiere a un tema ya abordado en los incisos anteriores.

El señor Bouchon manifestó que si bien efectivamente se trata de una frase redundante, se incluyó, a sugerencia del Ministerio de Justicia, a fin que no existiera duda alguna en este tema.

El señor Arriagada, por su parte, consideró que, de mantenerse la frase, sería conveniente suprimir la palabra “presencialmente”, pues efectivamente todos los actos que se firman ante Notario se realizan presencialmente ante él.

La Comisión resolvió mantener la frase, no obstante ser redundante, pues reafirma la idea contenida en el inciso primero. Asimismo acordó eliminar la voz “presencialmente”, dejando la redacción en los siguientes términos: “Con todo, los actos en que la ley exija la solemnidad de escritura pública, deberán ser firmados ante notario.”.

-- En votación el inciso tercero de este artículo 4°, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
En consecuencia, conforme a lo expresado precedentemente, el artículo 1°, N° 5°, que reemplaza el artículo 4° de la ley N° 19.799, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
N° 6

6) Reemplázase el Artículo 5° por el siguiente: 

“Artículo 5º.- Valor probatorio. Los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica tendrán igual mérito probatorio que los instrumentos suscritos con firma manuscrita y en soporte de papel. 

Para efectos de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas:

1° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, tengan o no la calidad de instrumento público, hacen plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil.

2° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica avanzada, hacen plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil, salvo en cuanto a su fecha.

3° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica simple, tendrán el valor probatorio que corresponda de acuerdo a las reglas generales aplicables a los instrumentos privados.”.
El artículo 5° de la ley N° 19.799 es del siguiente tenor:

“Artículo 5º.- Los documentos electrónicos podrán presentarse en juicio y, en el evento de que se hagan valer como medio de prueba, habrán de seguirse las reglas siguientes:

1.- Los señalados en el artículo anterior, harán plena prueba de acuerdo con las reglas generales, y 

2. Los que posean la calidad de instrumento privado, en cuanto hayan sido suscritos con firma electrónica avanzada, tendrán el mismo valor probatorio señalado en el número anterior. Sin embargo, no harán fe respecto de su fecha, a menos que ésta conste a través de un fechado electrónico otorgado por un prestador acreditado.

En el caso de documentos electrónicos que posean la calidad de instrumento privado y estén suscritos mediante firma electrónica, tendrán el valor probatorio que corresponda, de acuerdo a las reglas generales.”.

En discusión, el señor Bouchon señaló que el contenido de este artículo es el mismo que el de la norma actualmente vigente, sólo mejora la redacción. 
Hay tres niveles en materia probatoria: documento electrónico con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, plena prueba respecto a las partes, la fecha y que las partes formularon las declaraciones, es decir el valor del artículo 1700 del Código Civil; documento electrónico con firma electrónica avanzada pero sin sellado de tiempo, el mismo valor probatorio salvo respecto de la fecha, y si se trata de un documento electrónico que cuenta con firma simple, tendrá el valor probatorio de un instrumento privado de acuerdo a las reglas generales. 
VALOR PROBATORIO DE LOS DOCUMENTOS ELECTRÓNICOS
	DOCUMENTO ELECTRÓNICO
	VALOR PROBATORIO

	Documento electrónico con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo
	Plena prueba respecto a las partes, la fecha y que las partes formularon las declaraciones, es decir, valor probatorio del artículo 1700 del Código Civil.

	Documento electrónico con firma electrónica avanzada pero sin sellado de tiempo
	Plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil, salvo en cuanto a su fecha

	Documento electrónico que cuenta con firma simple
	Valor probatorio de un instrumento privado de acuerdo a las reglas generales


Reiteró que no se innova en esta materia.

-- En votación el artículo 1°, N° 6, fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

N° 7

7) Incorpórase a continuación de “Titulo II Uso de Firmas electrónicas por los Órganos del Estado”, que pasa a ser “Titulo II Uso de Firmas electrónicas por los Órganos Públicos”, el siguiente Párrafo 1, nuevo:

“Párrafo 1 & Normas Generales”
-- En votación el artículo 1°, N° 7, fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

N° 8
8) Incorpóranse, en el Artículo 6°, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Ámbito de aplicación.” para el contenido del artículo, e intercálase a continuación de la expresión “firma electrónica”, la frase “con excepción de aquellos que se señalen en un decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia”, precedido de una coma (,).

b) Elimínase el inciso segundo.

c) Intercálase en el inciso tercero, que pasa a ser segundo entre las expresiones “creadas por ley,” y “las que se regirán”, la frase “las empresas del Estado y sociedades en que éste tenga participación,”.
El referido artículo 6° señala:

“Artículo 6º.- Los órganos del Estado podrán ejecutar o realizar actos, celebrar contratos y expedir cualquier documento, dentro de su ámbito de competencia, suscribiéndolos por medio de firma electrónica.

Se exceptúan aquellas actuaciones para las cuales la Constitución Política o la ley exija una solemnidad que no sea susceptible de cumplirse mediante documento electrónico, o requiera la concurrencia personal de la autoridad o funcionario que deba intervenir en ellas.

Lo dispuesto en este Título no se aplicará a las empresas públicas creadas por ley, las que se regirán por las normas previstas para la emisión de documentos y firmas electrónicas por particulares.”.

Letra a)

La Comisión tuvo presente las definiciones de “órganos de la Administración del Estado” y “órganos públicos”, nuevas, del artículo 2° de la ley  N° 19.799.
El Honorable Senador señor Novoa llamó la atención que el artículo 6° de la ley habla de “órganos del Estado”, concepto distinto a los ya indicados, y que no se contempla en la ley. Las definiciones de órganos públicos y órganos de la Administración del Estado se encuentran en una relación de género a especie, incorporar un tercer concepto es confuso. Le parece que se debe revisar este tema.

El Ejecutivo estuvo de acuerdo. En consecuencia, la Comisión acordó sustituir la referencia a “órganos del Estado” por “órganos públicos”, que es la contenida en el proyecto.
Por otra parte, el señor Fernando Fernández hizo presente que esta iniciativa no innova demasiado en la utilización de los documentos electrónicos por parte de estos órganos. La normativa técnica respecto al uso de firma electrónica al interior de la Administración del Estado corresponde actualmente al Comité de Documentos Electrónicos, que se establece en el reglamento de la ley N° 19.799. Esta iniciativa elimina este Comité y se otorga la facultad de normar técnicamente la materia al Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que al día de hoy tiene, en su calidad de coordinador de la Administración, la función de dictar normativa relativa al Gobierno Electrónico.
El Honorable Senador señor Novoa llamó la atención respecto a que, de acuerdo al tenor de la frase que se propone agregar, eventualmente se podría dar la situación que el Congreso Nacional decidiera suscribir documentos en forma electrónica y este decreto supremo de la SEGPRES los prohíba, lo que sin duda generaría un conflicto entre ambos poderes del Estado.

El decreto supremo debe poder excepcionar sólo a órganos que estén dentro de la Administración del Estado, y no a los otros órganos públicos.

El Honorable Senador señor Zaldívar coincidió con lo señalado y consultó a representantes del Ejecutivo respecto del sentido de la excepción.
El señor Fernando Fernández explicó que se quiso hacer la referencia sólo a la Administración del Estado, y reconoció que ello no queda claro en el texto. La idea es básicamente poder excepcionar ciertos actos administrativos que por su relevancia deban constar y ser firmados en papel, especialmente documentos respecto de los cuales se exija la firma del Presidente de la República.
El Honorable Senador señor Zaldívar estuvo de acuerdo en incorporar esta excepción, en la medida que se establezca expresamente que puede alcanzar exclusivamente a los órganos de la Administración del Estado.
En una nueva sesión, el Ejecutivo, acogiendo lo planteado, propuso incorporar en la frase final, a continuación de las palabras “con excepción”, lo siguiente:”, en el caso de los órganos de la Administración del Estado,”.

-- En votación el artículo 1°, N° 8, letra a), fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Kuschel, Novoa y Tuma.

Letras b) y c)





La Comisión estuvo de acuerdo con eliminar la letra b), en el entendido que el proyecto contempla una norma general en el mismo sentido.




También resolvió aprobar lo dispuesto en la letra c).





-- En votación el artículo 1°, N° 8, letras b) y c), fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

N° 9
9) Reemplázase el Artículo 7° por el siguiente:

“Artículo 7º.- Documentos electrónicos del Estado. Los actos, contratos y documentos de los órganos públicos que consten en documentos electrónicos y sean suscritos mediante firma electrónica serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos legales que los suscritos con firma manuscrita y en soporte papel, con excepción de aquellos excluidos según lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior.
Los órganos públicos determinarán la clase de firma electrónica que utilizarán para la suscripción de documentos electrónicos, salvo que la ley exija firma electrónica avanzada.

Con todo, los actos que se señalan a continuación, cuando consten en documentos electrónicos, deberán suscribirse con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo:

a) Decretos supremos, decretos, reglamentos regionales, resoluciones, oficios, acuerdos, circulares, certificados e instrucciones dictados por los órganos de la Administración del Estado, con excepción de los certificados emitidos de forma automatizada que podrán ser suscritos con firma electrónica simple; 

b) Autos acordados, resoluciones judiciales y oficios dictados por tribunales ordinarios y especiales;

c) Decisiones formales, instrucciones, actos declarativos y de constancia dictados por órganos autónomos establecidos por la Constitución y las leyes; y

d) Ordenanzas, reglamentos municipales, decretos alcaldicios e instrucciones dictados por las autoridades municipales en conformidad a lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.
El artículo 7° de la ley vigente dispone:

“Artículo 7º.- Los actos, contratos y documentos de los órganos del Estado, suscritos mediante firma electrónica, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos que los expedidos por escrito y en soporte de papel.

Con todo, para que tengan la calidad de instrumento público o surtan los efectos propios de éste, deberán suscribirse mediante firma electrónica avanzada.”.

___________

La Comisión tuvo presente las observaciones del profesor Renato Jijena al inciso tercero de este artículo.

Asimismo, que en lo relativo a la letra b), la Corte Suprema llamó la atención respecto a que esta norma implicaría mayores costos para el Poder Judicial, razón por la que se debiera señalar el origen de estos fondos en un informe presupuestario.

El señor Fernando Fernández manifestó que, ante las objeciones planteadas, específicamente el costo que tiene el sellado de tiempo o time stamping, el Ejecutivo comprometió una indicación, en la línea que en lugar de sellado de tiempo o time stamping, tratándose de órganos públicos, bastara con una marca de tiempo, en la que la certificación de la hora la efectué el propio órgano, evitando los costos adicionales que era la principal preocupación.

El Honorable Senador señor Tuma consultó por el reparo del profesor Jijena. De qué modo se entrabarían los procedimientos administrativos con el sellado de tiempo porque, en su parecer el costo del sellado de tiempo no es un argumento suficiente.

El Honorable Senador señor García señaló que, en principio, considera que el costo del sellado de tiempo será más bien bajo, y no se traducirá en un impedimento para que los órganos públicos utilicen el documento electrónico. Al respecto, consultó por la diferencia entre marca de tiempo y sellado de tiempo, en términos de costos.

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Zaldívar preguntó por el nivel de seguridad que da la marca de tiempo, dado que estableciendo una marca de tiempo se salvaría el problema de los costos. En todo caso, lo fundamental es resguardar la seguridad.

El Honorable Senador señor Novoa llamó la atención respecto a la naturaleza de los documentos de que se trata, puesto que son documentos públicos, que en muchas oportunidades pueden, por ejemplo, imponer una sanción, u otorgar un derecho. Es del parecer que economizar en el pago del sellado de tiempo o time stamping puede traducirse en altísimos costos por la judicialización de esta materia. Los particulares podrían tender a que sean los tribunales quienes fijen la fecha y hora de un documento, para saber, por ejemplo, si está o no prescrita una sanción pecuniaria. Si se aspira a que exista plena prueba en relación a la fecha, el argumento del costo le parece, al menos en principio, que no es suficiente.

El señor Fernández recordó que el profesor Jijena hizo presente que hasta la fecha nunca se ha puesto en discusión la fecha de un documento electrónico emitido por un órgano público. Sin embargo, en parecer del Ejecutivo es relevante otorgarle un estándar de seguridad potente, razón por la que el proyecto establece el sellado de tiempo.

Explicó que la marca de tiempo es la asignación en el propio documento electrónico de la fecha en que es emitido; la ley actual exige una marca de tiempo. Sin embargo, si sólo se cuenta con marca de tiempo se pueden generar problemas en torno a la fecha y hora de emisión. El sellado de tiempo implica que esa marca es otorgada por un tercero acreditado ante el Ministerio de Economía. 

Agregó que el texto de la ley N° 19.799 contempla la posibilidad que el Estado se pueda auto certificar.

Respondiendo a las inquietudes planteadas en relación al costo del sellado de tiempo, señaló que, actualmente, las empresas que otorgan firma electrónica avanzada lo entregan como un servicio, sin que implique un costo adicional. Sin embargo esta situación va a cambiar cuando entre en vigencia el proyecto en estudio que regula el sellado de tiempo y sus efectos probatorios. Naturalmente el sellado de tiempo o time stamping tendrá un costo cuya entidad se ignora.

La marca de tiempo no tiene costo alguno.

El Honorable Senador señor Zaldívar puso de relieve que lo más importante es el resguardo a la fe pública, y que de lo que se ha dicho se desprende que la marca no tiene respaldo alguno de fe pública. Incluso podría evaluarse incluir el sellado de tiempo en la firma electrónica avanzada.

La Comisión analizó una a una las letras de este artículo 7°, nuevo.
Letra a)

Respecto de la letra a), el Honorable Senador señor Novoa estimó poco feliz la expresión “reglamentos regionales”, porque es limitativo y puede interpretarse que se excluirían otros tipos de reglamentos.

El señor Fernández explicó que el objetivo de establecer un listado taxativo es exigir firma electrónica avanzada a aquellos documentos electrónicos que las autoridades efectivamente emiten como tales, y no a otros que emanan de las mismas personas, como podría ser un mail que envía una autoridad en el ejercicio de sus funciones, pero que no es un instrumento público. La idea es que se exija firma electrónica avanzada a aquellas manifestaciones formales de los órganos del Estado que sean emitidas por sus autoridades. Con este listado se elimina la referencia al artículo 1699 del Código Civil, que ha generado problemas de interpretación respecto de las exigencias para todo tipo de documentos que emite una autoridad.

En relación a la mención a “reglamentos regionales”, expresó que el Ejecutivo está llano a eliminar el vocablo “regionales” a fin de establecer que se trata de todos los reglamentos que dicta una autoridad pública.

La Comisión estuvo de acuerdo con eliminar la voz “regionales”.
Letra b)




La Comisión tuvo presente el oficio N° 102-2012, de la Excelentísima Corte Suprema, que en su informe favorable, señala en lo pertinente:

“El requisito de sellado de tiempo significará un mayor costo para el Poder Judicial, atendido que la definición del mismo parte de la premisa de la intervención de un tercero, al cual deberá solicitarse que provea de este servicio. Según el artículo 11 del proyecto tal exigencia es un servicio separado del de certificación electrónica avanzada, que podrán prestar las certificadoras acreditadas, y que consiste precisamente en atestar la fecha y hora de la firma, lo cual significa un servicio permanente cada vez que se utilice la firma acreditada, cuyo valor se desconoce ya que la exigencia es nueva.

Como el informe financiero presentado por el Ministerio de Hacienda no hace referencia al Poder Judicial, debería complementarse en este sentido, pues en la actualidad este Poder del Estado tiene contratada una determinada cantidad de firmas electrónicas avanzadas y de aprobarse el proyecto y para poder utilizar tales firmas en documentos electrónicos, deberá además contar con el requisito de sellado de tiempo de dichas firmas. En todo caso, se estima que lo más relevante es que sigue siendo opcional para los órganos públicos, en este caso el Poder Judicial, la utilización de firma electrónica. Ahora bien, en el caso del Poder Judicial, lo único obligatorio es que, tomada la decisión de usar firma electrónica y tratándose de autos acordados y resoluciones judiciales y oficios, debe necesariamente tratarse de firma electrónica avanzada (acreditada ante un certificador) y con sellado de tiempo, que como se dijo, es una herramienta nueva cuyos costos e implicancias no es posible determinar en este momento.

En relación a lo anterior, hay que destacar que el proyecto elimina la figura del ministro de fe como entidad suficiente para actuar de certificador al interior de los órganos públicos (artículos 9 y 10 de la Ley actual).”.
El señor Fernández recordó que el proyecto no impone una exigencia al Poder Judicial, sino que establece la opción de que los autos acordados, resoluciones judiciales y oficios dictados por tribunales ordinarios y especiales consten en documento electrónico, caso en el que deberán ser suscritos con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.

El Honorable Senador señor Tuma estimó que se debe uniformar la exigencia en relación a los autos acordados, resoluciones judiciales y oficios dictados por tribunales ordinarios y especiales, en cuanto a que estos actos consten en un documento electrónico. Es decir, que no sea voluntario. Esto para que los terceros sepan de antemano la forma en que los tribunales se expresaran. 

El señor Fernández expresó que la lógica que inspira este artículo no es obligar a un órgano público a suscribir documentos electrónicos con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. Por eso les da la opción de elegir. Establecerlo en forma obligatoria sería un cambio revolucionario e implicaría un enorme costo. Pero en el evento que el Poder Judicial opte por seguir este camino, esta decisión no sería caso a caso, tribunal por tribunal, sino que por ejemplo todos los tribunales civiles, o todas las resoluciones que se dicten en un determinado tipo de procedimientos, lo que se determinaría en un auto acordado.

En relación a la exigencia de documentos electrónicos por parte de Notarios y Conservadores, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que, al ser auxiliares de la Administración de Justicia, sería la Corte Suprema la que establecería las exigencias para ellos.

Letra c)
En relación a esta letra c), el señor Fernández recordó que el concepto de acto administrativo contemplado en la ley N° 19.880, sobre procedimientos administrativos, comprende básicamente a los actos de los órganos que forman parte de la Administración del Estado. Esta norma incorpora los actos de otros órganos. La lógica es que los órganos con autonomía constitucional puedan determinar qué entienden por una decisión formal, una instrucción o un acto declarativo y de constancia, que en consecuencia deberá contar con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.

Respecto a la referencia a órganos autónomos, el Honorable Senador señor García recordó que gran parte de ellos forman parte de la Administración del Estado por mandato de la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado. Esta letra apuntaría a otros órganos autónomos.

El señor Fernández explicó que, efectivamente, se apunta a otros órganos autónomos como son el Ministerio Público y el Consejo de Defensa del Estado. Se habla de “decisiones formales” a fin que la norma sea lo más general posible. Agregó que la ley de procedimientos administrativos menciona a las “decisiones” de estos órganos, pero se mostró llano a revisar el término utilizado.





La Comisión consideró que el término “decisión formal” que se utiliza, no es un término jurídico, y que resulta adecuado sustituirlo por “resoluciones”.
Letra d)





El señor Fernández hizo presente que la enumeración de la letra d) es concordante con lo preceptuado en la Ley Orgánica de Municipalidades.

-- En votación el artículo 1°, N° 9, fue aprobado, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
N° 10
10) Reemplázase el Artículo 8°, por el siguiente:

“Artículo 8°.- Interacción con los particulares. Los órganos públicos establecerán las técnicas, medios electrónicos y firma electrónica a través de los cuales se relacionarán con los ciudadanos, debiendo evitar que tales elementos restrinjan injustificadamente el acceso a las prestaciones que brinden y que causen discriminaciones arbitrarias.

Asimismo, las personas podrán relacionarse con los órganos públicos, a través de técnicas y medios electrónicos con firma electrónica, siempre que se ajusten al procedimiento descrito por la ley y que tales técnicas y medios sean compatibles con los que utilicen dichos órganos.

Tales órganos estarán facultados para poner a disposición del público dispositivos, software o cualquier otra tecnología de firma electrónica que les permita o facilite la realización de trámites, el cumplimiento de obligaciones legales, la obtención de prestaciones estatales o la comunicación con el Estado.”.
El artículo 8° de la ley N° 19.799 dispone:

“Artículo 8º.- Las personas podrán relacionarse con los órganos del Estado, a través de técnicas y medios electrónicos con firma electrónica, siempre que se ajusten al procedimiento descrito por la ley y que tales técnicas y medios sean compatibles con los que utilicen dichos órganos.

Los órganos del Estado deberán evitar, al hacer uso de firmas electrónicas, que se restrinja injustificadamente el acceso a las prestaciones que brinden y a la publicidad y transparencia que rijan sus actuaciones y, en general, que se cause discriminaciones arbitrarias.”.

El Honorable Senador señor Zaldívar llamó la atención que el inciso primero considera dos hipótesis distintas respecto a lo que se debe evitar, y que no son copulativas, por lo que debe sustituirse la conjunción “y” que sigue a la oración “descrito por la ley” por “o”. 

La Comisión estuvo de acuerdo con esta modificación.
-- En votación el artículo 1°, N° 10, fue aprobado, con una modificación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.

- - - - -


Luego, el Honorable Senador señor Novoa propuso a los miembros de la Comisión presentes fijar un plazo interno de trabajo, para presentar indicaciones al texto que se está discutiendo en particular. Lo anterior a fin de agilizar el despacho de la iniciativa, que de todas formas será conocida por la Comisión en segundo trámite reglamentario.


La Comisión estuvo de acuerdo, y al efecto acordó abrir un plazo hasta las 12 horas del día 19 de junio. 

En el referido plazo se plazo no se presentaron indicaciones ni observaciones al proyecto.


Considerando lo anterior, los Honorables Senadores presentes, señores García, Kuschel, Novoa y García estimaron que procedía aprobar en particular el resto de los artículos, tal como fueron propuestos por el Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, especialmente considerando que, de ser aprobado en general por la Sala, este proyecto será conocido nuevamente por la Comisión, que estudiará las indicaciones que se presenten a su texto.


-- En votación el artículo 1°, N°s 11 al 31; el artículo 2°, N°s 1 al 4, el artículo 3° N°s 1 al 3, y los artículos primero, segundo y tercero transitorios, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Kuschel, Novoa y Tuma.
- - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe el texto del proyecto de ley que la Comisión de Economía propone aprobar en general: 





“ARTÍCULO PRIMERO.- Modifícase la ley N° 19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma en el siguiente sentido: 





1) Incorpóranse, en el Artículo 1°, las siguientes modificaciones:





a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Objeto.” para el contenido del artículo.





b) Reemplázase, en el inciso primero, la conjunción “y” que precede a la expresión “el procedimiento”, por una coma.





c) Agrégase, en el inciso primero, la frase final “, y las facultades de la Entidad Acreditadora de Servicios de Certificación de Firma Electrónica Avanzada”, a continuación de la palabra “uso”.





d) Elimínanse los incisos segundo y tercero.





2) Incorpórase, a continuación del Artículo 1°, el siguiente Artículo 1° bis, nuevo:





“Artículo 1° bis.- Principios. Las actividades reguladas por esta ley se someterán a los siguientes principios:





a) Autonomía de la voluntad, por el que las partes son libres para determinar la forma, medios electrónicos y clase de firma electrónica que utilizarán para celebración de actos jurídicos, observando en cada caso los requisitos y solemnidades que exige la ley para su validez y eficacia;

b) Libertad de prestación de servicios, por el que cualquier prestador de servicios de certificación de firma electrónica podrá desarrollar su actividad libremente, respetando las normas legales, reglamentarias y técnicas que la regulen;

c) Neutralidad tecnológica, por el cual el Estado no debe favorecer ni restringir el uso de determinadas tecnologías de información que afecte el normal desarrollo tecnológico, salvo que se vulneren derechos y garantías constitucionales;

d) Compatibilidad internacional, por la que el Estado debe tender al establecimiento de normas y políticas que sean concordantes y complementarias de las distintas normas técnicas, estándares y principios internacionales en materia de comunicación electrónica de datos, comercio electrónico y firmas electrónicas; y

e) Equivalencia funcional, por el que los actos y contratos otorgados o celebrados por personas naturales o jurídicas suscritos por medio de firma electrónica y que consten en documento electrónico, serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos jurídicos que los suscritos con firma manuscrita y en soporte de papel. 

Toda interpretación de los preceptos de esta ley deberá guardar armonía con los principios señalados.”.

3) Incorpóranse, en el Artículo 2°, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Definiciones.” para el contenido del artículo.

b) Elimínase el literal c), cambiando los demás su orden correlativo.

c) Elimínase el literal e), que pasa a ser d), cambiando los demás su orden correlativo.

d) Incorpóranse en el literal g), que pasa a ser e), las siguientes modificaciones:

i) Intercálase, entre las expresiones “usando medios” y “que el titular”,  la frase “o datos”.

ii) Remplazase la letra “y” final por un punto (.), e incorpórase la siguiente oración “Toda otra firma electrónica es firma electrónica simple;”.
e) Reemplázase en el literal h), que pasa a ser f), la frase “un certificado de” por la palabra “una”. 

f) Reemplázase el literal i), que pasa a ser g), por el siguiente:

“g) Marca de tiempo: asignación por medios electrónicos de la fecha y, en su caso, la hora en que se suscribe un documento electrónico;”.

g) Incorpóranse los siguientes literales h), i), j) y k), nuevos: 

“h) Sellado de tiempo: asignación por medios electrónicos de la fecha y hora en que se suscribe un documento electrónico con la intervención de un prestador acreditado de servicios de certificación, quien da cuenta de la exactitud e integridad de la marca de tiempo del documento;

i) Órganos públicos: los Órganos de la Administración del Estado, el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los Tribunales Electorales Regionales;
j) Órganos de la Administración del Estado: aquéllos señalados en el inciso segundo del artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 1 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.
4) Reemplázase el Artículo 3° por el siguiente: 

“Artículo 3º.- Equivalencia funcional. Los actos y contratos suscritos por medio de firma electrónica y que consten en documento electrónico serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos jurídicos que aquellos suscritos con firma manuscrita y que constan en soporte de papel.

Los actos y contratos que consten en documento electrónico se reputarán como escritos para todos los efectos jurídicos, en los casos en que la ley exija que los mismos consten de ese modo y en todos aquellos casos en que la ley prevea consecuencias jurídicas cuando constan igualmente por escrito.

Lo anterior no obsta el cumplimiento de solemnidades establecidas por la ley para la validez del acto o contrato, o para que éstos sean oponibles a terceros, distintas a la escrituración.

La firma electrónica se tendrá por firma manuscrita para todos los efectos jurídicos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.

Los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica serán admisibles en todo procedimiento contencioso y no contencioso, judicial y administrativo.”.

5) Reemplázase el actual Artículo 4° por el siguiente:

“Artículo 4º.- Instrumentos. Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato sólo tendrán la calidad de instrumento público, para todos los efectos jurídicos, cuando sean suscritos con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo por todos los intervinientes y cumplan las solemnidades legales establecidas para adquirir dicha calidad. 

En los demás casos, el documento electrónico en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica tendrá la calidad de instrumento privado para todos los efectos jurídicos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.

En todos aquellos casos en que el ordenamiento jurídico requiera que las firmas de los otorgantes de un determinado acto jurídico sean autorizadas por el notario, se entenderá cumplida dicha solemnidad, para todos los efectos jurídicos, por el solo hecho que el acto conste en un documento electrónico suscrito por el otorgante o las partes, según corresponda, con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. Con todo, los actos en que la ley exija la solemnidad de escritura pública, deberán ser firmados ante notario.”.
6) Reemplázase el Artículo 5° por el siguiente: 

“Artículo 5º.- Valor probatorio. Los documentos electrónicos suscritos con firma electrónica tendrán igual mérito probatorio que los instrumentos suscritos con firma manuscrita y en soporte de papel. 

Para efectos de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas:

1° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, tengan o no la calidad de instrumento público, hacen plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil.

2° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica avanzada, hacen plena fe de acuerdo al artículo 1700 del Código Civil, salvo en cuanto a su fecha.

3° Los documentos electrónicos en que consta un acto o contrato suscrito con firma electrónica simple, tendrán el valor probatorio que corresponda de acuerdo a las reglas generales aplicables a los instrumentos privados.”.

7) Incorpórase a continuación de “Titulo II Uso de Firmas electrónicas por los Órganos del Estado”, que pasa a ser “Titulo II Uso de Firmas electrónicas por los Órganos Públicos”, el siguiente Párrafo 1, nuevo:

“Párrafo 1 & Normas Generales”
8) Incorpóranse, en el Artículo 6°, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Ámbito de aplicación.” para el contenido del artículo; sustituyase las palabras “órganos del Estado” por “órganos públicos”, e intercálase a continuación de la expresión “firma electrónica”, la frase “con excepción, en el caso de los órganos de la Administración del Estado, de aquellos que se señalen en un decreto supremo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia”, precedido de una coma (,).

b) Elimínase el inciso segundo.

c) Intercálase en el inciso tercero, que pasa a ser segundo entre las expresiones “creadas por ley,” y “las que se regirán”, la frase “las empresas del Estado y sociedades en que éste tenga participación,”.
9) Reemplázase el Artículo 7° por el siguiente:

“Artículo 7º.- Documentos electrónicos del Estado. Los actos, contratos y documentos de los órganos públicos que consten en documentos electrónicos y sean suscritos mediante firma electrónica serán válidos de la misma manera y producirán los mismos efectos legales que los suscritos con firma manuscrita y en soporte papel, con excepción de aquellos excluidos según lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior.

Los órganos públicos determinarán la clase de firma electrónica que utilizarán para la suscripción de documentos electrónicos, salvo que la ley exija firma electrónica avanzada.

Con todo, los actos que se señalan a continuación, cuando consten en documentos electrónicos, deberán suscribirse con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo:

a) Decretos supremos, decretos, reglamentos, resoluciones, oficios, acuerdos, circulares, certificados e instrucciones dictados por los órganos de la Administración del Estado, con excepción de los certificados emitidos de forma automatizada que podrán ser suscritos con firma electrónica simple; 

b) Autos acordados, resoluciones judiciales y oficios dictados por tribunales ordinarios y especiales;

c) Resoluciones, instrucciones, actos declarativos y de constancia dictados por órganos autónomos establecidos por la Constitución y las leyes; y

d) Ordenanzas, reglamentos municipales, decretos alcaldicios e instrucciones dictados por las autoridades municipales en conformidad a lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.

10) Reemplázase el Artículo 8°, por el siguiente:

“Artículo 8°.- Interacción con los particulares. Los órganos públicos establecerán las técnicas, medios electrónicos y firma electrónica a través de los cuales se relacionarán con los ciudadanos, debiendo evitar que tales elementos restrinjan injustificadamente el acceso a las prestaciones que brinden o que causen discriminaciones arbitrarias.

Asimismo, las personas podrán relacionarse con los órganos públicos, a través de técnicas y medios electrónicos con firma electrónica, siempre que se ajusten al procedimiento descrito por la ley y que tales técnicas y medios sean compatibles con los que utilicen dichos órganos.

Tales órganos estarán facultados para poner a disposición del público dispositivos, software o cualquier otra tecnología de firma electrónica que les permita o facilite la realización de trámites, el cumplimiento de obligaciones legales, la obtención de prestaciones estatales o la comunicación con el Estado.”.

11) Incorpórase a continuación del Artículo 8° el siguiente Párrafo 2, nuevo:

“Párrafo 2 & Certificación de Firma Electrónica Avanzada por los Órganos Públicos.”.

12) Reemplázase el artículo 9° por el siguiente:

“Artículo 9°.- Certificación del Estado. Los órganos públicos sólo podrán certificar, conforme a lo estipulado en esta ley, la firma electrónica avanzada de sus autoridades y funcionarios o de otros órganos públicos. Para efectos de este inciso, en el caso del Presidente de la República el órgano público certificador será el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Los certificados de firma electrónica avanzada de las autoridades y funcionarios de los órganos públicos deberán contener todas las menciones establecidas en el artículo 15 y las que determine el reglamento. Asimismo, los certificados de firma electrónica avanzada deberán cumplir con las normas técnicas relativas a su seguridad, calidad, integridad y no repudio que la Entidad Acreditadora fije. 

La certificación de firma electrónica avanzada efectuada por los órganos públicos en cumplimiento de esta ley tendrá iguales efectos jurídicos que la certificación realizada por un prestador acreditado de servicios de certificación.

Con todo, los órganos públicos podrán contratar los servicios de un prestador acreditado de servicios de certificación para certificar las firmas electrónicas avanzadas de todos o algunos de sus autoridades y funcionarios.”.

13) Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:

“Artículo 10.- Normas internas relativas a la firma electrónica. Los órganos de la Administración del Estado harán uso de los documentos y firmas electrónicas de la forma que determinen uno o más decretos supremos dictados por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Tales decretos deberán regular las siguientes materias:

a) Establecer los estándares de seguridad de la firma electrónica simple que adopten y las normas técnicas que garanticen la compatibilidad de los distintos tipos de documentos electrónicos al interior de los órganos de la Administración del Estado.

b) Establecer las normas que aseguren la publicidad, seguridad, integridad y eficacia en el uso de las firmas electrónicas por sus autoridades y funcionarios, y las demás normas necesarias para la aplicación de este Título.

c) Regular las materias descritas en el inciso segundo del artículo 7°, el artículo 8° y el artículo 9°, aplicables a los órganos de la Administración del Estado, incluyendo las normas relativas a la implementación de sus sistemas informáticos y los procedimientos necesarios para la emisión de documentos electrónicos y la certificación de firma electrónica avanzada.

d) Las demás normas necesarias para la aplicación de este Título, con exclusión de aquellas materias de competencia exclusiva de la Entidad Acreditadora.

Los demás órganos públicos dictarán las normas que regulen la implementación de sus sistemas informáticos y los procedimientos necesarios para la emisión de documentos electrónicos y la certificación de su firma electrónica avanzada en conformidad a esta ley.”.
14) Reemplázase el Artículo 11 por el siguiente:

“Artículo 11.- Certificadores Acreditados. Son prestadores acreditados de servicios de certificación, o certificadores acreditados, las personas jurídicas nacionales o extranjeras, domiciliadas en Chile y acreditadas en conformidad al párrafo 2° del Título V de esta ley, que otorguen certificados de firma electrónica y sellado de tiempo, en su caso, sin perjuicio de los demás servicios que puedan realizar. Los certificadores acreditados podrán prestar el servicio de sellado de tiempo en forma separada a la certificación de firma electrónica avanzada.”.

15) Incorpóranse, en el Artículo 12, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Obligaciones.” para el contenido del artículo.

b) Incorpórase, en el inciso primero entre la palabra “prestador” y la expresión “de servicios”, la palabra “acreditado”.

c) Incorpóranse, en el literal b), las modificaciones siguientes: 

i) Incorpórase, a continuación de la expresión “registro de acceso público de certificados”, la frase “de carácter permanente”.

ii) Agrégase entre las expresiones “el certificador” y “podrá tratar los datos”, la palabra “acreditado”.

iii) Intercálase a continuación de la expresión “otros fines”, la frase “debiendo cumplir además con el deber de confidencialidad establecido en el artículo 16 D”, precedido de una coma (,).

iv) Elimínase la frase “Dichos datos deberán ser conservados a lo menos durante seis años desde la emisión inicial de los certificados.”.

d) Introdúcense, en el literal c), las siguientes modificaciones:

i) Reemplázase la palabra “prestadores” por la expresión “certificadores acreditados”.

ii) Reemplázase la expresión “prestador de servicios”, por “certificador acreditado”.

iii) Reemplázase la frase “, dejarán sin efecto los certificados respecto de los cuales el titular se haya opuesto a la transferencia.” por “o carecer de otro prestador acreditado a quien transferir tales certificados, éstos serán transferidos al repositorio de la Entidad Acreditadora a que se refiere el literal d) del artículo 17, en la forma y plazo establecido en el reglamento.”.

iv) Reemplázase la frase “dos meses” por la expresión “seis meses”.

e) Reemplázase el literal e) por el siguiente:

“e) En el otorgamiento de certificados de firma electrónica avanzada, comprobar fehacientemente la identidad del solicitante y la calidad de autoridad o funcionario en el caso de la certificación de los órganos públicos. En el caso de certificados suscritos por personas jurídicas, comprobar fehacientemente la identidad de aquellas, así como la identidad y personería de quien comparezca en representación de ellas;”.

f) Introdúcense, en el literal g), las siguientes modificaciones:

i) Reemplázase la palabra “prestadores” por “certificadores”. 

ii) Reemplázase la frase “un mes” por la expresión “seis meses”.

iii) Reemplázase la frase final “quedarán sin efecto;” por la expresión siguiente:

“deberán ser transferidos al repositorio de la Entidad Acreditadora a que se refiere el literal d) del artículo 17;”.

g) Introdúcense, en el literal h), las siguientes modificaciones:

i) Reemplázase la palabra “prestadores” por “certificadores”.

ii) Reemplázase la palabra “prestador” por “certificador acreditado”. 

iii) Intercálase a continuación de la expresión “si el usuario no se opusiere”, la siguiente oración final, precedida de un punto seguido (.):

“En caso de existir oposición o carecer de otro prestador acreditado a quien transferir tales certificados, éstos serán transferidos al repositorio de la Entidad Acreditadora a que se refiere el literal d) del artículo 17, en la forma y plazo establecido en el reglamento”.

h) Elimínase, en el literal i), la letra “y” final.

i) Introdúcense, en el literal j), las siguientes modificaciones:

i) Agrégase a continuación de la expresión  “Vida Privada” la frase “, y demás normas técnicas e instrucciones de la Entidad Acreditadora”.

ii) Reemplázase el punto final por la letra “y” precedida de un punto y coma (;). 

j) Agrégase el siguiente literal k), nuevo:

“k) Custodiar adecuadamente la clave privada del suscriptor de firma electrónica avanzada, cuando haya sido generada por el certificador acreditado o cuando aquella le haya sido confiada por el suscriptor para su conservación.”.

k) Incorpóranse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos:

“Cualquier incumplimiento por parte de los certificadores acreditados a las obligaciones establecidas en este artículo será sancionado con una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales, conforme al procedimiento establecido en el Título IV de la ley Nº 19.496, sobre Protección a los Derechos de los Consumidores. El juez, en caso de reincidencia, podrá elevar las multas antes señaladas al doble. Se considerará reincidente al certificador acreditado que sea sancionado dos veces o más dentro del mismo año calendario.

Las acciones podrán ser iniciadas por el o los usuarios afectados o por la Entidad Acreditadora. Esta última deberá iniciar la acción correspondiente en caso de un incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones de esta ley, salvo que hubiere cancelado la inscripción correspondiente conforme a lo establecido en el artículo 19.

Lo señalado en este artículo es sin perjuicio del derecho que tiene el usuario de reclamar la indemnización de perjuicios correspondiente y de hacer valer los seguros comprometidos o las garantías otorgadas por el certificador acreditado, de conformidad con lo establecido en el artículo 14.”.

16) Agrégase, en el Artículo 13, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Certificadores no Acreditados.” para el contenido del artículo.
17) Incorpóranse, en el Artículo 14, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Responsabilidades.” para el contenido del artículo.

b) Introdúcense, en su inciso tercero, las siguientes modificaciones:

i) Agregase, después de la expresión “un seguro”, la siguiente expresión “o una garantía pagadera a la vista e irrevocable”.

ii) Incorpórase, precedida de un punto seguido, la frase final siguiente:

“El reglamento establecerá la naturaleza, plazo y otras condiciones mínimas del seguro o la garantía.”.

c) Introdúcese el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:

“La responsabilidad civil de los prestadores acreditados de servicios de certificación se hará efectiva de acuerdo al procedimiento judicial descrito en el Título IV de la ley Nº 19.496, sobre Protección a los Derechos de los Consumidores.”.
18) Incorpóranse, en el Artículo 15, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Requisitos mínimos.” para el contenido del artículo.

b) Reemplázase el actual literal c) por el siguiente, nuevo:

“Los datos de la identidad del titular, entre los cuales deben incluirse: 

i) Nombre y cédula de identidad del solicitante, o número y lugar de emisión del pasaporte si es una persona natural extranjera no residente en el país, o rol único tributario si es una persona jurídica, 

ii) Nombre y cédula de identidad del representante de la persona jurídica, o número y lugar de emisión de su pasaporte si es una persona natural extranjera no residente en el país, además de los datos dónde consta su personería, y

iii) Cargo o función que desempeña, en el caso de autoridades o funcionarios de un órgano del Estado, además de los datos dónde consta su nombramiento; y”.

c) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:

“El mismo certificado deberá incorporar el sellado de tiempo en el caso que éste fuere solicitado por el usuario al certificador acreditado. Con todo, los certificados de firma electrónica avanzada que recaigan en documentos emitidos por los órganos públicos deberán contener siempre sellado de tiempo.”.
19) Incorpóranse, en el Artículo 16, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Vigencia.” para el contenido del artículo.

b) Intercálase en el numeral 1, entre la frase “fecha de emisión” y el punto y coma (;) que le sigue, la frase siguiente precedida de una coma (,):

“salvo que el certificado se encuentre incorporado en la cédula de identidad de su titular, en cuyo caso la vigencia del certificado se extenderá por todo el período de duración de la cédula a la que accede”.

c) Reemplázase, en la letra c) del numeral 2, la vocal “o” y la coma (,) que la precede por un punto y coma (;). 

d) Agrégase, en la letra d) del numeral 2, a continuación del punto y coma (;), la vocal “o”.

e) Incorpórase, al numeral 2, el siguiente literal e), nuevo:

“e) Por bloqueo definitivo, efectuado por el Servicio de Registro Civil e Identificación, de la cédula de identidad en que se encuentra incorporado el certificado.”.

f) Elimínanse los numerales 3) y 4).

g) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales inciso segundo y tercero a ser los incisos cuarto y quinto:

“En el caso de la letra a) del numeral 2), se entenderá que la solicitud corresponderá al jefe superior del servicio en el caso de los órganos públicos y al representante legal en el caso de las personas jurídicas.

Los certificados de firma electrónica podrán ser temporalmente suspendidos a solicitud del titular, del Servicio de Registro Civil en caso de bloqueo temporal de la cédula de identidad en que se encuentre incorporado el certificado o por razones técnicas verificadas por la Entidad Acreditadora.”.
20) Reemplázase, en el TITULO V, la denominación actual del mismo por la siguiente: 

“De la Entidad Acreditadora y del Procedimiento de Acreditación”.
21) Incorpórase, a continuación del TITULO V De la Entidad Acreditadora y del Procedimiento de Acreditación, el siguiente Párrafo 1°, nuevo:

“Párrafo 1° & De la Entidad Acreditadora”.
22) Incorpóranse, a continuación del Párrafo 1° & De la Entidad Acreditadora, los siguientes artículos 16 A y 16 B, nuevos:

“Artículo 16 A.- Entidad Acreditadora. La Entidad Acreditadora de Firma Electrónica Avanzada, estará a cargo de la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño. La Entidad podrá usar indistintamente su denominación completa o el nombre Entidad Acreditadora.

Artículo 16 B.- Función. La Entidad Acreditadora velará porque los prestadores acreditados de servicios de certificación den cabal cumplimiento a los objetivos y disposiciones de esta ley, su reglamento y normas técnicas vigentes. Sus funciones específicas son las siguientes:

a) Otorgar la acreditación a prestadores de servicios de certificación de acuerdo al procedimiento dispuesto en esta ley y el reglamento;

b) Administrar el registro electrónico de certificadores acreditados;

c) Administrar el registro de certificados raíces de firma electrónica avanzada de acuerdo a las características técnicas que el reglamento indique; 

d) Mantener el repositorio de acceso público de acuerdo a las características técnicas que indique el reglamento;

e) Constatar, a solicitud de parte, que una firma electrónica cumple los estándares técnicos de una firma electrónica avanzada, de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, el reglamento, las normas técnicas vigentes y las instrucciones que imparta;

f) Emitir recomendaciones de buenas prácticas sobre las firmas electrónicas simples adoptadas por los órganos públicos y responder consultas técnicas en dicha materia;

g) Fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones legales y reglamentarias de los certificadores acreditados, así como aquellas derivadas de las normas técnicas vigentes e instrucciones impartidas;

h) Cancelar la inscripción en el registro público de certificadores acreditados, en los casos y en la forma previstos en esta ley y su reglamento;

i) Mantener un sitio electrónico, a fin de poner a disposición de los certificadores acreditados información relevante para sus actividades;

j) Fijar y actualizar las normas técnicas relativas a seguridad, calidad, integridad y no repudio de firma electrónica avanzada, y sellado de tiempo, de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento; 

k) Instruir las medidas que estime necesarias para:

i) Mantener los estándares técnicos de certificación de firma electrónica avanzada;

ii) Proteger los derechos, intereses y confidencialidad de los usuarios; y 

iii) Velar por la continuidad y eficiencia del servicio.

iv) Las demás funciones que ésta u otras leyes le señalen.

Para el fiel cumplimiento y desarrollo de sus funciones, la Entidad Acreditadora podrá requerir información y ordenar visitas inspectivas a las instalaciones de los certificadores acreditados, mediante funcionarios o peritos especialmente contratados, de conformidad al reglamento.”.
23) Incorpóranse los siguientes artículos 16 D y 16 E:

“Artículo 16 D. Deber de confidencialidad y de custodia. La Entidad Acreditadora, así como el personal que actúe bajo su dependencia o por cuenta de ella, deberá guardar la confidencialidad y custodia de los documentos y la información que le entreguen los certificadores acreditados.

Artículo 16 E. Ingresos propios. Los recursos que perciba la Entidad Acreditadora por parte de los prestadores acreditados de servicios de certificación constituirán ingresos propios de dicha entidad y se incorporarán a su presupuesto.”.
24) Intercálase, a continuación del artículo 16 E el siguiente Párrafo 2°, nuevo:

“Párrafo 2° & Del Procedimiento de Acreditación”.
25) Incorpórase, en el Artículo 17, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Acreditación.” para el contenido del artículo.

b) Agrégase en el literal e), después de la expresión “un seguro apropiado”, la siguiente expresión “o mantener una garantía”.
26) Incorpórase, en el Artículo 18, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Procedimiento.” para el contenido del artículo.

b) Reemplázase el inciso final por los siguientes:

“Otorgada la acreditación, la Entidad Acreditadora inscribirá al prestador de servicios de certificación en el registro electrónico de certificadores acreditados, el cual tendrá carácter público y se encontrará disponible en el sitio electrónico de la Entidad Acreditadora, a quien corresponderá su administración de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento. 

Durante la vigencia de su inscripción en el registro, el certificador acreditado deberá informar a la Entidad Acreditadora cualquier modificación de las condiciones que permitieron su acreditación, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde que hubiere ocurrido la modificación, sin perjuicio del ejercicio de las facultades fiscalizadoras de la Entidad Acreditadora.

En lo no previsto por esta ley y en aquello que resulte compatible, se aplicará supletoriamente al procedimiento de acreditación la ley N° 19.880.”.
27) Incorpóranse, en el Artículo 19, las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 19.- Cancelación de la inscripción. La Entidad Acreditadora, mediante resolución fundada, dejará sin efecto la acreditación y cancelará la inscripción en el registro cuando se verifique, alguna de las siguientes causas:

a) Solicitud de cancelación presentada por el certificador acreditado;

b) Pérdida de las condiciones que sirvieron de fundamento a su acreditación; 

c) Incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones que establece esta ley; o

d) Incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones que establece la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.”.

b) Reemplázase, en el inciso segundo, la referencia a las letras “b) y c)”, por la referencia a las letras “b), c) y d)”.

c) Reemplázase, en el inciso segundo, la referencia a “Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción”, por “Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño” y la referencia a “Ministro”, por “Subsecretario”.

d) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión “certificadas por ellos”, la frase “, en la forma y plazo establecido en el reglamento”.

e) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “A partir de la fecha de esta publicación, quedarán sin efecto los certificados, a menos que los datos de los titulares sean transferidos a otro certificador acreditado, en conformidad con lo dispuesto en la letra h) del artículo 12.”, por “Igual aviso publicará la Entidad Acreditadora en su sitio electrónico de manera destacada.”.
28) Deróganse los artículos 20, 21 y 22. 
29) Incorpóranse, en el Artículo 23, las siguientes modificaciones:

a) Agrégase, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número del artículo, la denominación “Derechos de los usuarios.” para el contenido del artículo.

b) Reemplázase, en el numeral 5°, la palabra “dos” por “seis”.

c) Reemplázase el numeral 6° por el siguiente:

“6º. A ser informado inmediatamente de la cancelación de la inscripción en el registro de certificadores acreditados, con el fin de hacer valer su oposición al traspaso de los datos de sus certificados a otro certificador acreditado;”.

d) Intercálase, en el numeral 7° entre la palabra “prestador” y la expresión “de servicios de certificación”, la palabra “acreditado”.

e) Agrégase, en el numeral 10°, después de la expresión “los seguros comprometidos”, la siguiente expresión “o las garantías otorgadas”.

f) Eliminase el inciso final.
30) Reemplázase el Artículo 24 por el siguiente:

“Artículo 24.- Obligaciones de los usuarios. Los usuarios de los certificados de firma electrónica estarán obligados a:

1°. Proporcionar al prestador acreditado de servicios de certificación declaraciones veraces, exactas y completas, al momento de proporcionar los datos de su identidad personal u otras circunstancias objeto de certificación;

2°. Custodiar adecuadamente y mantener bajo su exclusivo control los mecanismos de seguridad del funcionamiento del sistema de certificación que les proporcione el certificador, si procediere;

3°. Actualizar sus datos en la medida que éstos vayan cambiando;

4°. En el caso de autoridades y funcionarios de los órganos públicos, el jefe superior del servicio deberá dar aviso al certificador del término del ejercicio del cargo o funciones del titular de la firma y efectuar la devolución de los dispositivos o mecanismos de seguridad que se le hubiese proporcionado para el uso de la firma electrónica, si correspondiere, dentro de tercero día.

5°. En el caso de los representantes de personas jurídicas, deberán dar aviso al certificador del término de su representación y efectuar la entrega de los dispositivos o mecanismos de seguridad que se le hubiese proporcionado para el uso de la firma electrónica, si correspondiere, dentro de tercero día.”.
31) Agrégase, en el Artículo 25, antes del inicio del texto que sigue a continuación del número de artículo, la denominación “Reglamentos.” para el contenido del artículo.
ARTÍCULO SEGUNDO.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:
1) Agrégase en el numeral 6 del artículo 342, a continuación de la palabra “avanzada”, la frase: “con sellado de tiempo, de conformidad a lo establecido en la Ley 19.799”.
2) Agrégase, en el artículo 345 (334), el siguiente numeral 4, nuevo:

“4. La homologación del certificado de firma electrónica avanzada por un certificador acreditado de servicios de certificación de dicha firma, de acuerdo a la ley 19.799, respecto de documentos electrónicos cuya firma electrónica avanzada es certificada por una empresa extranjera. En el caso que el certificado de firma no acredite el carácter de los funcionarios, se estará al atestiguamiento señalado en los numerales anteriores.”.
3) Reemplázase el artículo 348 bis, por el siguiente:

“Artículo 348 bis. Los documentos electrónicos serán admisibles en juicio como medios de prueba y tendrán mérito probatorio de conformidad a las reglas aplicables a los instrumentos.

Los documentos electrónicos podrán presentarse en soporte físico o desmaterializado que permita su debida inteligencia y percepción y su posterior reproducción, si procediese.

En caso de no contar con los medios técnicos electrónicos necesarios para su adecuada percepción, el tribunal apercibirá a la parte que presentó el documento con tenerlo por no presentado de no concurrir con dichos medios dentro de tercer día.

Tratándose de documentos que no puedan ser transportados al tribunal, la percepción tendrá lugar donde éstos se encuentren dentro de tercer día, a costa de la parte que los presente.

Si una de las partes impugnare la autenticidad de un documento electrónico suscrito con firma electrónica avanzada, el tribunal deberá oficiar al prestador acreditado de servicios de certificación respectivo, o la Entidad Acreditadora en su caso, para que certifique si el documento electrónico:

a) fue suscrito mediante una o más firmas electrónicas avanzadas e individualice a los suscribientes;

b) contiene un sellado de tiempo que cumple con los requisitos y condiciones establecidos en la ley 19.799 para este tipo de certificados; y

c) ha mantenido su integridad una vez suscrito.

Recibido el informe por el prestador acreditado de servicios de certificación, o la Entidad Acreditadora, el tribunal deberá rechazar o acoger la impugnación. 

El documento electrónico suscrito con firma electrónica simple, será reconocido de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 346 precedente. En caso que el instrumento fuere impugnado de acuerdo al numeral 3° del artículo 346, se abrirá un incidente en el que las partes podrán hacer uso de todos medios probatorios establecidos en el presente Código, los que serán apreciados por el juez conforme a las reglas de la sana crítica.

Las costas devengadas en razón de este incidente serán de cargo de la parte que resultare vencida.”.
4) Incorpórase, en el número 4° del artículo 434 el siguiente inciso final:

“Asimismo, tendrá mérito ejecutivo, sin necesidad de reconocimiento previo, la letra de cambio o pagaré extendido en documento electrónico y suscrito por el obligado con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, siempre que el impuesto de timbres y estampillas respectivo, si correspondiere, sea pagado dentro de los cincos primeros días hábiles a contar de su emisión.”.
ARTÍCULO TERCERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.092 que dicta nuevas normas sobre letra de cambio y pagaré y deroga disposiciones del Código de Comercio:

1) Incorpórase el siguiente artículo 1° bis, nuevo:

“La letra de cambio también podrá ser extendida, en documento electrónico y suscrita con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo. El endoso, aceptación y aval de una letra de cambio que conste en documento electrónico deberá ser suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo, de acuerdo a las normas del presente capítulo.”.
2) Incorpórase, en el artículo 62, el siguiente inciso final, nuevo: 

“El protesto también se podrá efectuar mediante documento electrónico, en cuyo caso el funcionario que efectuare la diligencia deberá suscribir con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.”.
3) Incorpórase, en el artículo 102, el siguiente inciso final, nuevo: 

“El pagaré también podrá ser extendido en documento electrónico y suscrito con firma electrónica avanzada y sellado de tiempo.”.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
Artículo Primero Transitorio: Esta ley entrará en vigencia 150 días después de su publicación en el Diario Oficial. 
Artículo Segundo Transitorio.- Los certificados de firma electrónica avanzada emitidos con anterioridad a la fecha en que esta ley entre en vigencia, se deberán ajustar a los requisitos establecidos a la fecha de su emisión.

Artículo Tercero Transitorio.- El gasto que se origine por la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo  a la partida 07 del Presupuesto de la Subsecretaría de Economía, y en lo que faltare con cargo  al Tesoro Público.”.

- - - - - - -

Acordado en sesiones celebradas los días 3 de octubre de 2012, 2 y 9 de enero, 13 y 20 de marzo, 3 de abril, 12 y 19 de junio, de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Alberto Espina Otero (Carlos Ignacio Kuschel Silva), José García Ruminot, Eugenio Tuma Zedán y Andrés Zaldívar Larraín.

Sala de la Comisión, a 20 de junio de 2013.
(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz,
Abogado Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA Y REGULA LOS REGISTROS NACIONALES DE INSPECTORES TÉCNICOS DE OBRA (ITO) Y DE REVISORES DE PROYECTOS DE CÁLCULO ESTRUCTURAL, MODIFICA NORMAS LEGALES PARA GARANTIZAR LA CALIDAD DE CONSTRUCCIONES Y AGILIZAR LAS SOLICITUDES ANTE LAS DIRECCIONES DE OBRAS MUNICIPALES

(8139-14)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.

Concurrió a una sesión en que se trató este asunto, el Honorable Senador señor Kuschel.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron: del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Ministro, señor Rodrigo Pérez, y su asesor, señor José Ramón Ugarte. De la Cámara Chilena de la Construcción, el abogado, señor Gonzalo Bustos y el Coordinador de Estudios Territoriales, señor Tomás Riedel. De la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista, señora Verónica de la Paz. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señoritas Danielle Courtin y Rita Pérez, y señores Pedro Pizarro y Luis Sánchez. De la Fundación Jaime Guzmán, la asesora, señora Ericka Farías. También estuvo presente el asesor de la Honorable Senadora señora Lily Pérez, señor Renato Rodríguez.

Una vez concluido el plazo fijado para presentar indicaciones respecto de esta iniciativa de ley -el día 7 de enero de 2013,- la Sala de la Corporación acordó abrir sendos nuevos plazos para formular indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, primero del 8 al 21 de enero, y luego, el día 11 de junio del año en curso, hasta las 19 horas.

A fin de facilitar el análisis de las indicaciones presentadas, se numeraron en la forma que se consigna más adelante en este informe.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


 


Tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales el artículo 23, contenido en el artículo primero del proyecto de ley, en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, y el artículo tercero de la iniciativa, de acuerdo a lo establecido en el artículo 118 de la Carta Fundamental. Lo anterior, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Constitución Política.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículo primero: artículos 1°; 6°; 15; 18; 20; 22; 24; 25; 26 y 27.


Artículo segundo: números 2); 4); 5); 6); 7); 8); 9); 10) y 11).


Artículo tercero.


Artículo cuarto.

2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1; 1 bis a) y b); 1 ter a) y b); 3 bis a) y b); 4; 4 bis; 7; 8; 8 bis; 8 ter a) y b); 10 bis; 11; 15; 15 bis; 15 ter; 15 quater a) y b); 16; 18; 19 bis; 21 y 22.
3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 5; 6; 13; 14 y 17.
4.-
Indicaciones rechazadas: números 2; 3; 9; 10; 12 y 19. 
5.-
Indicaciones retiradas: número 20.
6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, y de los acuerdos adoptados a su respecto por la Comisión de Vivienda y Urbanismo.
Artículo primero





Esta disposición, por medio de 27 artículos, dicta normas sobre inspectores técnicos de obra, y crea y regula el Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra (ITO) y el Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural. 
 
Artículo 2°
 
Prescribe lo que se indica a continuación:

 
“Artículo 2°.- La Dirección del Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obras dependerá del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien lo administrará en forma directa o a través de terceros, de conformidad con lo establecido en el artículo 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

La indicación número 1, de S.E. el Presidente de la República, es para agregar a este artículo 2° el siguiente inciso segundo, nuevo:
 
“El Registro regirá para todo el territorio nacional y tendrá carácter público y permanente.”.


El representante del Ejecutivo, señor José Ramón Ugarte, manifestó que la indicación persigue que haya sólo un Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra para todo el país. Añadió que una disposición similar contiene el artículo 2° de la ley N° 20.071, que Crea y Regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación.

 
- La indicación número 1 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Pérez Varela y Sabag.
Artículo 3°

 
Señala lo siguiente:





“Artículo 3°.- Podrán inscribirse en el Registro y permanecer inscritas en él, las personas naturales o jurídicas que cumplan con los requisitos exigidos por la presente ley y que no estén afectas a las inhabilidades o incompatibilidades que ésta contempla.
 



Para inscribirse en el Registro las personas naturales deberán acreditar estar en posesión del título profesional de Arquitecto, Ingeniero Civil, Ingeniero Constructor o Constructor Civil, acreditando también la experiencia mínima exigida para las distintas categorías en la presente ley.
 



En el caso de las personas jurídicas, los requisitos y condiciones habilitantes para inscribirse en el Registro, deberán ser cumplidas por el profesional que las represente en la obra. 

El Reglamento establecerá categorías de Inspectores Técnicos de Obras, según su idoneidad técnica y experiencia profesional acorde al tipo de obra de que se trate, en los términos señalados por esta ley.”.

 


La indicación número 1 bis, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Sabag y Tuma, consta de dos literales. La letra a) es para intercalar, en el inciso primero, a continuación de “por la presente ley” la expresión “y su Reglamento”, seguida de una coma; y la letra b) es para reemplazar, en el inciso segundo, la locución “en la presente ley” por “en el Reglamento de esta ley”.




- Fue aprobada, con sus dos letras, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.
Artículo 4°


Establece las inhabilidades para inscribirse en el Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra (ITO).





Sus incisos tercero y cuarto disponen lo siguiente:





“Estarán inhabilitadas para inscribirse en el Registro las personas naturales o jurídicas que hayan sido sancionadas administrativamente por algún organismo público, por incumplimiento de contrato u otra causal que la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo o la Secretaría Ejecutiva consideren que afecta su idoneidad profesional.
 



Asimismo, podrán rechazarse las solicitudes de inscripción de aquellas personas que hubieren sido condenadas por delitos cuya naturaleza o el bien jurídico protegido se estimare que afectan la idoneidad profesional del Inspector, o la aptitud y responsabilidad de la persona jurídica en su caso.”.




La indicación número 1 ter, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Sabag y Tuma, tiene dos literales. La letra a) es para sustituir, en el inciso tercero, la expresión “o la Secretaría Ejecutiva” por “o la Dirección del Registro que establece el Reglamento”; y el literal b) es para reemplazar, en el inciso cuarto, la frase “cuya naturaleza o el bien jurídico protegido” por “relacionados con las labores a desarrollar, cuya naturaleza”.


La Comisión tuvo presente que la enmienda al inciso cuarto persigue restringir la discrecionalidad de la autoridad para rechazar una solicitud de inscripción en el Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra, cuando el ITO ha sido condenado por la comisión de un delito.

Asimismo, la Comisión acordó, en el inciso tercero del artículo en estudio, eliminar la frase “u otra causal”, teniendo en consideración que el precepto otorga -a la SEREMI de Vivienda y Urbanismo o a la Dirección del Registro- la facultad de considerar cuándo se afecta la idoneidad profesional del ITO, inhabilitándolo para inscribirse en el Registro. 

- La indicación número 1 ter fue aprobada, con sus dos literales, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.
Artículo 5°


Dispone lo siguiente:

 
“Artículo 5°.- Los Inspectores estarán afectos a las siguientes incompatibilidades y por consiguiente no podrán actuar como tales:

 
1) Respecto de obras en que les corresponda intervenir profesionalmente en calidad de arquitecto, calculista o constructor.

2) Respecto de obras en las que le cabe alguna participación a la persona jurídica de la cual forman parte o a otro de los socios, directores o administradores de dicha persona jurídica, en calidad de propietario, arquitecto, calculista, constructor, supervisor, revisor calculista o revisor independiente.

 
3) Respecto de obras emplazadas en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el Inspector sea socio o a una sociedad anónima o a otra persona jurídica en que sea director o administrador, según corresponda.
 
4) Respecto de obras que se relacionen con organismos de la Administración del Estado y municipalidades de los que sean funcionarios.

 
5) Respecto de obras en que sean socios del inspeccionado o exista alguna relación contractual y, o dependencia económica de algún tipo, o tenga intereses comerciales en la obra específica o participación, de cualquier naturaleza, en alguna sociedad relativa a la obra en cuestión.”.


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Sabag, es para reemplazar, en el número 1) de este artículo 5°, la palabra "calculista" por la expresión "profesional autor del proyecto estructural".

La indicación número 3, al número 2) del artículo 5°, del Honorable Senador señor Sabag, es para sustituir el término "calculista" por “responsable del proyecto estructural”, y la expresión “revisor calculista” por "revisor del cálculo".


El representante del Ejecutivo manifestó que el vocablo “calculista” es el más apropiado, puesto que actualmente se utiliza en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, sin que haya generado problemas de interpretación a su respecto.


A mayor abundamiento, señaló que una vez aprobada la ley será necesario enmendar la Ordenanza para reglamentar sus disposiciones, y que está contemplado incorporar en la parte relativa a las “Definiciones”, lo siguiente: “Calculista: ingeniero civil o arquitecto, autor del proyecto de cálculo estructural.”.

 
- Las indicaciones números 2 y 3 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.




La indicación número 3 bis, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Sabag y Tuma, consta de dos literales. La letra a) es para intercalar, en el numeral 3), a continuación de la expresión “en que sea” la palabra “socio”, seguida de una coma. La letra b) es para agregar, en el numeral 4, luego de la locución “que sean funcionarios” la expresión “o tenga relación contractual”.




Miembros de la Comisión anunciaron su voto favorable a la indicación, puesto que tiene por finalidad igualar la redacción de estas causales de incompatibilidad de los ITO con las de los revisores de proyectos de cálculo estructural, reguladas en el artículo 11 del artículo primero de esta iniciativa de ley.





- La indicación número 3 bis fue aprobada, con sus dos literales, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.

La indicación número 4, de S. E. el Presidente de la República, al número 5) de este artículo 5°, es para agregar, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:

 
“Para estos efectos se entenderá como dependencia económica, entre otras, cuando exista relación de habitualidad en la prestación del servicio de inspección respecto del mismo contratante.”.


La Comisión estuvo de acuerdo en aprobar esta indicación, ya que durante la discusión en general de la iniciativa algunos invitados hicieron ver la necesidad de evitar o precaver el “clientelismo” del inspector técnico de obra respecto de quien contrata sus servicios para supervisar la ejecución de la construcción, lo que podría acarrear, por ejemplo, una revisión menos acuciosa o un cierto relajo en el cumplimiento de sus funciones.


- La indicación número 4 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Pérez Varela y Sabag.
Artículo 7°


Su texto es el siguiente:

 
“Artículo 7°.- Las infracciones que se cometan en las funciones de supervisión a que se refiere el artículo 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, se clasificarán en leves, graves y gravísimas.

1) Se considerará como infracción leve y se sancionará con amonestación por escrito:

a) No dejar constancia en el libro de obras sobre modificaciones en la obra con respecto a planos y especificaciones técnicas en los términos exigidos por el artículo 143 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones; y,

b) No dejar anotación en el libro de obras sobre correcciones solicitadas y no efectuadas en elementos de terminaciones.


2) Se considerará como infracción grave y se sancionará con la suspensión del Registro hasta por el plazo de un año:

a) Reincidir en la comisión de alguna infracción leve dentro de un periodo de dos años.

b) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de incompatibilidad establecida en esta ley.

c) No estar presente en la obra el titular o el suplente designado durante la ejecución de las partidas principales cuando deba supervisar su correcta ejecución, conforme lo establezca el Reglamento.

d) Cuando se acreditare que en una obra en que ha actuado el inspector técnico de obra no se ha dado cumplimiento al proyecto de arquitectura aprobado en el permiso de construcción, incluidas sus modificaciones, sin que aquél haya representado por escrito el incumplimiento.

e) La emisión de informes erróneos en la recepción definitiva de obras.

f) No supervisar las partidas sujetas a dicha supervisión de acuerdo a las especificaciones técnicas aprobadas en el permiso de edificación o urbanización.

g) No supervisar el oportuno cumplimiento de las medidas de gestión y de control de la calidad de la construcción del proyecto indicadas en el artículo 143 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.


3) Se considerará infracción gravísima y se sancionará con la eliminación o suspensión del Registro, hasta por el plazo de tres años:


a) La reincidencia en la comisión de alguna infracción grave dentro de un período de dos años.

b) Cuando se acreditare que en una obra en que ha actuado el inspector técnico de obra no se han respetado los planos del proyecto estructural y las especificaciones técnicas correspondientes, incluidas sus modificaciones, sin que aquél haya representado por escrito el incumplimiento.

c) Cuando se acreditare que en una obra en que ha actuado el inspector técnico de obra se ha producido incumplimiento de las normas de construcción aplicables a la ejecución de la obra o no se han realizado los ensayes y certificaciones que exigen las normas técnicas de construcción vigentes, sin que aquél haya representado por escrito el incumplimiento.

d) No dejar anotación en el libro de obra y no denunciar al propietario de la obra, ante la Dirección del Registro y la Dirección de Obras Municipales, si aquél no hubiere ordenado que se corrijan los trabajos defectuosos, cuando se trate de la estructura soportante del edificio, de acuerdo a lo establecido por el profesional que realizó el cálculo estructural del proyecto.

e) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de inhabilidad o habiendo perdido alguno de los requisitos de inscripción en el Registro.

f) Actuar habiendo sido condenado por sentencia ejecutoriada en juicio penal en que se haya establecido su responsabilidad por crimen o simple delito por hechos derivados de las funciones del ejercicio de su cargo, durante el tiempo que esté cumpliendo su condena.”.





La indicación número 4 bis, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Sabag y Tuma, es para intercalar, a continuación de la letra b) del numeral 1), los siguientes literales c) y d):
 



“c) Hacer uso del certificado que acredita la inscripción en el Registro una vez expirada su vigencia.
 



d) No informar oportunamente al Registro cualquier modificación de los antecedentes que forman parte de la inscripción, conforme al Reglamento.”.





La Honorable Senadora señora Pérez explicó que la indicación añade dos nuevas infracciones leves que pueden cometerse en las funciones de supervisión que realiza el ITO, con el objeto de homologarlas con las prescritas para los revisores en el artículo 14 del artículo primero.


- La indicación número 4 bis fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.

La indicación número 5, de la Honorable Senadora señora Pérez, al encabezamiento del número 3) de este artículo 7°, es para agregar, a continuación de la frase “hasta por el plazo de tres años”, la locución “con un mínimo de un año”.

 
La indicación número 6, de S.E. el Presidente de la República, también al encabezamiento del número 3), es para reemplazar la frase “o suspensión del registro, hasta por el plazo de tres años”, por la frase “del registro o suspensión del mismo por al menos un año y hasta por el plazo de tres años”.

Sus Señorías estimaron que ambas indicaciones apuntaban en el mismo sentido, esto es, dejar claramente establecido que la infracción gravísima conlleva la supresión del Registro o su suspensión en un período que media entre uno y tres años.


Lo anterior, porque es imprescindible poner un piso a esta sanción, ya que considerar sólo un plazo máximo -hasta tres años, como lo prescribe el texto despachado en general- permitiría castigar una infracción gravísima con una sanción menor a la contemplada para una grave, que es castigada con suspensión del Registro hasta por un año.


- Las indicaciones números 5 y 6 fueron aprobadas, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Pérez Varela y Sabag.


 


La indicación número 7, de S.E. el Presidente de la República, es para agregar al artículo 7°, el siguiente inciso final:





“Las sanciones se anotarán en el registro.”.





Miembros de la Comisión coincidieron que la referida inscripción es fundamental como medida de publicidad y de transparencia.


- La indicación número 7 fue aprobada, con una corrección meramente formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Pérez Varela y Sabag.
Artículo 8°

 
Prescribe lo siguiente:

 
“Artículo 8°.- La Dirección del Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural dependerá del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien la administrará en forma directa o a través de terceros, de conformidad a lo que establece el artículo 116 bis A) de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.


La indicación número 8, de S.E. el Presidente de la República, es para agregarle el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El registro regirá para todo el territorio nacional y tendrá carácter público y permanente.”.





Por las mismas razones expresadas a raíz de la discusión de la indicación número 1, la Comisión estuvo conteste con esta enmienda.
 
- La indicación número 8 fue aprobada, con una corrección simplemente formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Pérez Varela y Sabag.
Artículo 9°

 
Dispone lo siguiente:





“Artículo 9°.- Podrán inscribirse en el Registro y permanecer inscritas en él, las personas naturales o jurídicas que cumplan con los requisitos exigidos por la presente ley y su Reglamento, que no estén afectas a las inhabilidades o incompatibilidades que ésta ley contempla.
 



Para inscribirse en el Registro las personas naturales deberán acreditar estar en posesión del título profesional de Arquitecto, o de Ingeniero Civil con especialidad en Obras Civiles, acreditando también la experiencia mínima exigida para las distintas categorías.
 



En el caso de personas jurídicas, ésta debe incluir en su objeto social la revisión de proyectos de cálculo estructural. Los requisitos y condiciones habilitantes para inscribirse en el Registro deben ser cumplidos por el profesional que efectúe la revisión de los proyectos.
 



A las Universidades no se les exigirá el cumplimiento de los requisitos señalados en las letras precedentes.


El Reglamento establecerá Categorías de Revisores, según requisitos de estudios, idoneidad técnica y experiencia profesional, acorde al tipo de obra de que se trate, en los términos señalados por esta ley y su Reglamento.”.




La indicación número 8 bis, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Sabag y Tuma, es para reemplazar el inciso cuarto por el siguiente:
 



“A las universidades no se les exigirá el cumplimiento del objeto social señalado en el inciso precedente.”.

- La indicación número 8 bis fue aprobada, sin debate y en los mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.
Artículo 10


Su texto es el siguiente:

 


“Artículo 10.- Un Revisor estará inhabilitado para inscribirse en más de una categoría del Registro, sea como persona natural o como integrante de una persona jurídica.
 



Igualmente estarán inhabilitadas para inscribirse en el Registro sociedades de personas o sociedades anónimas u otras personas jurídicas, que tengan uno o más socios comunes, o directores o administradores comunes, según corresponda, con otras personas jurídicas ya inscritas.

 



Estarán inhabilitados para inscribirse en el Registro, sea como persona natural o en calidad de integrante de una persona jurídica, o para desempeñarse como Revisores si ya estuvieran inscritos, las personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva y los revisores que estén sancionados por algún otro Registro del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En este último caso la inhabilidad para la inscripción se extenderá por dos años desde el término de la sanción.

 



Asimismo, estarán inhabilitadas las personas naturales o jurídicas que hayan sido sancionadas administrativamente por algún organismo público, por incumplimiento de contrato u otra causal que la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo o la Secretaría Ejecutiva consideren que afecta su idoneidad profesional.

 



Podrán rechazarse las solicitudes de inscripción de aquellas personas que hubieren sido condenadas por  delitos cuya  naturaleza o el bien jurídico protegido se estimare que afectan la idoneidad profesional del Revisor, o la aptitud y responsabilidad de la persona jurídica en su caso.


Las inhabilidades que tengan su origen en condena penal, no serán aplicables una vez transcurrido el plazo de 2 años desde el término del cumplimiento de la pena. En todos estos casos la Dirección del Registro deberá proceder previo informe de la División Jurídica del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.”.




La indicación número 8 ter, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Sabag y Tuma, consta de dos literales:




a) Para reemplazar en el inciso cuarto la expresión “Secretaría Ejecutiva” por “Dirección del Registro que establece el Reglamento”, y





b) Para reemplazar en el inciso quinto la expresión “cuya naturaleza o el bien jurídico protegido” por “relacionados con las labores a desarrollar, cuya naturaleza”.





La Comisión tuvo presente que, al igual la enmienda al inciso cuarto del artículo 4°, es necesario aprobar esta indicación para limitar la discrecionalidad de la autoridad al rechazar una solicitud de inscripción en el Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, cuando el revisor ha sido condenado por haber cometido un delito.




Asimismo, la Comisión acordó, en el inciso cuarto del artículo en estudio, eliminar la frase “u otra causal”, teniendo en consideración que el precepto otorga a la SEREMI de Vivienda y Urbanismo o a la Dirección del Registro la facultad de considerar cuándo se afecta la idoneidad profesional de un revisor, inhabilitándolo para inscribirse en el Registro.




Lo anterior, con el objeto de limitar dicha atribución y circunscribirla al ámbito netamente profesional del revisor, siguiendo la misma lógica del literal b) de la indicación, relativa al rechazo de las inscripción de personas que hubieren sido condenadas solamente por delitos relacionados con sus labores profesionales.




- La indicación número 8 ter con sus dos literales, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.

Artículo 11

Dispone lo que se indica a continuación:

 
“Artículo 11.- Los revisores estarán afectos a las siguientes incompatibilidades y por consiguiente no podrán actuar como tales:

1) Respecto de proyectos en que les corresponda intervenir profesionalmente como arquitecto, calculista o constructor.

2) Respecto de proyectos de cálculo estructural referidos a permisos de edificación de obras en los que le cabe alguna participación a la persona jurídica de la cual forman parte o a otro de los socios, directores o administradores de dicha persona jurídica, en calidad de propietario, arquitecto, calculista, constructor, supervisor, inspector técnico o revisor independiente.

3) Respecto de proyectos de cálculo estructural referidos a permisos de edificación de obras emplazadas en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el revisor sea socio o a una sociedad anónima o a otra persona jurídica en que sea director o administrador, según corresponda.

4) Respecto de proyectos que se relacionen con un órgano de la Administración del Estado del cual sea funcionario o tenga relación contractual.

5) Respecto de proyectos en que sean socios del revisado o exista alguna relación contractual y,o dependencia económica de algún tipo entre el arquitecto, calculista y el Revisor o tenga intereses comerciales en el proyecto específico o participación, de cualquier naturaleza, en alguna sociedad relativa al proyecto en cuestión.”.

La indicación número 9, del Honorable Senador señor Sabag, es para reemplazar, en el número 1), la voz “calculista” por “responsable del cálculo estructural”.


La indicación número 10, del Honorable Senador señor Sabag, es para sustituir, en el número 2), el vocablo “calculista” por “autor del proyecto estructural”.


- Ambas indicaciones fueron rechazadas, por las razones expresadas precedentemente, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.




La indicación número 10 bis, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Sabag y Tuma, es para intercalar, en el numeral 3), a continuación de la expresión “en que sea” el vocablo “socio”, seguida de una coma.


La Comisión estimó que está indicación debía ser aprobada, para igualar la respectiva causal de incompatibilidad tanto de los ITO como de los revisores.


- La indicación número 10 bis fue aprobada, en los mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.
 
La indicación número 11, de S.E. el Presidente de la República, al número 5), es para agregar a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:

 
“Para estos efectos se entenderá como dependencia económica, entre otras, cuando exista relación de habitualidad en la prestación del servicio de revisión respecto del mismo contratante.”.


La Comisión coincidió en la necesidad de darle su aprobación, por las razones expresadas con ocasión del debate de la indicación número 4, y para guardar la debida correspondencia.

 
- Fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Pérez Varela y Sabag.
Artículo 13


Señala lo siguiente:

 
“Artículo 13.- Los revisores de cálculo no podrán revisar proyectos u obras en que tengan conflictos de interés. Se entenderá que existen tales conflictos tratándose de proyectos u obras:

1. Emplazados en predios que pertenezcan en dominio al revisor o a sus parientes hasta el 3º grado de consanguinidad o 2º de afinidad.

2. Emplazados en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el revisor sea socio o a una persona jurídica en que éste sea socio, director, administrador o con quien tenga un vínculo laboral. 

3. En que algún pariente del revisor, hasta el 3º grado de consanguinidad o 2º de afinidad, intervenga como calculista.”.
 
La indicación número 12, del Honorable Senador señor Sabag, es para reemplazar, en el número 3, la frase "intervenga como calculista" por "haya participado en el cálculo estructural".


- Fue rechazada, por las razones expuestas con anterioridad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.
Artículo 14

 Su texto es el siguiente:
 
“Artículo 14.- Las infracciones a las funciones a que se refiere el artículo 116 bis A) de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, se clasificarán en leves, graves y gravísimas.


1) Se considerará como infracción leve y se sancionará con amonestación por escrito:

a) Hacer uso del certificado que acredita la inscripción en el Registro una vez expirada su vigencia.

b) No informar oportunamente al Registro cualquier modificación de los antecedentes que forman parte de la inscripción, conforme al Reglamento.


2) Se considerará infracción grave y se sancionará con la suspensión del Registro hasta por el plazo de un año:

a) Reincidir en la comisión de alguna infracción leve dentro de un periodo de dos años.

b) Actuar en una categoría superior a aquélla en la que se encuentre inscrito.

c) No comunicar al Registro cualquier modificación de sus antecedentes personales que incida en las causales de inhabilidad o incompatibilidad. La comunicación deberá efectuarse dentro de los 30 días siguientes a la fecha de la respectiva modificación.

d) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de incompatibilidad fundada en conflicto de intereses y,o en alguna causal de inhabilidad fundada en la pérdida de condiciones que lo habiliten para inscribirse en el Registro.


3) Se considerará infracción gravísima y se sancionará con la eliminación o suspensión del Registro, hasta por el plazo de tres años:  

a) La reincidencia en la comisión de alguna infracción grave dentro de un período de dos años.

b) El incumplimiento grave de la obligación de revisar que el proyecto de cálculo estructural, los planos, la memoria de cálculo y las especificaciones técnicas cumplan con todas las normas aplicables. 

c) El incumplimiento grave de la obligación de revisar que los antecedentes de Geotecnia y Mecánica de Suelos cumplan con todas las normas aplicables, salvo que se acompañe un certificado suscrito por un especialista inscrito en el Registro.

d) Actuar habiendo sido condenado por sentencia ejecutoriada en juicio penal en que se haya establecido su responsabilidad por crimen o simple delito por hechos derivados de las funciones del ejercicio de su cargo, durante el tiempo que esté cumpliendo su condena.”.

La indicación número 13, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para agregar, en el encabezamiento del número 3), a continuación de la frase “hasta por el plazo de tres años”, la locución “con un mínimo de un año”.

 
La indicación número 14, de S.E. el Presidente de la República, formulada también al encabezamiento de este numeral 3), es para reemplazar la frase “o suspensión del registro, hasta por el plazo de tres años”, por la siguiente: “del registro o suspensión del mismo por al menos un año y hasta por el plazo de tres años”.

 
- Por idénticas razones a las expresadas a propósito de las indicaciones números 5 y 6, las indicaciones 13 y 14 fueron aprobadas, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Pérez Varela y Sabag.


La indicación número 15, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para eliminar, en las letras b) y c) del número 3), el vocablo “grave”.

La Comisión estuvo conteste en que el incumplimiento de las obligaciones a que se refieren los mencionados literales no requieren del calificativo “grave”, puesto que no hay gradación de las conductas en ellos descritas.


- La indicación número 15 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Pérez Varela y Sabag.




La indicación número 15 bis, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Sabag y Tuma, para intercalar el siguiente inciso final:
 



“Las sanciones se anotarán en el Registro.”.





La Comisión estuvo de acuerdo en aprobar esta indicación para guardar la debida armonía con el artículo 7°, referido a los ITO, que obliga a anotar en el Registro las sanciones.


- La indicación número 15 bis fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.
Artículo 16

Señala lo siguiente:





“Artículo 16.- El procedimiento infraccional se iniciará mediante una resolución de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente, en la que deberán constar los cargos formulados contra el presunto infractor, la que se le notificará personalmente o por carta certificada enviada al domicilio que tenga registrado, adjuntando los antecedentes en que se fundan. Copia de dicha resolución deberá enviarse a la Dirección del Registro para su conocimiento.




La formulación de cargos deberá señalar la forma en que se ha iniciado el procedimiento, una descripción de los hechos que se estiman constitutivos de infracción y la disposición que establece la sanción asignada a la infracción. El presunto infractor tendrá un plazo de 30 días para formular descargos, contado desde la notificación.”.




La indicación número 15 ter, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Sabag y Tuma, es para reemplazar, en el inciso primero, la palabra “registrado” por la expresión “inscrito en el Registro”.




La Comisión estimó oportuno dar su aprobación a esta indicación, puesto que el vocablo “registrado” que figura en el texto aprobado en general, podría generar dudas en cuanto al domicilio en que debe practicarse la notificación de la resolución que da inicio al procedimiento infraccional, y que es fundamental para la validez de la diligencia.


- La indicación número 15 ter fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.
Artículo 17

Prescribe lo siguiente:





“Artículo 17.- Como medida provisional para obras en construcción, en las que el inspector técnico de obra hubiere incurrido en faltas graves y gravísimas, podrá resolverse una suspensión temporal de éste, en cuyo caso la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá resolver la continuidad de la medida en un plazo máximo de 10 días, resolución que será notificada por carta certificada. Será responsabilidad del propietario reemplazar al inspector técnico de obra en caso de suspensión, e informar a la Dirección de Obras Municipales y a la Dirección del Registro, conforme a la normativa vigente y a lo dispuesto en el artículo 3° de esta ley.
 



Del mismo modo, tratándose de obras en que se introdujeren modificaciones al proyecto de cálculo estructural, y en las cuales el revisor hubiere incurrido en faltas graves y gravísimas, podrá resolverse una suspensión temporal de éste, en cuyo caso la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá resolver la continuidad de la medida en un plazo máximo de 10 días, resolución que será notificada por carta certificada. Será responsabilidad del propietario reemplazar al revisor en caso de suspensión, e informar a la Dirección de Obras Municipales y a la Dirección del Registro, conforme a la normativa vigente y a lo dispuesto en el artículo 9° de esta ley.”.





La indicación número 15 quater, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Sabag y Tuma, es: 





a) Para reemplazar, en el inciso primero, la expresión “el inspector técnico de obra hubiere incurrido en” por “al inspector técnico de obra se le hubieren formulado cargos referentes a”, y

 



b) Para reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “el revisor hubiere incurrido en faltas graves y gravísimas” por “al revisor se le hubieren formulado cargos referentes a faltas graves o gravísimas”.




La Comisión consideró que es necesario aprobar esta indicación, ya que el texto aprobado en general utiliza la locución “hubiere incurrido”, en circunstancias de que se trata de una medida provisional que puede decretarse en el procedimiento infraccional antes de la resolución final, que puede incluso absolver de los cargos.





- La indicación número 15 quater fue aprobada, con sus dos literales, en los mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.
Artículo 19


Señala lo siguiente:

 
“Artículo 19.- La resolución que ponga fin al procedimiento infraccional será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del denunciado, debiendo declarar la sanción que impone al infractor o su absolución.

 
La resolución final a que se refiere este artículo deberá dictarse dentro de los 30 días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente, la que deberá ser notificada personalmente o por carta certificada, enviada al domicilio que el denunciado tenga registrado.”.


La indicación número 16, de S.E. el Presidente de la República, es para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

 
“Las sanciones se anotarán en el Registro.”.


La Comisión estuvo de acuerdo en la necesidad de añadir este inciso como medida de publicidad, y para guardar la debida concordancia con el inciso final de los artículos 7° y 14, que establecen la obligación de anotar las sanciones impuestas a los inspectores técnicos de obra y los revisores de proyectos de cálculo estructural.


- La indicación número 16 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Pérez Varela y Sabag.
Artículo 23


Prescribe lo siguiente:

 
“Artículo 23.- Créase la Comisión Nacional de Apelación, que estará integrada por:

1. El Jefe de la División Técnica de Estudios y Fomento Habitacional (DITEC) del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o su representante, quien la presidirá.

2. Un Director de Obras Municipales, en representación de los Directores de Obras Municipales.

3. Un representante del Ministerio de Obras Públicas.

4. Un representante de la Cámara Chilena de la Construcción.

5. Un representante de la Asociación de Ingenieros Estructurales A.G. (AICE).

6. Un representante de la Asociación Chilena de Ingeniería Sísmica (ACHISINA). 

7. Un representante de la Sociedad Chilena de  Geotecnia (SOCHIGE).

8. Dos representantes de las Universidades acreditadas y reconocidas por el Estado.

9. Un representante del Colegio de Arquitectos de Chile.

10. Un representante del Colegio de Ingenieros de Chile.

 
El Reglamento establecerá un procedimiento de designación y funcionamiento de la Comisión Nacional de Apelación.


La constitución de la Comisión Nacional de Apelación se formalizará mediante resolución del Subsecretario de Vivienda y Urbanismo.”.


La indicación número 17, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para sustituir este artículo por el que sigue:

 
“Artículo 23.- Créase la Comisión Nacional de Apelación, que estará integrada por:


1. El Jefe de la División Técnica de Estudios y Fomento Habitacional (DITEC) del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o su representante, quien la presidirá.


2. Un Director de Obras Municipales, en representación de los Directores de Obras Municipales.


3. Un representante del Ministerio de Obras Públicas.


4. Un representante de la Cámara Chilena de la Construcción.


5. Un representante de la Asociación de Ingenieros Estructurales A.G. (AICE).


6. Un representante del Colegio de Arquitectos de Chile.


7. Un representante del Colegio de Ingenieros de Chile.”.


La Honorable Senadora señora Pérez sostuvo que la Comisión Nacional de Apelación, tal como fue aprobada en general por la Corporación, tendrá dificultades para adoptar acuerdos y para dictar resoluciones, atendido el excesivo número de integrantes. 


Por ello, la composición que propone elimina a los representantes de los organismos signados con los números 6, 7 y 8 del texto despachado en general.


La Comisión de Vivienda y Urbanismo compartió la opinión de Su Señoría, y acordó mantener a los representantes de la Asociación Chilena de Sismología e Ingeniería Antisísmica (ACHISINA) y de la Sociedad Chilena de Geotecnia (SOCHIGE) -signados con los números 6 y 7 del texto aprobado en general, respectivamente-, suprimiendo a los dos representantes de las universidades acreditadas y reconocidas por el Estado, individualizados con el número 8 en el mismo texto.

 
- La indicación número 17 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Letelier, Pérez y Sabag.
Artículo segundo





Este artículo, por medio de 12 numerales, modifica diversas disposiciones de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.





Su encabezamiento dispone lo siguiente:





“Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones:”.
Número 1)




Señala lo que se indica a continuación: 





“1. En el artículo 2°, reemplázase en el acápite referido a las normas técnicas, la frase “para el cumplimiento de los standars exigidos en la Ordenanza General” por “de acuerdo a los requisitos de obligatoriedad que establece la Ordenanza General.”.





La indicación número 18, de S.E. el Presidente de la República, es para agregar en la frase que se reemplaza, a continuación de las palabras “Ordenanza General”, la siguiente oración, precedida por un punto seguido (.): “Las normas técnicas de aplicación obligatoria deberán publicarse en internet y mantenerse a disposición de cualquier interesado de forma gratuita.”.




El representante del Ejecutivo, señor José Ramón Ugarte, puntualizó que esta indicación se presentó porque durante la discusión en general algunos invitados hicieron ver la necesidad de acceder a las referidas normas de manera expedita y sin costo alguno.
 



- La indicación número 18 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Letelier, Pérez Varela y Sabag.
Número 3)




Su tenor es el siguiente:





“3) Modifícase el artículo 67 en la siguiente forma:




a) Sustitúyese la oración “o urbanización de terrenos”, por la siguiente oración: “, urbanización o modificación de deslindes de terrenos”.




b) Agrégase a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En caso de modificación de deslindes no podrán afectarse los derechos de terceros.”.”.





La indicación número 19, del Honorable Senador señor Sabag, es para suprimir este numeral.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor José Ramón Ugarte, expresó que la modificación de deslindes siempre ha sido un tema delicado; sin embargo, dijo, la oración que se agrega mediante la letra b) de este numeral resguardará los derechos de los propietarios que pudieren verse afectados por la enmienda de deslindes.





Puso de relieve que la letra a) del texto despachado en general pretende llenar un vacío legal, toda vez que los Directores de Obras no tienen facultades para pronunciarse sobre los cambios de límites de terrenos, de conformidad al artículo 67 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Agregó que la regulación actual obliga a los propietarios a entablar acciones judiciales y a contar con los servicios de un perito, entre otros trámites, dilatando y encareciendo el procedimiento.





El Honorable Senador señor Sabag, autor de la indicación, señaló que durante la discusión en general de esta iniciativa, el representante del Colegio de Arquitectos sostuvo que esta nueva atribución de los Directores de Obras -para que surta el efecto deseado-, requeriría además de otro cambio a las obligaciones de los Conservadores de Bienes Raíces, en el sentido de que las decisiones de aquéllos sean recogidas al inscribir la propiedad con sus nuevos deslindes, en caso que existan diferencias con los antecedentes anteriores.








La Comisión, antes de resolver, decidió recabar la opinión de la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile.





Dicha Asociación, mediante carta de 6 de mayo de 2013, manifestó su opinión contraria a la enmienda al artículo 67 porque la “intervención de funcionarios municipales en esta materia puede afectar a terceros y, eventualmente generar conflictos entre propietarios colindantes cuyos deslindes registrales históricos podrían verse alterados sin su conocimiento.”. Agrega que, en caso de rechazo del Conservador de Bienes Raíces a practicar una inscripción, el afectado puede recurrir al Tribunal de Turno y realizar una gestión voluntaria simple y expedita para lograr su objetivo.





El representante del Ejecutivo insistió en la necesidad de aprobar la enmienda propuesta al referido artículo 67, expresando que los derechos de terceros están debidamente amparados y que se refiere a casos simples, donde los propietarios involucrados están de acuerdo con la resolución del Director de Obras. Agregó que, contrario a lo que afirma la Asociación mencionada, el procedimiento no suele ser rápido, lo que entorpece la regularización de títulos de dominio.




La Comisión acordó solicitar al asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo una minuta que fundamente su opinión, y enviarla a la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile para que, en consideración a esos antecedentes, emita un nuevo parecer.





Con fecha de 24 de mayo del año en curso, el Presidente de la Corporación de Conservadores de Chile remitió su segunda respuesta.





La Comisión, antes de votar la indicación, tuvo a la vista los antecedentes mencionados.





En efecto, en la referida minuta el Ministerio de Vivienda y Urbanismo expuso los argumentos que justifican establecer en el proyecto de ley la atribución de los Directores de Obras Municipales para modificar deslindes de predios en áreas urbanas, o rurales que han sido objeto de subdivisión de acuerdo al artículo 55 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.





En lo fundamental señala que:




“El proyecto de ley resuelve un vacío existente en nuestra legislación, consistente en que las Direcciones de Obras Municipales no tienen facultad legal expresa para autorizar modificaciones de deslindes de predios, a pesar de que sí la tienen para autorizar acciones más complejas sobre el suelo, como autorizar loteos y subdivisiones, o autorizar modificación de deslindes entre unidades de un condominio, acogido a la ley de copropiedad inmobiliaria.

 



El procedimiento actual que involucra el pronunciamiento del Tribunal de Turno resulta complejo y muchas veces engorroso en numerosas situaciones que podrían ser resueltas por la autoridad administrativa. Lo anterior no significa eliminar el procedimiento actual sino dejarlo para los casos de mayor complejidad o controversiales.
 



Algunos casos que resulta razonable sean aprobados por las Direcciones de Obras Municipales son:
 



1) El caso general de los proyectos de construcción, en que los deslindes de los predios (y por tanto la superficie) en que se proyecta construir, descritos en los títulos de dominio del inmueble, constantemente no coinciden con la realidad, es decir con las medidas reales que se verifican en terreno.

 



Lo anterior por una razón simple, los loteos y subdivisiones que originaron los predios corresponden a planos elaborados con instrumentos de medición cuya precisión es muy inferior a los actuales.

 



Dado que son numerosas las normas urbanísticas que se refieren tanto a los deslindes como a la superficie del terreno, normas que son verificadas en terreno al momento de la recepción de la construcción por parte de la Dirección de Obras Municipales, es necesario que los planos del terreno coincidan exactamente con la realidad. Para lograr dicha adecuación es necesario rectificar o modificar los deslindes y superficie señalados en los títulos de dominio, haciéndolos coincidir con la real conformación (en terreno) de tales deslindes y superficie.

  



2) Un segundo caso corresponde a dos o más propietarios de predios que resuelven modificar los deslindes comunes (entre ellos). No se observa inconveniente en que, concurriendo en la solicitud todos los propietarios involucrados y cumpliéndose las normas urbanísticas referentes a los predios, pueda autorizarse un nuevo plano que grafique los nuevos deslindes y superficies.

 



Ante la falta de la citada facultad legal expresa de los Directores de Obras Municipales dicha figura habitualmente se realiza autorizando un plano de fusión y subdivisión, en el cual se "supone" que los predios involucrados se fusionan, cosa que nunca ha estado en la voluntad de los propietarios, para, una vez fusionados, subdividir el terreno completo dejando los predios resultantes de acuerdo a lo acordado entre los propietarios vecinos. Caso corriente es que los predios a fusionar y subdividir contengan construcciones y que su fusión contravenga las normas urbanísticas aplicables, por más que se trate de una etapa dentro de un proceso de autorización.

 



3) Un tercer caso, también habitual, corresponde a aquel en que se debe precisar la "línea oficial" de un predio, es decir el deslinde entre este y el espacio público (bien nacional de uso público), lo anterior por la misma razón del número 1 precedente, esto es, imprecisión en los deslindes descritos en os títulos de dominio, o bien, porque la línea oficial de las vías (normalmente líneas paralelas que conforman una calle o avenida) establecida en el Plan Regulador Comunal o en un Plano Seccional no coincide con el deslinde del predio descrito en los títulos.

 



4) Un cuarto caso, también habitual, es cuando los títulos expresan en forma errónea la información sobre deslindes y superficies contenida en un plano de loteo o subdivisión, es decir cuando la información sobre un predio específico difiere entre lo señalado en dicho plano y los títulos del mismo predio. Situación que justifica contar con un procedimiento expedito para resolver la discrepancia.

 



 En todos los casos descritos, tal como contempla el Proyecto de Ley, debe resguardarse que la modificación de deslindes no afecte los derechos de terceros, aspecto central que corresponde a una obligación establecida expresamente en la ley, constituyendo una limitación para las autorizaciones que practiquen los Directores de Obras Municipales 

 



Debe tomarse en consideración que corresponde a la potestad reglamentaria del Presidente de la República, en este caso a través de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, establecer, una vez aprobada y publicada la ley, el procedimiento y los requisitos que se deberán cumplir para tramitar las modificaciones de deslindes, al igual que detalla las actuaciones referidas a los loteos y las subdivisiones.

 



Entre tales requisitos estarán los resguardos necesarios para que el Director de Obras Municipales pueda verificar que las modificaciones de deslindes solicitadas no afectan los derechos de terceros, con resguardos como la verificación de los deslindes de los predios vecinos que no concurren a la modificación no se ven alterados, la concurrencia tanto en la solicitud como en los planos de todos los propietarios involucrados, la verificación de los antecedentes catastrales registrados en la misma Dirección de Obras que muestran tanto el origen del predio como sus posteriores variaciones, la verificación de los permisos de construcción autorizados en los predios vecinos y su correspondiente recepción final que dan cuenta de la conformación real de los predios vecinos, entre otros.

 



En los casos en que los antecedentes tenidos a la vista no permitan al Director de Obras Municipales tener acreditado que no se vulneran los derechos de terceros nada impide que, por esa misma causa, no autorice la modificación de deslindes, debiendo entonces el o los interesados recurrir al pronunciamiento judicial.

 



Como se puede observar el objetivo de la modificación legal es resolver múltiples casos no controversiales de modificaciones o rectificaciones de deslindes mediante un procedimiento público, en sede administrativa, guardando las precauciones que requiere una materia tan delicada y contribuyendo a la certeza jurídica tanto de los propietarios como de las autoridades públicas relacionadas con las acciones sobre el suelo que contempla la Ley General de Urbanismo y Construcciones.
 



Finalmente, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo tiene el mayor interés en que la Asociación de Conservadores de Chile pueda participar en la elaboración de las disposiciones reglamentarias que se incorporarán a la Ordenanza General para la correcta aplicación de la ley.”.




Luego, la Comisión escuchó algunos párrafos del documento remitido por la Asociación de Conservadores de Chile, que se anexa a este informe:





“En la práctica, los casos de rectificaciones de deslindes y/o de cabida son muy pocos y, las situaciones que se someten al conocimiento de los Tribunales son menos aún, de manera que es posible sostener que frente a los reducidos casos que ocurren de inexactitud de la descripción física del inmueble, estos tienen la solución adecuada dentro del marco del sistema registral y del proceso de calificación que realizan los Conservadores de Bienes Raíces.”.

 



….“En efecto, la primera situación planteada en que existiendo un plano aprobado por la propia Municipalidad que dio origen a inscripciones y que con posterioridad con instrumentos de medición más precisos se desea alterar las medidas del plano original por la misma Municipalidad, caso de muy excepcional ocurrencia, el Conservador para dar acceso al Registro y Archivo del nuevo plano, sólo pide que la Dirección de Obras certifique que el nuevo plano no afecta los deslindes de los predios vecinos y el Conservador revisa las inscripciones de los terceros que podrían verse afectados y según el proceso calificatorio que realiza procederá a archivar el nuevo plano.
 



La segunda situación señalada en el ordinario mencionado, tiene fácil solución con la figura del plano de fusión y subdivisión simultánea, pero que los interesados eluden realizar porque la Dirección de Obras cobra derechos municipales que no se desea pagar. Sería más razonable eximir de este pago a los interesados y elaborar los planos correspondientes para dar lugar a su archivo y posteriores inscripciones ajustadas a ellos de acuerdo con las normas usuales de transferencia de inmuebles.
 



La tercera situación relativa a la precisión de la línea oficial entre un bien nacional de uso público y un inmueble de un privado, es resuelta por la Dirección de Obras respectiva sin necesidad de rectificación de deslindes y sin intervención del Conservador.
 



La cuarta situación planteada en el ordinario antes citado, en que difiere la descripción literal de un inmueble que contiene una inscripción con la información gráfica que tiene el mismo inmueble en un plano, es resuelta directamente por el Conservador dentro del marco del proceso calificatorio normal que realiza, en que privilegiará la singularización del inmueble de que se trate que se ajuste más a los antecedentes registrales existentes, sean inscripciones anteriores, planos, etc.
 



Por todo lo expuesto, en opinión del Conservador de Bienes Raíces la posible intervención de funcionarios de la Dirección de Obras modificando o rectificando deslindes, aunque sea en casos muy poco significativos en número, debilitaría la presunción de exactitud y veracidad que publicita el Registro de Propiedad y privaría al Conservador del ejercicio pleno de sus facultades calificadoras, que hasta el día de hoy dan seguridad al tráfico y comercio de inmuebles.
 



Lo dicho no significa que las Direcciones de Obras no puedan dentro del ámbito de sus atribuciones, como lo hacen actualmente, no sólo aprobar planos de loteos, subdivisiones o de copropiedad inmobiliaria sino que emitir certificados de número, calle y comunas en que se encuentra un inmueble u otros certificados o resoluciones que aclaren situaciones de hecho, todo ello como antecedente valioso para que el Conservador, dentro del proceso calificatorio que realiza, practique inscripciones o efectúe notas relativas a la singularización de los inmuebles de que se trate.”.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo enfatizó que la facultad que se le otorga al Director de Obras Municipales (DOM) para autorizar las modificaciones de deslinde de terrenos se ejercerá solo en casos excepcionales, que ameriten esta forma simplificada de tramitación.





El Honorable Senador señor Tuma indicó que se trata de una gran oportunidad para flexibilizar esta regulación, considerando su aplicación extraordinaria y que el articulado dispone una medida de protección para los derechos de terceros.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo aseveró que lo que se persigue con la norma es evitar un trámite judicial en casos muy específicos de enmiendas simples de límites de terrenos, por medio de un procedimiento administrativo a cargo del DOM.





El Honorable Senador señor Sabag destacó que en la situación mencionada por el señor asesor debe exigirse una sentencia judicial que ordene al Conservador de Bienes Raíces rectificar los deslindes y efectuar las inscripciones o subinscripciones que correspondan. Esta gestión, afirmó, otorga la certeza jurídica que el sistema registral requiere.





Agregó que es preferible confiar en el criterio de los Conservadores que en el de los Directores de Obras, que son muchos y con raciocinios muy disímiles.





El Honorable Senador señor Muñoz replicó que la sentencia judicial que ordena la modificación de límites se dicta, en ocasiones, porque ha existido una controversia entre los interesados, que al no ponerse de acuerdo recurren a la justicia. Opinó que la nueva facultad del DOM contribuirá a simplificar los trámites y a evitar dilaciones innecesarias.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo puso de relieve que con la atribución que se le otorga al DOM se evitará un trámite judicial que requiere contratar un abogado, con los consiguientes costos para las partes.





Aseguró que la forma de ejercer esta atribución estará detallada en el reglamento respectivo, para lo cual se ha invitado a la agrupación de Conservadores a participar en la formulación respectiva.





Añadió que, contrario a lo que sostiene la Asociación de Conservadores, la certeza jurídica mejorará con la nueva propuesta, al facilitar que las dimensiones de un predio -cuando no sean exactas- puedan ser rectificadas por el DOM de forma más simplificada y siempre que no se afecten los derechos de terceros. Hoy en día, dijo, debido a lo engorroso y al costo del trámite judicial, las personas no efectúan la diligencia y los deslindes reales no coinciden con los registrados.





- Puesta en votación la indicación número 19, fue rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma. A favor lo hizo el Honorable Senador señor Sabag. 





La indicación número 19 bis, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Sabag y Tuma, es para agregar el siguiente inciso segundo nuevo:
 



“Las modificaciones y rectificaciones de deslindes autorizadas por la Dirección de Obras Municipales se inscribirán en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces y anotarán al margen de la inscripción de dominio respectiva.”.




- La indicación número 19 bis fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Tuma.
Número 12)





Prescribe lo siguiente:





“12) Incorpórese el siguiente artículo 161 bis, nuevo:
 



“Artículo 161 bis.- Previo informe fundado de la Dirección de Obras, la Municipalidad podrá decretar la inhabitabilidad parcial o total de los edificios que presenten daños que comprometan su estabilidad, ordenando el desalojo correspondiente. 
 



Decretada la inhabitabilidad, la parte de esta declarada inhabitable, no podrá ser utilizada hasta contar con la recepción de las obras de reparación por la Dirección de Obras Municipales.”.”.





La indicación número 20, del Honorable Senador señor Sabag, es para agregar al artículo 161 bis propuesto los siguientes incisos tercero y cuarto:
 



"Si el inmueble que es declarado inhabitable está siendo ocupado, el propietario del mismo dispondrá de un plazo de seis meses para dar solución a los reparos indicados por la Dirección de Obras para que la propiedad pueda ser habitada o convenir un acuerdo para realizar las reparaciones definidas por la Dirección de Obras en un informe fundado. Cumplido ese plazo no cabrán más recursos y la Dirección de Obras deberá decretar la orden de demolición correspondiente.
 



En caso de resolverse la demolición del inmueble, la Municipalidad requerirá el auxilio de la fuerza pública para desalojar a los ocupantes, cualquiera sea la condición de éstos.”.




El representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor José Ramón Ugarte, señaló que la incorporación del artículo 161 bis, nuevo, tiene por finalidad subsanar un vacío legal. Recordó que luego del terremoto y maremoto de febrero de 2010, algunas Direcciones de Obras tuvieron muchas dificultades para obligar a los ocupantes de un edificio a abandonarlo por inhabitable y a ordenar su desalojo, ya que no había una norma expresa que los autorizara. Con este nuevo artículo, manifestó, se pondrá fin a esa situación de incertidumbre.





Respecto de la indicación, expresó que no sería necesaria, ya que la materia que comprende está regulada en el Párrafo 7°, “De las Demoliciones”, del Capítulo II de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, artículos 148 a 157.





- El autor de la indicación, Honorable Senador señor Sabag, la retiró, en atención a las explicaciones del representante del Ejecutivo.
Artículo quinto





Este artículo modifica la ley N° 20.071, que Crea y Regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras en Edificación.

°°°

S. E. el Presidente de la República presentó sendas indicaciones para modificar los artículos 6° y 13 de esta ley.

 Artículo 6° 

Establece lo siguiente:




“Artículo 6º.- Los revisores independientes no podrán revisar proyectos u obras en que tengan conflictos de interés. Se entenderá que existen tales conflictos tratándose, por ejemplo, de proyectos u obras:

 



a) Emplazados en predios que pertenezcan en dominio al revisor o a sus parientes hasta el 4º grado de consanguinidad o 2º de afinidad;

 



b) Emplazados en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el revisor sea socio o a una persona jurídica en que éste sea socio, director, administrador o con quien tenga un vínculo laboral, y


c) En que el revisor, o alguno de sus parientes hasta el 4º grado de consanguinidad o 2º de afinidad, intervenga como proyectista o constructor.”.

 


La indicación número 21, es para sustituir en la letra b), el vocablo “un” por la frase “una dependencia económica o”.





- Fue aprobada, con correcciones simplemente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Sabag.

Artículo 13





Dispone lo siguiente:





“Artículo 13.- La resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del imputado, debiendo declarar la sanción que impone al infractor o su absolución.

 
La resolución final deberá dictarse dentro de los 30 días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.”.

La indicación número 22, es para agregarle el siguiente inciso tercero, nuevo:

 
“Las sanciones se anotarán en el Registro”.


La Comisión estuvo de acuerdo en con esta indicación, para que exista igual norma de publicidad y constancia respecto de todos los profesionales que se han inscrito en los diversos registros relacionados con la construcción de obras.


- La indicación número 22 fue aprobada, en los mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz y Sabag.
°°°

- - -
MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo primero


Sustituir la expresión “Apruébase la siguiente ley que” por “La siguiente ley”.

(Adecuación formal).
Artículo 1°


Reemplazar “regúlese” por “regúlase”.


(Adecuación formal).

Artículo 2°


Sustituir “Obras” por “Obra”.

(Adecuación formal).


Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El Registro regirá para todo el territorio nacional y tendrá carácter público y permanente.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 1).

Artículo 3°

Inciso primero


- Intercalar, a continuación de “por la presente ley” la expresión “y su Reglamento”, seguida de una coma.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 1bis a)).


Sustituir el vocablo “ésta” por “esta ley”.

(Adecuación formal).
Inciso segundo


Reemplazar las letras mayúsculas de las palabras “Arquitecto, Ingeniero Civil, Ingeniero Constructor o Constructor Civil”, por letras minúsculas.
(Adecuación formal).
 
- Reemplazar la locución “en la presente ley” por “en el Reglamento de esta ley”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 1bis b)).

Inciso tercero


Sustituir la oración final “deberán ser cumplidas por el profesional que las represente en la obra” por “deberán ser cumplidos por el profesional que efectúe la supervisión de la obra”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Inciso cuarto


- Reemplazar “Inspectores Técnicos de Obras” por “inspectores técnicos de obra”


- Agregar, a continuación del vocablo final “ley” la expresión “y su Reglamento”.

(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).
Artículo 4°

Inciso segundo


- Reemplazar, las dos veces que aparece la palabra “Inspectores” por “inspectores”.


- En la oración final, incorporar una coma (,), a continuación de “caso”.

(Adecuación formal).
Inciso tercero

- Suprimir la coma (,) que sucede al vocablo “público”.

- Eliminar la locución “u otra causal”.


- Sustituir la expresión “o la Secretaría Ejecutiva” por “o la Dirección del Registro que establece el Reglamento”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 1 ter a) y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).
Inciso cuarto
 
- Reemplazar la frase “cuya naturaleza o el bien jurídico protegido” por “relacionados con las labores a desarrollar, cuya naturaleza”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 1 ter b)).

- Sustituir “Inspector” por “inspector”.

(Adecuación formal).
Artículo 5°


- En su encabezamiento reemplazar “Inspectores” por “inspectores”.

(Adecuación formal).
Número 3)

- Sustituir “Inspector” por “inspector”.

(Adecuación formal).

- Intercalar, a continuación de la expresión “en que sea” la palabra “socio”, seguida de una coma.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 3 bis a)).
Número 4)

Agregar, luego de la locución “que sean funcionarios” la expresión “o tengan relación contractual”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 3 bis b)).
Número 5)

- Reemplazar “y, o” por la conjunción “o”.


- Agregar, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:

 
“Para estos efectos se entenderá como dependencia económica, entre otras, cuando exista relación de habitualidad en la prestación del servicio de inspección respecto del mismo contratante.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 4).
Artículo 6°


- En su encabezamiento, reemplazar “Inspectores Técnicos de Obras” por “inspectores técnicos de obra”

(Adecuación formal).
Número 1)


- Sustituir “Inspector” por “inspector”.


- Reemplazar “3°” y “2°” por “tercer” y “segundo”, respectivamente.

(Adecuaciones formales).
Número 2)


- Reemplazar “Inspector” “inspector”.

(Adecuación formal).
Número 3) 


- Sustituir “Inspector” por “inspector”.


- Reemplazar “3°” y “2°” por “tercer” y “segundo”, respectivamente.

(Adecuación formal).
Artículo 7°

Número 1)

Letra a) 


- Sustituir “libro de obras” por “Libro de Obras”.


- Reemplazar la expresión “del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975,” por “de la”.


(Adecuaciones formales).
Letra b)

- Sustituir “libro de obras” por “Libro de Obras”.


(Adecuación formal).
° ° °


Incorporar las siguientes letras c) y d), nuevas:

 



“c) Hacer uso del certificado que acredita la inscripción en el Registro una vez expirada su vigencia.

d) No informar oportunamente al Registro cualquier modificación de los antecedentes que forman parte de la inscripción, conforme al Reglamento.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 4 bis).
° ° °

Número 2)

Letra d) 


Eliminar la palabra “aquél”.


(Adecuación formal).
Letra f) 


Suprimir el vocablo “dicha”.


(Adecuación formal).
Letra g)


- Reemplazar la expresión “del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975,” por “de la”.


(Adecuación formal).
Número 3)

En su encabezamiento, remplazar la frase “o suspensión del Registro, hasta por el plazo de tres años” por “del Registro o suspensión del mismo por al menos un año y hasta por tres años”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 5 y 6).
Letra b) 


Eliminar la palabra “aquél”.


(Adecuación formal).
Letra c) 


Suprimir el vocablo “aquél”.


(Adecuación formal).
Letra d)


- Sustituir “libro de obras”  por “Libro de Obras”.


- Reemplazar “aquél” por “éste”.


(Adecuaciones formales).

Incorporar a este artículo el siguiente inciso final, nuevo:





“Las sanciones se anotarán en el Registro.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 7).
Artículo 8°


Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El Registro regirá para todo el territorio nacional y tendrá carácter público y permanente.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 8).
Artículo 9°

Inciso primero


Reemplazar “ésta” por “esta”.


(Adecuación formal).
Inciso segundo


- Sustituir “Arquitecto, o de Ingeniero Civil con especialidad en Obras Civiles” por “arquitecto, o de ingeniero civil con especialidad en obras civiles”.

(Adecuación formal).

- Agregar, a continuación del vocablo “categorías” la expresión “en el Reglamento de esta ley”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).
Inciso cuarto




Reemplazar el inciso cuarto por el siguiente:
 



“A las universidades no se les exigirá el cumplimiento del objeto social señalado en el inciso precedente.”


(Unanimidad 3x0. Indicación número 8 bis).
Inciso quinto


Reemplazar “Categorías de Revisores” por  “categorías de revisores”.


(Adecuación formal).
Artículo 10

Inciso primero


Sustituir “Revisor” por “revisor”.


(Adecuación formal).
Inciso tercero


Reemplazar “Revisores” por “revisores”.


(Adecuación formal).
Inciso cuarto


- Suprimir la coma (,) que sucede al vocablo “público”.

- Eliminar la locución “u otra causal”.


- Sustituir la expresión “Secretaría Ejecutiva” por “Dirección del Registro que establece el Reglamento”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 8 ter a)). 
Inciso quinto


- Reemplazar la expresión “cuya naturaleza o el bien jurídico protegido” por “relacionados con las labores a desarrollar, cuya naturaleza”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 8 ter b)).

- Sustituir “Revisor” por “revisor”.


(Adecuación formal).
Inciso sexto


- Reemplazar el guarismo “2” por “dos”.


(Adecuación formal).
Artículo 11

Número 2)


Agregar, a continuación de la locución “inspector técnico”, la expresión “de obra”.


(Adecuación formal).
Número 3)


Intercalar, luego de la expresión “en que sea” la palabra “socio”, seguida de una coma.

(Unanimidad 3X0. Indicación número 10 bis). 
Número 5)


Sustituirlo por el siguiente:


“5) Respecto de proyectos en que sean socios del revisado o exista alguna relación contractual o dependencia económica de algún tipo con el arquitecto o el calculista, o tenga intereses comerciales en el proyecto específico o participación, de cualquier naturaleza, en alguna sociedad relativa al proyecto en cuestión. Para estos efectos se entenderá como dependencia económica, entre otras, cuando exista relación de habitualidad en la prestación del servicio de revisión respecto del mismo contratante.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 11 y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).
Artículo 12

Inciso primero


Reemplazarlo por el que se indica:


“Artículo 12.- En caso que el revisor de cálculo requiera de asesoría en materia de geotecnia o mecánica de suelos, deberá recurrir a los ingenieros con esta especialidad inscritos en el Registro. La especialidad tendrá una sola categoría, pudiendo revisar cualquier proyecto o estudio relacionado con ésta.”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).
Inciso segundo


Sustituir “exigencias profesionales exigidas en el Reglamento” por “exigencias profesionales y demás requisitos exigidos en el Reglamento”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Artículo 13


Sustituir sus numerales 1., 2. y 3., por 1), 2) y 3).

Números 1. y 3.


Reemplazar, en ambos numerales, “3°” por “tercer” y “2°” por “segundo”.


(Adecuación formal).
Artículo 14

Número 2)
Letra d)


Sustituir “y, o” por “o”


(Adecuación formal).
Número 3)

En su encabezamiento, remplazar la frase “o suspensión del Registro, hasta por el plazo de tres años” por “del Registro o suspensión del mismo por al menos un año y hasta por tres años”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 13 y 14).
Letra b)


Eliminar el vocablo “grave”.

Letra c)


- Suprimir la palabra “grave”.


- Sustituir la expresión “Geotecnia y Mecánica de Suelos” por “geotecnia o mecánica de suelos”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 15 y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

- Incorporar a este artículo un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“Las sanciones se anotarán en el Registro.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 15 bis).
Artículo 15
Inciso primero


Suprimir la expresión “en ésta”.


(Adecuación formal).
Artículo 16

Inciso primero


Reemplazar “registrado” por la expresión “inscrito en el Registro”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 15 ter).
Inciso segundo


Sustituir el guarismo “30” por “treinta”.


(Adecuación formal).
Artículo 17

Inciso primero





- Reemplazar la expresión “el inspector técnico de obra hubiere incurrido en” por “al inspector técnico de obra se le hubieren formulado cargos referentes a”.


- Sustituir el guarismo “10” por “diez”.





- Intercalar, a continuación de “artículo 3°” la expresión “del artículo primero”.





(Unanimidad 3x0. Indicación número 15 quater a) y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).
Inciso segundo


- Sustituir la expresión “el revisor hubiere incurrido en faltas graves y gravísimas” por “al revisor se le hubieren formulado cargos referentes a faltas graves o gravísimas”.

- Reemplazar el guarismo “10” por “diez”.





- Agregar, a continuación de “artículo 9°” la expresión “del artículo primero”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 15 quater b) y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).
Artículo 18
Inciso primero


Sustituir “30” por “treinta”.


(Adecuación formal).
Artículo 19


- Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:

 
“Las sanciones se anotarán en el Registro.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 16).
Inciso segundo


Pasa a ser inciso tercero, con las siguientes enmiendas.


- Sustituir “30” por “treinta”.


- Reemplazar el vocablo “registrado” por “inscrito en el Registro”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).
Artículo 20


Sustituir el número “30” por “treinta”.


(Adecuación formal).
Artículo 21


Reemplazarlo por el que se indica a continuación:


“Artículo 21.- Tratándose de los inspectores técnicos de obra, el recurso de apelación deberá interponerse ante la Comisión de Apelaciones del Registro establecida en el artículo 14 de la ley N° 20.071, en adelante la Comisión.”.


(Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).
Artículo 22


Sustituir “Cálculo Estructural” por “cálculo estructural”.


(Adecuación formal).
Artículo 23

Número 6

Sustituirlo por el siguiente:


6. Un representante de la Asociación Chilena de Sismología e Ingeniería Antisísmica (ACHISINA).

(Unanimidad 4x0. Indicación número 17).

Número 8

Eliminarlo


Números 9 y 10


Pasan a ser 8 y 9, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 26


- Intercalar, a continuación de “a que se refiere” la expresión “el artículo primero de”.


(Adecuación formal).
Artículo 27


- Intercalar, a continuación de “a que se refiere” la expresión “el artículo primero de”.


(Adecuación formal).
Artículo segundo

Número 1.

- Sustituirlo por “1)”.


- Reemplazar el vocablo “acápite” por “párrafo”.


- Sustituir “normas técnicas” por “Normas Técnicas”.


(Adecuaciones formales).





- Agregar en la frase que se reemplaza, a continuación de las palabras “Ordenanza General”, la siguiente oración, precedida por un punto seguido (.):

“Las normas técnicas de aplicación obligatoria deberán publicarse en internet y mantenerse a disposición de cualquier interesado de forma gratuita.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 18).

Número 2.

- Sustituirlo por “2)”.

Letra b) 


- Reemplazar “incluido” por “incluidos”; suprimir la locución “en éste”, y anteponer a la expresión “mecánica de suelos” lo siguiente: “geotecnia o”.

(Adecuaciones formales).
Letra e)


- Incorporar una coma (,), luego de la expresión “al presente artículo””, y agregar dos puntos (:) a continuación de “por la siguiente”.


- En la frase final, reemplazar “esta ley” por “la ley”.


(Adecuaciones formales).

Número 3)




Incorporar, al artículo 67 que se modifica, el siguiente literal c), nuevo:





“c) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Las modificaciones y rectificaciones de deslindes autorizadas por la Dirección de Obras Municipales se inscribirán en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces y anotarán al margen de la inscripción de dominio respectiva.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 19 bis).

Número 7)


Reemplazar “Modifíquese” por “Modifícase”.


(Adecuación formal).

Número 9)

Inciso tercero


Sustituir “el inspector” por “del inspector”.

Inciso cuarto


Sustituir, en la oración final, “Dicho Ministerio” por “El Ministerio”, y “fuera” por “fue”.

Inciso quinto


Reemplazar “libro de obras” por “Libro de Obras”.


(Adecuaciones formales).
Número 10)
Letra a)


Eliminar en este literal, que modifica el inciso segundo del artículo 144 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, la frase siguiente: “En caso que la construcción hubiere contado con un inspector técnico de obra (ITO) también deberá acompañarse un informe de dicho profesional”, y anteponer una coma (,) a la preposición “que”, que sigue a la frase que se elimina.


(Adecuaciones formales).
Artículo tercero


- En el encabezamiento de los numerales 1) y 2) reemplazar “1” y “2” por “1) y 2)”, respectivamente.


- En el encabezamiento del número 3) agregar un medio paréntesis ()), a los numerales 3, 4, 5, 3 y 4.


- En el encabezamiento del número 4) agregar un medio paréntesis ()), a los numerales 5 y 4.


(Adecuaciones formales).
Artículo cuarto


Reemplazar, las dos veces que aparece, la referencia al “artículo 14 bis A)” por otra al “artículo 14 Ter”.


(Adecuación formal).
Artículo quinto


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo quinto.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.071, que Crea y Regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación:

1) En el artículo 1°, reemplazáse la mención “de obras de edificación” por “Obras de Construcción”.

2) En la letra b) del artículo 6°, agrégase, a continuación de la frase “con quien tenga” la expresión “una dependencia económica o”.

3) En el artículo 13, agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Las sanciones se anotarán en el Registro.”.”.


(Unanimidad 3x0. Indicación número 22 y artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:


 


“Artículo primero.- La siguiente ley dicta normas sobre Inspectores Técnicos de Obra (ITO) y crea y regula el Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra (ITO) y el Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural:
 
 


“Artículo 1°.- Créase y regúlase el Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra (ITO) y el Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, de conformidad con lo establecido en los artículos 143 y 116 bis A), respectivamente, del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.
TÍTULO I

Del Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra
(ITO)

PÁRRAFO PRIMERO
Disposiciones Generales

 



Artículo 2°.- La Dirección del Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra dependerá del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien lo administrará en forma directa o a través de terceros, de conformidad con lo establecido en el artículo 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.




El Registro regirá para todo el territorio nacional y tendrá carácter público y permanente.





Artículo 3°.- Podrán inscribirse en el Registro y permanecer inscritas en él, las personas naturales o jurídicas que cumplan con los requisitos exigidos por la presente ley y su Reglamento, y que no estén afectas a las inhabilidades o incompatibilidades que esta ley contempla.





Para inscribirse en el Registro las personas naturales deberán acreditar estar en posesión del título profesional de arquitecto, ingeniero civil, ingeniero constructor o constructor civil, acreditando también la experiencia mínima exigida para las distintas categorías en el Reglamento de esta ley.





En el caso de las personas jurídicas, los requisitos y condiciones habilitantes para inscribirse en el Registro, deberán ser cumplidos por el profesional que efectúe la supervisión de la obra. 
 



El Reglamento establecerá categorías de inspectores técnicos de obra, según su idoneidad técnica y experiencia profesional acorde al tipo de obra de que se trate, en los términos señalados por esta ley y su Reglamento.
PÁRRAFO SEGUNDO

De las Inhabilidades e Incompatibilidades para la 
Inscripción en el Registro

 



Artículo 4°.- Estarán inhabilitadas para inscribirse en el Registro sociedades de personas o sociedades anónimas u otras personas jurídicas, que tengan uno o más socios comunes, o directores o administradores comunes, según corresponda, con otras personas jurídicas ya inscritas.

 


Estarán inhabilitados para inscribirse en el Registro, sea como persona natural o como integrante de una persona jurídica, o para desempeñarse como inspectores si ya estuvieran inscritos, las personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva y los inspectores que estén sancionados por algún otro Registro del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En este último caso, la inhabilidad para la inscripción se extenderá por dos años desde el término de la sanción.





Estarán inhabilitadas para inscribirse en el Registro las personas naturales o jurídicas que hayan sido sancionadas administrativamente por algún organismo público por incumplimiento de contrato que la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo o la Dirección del Registro que establece el Reglamento consideren que afecta su idoneidad profesional.





Asimismo, podrán rechazarse las solicitudes de inscripción de aquellas personas que hubieren sido condenadas por delitos relacionados con las labores a desarrollar, cuya naturaleza se estimare que afectan la idoneidad profesional del inspector, o la aptitud y responsabilidad de la persona jurídica en su caso.





Artículo 5°.- Los inspectores estarán afectos a las siguientes incompatibilidades y por consiguiente no podrán actuar como tales:





1) Respecto de obras en que les corresponda intervenir profesionalmente en calidad de arquitecto, calculista o constructor.





2) Respecto de obras en las que le cabe alguna participación a la persona jurídica de la cual forman parte o a otro de los socios, directores o administradores de dicha persona jurídica, en calidad de propietario, arquitecto, calculista, constructor, supervisor, revisor calculista o revisor independiente.





3) Respecto de obras emplazadas en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el inspector sea socio o a una sociedad anónima o a otra persona jurídica en que sea socio, director o administrador, según corresponda.





4) Respecto de obras que se relacionen con organismos de la Administración del Estado y municipalidades de los que sean funcionarios o tengan relación contractual.





5) Respecto de obras en que sean socios del inspeccionado o exista alguna relación contractual o dependencia económica de algún tipo, o tenga intereses comerciales en la obra específica o participación, de cualquier naturaleza, en alguna sociedad relativa a la obra en cuestión. Para estos efectos se entenderá como dependencia económica, entre otras, cuando exista relación de habitualidad en la prestación del servicio de inspección respecto del mismo contratante.





Artículo 6°- Los inspectores técnicos de obra no podrán revisar obras en que tengan conflictos de interés. Se entenderá que existen tales conflictos tratándose de obras:





1) Emplazadas en predios que pertenezcan en dominio al inspector o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad.




2) Emplazadas en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el inspector sea socio o a una persona jurídica en que éste sea socio, director, administrador o con quien tenga un vínculo laboral.




3) En que algún pariente del inspector, hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, intervenga como constructor.

PÁRRAFO TERCERO

De las Infracciones y sus Sanciones

 



Artículo 7°.- Las infracciones que se cometan en las funciones de supervisión a que se refiere el artículo 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, se clasificarán en leves, graves y gravísimas.





1) Se considerará como infracción leve y se sancionará con amonestación por escrito:





a) No dejar constancia en el Libro de Obras sobre modificaciones en la obra con respecto a planos y especificaciones técnicas en los términos exigidos por el artículo 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones; y,





b) No dejar anotación en el Libro de Obras sobre correcciones solicitadas y no efectuadas en elementos de terminaciones.





c) Hacer uso del certificado que acredita la inscripción en el Registro una vez expirada su vigencia.
 



d) No informar oportunamente al Registro cualquier modificación de los antecedentes que forman parte de la inscripción, conforme al Reglamento.


  



2) Se considerará como infracción grave y se sancionará con la suspensión del Registro hasta por el plazo de un año:





a) Reincidir en la comisión de alguna infracción leve 
dentro de un periodo de dos años.





b) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de incompatibilidad establecida en esta ley.





c) No estar presente en la obra el titular o el suplente designado durante la ejecución de las partidas principales cuando deba supervisar su correcta ejecución, conforme lo establezca el Reglamento.





d) Cuando se acreditare que en una obra en que ha actuado el inspector técnico de obra no se ha dado cumplimiento al proyecto de arquitectura aprobado en el permiso de construcción, incluidas sus modificaciones, sin que haya representado por escrito el incumplimiento.





e) La emisión de informes erróneos en la recepción definitiva de obras.





f) No supervisar las partidas sujetas a supervisión de acuerdo a las especificaciones técnicas aprobadas en el permiso de edificación o urbanización.





g) No supervisar el oportuno cumplimiento de las medidas de gestión y de control de la calidad de la construcción del proyecto indicadas en el artículo 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.





3) Se considerará infracción gravísima y se sancionará con la eliminación del Registro o suspensión del mismo por al menos un año y hasta por tres años:





a) La reincidencia en la comisión de alguna infracción grave dentro de un período de dos años.





b) Cuando se acreditare que en una obra en que ha actuado el inspector técnico de obra no se han respetado los planos del proyecto estructural y las especificaciones técnicas correspondientes, incluidas sus modificaciones, sin que haya representado por escrito el incumplimiento.





c) Cuando se acreditare que en una obra en que ha actuado el inspector técnico de obra se ha producido incumplimiento de las normas de construcción aplicables a la ejecución de la obra o no se han realizado los ensayes y certificaciones que exigen las normas técnicas de construcción vigentes, sin que haya representado por escrito el incumplimiento.





d) No dejar anotación en el Libro de Obras y no denunciar al propietario de la obra, ante la Dirección del Registro y la Dirección de Obras Municipales, si éste no hubiere ordenado que se corrijan los trabajos defectuosos, cuando se trate de la estructura soportante del edificio, de acuerdo a lo establecido por el profesional que realizó el cálculo estructural del proyecto.





e) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de inhabilidad o habiendo perdido alguno de los requisitos de inscripción en el Registro.





f) Actuar habiendo sido condenado por sentencia ejecutoriada en juicio penal en que se haya establecido su responsabilidad por crimen o simple delito por hechos derivados de las funciones del ejercicio de su cargo, durante el tiempo que esté cumpliendo su condena.
 



Las sanciones se anotarán en el Registro.
TÍTULO II

Del Registro Nacional de Revisores de Proyectos de 
Cálculo Estructural

PÁRRAFO PRIMERO

Disposiciones Generales

 



Artículo 8°.- La Dirección del Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural dependerá del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien la administrará en forma directa o a través de terceros, de conformidad a lo que establece el artículo 116 bis A) de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.




El Registro regirá para todo el territorio nacional y tendrá carácter público y permanente.
 



Artículo 9°.- Podrán inscribirse en el Registro y permanecer inscritas en él, las personas naturales o jurídicas que cumplan con los requisitos exigidos por la presente ley y su Reglamento, que no estén afectas a las inhabilidades o incompatibilidades que esta ley contempla.

 



Para inscribirse en el Registro las personas naturales deberán acreditar estar en posesión del título profesional de arquitecto, o de ingeniero civil con especialidad en obras civiles, acreditando también la experiencia mínima exigida para las distintas categorías en el Reglamento de esta ley.

 



En el caso de personas jurídicas, ésta debe incluir en su objeto social la revisión de proyectos de cálculo estructural. Los requisitos y condiciones habilitantes para inscribirse en el Registro deben ser cumplidos por el profesional que efectúe la revisión de los proyectos.

 



A las universidades no se les exigirá el cumplimiento del objeto social señalado en el inciso precedente.
 



El Reglamento establecerá categorías de revisores, según requisitos de estudios, idoneidad técnica y experiencia profesional, acorde al tipo de obra de que se trate, en los términos señalados por esta ley y su Reglamento.

PÁRRAFO SEGUNDO

De las Inhabilidades e Incompatibilidades para la
Inscripción en el Registro
 
 


Artículo 10.- Un revisor estará inhabilitado para inscribirse en más de una categoría del Registro, sea como persona natural o como integrante de una persona jurídica.

 



Igualmente estarán inhabilitadas para inscribirse en el Registro sociedades de personas o sociedades anónimas u otras personas jurídicas, que tengan uno o más socios comunes, o directores o administradores comunes, según corresponda, con otras personas jurídicas ya inscritas.

 



Estarán inhabilitados para inscribirse en el Registro, sea como persona natural o en calidad de integrante de una persona jurídica, o para desempeñarse como revisores si ya estuvieran inscritos, las personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva y los revisores que estén sancionados por algún otro Registro del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En este último caso la inhabilidad para la inscripción se extenderá por dos años desde el término de la sanción.

 



Asimismo, estarán inhabilitadas las personas naturales o jurídicas que hayan sido sancionadas administrativamente por algún organismo público por incumplimiento de contrato que la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo o la Dirección del Registro que establece el Reglamento consideren que afecta su idoneidad profesional.
 



Podrán rechazarse las solicitudes de inscripción de aquellas personas que hubieren sido condenadas por delitos relacionados con las labores a desarrollar, cuya naturaleza se estimare que afectan la idoneidad profesional del revisor, o la aptitud y responsabilidad de la persona jurídica en su caso.

 



Las inhabilidades que tengan su origen en condena penal, no serán aplicables una vez transcurrido el plazo de dos años desde el término del cumplimiento de la pena. En todos estos casos la Dirección del Registro deberá proceder previo informe de la División Jurídica del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

 



Artículo 11.- Los revisores estarán afectos a las siguientes incompatibilidades y por consiguiente no podrán actuar como tales:





1) Respecto de proyectos en que les corresponda intervenir profesionalmente como arquitecto, calculista o constructor.





2) Respecto de proyectos de cálculo estructural referidos a permisos de edificación de obras en los que le cabe alguna participación a la persona jurídica de la cual forman parte o a otro de los socios, directores o administradores de dicha persona jurídica, en calidad de propietario, arquitecto, calculista, constructor, supervisor, inspector técnico de obra o revisor independiente.





3) Respecto de proyectos de cálculo estructural referidos a permisos de edificación de obras emplazadas en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el revisor sea socio o a una sociedad anónima o a otra persona jurídica en que sea socio, director o administrador, según corresponda.





4) Respecto de proyectos que se relacionen con un órgano de la Administración del Estado del cual sea funcionario o tenga relación contractual.





5) Respecto de proyectos en que sean socios del revisado o exista alguna relación contractual o dependencia económica de algún tipo con el arquitecto o el calculista, o tenga intereses comerciales en el proyecto específico o participación, de cualquier naturaleza, en alguna sociedad relativa al proyecto en cuestión. Para estos efectos se entenderá como dependencia económica, entre otras, cuando exista relación de habitualidad en la prestación del servicio de revisión respecto del mismo contratante.

 



Artículo 12.- En caso que el revisor de cálculo requiera de asesoría en materia de geotecnia o mecánica de suelos, deberá recurrir a los ingenieros con esta especialidad inscritos en el Registro. La especialidad tendrá una sola categoría, pudiendo revisar cualquier proyecto o estudio relacionado con ésta.
 



Podrán inscribirse en esta especialidad las personas naturales o jurídicas que cumplan con las exigencias profesionales y demás requisitos exigidos en el Reglamento.
 



Artículo 13.- Los revisores de cálculo no podrán revisar proyectos u obras en que tengan conflictos de interés. Se entenderá que existen tales conflictos tratándose de proyectos u obras:





1) Emplazados en predios que pertenezcan en dominio al revisor o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad.





2) Emplazados en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el revisor sea socio o a una persona jurídica en que éste sea socio, director, administrador o con quien tenga un vínculo laboral. 





3) En que algún pariente del revisor, hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, intervenga como calculista.

PÁRRAFO TERCERO

De las Infracciones y sus Sanciones

 



Artículo 14.- Las infracciones a las funciones a que se refiere el artículo 116 bis A) de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, se clasificarán en leves, graves y gravísimas.

 



1) Se considerará como infracción leve y se sancionará con amonestación por escrito:





a) Hacer uso del certificado que acredita la inscripción en el Registro una vez expirada su vigencia.





b) No informar oportunamente al Registro cualquier modificación de los antecedentes que forman parte de la inscripción, conforme al Reglamento.




2) Se considerará infracción grave y se sancionará con la suspensión del Registro hasta por el plazo de un año:





a) Reincidir en la comisión de alguna infracción leve dentro de un periodo de dos años.





b) Actuar en una categoría superior a aquélla en la que se encuentre inscrito.





c) No comunicar al Registro cualquier modificación de sus antecedentes personales que incida en las causales de inhabilidad o incompatibilidad. La comunicación deberá efectuarse dentro de los 30 días siguientes a la fecha de la respectiva modificación.





d) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de incompatibilidad fundada en conflicto de intereses o en alguna causal de inhabilidad fundada en la pérdida de condiciones que lo habiliten para inscribirse en el Registro.





3) Se considerará infracción gravísima y se sancionará con la eliminación del Registro o suspensión del mismo por al menos un año y hasta por tres años: 





a) La reincidencia en la comisión de alguna infracción grave dentro de un período de dos años.





b) El incumplimiento de la obligación de revisar que el proyecto de cálculo estructural, los planos, la memoria de cálculo y las especificaciones técnicas cumplan con todas las normas aplicables. 





c) El incumplimiento de la obligación de revisar que los antecedentes de geotecnia o mecánica de suelos cumplan con todas las normas aplicables, salvo que se acompañe un certificado suscrito por un especialista inscrito en el Registro.





d) Actuar habiendo sido condenado por sentencia ejecutoriada en juicio penal en que se haya establecido su responsabilidad por crimen o simple delito por hechos derivados de las funciones del ejercicio de su cargo, durante el tiempo que esté cumpliendo su condena.

 



Las sanciones se anotarán en el Registro.
TÍTULO III

Del Procedimiento de Aplicación de Sanciones

 



Artículo 15.- Será competente para conocer de las infracciones a que se refiere la presente ley y aplicar las sanciones que se establecen, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región en cuyo territorio se cometió la infracción.

 



El procedimiento infraccional deberá iniciarse de oficio cuando la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente tome directamente conocimiento de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna de las infracciones a que se refiere esta ley.

 



El procedimiento también podrá iniciarse mediante denuncia escrita, ante la Secretaría Regional Ministerial competente, formulada y suscrita por cualquier persona u organismo, público o privado, que tenga interés en ello. Las denuncias contendrán una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, debiendo acompañarse copia de los antecedentes en que se fundan.

 



Artículo 16.- El procedimiento infraccional se iniciará mediante una resolución de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente, en la que deberán constar los cargos formulados contra el presunto infractor, la que se le notificará personalmente o por carta certificada enviada al domicilio que tenga inscrito en el Registro, adjuntando los antecedentes en que se fundan. Copia de dicha resolución deberá enviarse a la Dirección del Registro para su conocimiento.

 



La formulación de cargos deberá señalar la forma en que se ha iniciado el procedimiento, una descripción de los hechos que se estiman constitutivos de infracción y la disposición que establece la sanción asignada a la infracción. El presunto infractor tendrá un plazo de treinta días para formular descargos, contado desde la notificación.

 



Artículo 17.- Como medida provisional para obras en construcción, en las que al inspector técnico de obra se le hubieren formulado cargos referentes a faltas graves y gravísimas, podrá resolverse una suspensión temporal de éste, en cuyo caso la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá resolver la continuidad de la medida en un plazo máximo de diez días, resolución que será notificada por carta certificada. Será responsabilidad del propietario reemplazar al inspector técnico de obra en caso de suspensión, e informar a la Dirección de Obras Municipales y a la Dirección del Registro, conforme a la normativa vigente y a lo dispuesto en el artículo 3° del artículo primero de esta ley.

 



Del mismo modo, tratándose de obras en que se introdujeren modificaciones al proyecto de cálculo estructural, y en las cuales al revisor se le hubieren formulado cargos referentes a faltas graves o gravísimas, podrá resolverse una suspensión temporal de éste, en cuyo caso la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá resolver la continuidad de la medida en un plazo máximo de diez días, resolución que será notificada por carta certificada. Será responsabilidad del propietario reemplazar al revisor en caso de suspensión, e informar a la Dirección de Obras Municipales y a la Dirección del Registro, conforme a la normativa vigente y a lo dispuesto en el artículo 9° del artículo primero de esta ley.

 



Artículo 18.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo establecido para ello, la Secretaría Regional Ministerial examinará el mérito de los antecedentes y, en caso de ser necesario, ordenará la realización de ensayes, certificaciones, pericias e inspecciones que sean pertinentes y la práctica de las demás diligencias probatorias que procedan, las que deberán verificarse en un plazo máximo de noventa días, cuyo costo será de cargo del infractor, o bien del denunciante en caso que no se determinare infracción. Los nuevos antecedentes serán remitidos al presunto infractor, quien podrá formular observaciones acerca de ellos dentro del plazo de treinta días contado desde la notificación.

 



Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba, apreciándose ésta en conformidad a las reglas de la sana crítica.

 



Artículo 19.- La resolución que ponga fin al procedimiento infraccional será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del denunciado, debiendo declarar la sanción que impone al infractor o su absolución.




Las sanciones se anotarán en el Registro.
 


 
La resolución final a que se refiere este artículo deberá dictarse dentro de los treinta días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente, la que deberá ser notificada personalmente o por carta certificada, enviada al domicilio que el denunciado tenga inscrito en el Registro.

TÍTULO IV

De las Apelaciones

 



Artículo 20.- Contra la resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio previsto en esta ley, procederá el recurso de apelación, debiendo interponerse dentro de los treinta días siguientes a su notificación.
 



Artículo 21.- Tratándose de los inspectores técnicos de obra, el recurso de apelación deberá interponerse ante la Comisión de Apelaciones del Registro establecida en el artículo 14 de la ley N° 20.071, en adelante la Comisión.




 
Artículo 22.- Respecto de los revisores de proyectos de cálculo estructural, el recurso de apelación deberá interponerse ante la Comisión Nacional de Apelación, establecida en el siguiente artículo.

 



Artículo 23.- Créase la Comisión Nacional de Apelación, que estará integrada por:
1. El Jefe de la División Técnica de Estudios y Fomento Habitacional (DITEC) del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o su representante, quien la presidirá.
2. Un Director de Obras Municipales, en representación de los Directores de Obras Municipales.
3. Un representante del Ministerio de Obras Públicas.

4. Un representante de la Cámara Chilena de la Construcción.

5. Un representante de la Asociación de Ingenieros Estructurales A.G. (AICE).
6. Un representante de la Asociación Chilena de Sismología e Ingeniería Antisísmica (ACHISINA).
7. Un representante de la Sociedad Chilena de  Geotecnia (SOCHIGE).
8. Un representante del Colegio de Arquitectos de Chile.
9. Un representante del Colegio de Ingenieros de Chile.

 



El Reglamento establecerá un procedimiento de designación y funcionamiento de la Comisión Nacional de Apelación.

 



La constitución de la Comisión Nacional de Apelación se formalizará mediante resolución del Subsecretario de Vivienda y Urbanismo.

 



Artículo 24.- Las apelaciones interpuestas conforme a la presente ley sólo se concederán en el efecto devolutivo, rigiendo las sanciones aplicadas por la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo. Con todo, podrán tener efecto suspensivo si así lo resuelve expresamente la Comisión o la Comisión Nacional de Apelación, según el caso, a petición fundada del interesado.

 



Artículo 25.- Las resoluciones tanto de la Comisión, como de la Comisión Nacional de Apelación, serán inapelables, sin perjuicio de las demás acciones y recursos que procedan. 

 



Artículo 26.- Todos los plazos de días señalados en las disposiciones a que se refiere el artículo primero de esta ley son de días hábiles.

 



Artículo 27.- Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere el artículo primero de la presente ley prescribirán en el plazo de dos años, contados desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por parte de la Dirección de Obras Municipales.”.

 



Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones:





1) En el artículo 2°, reemplázase en el párrafo referido a las Normas Técnicas, la frase “para el cumplimiento de los standars exigidos en la Ordenanza General” por “de acuerdo a los requisitos de obligatoriedad que establece la Ordenanza General. Las normas técnicas de aplicación obligatoria deberán publicarse en internet y mantenerse a disposición de cualquier interesado de forma gratuita.”.




2) En el artículo 18:





a) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:





“El arquitecto que realice el proyecto de arquitectura, será responsable de cumplir con todas las normas legales y reglamentarias aplicables a dicho proyecto y por los errores en que haya incurrido en el ejercicio de sus funciones, si de éstos se han derivado daños o perjuicios.”.





b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno a ser incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, respectivamente:

 



“El profesional competente que realice el proyecto de cálculo estructural, incluidos los planos, la memoria de cálculo, especificaciones técnicas, y el estudio de geotecnia o mecánica de suelos, será responsable de cumplir con todas las normas aplicables a estas materias y por los errores en que haya incurrido, en el ejercicio de sus funciones, si de éstos se han derivado daños o perjuicios. En los casos en que el estudio de mecánica de suelos sea realizado por un profesional competente diferente, este estudio será de su exclusiva responsabilidad.”




c) Intercálase a continuación del inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, un nuevo inciso quinto, pasando los actuales incisos quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, a ser incisos sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo y undécimo, respectivamente:

 



“El inspector técnico de obra (ITO), será responsable de supervisar que las obras se ejecuten conforme a las normas de construcción aplicables en la materia y al permiso de construcción aprobado y sus modificaciones, así como al proyecto de arquitectura correspondiente, el proyecto de cálculo estructural y su memoria, y los proyectos de especialidades, incluidos los planos y especificaciones técnicas correspondientes.”.




d) Reemplázase el actual inciso cuarto, que pasó a ser sexto, por el siguiente:

 



“Respecto de las responsabilidades, daños y perjuicios, a que se refiere este artículo, las personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como arquitecto, ingeniero civil, ingeniero constructor o constructor civil, los que deberán individualizarse en el respectivo permiso de construcción.”.





e) Reemplázase en el actual inciso quinto, que pasó a ser séptimo, la oración “El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización de los proyectistas y constructores a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo al presente artículo”, por la siguiente: “El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización del arquitecto que realizó el proyecto de arquitectura, del profesional que realizó el proyecto de cálculo estructural, del profesional a cargo de la obra, de los profesionales a cargo de los proyectos de especialidades, así como del inspector técnico de obra (ITO), del revisor independiente de obras de construcción y del revisor del proyecto de cálculo estructural, cuando corresponda, a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo a la ley”.





3) Modifícase el artículo 67 en la siguiente forma:





a) Sustitúyese la oración “o urbanización de terrenos”, por la siguiente  oración: “, urbanización o modificación de deslindes de terrenos”.





b) Agrégase a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente  oración: “En caso de modificación de deslindes no podrán afectarse  los derechos de terceros.”.




c) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:

 



 “Las modificaciones y rectificaciones de deslindes autorizadas por la Dirección de Obras Municipales se inscribirán en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces y anotarán al margen de la inscripción de dominio respectiva.”.





4) Introdúcense en el artículo 116 Bis, las siguientes modificaciones:




a) En el inciso primero:




i. Reemplázase la oración “persona natural o jurídica con inscripción vigente en un Registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo”, por la siguiente: “con inscripción vigente en el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Construcción, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo creado por la ley Nº 20.071”.





ii. Sustitúyese la oración “Sin embargo, la Ordenanza General podrá determinar las edificaciones en que será obligatoria la contratación de un revisor independiente para los respectivos permisos de construcción o de recepción definitiva.”, por la siguiente: “Sin embargo será obligatoria la contratación de un revisor independiente cuando se trate de edificios de uso público y demás casos que determine la Ordenanza General.”.





b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

 



“En el desempeño de sus funciones, los revisores independientes a que se refiere este artículo deberán supervisar que los proyectos de construcción y sus obras cumplan con las disposiciones legales y reglamentarias, y emitir los informes que se requieran para tales efectos, cuyo contenido determinará la Ordenanza General. Con todo, los revisores independientes no supervisarán el proyecto de cálculo estructural, ni los proyectos de ingeniería referidos a obras de urbanización, en su caso.”.





c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero, a ser el inciso cuarto:

 



“El revisor independiente será subsidiariamente responsable al arquitecto que realice el proyecto de arquitectura, en lo relativo a que el proyecto de construcción y sus obras cumplan con todas las normas legales y reglamentarias aplicables a dicho proyecto.”.





d) Agrégase al inciso tercero, que pasa a ser inciso cuarto, la siguiente oración: “Dicha rebaja de derechos incluye la participación del revisor independiente a que se refiere este artículo tanto en el permiso de construcción, como en la recepción definitiva de sus obras.”.





5) Modifícase el artículo 116 bis A), de la siguiente forma:





a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “edificaciones” por las siguientes palabras: “demás casos”.





b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

 



“En el desempeño de sus funciones el revisor del proyecto de cálculo estructural será subsidiariamente responsable con el profesional competente que realizó el proyecto de cálculo estructural, debiendo verificar que los planos, la memoria de cálculo, incluida en ésta el protocolo de inspección que se defina en la norma técnica, las especificaciones técnicas, y el estudio de mecánica de suelos, cumplan con todas las normas aplicables.”.




6) Modifícase el artículo 118, del siguiente modo:





a) Reemplázase en el inciso segundo, la palabra “proyectista” por una coma (,).





b) Sustitúyese en el inciso cuarto la frase “ordenará que se otorgue en tal caso, el permiso, previo pago de los derechos.”, por la siguiente: “ordenará que se otorgue el permiso, previo pago de los derechos municipales, que al efecto se reducirán en un 50%, correspondiendo el pago previo de igual monto a la Secretaría Regional Ministerial, a beneficio fiscal. Sin perjuicio de lo anterior, en caso de verificar una contravención al inciso quinto del artículo 116, dicha  Secretaría deberá proceder conforme al artículo 15.”.




7) Modifícase el artículo 130, de la siguiente forma:





a) Agrégase en la tabla del inciso primero, el siguiente número 11, nuevo:





“11.- Modificaciones de deslindes 2,0% del avalúo fiscal de la parte del terreno que se modifica.”.





b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente: 

 



“En caso de modificaciones de proyectos de subdivisión o loteo el derecho municipal se calculará respecto del área de terreno que se modifica.”.





8) Sustitúyese en el artículo 142, la frase “a las obras de edificación que les corresponda informar”, por “a las obras de construcción que les corresponda informar”.




9) Reemplázase el artículo 143, por el siguiente:

 



“Artículo 143.- Durante la ejecución de una obra, el constructor a cargo de ella deberá velar porque en la construcción se adopten medidas de gestión y control de calidad para que ésta se ejecute conforme a las normas técnicas obligatorias, la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza General, así como a la demás normativa aplicable a la materia, y se ajuste a los planos y especificaciones del respectivo proyecto.

 



Los contenidos de las medidas de gestión y control de calidad deberán ser establecidos en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, debiendo en todo caso referirse como mínimo a los siguientes aspectos: medidas técnicas y de seguridad que se deberán adoptar para la correcta ejecución de las obras de construcción, demolición y excavaciones; los ensayes y certificaciones obligatorios que deberán adoptarse durante el transcurso de la ejecución de las obras, así como las autorizaciones especiales que deberán requerirse para ciertas faenas, cuando la normativa lo establezca; medidas que deberán adoptarse para mitigar el ruido y emisiones de polvo; indicación de los lugares aptos para depositar materiales y elementos de trabajo; aseo de la obra y del espacio público; y programa de trabajo y horarios de ejecución de las obras.

 



Dichas medidas de gestión y control de calidad, deberán ser establecidas y registradas en un documento que se deberá mantener en el lugar de la obra, durante todo el tiempo de ejecución de ésta, a disposición de los profesionales competentes, del inspector técnico de obra (ITO) y de los inspectores de la Dirección de Obras Municipales. Terminada la obra, el constructor a cargo, deberá presentar una declaración jurada afirmando que las medidas de gestión y de control de calidad, fueron aplicadas.

 



Tratándose de edificios de uso público, y demás casos que señale la Ordenanza General, será obligatorio que la obra cuente con un inspector técnico de obra (ITO), independiente del constructor, con inscripción en un Registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El Ministerio podrá encomendar dicho Registro a la entidad denominada “Instituto de la Construcción”, cuya personalidad jurídica fue concedida por decreto supremo Nº 1.115, de 1996, del Ministerio de Justicia.

 



El inspector técnico de obra (ITO), estará encargado de supervisar que la obra se ejecute conforme a las normas de construcción aplicables a la ejecución de la obra, al permiso de construcción aprobado y sus modificaciones. Durante la ejecución de la obra será responsable que ésta cumpla con el proyecto de arquitectura; el proyecto de cálculo estructural; y los proyectos  de especialidades; incluidos los planos y especificaciones técnicas correspondientes, debiendo para ello, registrar en el Libro de Obras la supervisión de las partidas que determinen la Ordenanza General y las respectivas especificaciones técnicas. Asimismo, el inspector técnico de obra deberá supervisar oportunamente el cumplimiento de las medidas de gestión y de control de la calidad. Para cumplir su labor el inspector técnico de obra estará facultado para requerir tomas de muestras y demoliciones parciales.





El inspector técnico de obra (ITO) que incumpla sus funciones de supervisión, será subsidiariamente responsable con el constructor, por los daños o perjuicios producidos por fallas o defectos en la construcción derivados del incumplimiento de tales funciones.

 



Se deberá mantener en el lugar de la obra, en forma permanente y actualizada, un Libro de Obras, en el cual se consignarán, debidamente firmadas, las instrucciones y observaciones sobre el desarrollo de la construcción, por parte del profesional que realizó el proyecto de arquitectura y el proyecto de cálculo estructural, así como del constructor y el profesional mencionado en el inciso anterior, sin perjuicio de las observaciones que registren los inspectores municipales cuando lo requieran.”. 





10) Modifícase el artículo 144, del siguiente modo:





a) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la palabra “profesional”, la siguiente oración: “, que señale que la obra fue construida conforme a las normas técnicas de construcción aplicables a la ejecución de la obra y al permiso de construcción aprobado, incluidas sus modificaciones.”.





b) Agrégase en el inciso tercero, a continuación de la expresión “red seca,”, la siguiente: “red inerte,”.





11) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 158, la expresión “exigir que sean reparados los edificios que,” por “exigir fundadamente que sean reparados los edificios que presenten daños que comprometan su estabilidad, o bien que”. 





12) Incorpórese el siguiente artículo 161 bis, nuevo:

 



“Artículo 161 bis.- Previo informe fundado de la Dirección de Obras, la Municipalidad podrá decretar la inhabitabilidad parcial o total de los edificios que presenten daños que comprometan su estabilidad, ordenando el desalojo correspondiente. 

 



Decretada la inhabitabilidad, la parte de esta declarada inhabitable, no podrá ser utilizada hasta contar con la recepción de las obras de reparación por la Dirección de Obras Municipales.”.




Artículo tercero.- Modifícase el artículo 24 de la ley N° 18.695, Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, contenida en el decreto con fuerza de ley  N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, en el siguiente sentido:




1) Reemplázase el número 1) de la letra a), por el siguiente:





“1) Dar aprobación a las fusiones, subdivisiones y modificaciones de deslindes de predios en las áreas urbanas, de extensión urbana, o rurales en caso de aplicación del artículo 55 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones;”.





2) Sustitúyese el número 2) de la letra a), por el siguiente:





“2) Dar aprobación a los anteproyectos y proyectos de obras de urbanización y edificación y otorgar los permisos correspondientes, previa verificación de que éstos cumplen con los aspectos a revisar de acuerdo a la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”. 





3) Elimínase el número 3) de la letra a), pasando los números 4) y 5), a ser números 3) y 4), respectivamente.





4) Reemplázase el actual número 5) de la letra a), que pasó a ser número 4), por el siguiente:





“4) Recibirse de las obras y autorizar su uso, previa verificación de que éstas cumplen con los aspectos a revisar de acuerdo a la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.
 



Artículo cuarto.- Intercálase en la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, el siguiente artículo 14 Ter, nuevo:

 



“Artículo 14 Ter.- La tramitación de solicitudes ante la Dirección de Obras Municipales se efectuará conforme a lo establecido en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.”.
 
Artículo quinto.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.071, que Crea y Regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación:

1) En el artículo 1°, reemplazáse la mención “de obras de edificación” por “Obras de Construcción”.

2) En la letra b) del artículo 6°, agrégase, a continuación de la frase “con quien tenga” la expresión “una dependencia económica o”.
3) En el artículo 13, agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Las sanciones se anotarán en el Registro.”.”.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 5, 12 y 19 de marzo y 11 y 18 de junio de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martín (Presidenta) y señores Pedro Muñoz Aburto (Juan Pablo Letelier Morel), Víctor Pérez Varela, Hosaín Sabag Castillo y Eugenio Tuma Zedán.


Sala de la Comisión, a 27 de junio de 2013.
(Fdo.): Milena Karelovic Ríos,
Secretaria de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUTORIZA EL LEVANTAMIENTO DE SECRETO BANCARIO EN INVESTIGACIONES DE LAVADO DE ACTIVOS

(4426-07)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tienen el honor de emitir un segundo informe sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, e iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Carlos Montes Cisternas y Eduardo Saffirio Suárez y de los ex Diputados señores Juan Bustos Ramírez, Francisco Encina Moriamez y Álvaro Escobar Rufatt. 

A las sesiones en que la Comisión trató este proyecto concurrieron, especialmente invitados, el ex Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter y los asesores de esa Secretaría de Estado, señores Juan Francisco Galli, Marko Magdic, Alejandro Rojas y Eduardo Vega.


Además, asistieron el Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn; y su asesor, el señor Francisco Moreno.

Igualmente, participaron el Director de la Unidad de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, la abogada de ese Servicio, señora Tania Sironvalle, y el señor Antonio Segovia.

Asimismo, intervinieron, especialmente invitados, los abogados y profesores de Derecho Procesal, señor Raúl Tavolari y de Derecho Penal, señor Juan Domingo Acosta.

En representación de la Unidad de Análisis Financiero, asistieron su ex Directora, señora Tamara Agnic, el Director, señor Javier Cruz, el encargado de Asuntos Internacionales, señor Tomás Koch y el abogado señor Adrián Fuentes.


En alguna de sus sesiones estuvieron presentes la Jefa del Departamento de Derecho Internacional Multilateral de la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señora Alejandra Quezada; el Subdirector Jurídico del Servicio Nacional de Aduanas, señor Rodrigo González; los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señorita Daniela Iglesias y señores Juan Pablo Miranda y Pedro Pablo Rossi; la asesora del Ministerio de Hacienda, señorita Carmina Hernández; el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada, y los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Marcelo Drago y Jorge Cash, y del Honorable Senador señor Patricio Walker, señor Fernando Dazarola.


Hacemos presente que las sesiones celebradas en el año 2010, fueron presididas por la Honorable Senadora señora Soledad Alvear Valenzuela; las efectuadas en el año 2012, por el Honorable Senador señor Hernán Larraín Fernández, y la efectuada en el año 2013 por el Honorable Senador señor Patricio Walker Prieto.


Finalmente, cabe consignar que la Sala del Senado abrió un plazo adicional para presentar indicaciones en la Secretaría de la Comisión. Esas indicaciones han sido agregadas al Boletín de indicaciones que elaboró la Secretaría de la Corporación.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Cabe hacer presente que la letra b) del número 2) del artículo 1°; el artículo 38, agregado por el número 13) del artículo 1°; el artículos 2°; el número 2) del artículo 3° y el artículo transitorio de esta iniciativa fueron calificados como normas de carácter orgánico constitucional y deben, en consecuencia, ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 77 y 84, en relación con el inciso segundo del artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República.

- - -


Asimismo, dejamos constancia que mediante oficios Nºs CL/126/2010, de 7 de diciembre de 2010 y CL/192/2012, de 6 de noviembre de 2012, y de conformidad a lo que disponen los artículos 77 de la Carta Fundamental y 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la Comisión puso en conocimiento de la Excma. Corte Suprema los cambios sustanciales que se han incorporado a esta iniciativa en este trámite reglamentario, con el fin de recabar su parecer sobre cada uno de ellos. 
- - -

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.

2.-Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1, 2, 3, 4, 4A, 4B, 5A, 5B, 8, 9, 10, 11, 11A,11C, 15A, 15B, 15C, 15D, 15F, 15G, 

16A, 27B, 28, 29, 30, 31,31A, y 31B.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 5, 11D, 11E, 15, 15E, 15H, 17, 17A, 32, y 32A.


4.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

5.- Indicaciones rechazadas: 6, 11B, 12, 13, 14, 16, 16B, 19, 20, 21, 23, 24, 25, 26, 26A, 26B, y 27.


6.- Indicaciones retiradas: 7, 18 y 22.


Finalmente, hacemos presente que durante la discusión en particular de esta iniciativa, la Comisión acordó introducir otras enmiendas, según lo autoriza el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. De todo ello se da cuenta en el siguiente apartado de este informe.
- - -
DISCUSIÓN EN PARTICULAR


En este acápite se efectúa una relación de las disposiciones del proyecto, de las indicaciones que se presentaron, y de los acuerdos que a su respecto adoptó la Comisión.

Artículo 1°


Este precepto del proyecto introduce, en 11 números, diversas enmiendas a la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero y determinó sus funciones y atribuciones.
Número 1)


Este número modifica el inciso primero del artículo 1º de la referida ley. En esta norma se crea la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F.), con el propósito de prevenir e impedir la utilización del sistema financiero y otros sectores de la actividad económica, para la comisión de alguno de los delitos descritos en el artículo 27 de esta ley.


El texto aprobado en general por el Senado agrega en esta disposición, a continuación de la palabra “ley”, la frase: “como asimismo el contenido en el artículo 8° de la ley Nº 18.314.”. Cabe recordar que la ley Nº 18.314 determina las conductas terroristas y fija su penalidad.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes y en virtud de lo preceptuado en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó sustituir este número por otro que, manteniendo el mismo propósito del texto aprobado en general, sólo introduce una enmienda de forma en su redacción.


Concurrieron a este acuerdo, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.
Número 2)


Este número modifica el artículo 2º de la ley 
Nº 19.913, precepto que señala que la Unidad de Análisis Financiero sólo tendrá las funciones y atribuciones que determina este artículo.


Entre ellas figuran las siguientes: Solicitar, verificar, examinar y archivar información (letra a); Requerir a cualquiera de las personas naturales y jurídicas que indica los antecedentes que se vinculen con operaciones sospechosas (letra b); Disponer exámenes periciales (letra c); Organizar y mantener archivos o registros (letra d); Recomendar medidas a los sectores públicos y privados para prevenir el delito de lavado de activos (letra e); Impartir instrucciones (letra f); Intercambiar información con organismos extranjeros similares (letra g); Analizar información que indica (letra h); Acceder a información que conste en las bases de datos de organismos públicos (letra i), E imponer las sanciones administrativas que establece la ley (letra j).


Antes de iniciarse el estudio de las indicaciones que se formularon a este artículo, el Honorable Senador señor Espina propuso eliminar en el inciso primero del artículo 2° la palabra “sólo”, ya que dicha expresión no resulta concordante con el ordenamiento jurídico. En efecto, hizo presente que los órganos públicos sólo tienen las funciones y atribuciones que les fija la ley, en virtud del principio de legalidad que establece el artículo 6º de la Ley Fundamental.




Se recordó que el principio de legalidad, conocido tradicionalmente bajo el nombre de “principio de clausura del derecho público”, supone que el ejercicio de las competencias de las autoridades se realice de conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes. Asimismo, que los servicios y órganos públicos no tienen más funciones y atribuciones que las que les otorga la ley, por lo que no resulta necesario señalar, como ocurre en la especie, que la Unidad de Análisis Financiero sólo tendrá las siguientes atribuciones. 





Como consecuencia de lo anterior, la  Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes y de conformidad a lo que autoriza el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó incorporar una letra a), nueva, al número 2) del artículo 1º del proyecto de ley, para suprimir la expresión “sólo” que considera el inciso primero del artículo 2º.





Concurrieron a este acuerdo la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, don Hernán.




Seguidamente, la Comisión se abocó al estudio del artículo 2° de la ley y las modificaciones que en general aprobó el Senado.





Esas enmiendas introducen, en cuatro letras, diversas modificaciones al referido precepto. 
Letra a)


Esta letra propone dos modificaciones al párrafo segundo de la letra b) del mencionado artículo 2º, las que se presentan como literales a-1 y a-2, respectivamente.

Literal a-1


En lo que interesa a este informe, este literal modifica el párrafo segundo de letra b) del artículo 2º, precepto que faculta a la Unidad de Análisis Financiero para solicitar a las personas que indica los antecedentes que resulten necesarios para aclarar si se ha producido una operación sospechosa de lavado de activos. En particular agrega que si los antecedentes estuvieren amparados por el secreto o reserva, o deban requerirse a una persona no contemplada en el artículo 3° de esta ley, la mencionada solicitud deberá ser autorizada previamente por un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago que el Presidente de esa Corte designe por sorteo.

La modificación del literal a-1 consiste en suprimir, en el mencionado párrafo, la expresión “o reserva”, las dos veces que aparecen.

Literal a-2


En este literal del texto aprobado en general, se agregar en la letra b) del artículo 2º el siguiente párrafo final:

“Tratándose de la entrega de antecedentes amparados por reserva bancaria, en la solicitud realizada por la Unidad en el ejercicio de la presente atribución, se entenderán cumplidos los requisitos establecidos en la primera oración del inciso segundo del artículo 154 de la Ley General de Bancos, quedando exenta de responsabilidad legal la empresa bancaria que proporcione la información en los términos citados.”.

En relación con la letra a) que se ha descrito precedentemente, se presentaron las indicaciones número 1, del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán; número 2, de la ex Senadora señora Matthei; número 3, del Honorable Senador señor Novoa, y  número 4, de los Honorables Senadores señores Coloma y Pérez Varela, todas para suprimirla.

Respecto del literal a-1, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio presentaron la indicación número 4A, para suprimirlo.

En subsidio de la anterior, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, presentaron la indicación número 5 para sustituir el literal a-1, por el siguiente:


“a-1. En el párrafo segundo, reemplázanse las frases “o deban requerirse a una persona no contemplada en el artículo 3° de esta ley, la solicitud deberá ser autorizada previamente por el ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designe por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento” por “la solicitud deberá ser autorizada previamente por el juez de garantía”; “El ministro” por “El juez”, y “de la mencionada Corte” por “de la Corte respectiva”.”.




Respecto del literal a-2, se presentaron las indicaciones números 6 y 7.





La indicación número 6, de S.E. el Presidente de la República propone sustituir este literal por el siguiente:





“a-2. Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:




“Tratándose de la solicitud de entrega de antecedentes que no se encuentren amparados por secreto bancario, se entenderán cumplidos los requisitos establecidos en la primera oración del inciso segundo del artículo 154 de la Ley General de Bancos, quedando exenta de responsabilidad legal la entidad que proporcione la información en los términos citados.”.”.




La indicación número 7 de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, la que se presentó en subsidio de las indicaciones N°s. 4 A y 5, para sustituir el inciso propuesto por el siguiente:





“Tratándose de la entrega de antecedentes amparados por reserva bancaria, de los señalados en la primera oración del inciso segundo del artículo 154 de la Ley General de Bancos, se requerirá autorización previa del juez de garantía. En la solicitud realizada por la Unidad en el ejercicio de la presente atribución, la empresa bancaria quedará exenta de responsabilidad legal al proporcionar la información en los términos citados.”.




Finalmente, cabe hacer presente que, previa autorización de la Sala, el Honorable Senador señor Horvath presentó la indicación número 4B, para eliminar el literal a-1 de la letra a); y la indicación número 5B para suprimir literal a-2 de la letra a).





Por estar todas estas indicaciones relacionadas entre sí, se acordó tratarlas conjuntamente, adoptando los siguientes acuerdos:





En primer lugar, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Sabag, acordó aprobar las indicaciones signadas con los números 1, 2, 3 y 4, por estimar que era conveniente mantener la obligación de la Unidad de Análisis Financiero de solicitar la autorización a un Ministro de la Corte de Apelaciones para acceder a la información que tenga el carácter de reservada. 





Asimismo, y con ocasión del examen de esta disposición (párrafo segundo de la letra b) del artículo 2° de la ley N° 19.913) la Comisión consideró las reglas que regulan la forma en que un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago puede autorizar, a solicitud de la Unidad de Análisis Financiero, el acceso a información financiera que tenga el carácter de secreta o reservada.





La norma vigente establece lo siguiente:





“Si los antecedentes a que se refiere este literal estuvieren amparados por el secreto o reserva, o deban requerirse a una persona no contemplada en el artículo 3° de esta ley, la solicitud deberá ser autorizada previamente por el ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designe por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. El ministro resolverá, sin audiencia ni intervención de terceros. Tanto la solicitud de antecedentes amparados por el secreto o reserva que haga la Unidad, como la resolución del tribunal, deberán fundarse en hechos específicos que las justifiquen, de los que se dejará expresa constancia en ambos documentos. Si la petición es rechazada, la Unidad de Análisis Financiero podrá apelar. La apelación será conocida en cuenta y sin más trámite por la sala de cuentas de la mencionada Corte, tan pronto se reciban los antecedentes. El expediente se tramitará en forma secreta y será devuelto íntegramente a la Unidad, fallado que sea el recurso.”.





Al analizarse este texto, la ex Directora de la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F.), señora Agnic, hizo presente que era indispensable que la Corte de Apelaciones de Santiago resuelva rápidamente las solicitudes que presenta el Servicio para acceder a información financiera que está resguardada con el secreto o la reserva que garantiza la ley. Agregó que el éxito de muchas investigaciones depende de la prontitud con que se adopten esas resoluciones.





Acogiendo este planteamiento, la Comisión concordó en la idea de modificar este precepto y establecer que el Presidente de la mencionado Tribunal designe, cada dos años y por sorteo a dos de sus miembros para que resuelvan prontamente las peticiones que presente la Unidad de Análisis Financiero.




En atención a lo anterior, la Comisión por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, acordó sustituir el párrafo segundo de la letra b) del artículo 2º de la ley por el siguiente:





“Si los antecedentes a que se refiere este literal estuvieren amparados por el secreto o reserva, o deban requerirse a una persona no contemplada en el artículo 3° de esta ley, la solicitud deberá ser autorizada previamente por un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, quien resolverá, sin audiencia ni intervención de terceros dentro del plazo de 3 días contado desde la presentación de la misma. Corresponderá al Presidente de esta Corte designar, cada dos años y por sorteo, a dos de sus miembros para cumplir esta función. Tanto la solicitud de antecedentes amparados por el secreto o reserva que haga la Unidad, como la resolución del tribunal, deberán fundarse en hechos específicos que las justifiquen, de los que se dejará expresa constancia en ambos documentos. Si la petición es rechazada, la Unidad de Análisis Financiero podrá apelar. La apelación será conocida en cuenta y sin más trámite por la sala de cuentas de la mencionada Corte, tan pronto se reciban los antecedentes. El expediente se tramitará en forma secreta y será devuelto íntegramente a la Unidad, fallado que sea el recurso.”.




Teniendo en cuenta que esta norma incide en las atribuciones de la Corte de Apelaciones de Santiago, se remitió el Oficio número CL/126/2010, de 7 de diciembre de 2010, a la Excelentísima Corte Suprema, con el fin de recabar su opinión acerca de esta enmienda.





Mediante Oficio Nº 181, de 15 de diciembre de 2010, la Excelentísima Corte Suprema comunicó, en su parte fundamental, lo siguiente:


"Santiago, quince de diciembre de dos mil diez,
Vistos y teniendo presente:

Primero: Que por oficio N° CL/126/2010, de 7 del mes en curso, la señora Presidenta de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Honorable Senado, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, en relación con el artículo 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, ha recabado la opinión de esta Corte Suprema respecto del proyecto de ley que modifica la Ley N° 19.913, en la parte que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos.
Segundo: Que el proyecto que se somete a la consideración de este Tribunal fue informado con anterioridad en dos oportunidades. La primera de ellas el 26 de septiembre de 2006, mediante Oficio N° 144, donde se acordó informarlo favorablemente, sin observaciones. La segunda, el 5 de octubre de 2009, manifestándose la opinión en el Oficio N° 237, en el que la Corte convino informar también favorablemente el proyecto, pero con el siguiente alcance: "Se acuerda informar favorablemente la iniciativa legal, salvo en aquella parte que, en el nuevo artículo 38 que se agrega a la Ley Nº 19.913, establece que le corresponderá a un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago -designado, por sorteo, por el Presidente de dicho Tribunal- la ratificación de las medidas de seguridad adoptadas por la Unidad de Análisis Financiero, estimándose, en cambio, que tal actuación podría corresponder, con mayor propiedad, al juez de garantía competente. Lo anterior se debe, básicamente, a que en la actualidad -con el nuevo sistema procesal penal vigente en todo el país- es a estos magistrados a quienes compete el control de las garantías constitucionales, mientras que los Ministros de Cortes de Apelaciones ya no tienen, en lo penal, la participación jurisdiccional que sí les otorgaba el sistema inquisitivo anterior.
Tercera: Que la modificación propuesta que dice relación con el artículo 2º de la Ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, apunta a dos cuestiones. La primera de ellas dice relación con el nombramiento a través de sorteo, por dos años, de dos Ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago para que resuelvan aquellos casos en que la información requerida sea secreta o reservada. La segunda modificación está dirigida a establecer un plazo de tres días para que el Ministro designado se pronuncie acerca del requerimiento.
Ahora bien, para la realización del primer sorteo, el proyecto considera la incorporación de un artículo transitorio que regule la designación de los ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago que deberán pronunciarse sobre la solicitud de requerimiento, por el plazo de dos años.
El hecho que sea un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, elegido por sorteo, quien decida sobre la solicitud de información secreta o reservada, es una regla existente desde la publicación de la Ley N° 19.913 que creó la Unidad de Análisis Financiero. Sin embargo, esta situación no siempre fue contemplada de esta forma, ya que el proyecto original designaba al juez de garantía para pronunciarse sobre este punto. Fue en primer trámite constitucional donde se aprobó la indicación que entregó a un ministro de Corte la decisión, que era la solución aplicable a aquellas regiones donde aún no entraba en vigencia la Reforma Procesal Penal. Además, se establecía un plazo de veinticuatro horas dentro del cual el ministro tenía que resolver sobre procedencia de la solicitud.

Durante la tramitación legislativa el proyecto de ley radicó en el Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago la decisión de dar curso o no a la solicitud dentro del plazo de veinticuatro horas. Sin embargo, el Tribunal Constitucional declaró inconstitucional el artículo 2° letra b) y la ley fue publicada otorgando la facultad a un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago elegido por sorteo al momento del requerimiento y sin establecer plazo alguno.
La Corte Suprema informó mediante Oficio 
N° 1.562 de 1 de julio de 2002, por única vez, el proyecto de ley que culminó en la promulgación de la Ley N° 19.913 que, como se indicó, originalmente entregaba al juez de garantía decidir sobre la solicitud de la Unidad de Análisis Financiero y establecía un artículo transitorio aplicable en aquellas regiones donde aún no entraba en vigencia la Reforma Procesal Penal. Esta disposición transitoria encomendaba a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, designado mediante sorteo, la decisión de autorizar o no la entrega de información secreta o reservada.
Luego de la entrada en vigencia de la aludida ley, la normativa fue objeto de modificaciones. En lo que se refiere al artículo 2° resulta relevante referirse a la Ley N° 20.119, publicada en el  Diario Oficial el 31 de agosto de 2006, pues la Corte Suprema emitió su parecer en dos oportunidades durante su discusión parlamentaria.
El primer pronunciamiento lo efectuó el 30 de agosto de 2006, mediante Oficio N° 4886, y el segundo, mediante Oficio N° 126, de 11 de octubre de 2005. Es en el primero de estos oficios donde este Tribunal se refiere específicamente al artículo 2°, señalando lo siguiente:

"Interesa examinar, primeramente, la nueva letra b) del artículo 2° de la ley, que preceptúa:
b) solicitar a cualquiera de las personas naturales o jurídicas contempladas en el artículo 3" de la presente ley, antecedentes que resulten indispensables para complementar el análisis de una operación sospechosa previamente reportada y respecto de la cual no son suficientes los antecedentes aportados por el sujeto responsable del reporte. Las personas requeridas están obligadas a proporcionar la información solicitada, en el término que se les fije.
En el caso que los antecedentes estuvieren amparados por el secreto o reserva, se requiere información a una persona no contemplada en el artículo 3° de la presente ley, o se tratare de información solicitada a la Unidad por alguna de sus similares en el extranjero, corresponderá autorizar esta solicitud al Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el presidente de dicha Corte designe por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. El Ministro resolverá de inmediato, sin audiencia ni intervención de terceros. La resolución que rechace la solicitud será someramente fundada y la unidad de Análisis Financiero podrá apelar de ella. La apelación será conocida en cuenta y sin más trámite por la sala de cuentas de la mencionada Corte, tan pronto se reciban los antecedentes. El expediente se tramitará en forma secreta y será devuelto íntegramente a la Unidad, fallado que sea el recurso.
No quedarán sometidas a lo dispuesto en el presente literal, las personas que no están obligadas a declarar por razones de secreto, únicamente en lo que refiera a éste en los términos que señala el artículo 303 del Código Procesal Penal.
La norma transcrita, que no amerita mayor comentario, contempla un procedimiento ágil y expedito, con intervención de un Ministro de la Corte de Apelaciones que resolverá de inmediato la solicitud, la que puede ser apelada por la Unidad de Análisis Financiero en el evento de ser rechazada, y el recurso será conocido en cuenta y sin más trámite por la sala de cuenta de la Corte de Apelaciones, tan pronto se reciban los antecedentes.".
Si bien el Tribunal Pleno se manifestó de acuerdo con que la decisión del ministro hubiera de ser adoptada de inmediato, fue el Tribunal Constitucional quien declaró inconstitucional dicha regla.
Esta última es la razón por la cual actualmente el artículo 2° de la Ley N° 19.913 no contiene un plazo expreso y que es justamente lo que el actual proyecto pretende modificar, estableciendo el término de tres días.
Cuarto: Que en lo que respecta al procedimiento en cuestión, la Corte Suprema ha manifestado en definitiva su acuerdo en que sea un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, quien, previo sorteo, se pronuncie sobre la procedencia o no de la solicitud de documentación secreta o reservada. En este contexto, se estima preferible mantener la actual regulación contenida en el inciso 2° de la letra b) del artículo 2° de la Ley N° 19.913, pues la que se propone en el proyecto que se informa, esto es, que corresponda al Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago designar, cada dos años y por sorteo, a dos de sus miembros para cumplir esta función, puede conducir a situaciones inconvenientes y que no encuentran solución en el texto que se somete a informe si, sólo a modo de ejemplo, ninguno de los dos ministros sorteados se encuentra en funciones al momento de formularse el requerimiento, sea por feriado legal, licencia médica u otro motivo.
Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal considera prudente el establecimiento del plazo de tres días que se fija para resolver la solicitud, contados desde la presentación de la misma, pues, de este modo, se salva la objeción formulada en su momento por el Tribunal Constitucional y, por otra parte, sin perjuicio de su brevedad -que se entiende por la urgencia que demanda la decisión de peticiones de esta naturaleza-, es suficiente para realizar un examen acabado y minucioso de los antecedentes que se relacionan con una operación sospechosa, con el objetivo de verificar que se cumplen los supuestos que justifican hacer una excepción al secreto o la reserva.
Por estas consideraciones y de conformidad con lo dispuesto en la norma constitucional citada, se acuerda informar desfavorablemente el referido proyecto de ley, en la parte que entrega al Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago la potestad de designar, cada dos años y por sorteo, a dos de los miembros del tribunal para cumplir la función de resolver los requerimientos de entrega de información secreta o reservada, y favorablemente, en cuanto fija un término de tres días para decidir sobre dichas solicitudes.”.
-.-.-





Con el fin de considerar estas observaciones y regular adecuadamente esta materia, el Gobierno, previa autorización de la Sala del Senado, presentó la indicación número 5A para reemplazar lo aprobado por lo siguiente:




“b) Sustitúyese en el párrafo segundo de la letra b) del inciso primero la siguiente frase: “el ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designe por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. El ministro resolverá, sin audiencia ni intervención de terceros.” por la siguiente, nueva: “un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, quien resolverá, sin audiencia ni intervención de terceros dentro del plazo de tres días contado desde la presentación de la misma. Corresponderá al Presidente de esta Corte designar, una vez al año y por sorteo, a dos de sus miembros para cumplir esta labor. Si ninguno de los ministros estuviere en funciones, corresponderá otorgar la autorización al Presidente de la Corte o a quien lo subrogue.”.




La Comisión, luego de ponderar las observaciones que formuló la Corte Suprema y teniendo en cuenta la importancia de definir adecuadamente un procedimiento para que la Unidad de Análisis Financiero pueda contar rápidamente con una resolución de la Corte de Apelaciones de Santiago, acordó, por la unanimidad de sus miembros presente, acoger esta nueva indicación número 5A del Ejecutivo. 





Al adoptar este acuerdo, estimó que era más adecuado que este tipo de asuntos los resolviera un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago y no un juez de garantía. Asimismo, consideró que la indicación resuelve adecuadamente la manera en que se ha de proceder en el caso que ninguno de los ministros designados en la Corte de Apelaciones Santiago estuviere en funciones.




Concurrieron a este acuerdo, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.
-.-.-





Seguidamente, y en concordancia con los acuerdos adoptados precedentemente en relación con las indicaciones números 1, 2, 3 y 4, la Comisión adoptó las siguientes resoluciones:





En primer lugar, aprobar la indicación número 4A. Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Sabag.





A su turno, y por la misma razón antes señalada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio, la indicación número 4B del Honorable Senador señor Horvath.





En segundo lugar, dio por aprobada la indicación número 5, subsumida en la nueva redacción del párrafo segundo de la letra b) del artículo 2º. Concurrieron a este acuerdo, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker, don Patricio.





Por su parte, y por la misma razón antes señalada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio, la indicación número 5B del Honorable Senador señor Horvath.





Además, y por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker, don Patricio, se rechazó la indicación número 6. En tanto que la indicación número 7 fue retirada por sus autores.

-.-.-

Letra b)




Esta letra no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, como resultado del acuerdo adoptado precedentemente, en orden a incorporar una nueva letra a) a este artículo, pasa ser letra c), sin enmiendas.

-.-.-
Letra c)





A continuación, la Comisión trató la modificación que introduce la letra c) del número 2) del artículo 1º. Ella recae en la letra i) del artículo 2º de la ley N° 19.913.


La mencionada letra i) faculta a la Unidad de Análisis Financiero para acceder a informaciones y antecedentes existentes en las bases de datos de los organismos públicos, incluidos los que tengan el carácter de secretos o reservados.


La norma aprobada en general suprime en la referida letra i) del artículo 2º  la expresión “o reserva”.


En relación con esta letra se presentaron las indicaciones número 8, del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán; número 9, de la ex Senadora señora Matthei, número 10 del Honorable Senador señor Novoa, la indicación número 11 de los Honorables Senadores señores Coloma y Pérez Varela, y la indicación número 11 A del Honorable Senador señor Horvath, todas destinadas a suprimir esta letra.


La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobar estas indicaciones y suprimir esta letra del proyecto.

Concurrieron a este acuerdo, respecto de las indicaciones 8, 9, 10 y 11, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker, don Patricio.


En tanto, la indicación 11 A fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio.

Letra d)

Esta letra modifica el inciso final del artículo 2º.


En lo que interesa a este informe, el referido inciso otorga al Director de la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F.) la facultad para remitir los antecedentes correspondientes al Ministerio Público, cuando se ha cometido uno de los delitos indicados en el artículo 27 de la ley Nº 19.913


El texto aprobado en general entrega al Director de la Unidad de Análisis Financiero la atribución para hacer la misma comunicación cuando tome conocimiento que se ha cometido el delito sancionado en el artículo 8° de la ley Nº 18.314, sobre conductas terroristas.




Si bien esta letra no fue objeto de indicaciones, la Comisión acordó introducir una enmienda de forma en su redacción. 




Concurrieron a este acuerdo, según lo autoriza el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín, don Hernán.

- - -





A su turno, el Honorable Senador señor Horvath presentó la indicación 11 B, con el propósito de añadir al artículo 2° una nueva letra, del siguiente tenor:





“…) El funcionario público que solicite antecedentes amparados por reserva o secreto en conformidad a lo establecido en la presente disposición, a partir de información maliciosamente falsa o engañosa será castigado con la pena de presido menor en sus grados  medio a máximo y la inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos. En caso que dichos antecedentes se hubiese efectivamente obtenido, la pena se aumentará en un grado.”.



Al analizarse esta indicación se tuvo presente el tenor del artículo 207 del Código Penal, disposición que ya sanciona a quien, a sabiendas, presentare ante un tribunal los testigos, peritos o intérpretes falsos o adulterados. Asimismo, se tuvo en cuenta que no es una técnica legislativa adecuada la de establecer delitos especiales propios cuando ya hay una norma general que sanciona la misma conducta, como por ejemplo la figura de falsificación ideológica de instrumentos públicos. 


Atendida estas razones, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín don Hernán; y Walker, don Patricio, rechazó la indicación 11 B.

Número 3)


Este número del artículo 1º del proyecto modifica el artículo 3º de la ley Nº 19.993, norma que impone, en su inciso primero, a las personas naturales y jurídicas que indica -personas privadas y excepcionalmente a entidades públicas como el Comité de Inversiones Extranjeras- el deber de informar sobre los actos, transacciones u operaciones sospechosas que adviertan en el ejercicio de sus actividades.


En su inciso segundo, define que se entiende por operación sospechosa. 


El texto aprobado en general contiene tres letras que introducen diversas enmiendas al mencionado artículo 3°.

Letra a)


Esta letra introduce dos modificaciones al inciso primero del artículo 3º. Ellas se presentan como literales: a-1 y a-2.
a-1


Esta letra agrega entre los organismos que están obligados a informar, a “las bolsas de valores y las bolsas de productos, así como cualquier otra bolsa que en el futuro esté sujeta a la supervisión de la superintendencia de Valores y Seguros”. 

a-2


Esta letra incluye entre las personas jurídicas obligadas a informar a las “organizaciones deportivas profesionales, a las cooperativas de ahorro y crédito; a las representaciones de bancos extranjeros y a las empresas de depósitos de valores regidas por la ley 
Nº 18.876.”


Al comenzar el estudio de estas enmiendas se tuvo presente que existen bolsas de valores y productos, y cooperativas de ahorro y préstamo que administran importantes volúmenes de dinero, lo que justifica su inclusión entre los organismos obligados a informar. Asimismo, se indicó que la inclusión de las organizaciones deportivas sólo se refiere a las organizaciones deportivas profesionales y no a otras entidades vinculadas a futbol amateur.


Sin perjuicio de lo anterior, durante el estudio de estas enmiendas, el Gobierno, previa autorización de la Sala del Senado, presentó la indicación número 11C mediante la cual suprime, en el inciso primero de este artículo, la referencia al Comité de Inversiones Extranjeras, dado que en un inciso posterior, según se explicará más adelante, se impone a todos los organismos de la Administración del Estado, incluido el referido Comité, el deber de informar operaciones sospechosas a la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F.).


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó aprobar la indicación número 11C del Ejecutivo. Asimismo, acordó, según lo autoriza el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, suprimir en el inciso primero las expresiones “los actos, transacciones u” que figura en el inciso primero, con el fin de precisar que lo que se deberá informar son las operaciones sospechosas, tal como están definidas en el inciso segundo del artículo 3º de la ley, no siendo necesario hacer referencia a actos y transacciones, pues tales conductas ya están consideradas en la referida definición. 

Estas dos enmiendas se consignan como nuevos números 1 y 2 de la letra a) del artículo 2º. En consecuencias, los originales literales a-1 y a-2 pasan a ser números 3 y 4 de la misma letra a).


Concurrieron a estos acuerdos los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. 

Finalmente, la Comisión consideró la indicación número 11D, presentada por  el Honorable Senador señor Horvath para sustituir el literal letra a-1 del número 3) del artículo 1º del proyecto, por el siguiente: 


“a-1) Reemplázase las expresiones “las bolsas de comercio” por la siguiente: “cualquier bolsa que en conformidad a la ley se encuentre sometida a la supervisión de la Superintendencia de Valores y Seguros.”.”.


Al respecto, la Comisión consideró que el propósito de esta indicación concordaba con la idea de que las bolsas de valores y de productos estén incluidas dentro de esta normativa. Por tal razón, y por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio, se dio por aprobada esta indicación, subsumida en la redacción acordada para este número. 

- - -

Seguidamente, hacemos presente que la letra b) de este número 3) no fue objeto de indicaciones y se aprobó sin enmiendas.  

-.-.-

Letra c)

El texto aprobado en general agrega un inciso sexto, nuevo, al artículo 3º, mediante el cual se dispone que las superintendencias y los órganos públicos estarán obligados a informar sobre actos, transacciones u operaciones sospechosas que adviertan en el ejercicio de sus funciones.


Al iniciarse el análisis de esta enmienda, el Honorable Senador señor Espina puntualizó que si bien la lucha contra el narcotráfico y el lavado de dinero es muy importante, no se puede por esta vía incrementar innecesariamente los deberes de los Servicios Públicos. Expresó que, por ejemplo, las municipalidades ya están absolutamente sobrepasadas de obligaciones.

Agregó que el inciso primero de este artículo 3º señala que las personas naturales y jurídicas que allí se indica, estarán obligadas a informar sobre los actos, transacciones u operaciones sospechosas que adviertan en el ejercicio de sus actividades. Asimismo, están obligadas a llevar registros y a nombrar responsables de relacionarse con la U.A.F. Después dice “Se entiende por operación sospechosa todo acto, operación o transacción que, de acuerdo con los usos y costumbres de la actividad de que se trate, resulte inusual o carente de justificación económica o jurídica aparente, sea que se realice en forma aislada o reiterada.”.




Por esta vía, continuó, se está recargando de obligaciones la Administración Pública para reforzar las atribuciones de un Servicio como la U.A.F.





La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear planteó que compartía las inquietudes manifestadas por el Honorable Senador señor Espina. No obstante lo anterior, señaló que si los Servicios Públicos y los Municipios reciben denuncias responsables de que se ha cometido delitos de narcotráfico o de lavado de activos, tienen el deber de comunicar esa información a las autoridades correspondientes.





El Director de la Unidad de Análisis Financiero, señor Javier Cruz, señaló que este deber de informar  podría aparecer en algunos casos un poco excesivo. Sin embargo, puntualizó que el objeto de esta disposición es crear un mecanismo formal para que los Servicios de la Administración del Estado puedan entregar información sobre operaciones que les parezcan sospechosas. Recordó que una de las tareas esenciales de la Unidad de Análisis Financiero es prevenir el lavado de activos para que la población que interactúa en el sistema económico lo haga con tranquilidad y confianza. Y ese es, básicamente, el objeto de esta norma: permitir que tanto entes privados como públicos participen de los actos de prevención.

Finalizó indicando que, a diferencia del sector privado, los organismos públicos no deberán cumplir con una serie de obligaciones que pesan sobre el sector privado, como por ejemplo, llevar una serie de registros ni designar un funcionario responsable de relacionarse con la Unidad de Análisis Financiero.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina preguntó si la referencia a los órganos públicos incluía al Poder Judicial y al Poder Legislativo. 





El Director de la Unidad de Análisis Financiero manifestó que esta disposición no abarcaba al Poder Judicial ni al Congreso Nacional.




El Honorable Senador señor Espina manifestó que, sin perjuicio de estas precisiones, tenía dudas acerca de cómo iba a operar en la práctica esta norma. Por ejemplo, señaló que el Ministerio de Obras Públicas tiene que autorizar un gran número de operaciones que tienen incidencia presupuestaria y financiera. Agregó que si se aprueba esta norma, esa Secretaría de Estado va a estar obligada a vigilar un sin número de operaciones para ver si en ellas hay algo de carácter sospechoso. Lo anterior, sostuvo, puede hacer muy burocrático el sistema y recargar de tareas administrativas a los Servicios Públicos.





La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear manifestó que de acuerdo con la proposición en análisis, los órganos de la Administración del Estado estarían obligados a entregar la información sospechosa que detecten. Agregó que, en todo caso, al Poder Judicial le corresponderá conocer de estas causas por lavado de activos, toda vez que la Unidad de Análisis Financiero debe solicitar las autorizaciones a un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago para adoptar una serie de medidas. Asimismo, los tribunales penales van a conocer de estos delitos. Agregó que no estaba claro si esta norma se aplicaba también al Poder Legislativo.





Seguidamente, se preguntó cómo debía proceder un Servicio Público cuando constata una operación sospechosa de lavado de activos.





El Honorable Senador señor Espina expresó que en este caso no se está regulando aquellas hipótesis en que un vecino presente una denuncia aislada sino que en operaciones como licitaciones u otras en que participan los municipios y en que se detecta que se está ante una operación de carácter sospechoso. En ese caso, los abogados del municipio o, tratándose de Servicios Públicos, sus fiscales, debiera investigar este asunto. Si ellos se convencen de que se están en presencia de una operación de este tipo, entonces debe poner los antecedentes en conocimiento de las autoridades superiores del Servicio, para que ellos los entreguen a la U.A.F.





La Presidente de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear puntualizó que la función de la U.A.F. es fundamental, pues debe examinar si los antecedentes proporcionados por los Servicios Públicos son suficientes como para iniciar las acciones correspondientes e informar al Ministerio Público.





El Director de la Unidad de Análisis Financiero, señor Javier Cruz, expresó que la aprobación de esta norma efectivamente puede significar un mayor nivel de recargo y responsabilidad para los Servicios Públicos y Municipalidades.





Sin embargo, acotó, resulta paradójico que diversos grupos económicos y empresariales privados estén obligados a informar de operaciones sospechosas y que los entes públicos no tengan que cumplir con similar deber.




Agregó que esta nueva normativa va implicar también más trabajo para la Unidad de Análisis Financiero. Puntualizó que lo anterior es inevitable si se quiere combatir el lavado de activos en nuestro país.





Explicó que el Servicio que dirige tiene las competencias para poder enfrentar este nuevo escenario y así dar un curso efectivo a la información que entreguen los órganos de la Administración del Estado. Por tanto, sostuvo, es importante que los órganos del Estado tengan la posibilidad de entregar la información que ellos califiquen como una operación sospechosa para así poder fortalecer el sistema.





Seguidamente, intervino la señora Tania Sironvalle, Subdirectora de la Unidad especializada de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado del Ministerio Público (ULDDECO), quien precisó que si bien las tareas preventivas destinadas a combatir el lavado de activos corresponden a la Unidad de Análisis Financiero, el Ministerio Público muchas veces detecta operaciones que se vinculan con este ilícito. A modo de ejemplo, señaló que las Casas de Cambio en algunas ocasiones han recibido divisas de baja denominación, equivalente a mil y dos mil pesos, con restos de droga, para cambiarlas por moneda de mayor valor. Una operación similar podría presentarse, por ejemplo, al pagar contribuciones a la Tesorería General de la República o impuestos adeudados a Aduana o al Servicios de Impuestos Internos. Obviamente, en una situación así, al funcionario público le va a llamar la atención este hecho y en ese caso debiera poder comunicarlo a sus superiores y ellos a la U.A.F. Por eso, sostuvo, es necesario aprobar una norma como la que aquí se sugiere.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, preguntó si se va a sancionar a los funcionarios públicos que no informen. Al respecto, recordó que existían penas específicas que se aplican a los entes privados que no entregan los antecedentes que les exige la ley.





El Director de la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F.), señor Javier Cruz, explicó que el propósito de este proyecto es que los Servicios Públicos sólo estén obligados a informar de las operaciones sospechosas que detecten y no hacerles aplicables los deberes contenidos en los artículos 4º y 5° de la ley.





Añadió que el objeto principal de esta iniciativa es que los Servicios Públicos se transformen en entidades colaboradoras de las tareas que cumple la U.A.F. 




Finalmente, recordó que, en todo caso, los funcionarios públicos que no cumplen con los deberes que les imponen sus estatutos pueden ser sancionados, previa sustanciación de un sumario administrativo.




La Subdirectora de la ULDDECO, señora Tania Sironvalle, ante una inquietud del Honorable Senador señor Espina, precisó que las figuras de lavado de activos están descritas en el artículo 27 de la ley.





Indicó que el mencionado artículo tipifica el lavado de activos, y que el artículo 28 sanciona la asociación ilícita para lavar dinero. Estas normas consideran dos conductas punibles: la letra a) se refiere a las acciones de ocultar o disimular el origen ilícito de bienes que provienen de actividades ilícitas u ocultar o disimular los bienes mismos. A modo de ejemplo, señaló que si un traficante de droga obtiene un pago por un cargamento de estupefacientes equivalente a 10 millones de pesos, cualquier acción de ocultamiento o de simulación de esas sumas implica lavar activos, por ejemplo, cuando adquiere un inmueble a nombre de un testaferro o de un palo blanco. Mediante esta acción, continuó, se trata de evitar que los órganos de persecución penal lleguen al propietario real, que es el traficante.




Agregó que también se puede ocultar o disimular el mismo bien, de origen ilícito: por ejemplo, tengo el dinero y lo oculto en el entretecho, como el conocido caso de los Gaete, donde se encontraron casi 300 millones de pesos en efectivo ocultos en el entretecho de una casa. Eso también es una acción de ocultamiento o de simulación de bienes que tienen un origen ilícito.





En todo caso, precisó, los delitos tributarios no son delito base de lavado de dinero. Existe un catálogo absolutamente cerrado de conductas que se consideran para estos efectos.




La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, manifestó que dada las explicaciones precedentes había quedado claro que el objeto de esta norma es imponer a los Servicios de la Administración del Estado el deber de informar a la Unidad de Análisis Financiero cualquier operación que parezca sospechosa de lavado de activos.





Esta obligación no se impondrá al Poder Judicial y al Congreso Nacional. Lo anterior no se opone, puntualizó, a que si algún parlamentario detecta o toma conocimiento que se ha cometido un acto que reviste las características de lavado de activos, tiene el deber de entregar los antecedentes a los entes públicos encargados de investigar este tipo de delitos.





En virtud de estas consideraciones, solicitó al Ejecutivo preparar una redacción que acogiera estos planteamientos y aclarara  que se entiende por operación sospechosa.

En una sesión posterior, el Director de la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F.), señor Javier Cruz, recordó que en la última sesión de la Comisión se había discutido acerca de la obligación que tendrían los organismos de la Administración del Estado de reportar hechos sospechosos de lavado de activos. Asimismo, que se había precisado que esta obligación no recaería en el Poder Judicial ni en el Congreso Nacional.

Por otra parte, también se convino que los Servicios Públicos no debieran quedar sometidos a determinadas obligaciones a las que sí están sujetos los entes privados, como son los procedimientos sancionatorios que se siguen por no informar, pues se estimó que, tratándose de los órganos del Estado, bastaban las normas sobre responsabilidad administrativa que contempla el Estatuto Administrativo para sancionar a los funcionarios públicos que no cumplan con la obligación de informar.


Como consecuencia de lo anterior, y previa autorización de la Sala del Senado, el Gobierno hizo llegar la indicación número 11E, que sustituye el texto aprobado en general por otro que dispone lo siguiente:


“Para agregar en el artículo 3º, el siguiente inciso sexto nuevo, pasando el actual a ser séptimo:


“Las superintendencias, los servicios y órganos públicos señalados en el inciso segundo del artículo 1º del DFL Nº 1/19653 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la Administración del Estado, estarán obligados a informar sobre operaciones sospechosas que adviertan en el ejercicio de sus funciones. Sin perjuicio de lo anterior, estas entidades no estarán sujetas a las obligaciones contenidas en el inciso cuarto de este artículo y a lo dispuesto en el artículo 5° de esta ley, no quedando sujetos a las sanciones y procedimiento establecido en el título II de la presente ley.”.


Durante el debate de este precepto, se hizo presente que no era necesario mencionar expresamente a las Superintendencias en esta disposición ya que ellas se encuentran comprendidas  en la categoría de los Servicios Públicos que menciona el artículo 1º de la ley Nº 18.575.


No obstante lo anterior, la ex Directora de la Unidad de Análisis Financiero, señora Tamara Agnic, solicitó mantener la mención a las Superintendencias, con el fin de evitar cualquier duda interpretativa en esta materia.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, aprobó la indicación número 11E precisando que esta obligación será exigible a las superintendencias “y los demás servicios públicos”. De esta manera, se acoge la solicitud de la Unidad de Análisis Financiero pero se deja en claro que las mencionadas superintendencias son entes públicos en los términos previstos en el artículo 1º de la ley Nº 18.575. La Comisión acordó, además, introducir algunas enmiendas de forma en la redacción de este precepto.

Número 4)


El texto aprobado en general modifica el artículo 5º de la ley Nº 19.913. Esta disposición señala que las entidades que indica el artículo 3º deberán mantener un registro de cualquier operación en efectivo superior a cuatrocientas cincuenta unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera.

La modificación aprobada en general tiene por objeto reemplazar aquella suma por la de “diez mil dólares de los Estados Unidos de América”.


A su respecto se presentaron las indicaciones número 12, del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán; número 13, de la ex Senadora señora Matthei, y número 14, de los Honorables Senadores señores Coloma y Pérez Varela, todas para suprimir este número. 


Por otra parte, el Honorable Senador señor Novoa presentó la indicación número 15, para sustituir en el artículo 5º, la frase “o su equivalente en otras monedas” por “o, tratándose de operaciones en efectivo en moneda extranjera, montos superiores a diez mil dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente”.

Al iniciarse el estudio de estas indicaciones, el ex Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, explicó que, de acuerdo con la normativa internacional vigente, existe la obligación de informar aquellas operaciones en dinero que sean iguales o superen a los diez mil dólares de Estados Unidos de Norteamérica. 


Recordó que cuando se aprobó la ley, dicha suma equivalía a 450 UF, pero con el paso del tiempo y la apreciación de la moneda nacional tal cantidad ha duplicado su valor en comparación al dólar, y por ello el Ejecutivo considera adecuado volver a la suma original de 10.000 US Dólares, o su equivalente en moneda nacional o en otras denominaciones, tal como lo plantea el texto aprobado en general.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que la proposición era razonable, motivo por la cual propuso mantener el texto aprobado en general. En virtud de lo anterior, retiró su indicación Nº 12 y propuso rechazar las indicaciones Nos 13 y 14.


Asimismo, y con el fin de acoger el planteamiento formulado por el ex Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, sugirió a la Comisión aprobar con enmiendas la indicación Nº 15.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, rechazaron las indicaciones números 12, 13 y 14, y aprobaron con modificaciones la indicación número 15. 


De esta manera, las entidades descritas en el artículo 3º (con excepción de las públicas) deberán mantener registros  especiales por el plazo de cinco años de toda operación en efectivo superior a diez mil dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente en pesos chilenos, según el valor del dólar observado el día en que se realizó la operación. 

- - -

Número 5), nuevo


Seguidamente, la Comisión consideró el artículo 6º vigente de la ley.


Si bien esta norma originalmente no era objeto de modificaciones ni de indicaciones, la Comisión estimó necesario hacer una modificación en concordancia con lo resuelto en relación con el artículo 3º. 

En lo que interesa a este informe, el artículo 6º prohíbe a las personas e instituciones señaladas en el inciso primero del artículo 3º y a sus empleados, informar al afectado o a terceras personas la circunstancia de haberse requerido o remitido información a la Unidad de Análisis Financiero, como asimismo, proporcionarles cualquier otro antecedente al respecto.


Agrega que igual prohibición regirá para quienes sean requeridos en conformidad a la letra b) del artículo 2°, y para las personas que presten servicios a cualquier título a las personas e instituciones aludidas en el inciso anterior, que hayan tenido conocimiento de la circunstancia de haberse requerido o remitido información a la Unidad de Análisis Financiero.


Al analizarse esta disposición, se tuvo presente que esta prohibición de informar también debía hacerse extensiva a los funcionarios que trabajan en los servicios públicos a que hace mención el inciso sexto del artículo 3º.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó cuál sería la sanción que en este caso se aplicaría al funcionario público que entrega esa información.

El Director de la U.A.F, señor Javier Cruz, manifestó que la idea no es aplicar a los funcionarios públicos el procedimiento administrativo sancionatorio que establece la ley para el caso de incumplimiento de esta obligación de reserva, pues esas reglas tienen en vista la situación particular en la que se encuentran los empleados de instituciones privadas. Indicó que si esta infracción la comete un funcionario público debería ser sancionado de conformidad con las normas del Estatuto Administrativo.


El Director de la Unidad Especializada en Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, expresó que si se agrega en la lista de entidades que tienen la obligación de reportar operaciones sospechosas a ciertas entidades públicas, es lógico que los funcionarios públicos que en ellas laboran también tengan el deber de guardar reserva sobre las operaciones informadas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que la proposición era razonable, por lo que sugirió a la Comisión modificar el inciso primero del artículo 6º para precisar que esta prohibición de informar rige tanto para los empleados particulares como para los funcionarios públicos. En virtud de lo anterior, propuso precisar que esta prohibición se aplicará a las personas señaladas en los incisos primero y sexto del artículo 3º.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presente y según lo autoriza el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobó esta enmienda al artículo 6º. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.


Esta enmienda se incorpora como número 5), nuevo, al artículo 1º.


Hacemos presente, que como consecuencia de lo anterior, los números 5) y 6), que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones, pasan a ser números 6) y 7), sin enmiendas.
- - -
Número 7)

Este número del proyecto modifica la letra c) del artículo 19 de la ley Nº 19.913.


En lo que interesa a este informe, el mencionado precepto señala que las personas naturales o jurídicas que no cumplan con las obligaciones o deberes contenidos en esta ley, serán sancionadas por el Director de la Unidad. Para aplicar dicho castigo se tomará en especial consideración la capacidad económica del infractor, la gravedad y, finalmente, las consecuencias del hecho u omisión realizada, de acuerdo a las siguientes categorías:



 a) Serán infracciones leves el no dar cumplimiento a las instrucciones impartidas por la Unidad de Análisis Financiero en virtud del artículo 2º, letra f), de esta ley;

b) Serán infracciones menos graves las contravenciones a lo dispuesto en los artículos 4° y 5° de esta ley;

c) Serán infracciones graves el no dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en los artículos 2º, letra b), y 3º de esta ley.

El texto aprobado en general sustituye la letra c) por otra que dispone que serán infracciones graves el no dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en los artículos 2º, letra b, 3º, 39 y 41 de esta ley.


Si bien esta disposición no había sido objeto de indicaciones, el Ejecutivo, previa autorización de la Sala, presentó las indicaciones 15A, 15B y 15C para sustituir este número por otro que dispone lo siguiente:


La indicación 15A reemplaza en la letra b) la frase: “los artículos 4° y 5° de esta ley;” por “el artículo 5°;”





La indicación 15B sustituye la letra c) por la siguiente:

“c) Serán infracciones graves el no dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en los artículos 2°, letra b), 3° y 41 de esta ley.”.

La indicación 15 C agrega un inciso final, nuevo, al artículo 19. Su texto es el siguiente:

“No se aplicará el procedimiento regulado en este título a las infracciones del artículo 4°, las que serán sancionadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 39.”.”.

Al fundamentar estas indicaciones, la ex Directora de la U.A.F., señora Tamara Agnic, señaló que ellas se agregan dos modificaciones adicionales al texto aprobado en general. Precisó que ellas tienen por objeto hacer concordante este precepto con las reglas que se introducen mediante el nuevo artículo 39, disposición que precisa las funciones del Servicio de Aduanas. 


En efecto, como se comprobará más adelante, al estudiar las modificaciones al referido artículo 39, las infracciones al artículo 4º estarán sujetas al control y fiscalización del Servicio Nacional de Aduanas, entidad que podrá aplicar una multa a la persona que porte o transporte moneda en efectivo o instrumentos negociables al portador y que no los declare.


En consecuencia, ya no corresponderá que el Director de la U.A.F aplique las mencionadas sanciones, que de ahora en adelante deberán ser impuestas por el Servicio Nacional de Aduanas. Por tal razón, explicó, la indicación número 15B elimina la referencia al artículo 39 en la letra c) del artículo 19 de la ley.


Teniendo en cuenta esta explicación y dado que se trata de modificaciones destinadas a coordinar adecuadamente las facultades de ambos servicios, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso  aprobar las indicaciones del Ejecutivo, con una enmienda formal que consiste en signarla como nuevo número 8) del artículo 1º.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos; y Larraín, don Hernán, aprobó las indicaciones números 15A, 15B y 15C, consignándolas como nuevo número 8) del artículo 1º.

-.-.-


A continuación, la Comisión trató la indicación número 15D que presentó el Ejecutivo, previa autorización de la Sala. 


Mediante ella se modifica el párrafo final de la letra b) del número 2 del artículo 20.


En lo que interesa a este informe, el artículo 20 determina el tipo de sanción que debe aplicarse a quien vulnera obligaciones que impone la ley Nº 19.913, según si ellas son calificadas de leves, menos graves y graves.


El número 2 del artículo en comento establece que tratándose de infracciones menos graves debe aplicarse al infractor la pena de amonestación y multa a beneficio fiscal hasta por un monto equivalente a 3.000 Unidades de Fomento.


Agrega, en el párrafo final de la letra b), que en el caso del incumplimiento de la obligación contenida en el artículo 4º se tomará en especial consideración, además, el monto de los valores no declarados, no pudiendo la multa, en caso alguno, superar el treinta por ciento de éstos.


Este último párrafo es suprimido por la indicación número  15D.


Al fundamentar esta indicación, los representantes el Ejecutivo señalaron que dado que el artículo 39 entrega al Servicio Nacional de Aduanas la aplicación de las sanciones por infracción al artículo 4º de la ley, no corresponde hacer una mención a ella en este precepto.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán, aprobó la indicación número 15D, sin enmiendas.


Ella se consigna como nuevo número 9) del artículo primero.
-.-.-

Número 8)


Este número del artículo 1º, introduce diversas enmiendas al artículo 27 de la ley Nº 19.913.


Este precepto dispone que será castigado con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales quien incurra en algunas de las siguientes conductas:

Letra a)





El que de cualquier forma oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, a sabiendas de que provienen, directa o indirectamente, de la perpetración de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; en la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad; en el artículo 10 de la ley Nº 17.798, sobre control de armas; en el Título XI de la ley Nº 18.045, sobre mercado de valores; en el Título XVII del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, Ley General de Bancos; en los Párrafos 4, 5, 6, 9 y 9 bis del Título V del Libro II del Código Penal y, en los artículos 141, 142, 366 quáter, 367, 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies del Código Penal; o bien, a sabiendas de dicho origen, oculte o disimule estos bienes.

Letra b)




El que adquiera, posea, tenga o use los referidos bienes, con ánimo de lucro, cuando al momento de recibirlos ha conocido su origen ilícito.




Agrega, en su inciso segundo, que la misma pena se aplicará a las conductas descritas en este artículo si los bienes provienen de un hecho realizado en el extranjero, que sea punible en su lugar de comisión y en Chile constituya alguno de los delitos señalados en la letra a) precedente.




Indica, en su inciso tercero, que para los efectos de este artículo, se entiende por bienes los objetos de cualquier clase apreciables en dinero, sean ellos corporales o incorporales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, como asimismo los documentos o instrumentos legales que acreditan la propiedad u otros derechos sobre los mismos.




Precisa, en su inciso cuarto, que si el autor de alguna de las conductas descritas en la letra a) no ha conocido el origen de los bienes por negligencia inexcusable, la pena señalada en el inciso primero será rebajada en dos grados.




Seguidamente señala, en su inciso quinto, que la circunstancia de que el origen de los bienes aludidos sea un hecho típico y antijurídico de los señalados en la letra a) del inciso primero no requerirá sentencia condenatoria previa, y podrá establecerse ello en el mismo proceso que se substancie para juzgar el delito tipificado en este artículo.




Finalmente, este precepto dispone que si quien participó como autor o cómplice del hecho que originó tales bienes incurre, además, en la figura penal contemplada en este artículo, será también sancionado conforme a ésta.




El texto aprobado en general introduce cuatro enmiendas en este precepto. Las dos primeras modifican el inciso primero del artículo 27.





Mediante la primera se sustituye la letra a) del artículo 27 por la siguiente:





“a) El que de cualquier forma oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, provenientes de la perpetración de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; en la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad; en el artículo 10 de la ley Nº 17.798, sobre control de armas; en el Título XI de la ley Nº 18.045, sobre mercado de valores; en el Título XVII del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, Ley General de Bancos; en la Ordenanza de Aduanas; en las leyes de propiedad intelectual e industrial; en los artículos 59 y 64 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile; en los párrafos 4, 5, 6 y 9 del Título V, 10 del Título VI y 8 del Título IX, todos del  Libro Segundo del Código Penal; en los artículos 141, 142, 366 quinquies, 367, 367 bis y 374 bis del mismo Código y en esta ley, o bien, oculte o disimule estos bienes.”.




 Mediante la segunda se modifica el párrafo inicial de la letra b) del artículo 27. El objeto de esta enmienda es hacer aplicable las penas de este artículo a quien adquiera, posea, tenga o use los referidos bienes, conociendo o no pudiendo menos que conocer su origen ilícito.





La tercera enmienda sustituye, en el inciso cuarto del artículo 27, la frase “en la letra a)” por “en las letras a) o b)”.




La cuarta enmienda consiste en agregar un inciso nuevo al artículo 27 que dispone lo siguiente:

“En todo caso, la pena aplicable por el delito de este artículo será presidio menor en su grado medio a máximo y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales, además de las accesorias que correspondan, cuando el delito base o precedente del lavado de activos esté sancionado en la ley con una pena de simple delito.”.

Al iniciar el estudio de estas enmiendas, la Comisión acordó consultar la opinión del abogado y profesor de Derecho Penal, señor Juan Domingo Acosta quien hizo llegar a la Comisión dos documentos, que se acompañan como anexos al texto original del presente informe.


Al iniciar su presentación, el profesor señor Acosta agradeció la invitación cursada, e indicó que comparecía exclusivamente en su calidad de académico, y que no tenía ningún interés particular o de clientes en el tratamiento de estos asuntos.

Hecha tal precisión señaló que, en general, el delito de lavado de activos ha sido objeto de análisis y de cuestionamientos  en el derecho comparado. Indicó que uno de los puntos debatidos ha estado centrado determinar cuál es el bien jurídico protegido en su tipificación. Al respecto relató que se han sostenido dos tesis: la primera considera que se trata de actos de agotamientos de otros tipos penales y que su penalidad se justificaría en razón de los bienes jurídicos que están involucrados en esos ilícitos o, en general, en la protección de la recta administración de justicia. La segunda tesis expresa que detrás del lavado de activo hay un bien jurídico supraindividual distinto del tipo base, pero que aún no ha sido plenamente caracterizado.


Señaló que la actual legislación parece optar por la segunda alternativa, porque establece penas independientes que pueden sumarse a la sanción que recibe el autor del ilícito que sirvió de base al lavado de dinero.


Seguidamente, manifestó que, en relación con la penalidad que propone el proyecto, ella es inusualmente alta en comparación con la que se observa en el derecho comparado. En efecto, sostuvo que el proyecto establece, para los que cometen el delito de lavado de activos, penas de crimen equivalentes a las que se imponen a los autores de homicidio simple. Esas sanciones se pueden elevar hasta 15 años de presidio cuando se trata de los cabecillas de una asociación ilícita para lavar activos, aunque la figura base sólo tenga una pena de multa.


Expresó que la legislación vigente contempla figuras que podrían abarcar, sin necesidad de reforma legal, las conductas que se busca reprimir con la nueva tipificación. Recordó que el grado de autoría que le corresponde al encubridor, según el artículo 17 del Código Penal, incluye a quién se aprovecha directamente o favorece el aprovechamiento de los efectos del delito. Puntualizó que el proyecto va más allá, porque penaliza a quién se aprovecha económicamente de su propio ilícito base, lo que en la práctica equivaldría a un auto encubrimiento, situación que, según las reglas generales del derecho penal, no es punible.


Agregó que el proyecto también considera otras excepciones en comparación al régimen general, como la penalización de figuras culposas –que habitualmente no están castigadas-, la no aplicación de la regla del concurso medial que permitir absorber penalidades cuando se trate de actos anteriores, coetáneos o posteriores; y la no exigibilidad de una condena previa por los delitos base de donde provienen los recursos económicos que son objeto posterior del lavado de dinero. Lo anterior, continuó, permite que ambos ilícitos puedan ser objeto de una misma investigación.


Añadió que, por ejemplo, en el Derecho Penal Alemán se establece que si alguien adquirió legítimamente un bien producto de un delito, y posteriormente lo transfiere a un tercero que sí conoce su origen ilícito, esta segunda transacción no está penalizada, a diferencia de lo que propone el proyecto que ahora se discute.


Señaló que esta iniciativa se remite también a la regulación de la ley Nº 20.000, lo que hace punible –tal como se considera en ese estatuto penal especial-, la conspiración, igualándola al castigo del delito tentado. Señaló que esta técnica legislativa es inusual porque la conspiración no está penada en el ordenamiento penal común, y además, no tiene en consideración que ello desincentiva el abandono de la acción, pues el conspirador de todas formas será castigado.


Expresó que la proposición también plantea obstáculos serios a la investigación para las partes del proceso. Sobre este aspecto recordó que de acuerdo con las normas generales del Código Procesal Penal la investigación criminal sólo es reservada para terceros. Las partes tienen acceso completo a ella. Excepcionalmente el fiscal puede solicitar al juez de garantía que autorice el secreto de determinadas diligencias -incluso para la defensa-, por un plazo máximo de 40 días. En contraposición a lo anterior manifestó que el proyecto permite que el fiscal, de manera autónoma y sin autorización judicial, pueda impedir al imputado acceso a la carpeta de investigación hasta por 6 meses, renovables. Indicó que esta regla coarta, de manera significativa, el derecho constitucional a la defensa y al debido proceso.


Manifestó que a lo anterior se suman otras circunstancias que hacen aún más enojosa esta restricción de acceso a la investigación. Por ejemplo, señaló que es posible que el fiscal de la causa emprenda la investigación del lavado de activos en la misma carpeta en que se sustancia la indagación del delito base común, por tanto la declaración de secreto también puede abarcar a las diligencias del ilícito basal.


Al efecto, hizo presente que en la norma vigente se establece que no procederá la facultad que indica el artículo 186 del Código Procesal Penal. Además, se incorpora un nuevo tipo penal que sanciona a quién divulgue datos de la investigación del proceso de lavado de activos, aplicable incluso a quien sea una de las partes del juicio, lo que es excepcional porque ese ilícito está contemplado en la legislación sólo para los funcionarios públicos que acceden a esos datos en razón del ejercicio de sus funciones.


Seguidamente, puntualizó que la ley vigente también establece una inhabilidad especial para los abogados defensores particulares, disposición que les impide ejercer su profesión en el ámbito estatal. Explicó que esta regla ya está contemplada en la ley Nº 20.000, y se materializa mediante un registro que al efecto lleva la Contraloría General de la República. Indicó que ese precepto produce un problema de constitucionalidad, porque implica una limitación al derecho de acceder a cargos públicos. Adicionalmente, agregó que esta norma presenta aún más complejidades, porque a diferencia de lo que ocurre con quién defiende a una persona encausada por la ley de drogas, cualquier imputado por un delito común podría ser objeto, dentro del mismo proceso, de una investigación paralela por el ilícito de lavado de activos de los fondos provenientes de ese delito común original, la que puede ser llevada a cabo en un cuaderno distinto y secreto, por lo que el abogado defensor de ese ilícito común podría caer, de manera inadvertida, en la inhabilidad antes señalada. Relató que este caso ya se ha presentado en la práctica.


A continuación, pasó a referirse al contenido específico de cada una de las propuestas de enmienda que contiene este proyecto de ley. 


En relación con la letra a) del artículo 27 aprobado en general, sostuvo que el reemplazo de la expresión “a sabiendas” por el término “provenientes” implicaría una ampliación del tipo, pues supone que también quedarían considerados los actos cometidos con dolo eventual. Observó que esta conclusión ha sido controvertida por otros abogados, pero a lo menos puede afirmarse que la modificación propuesta aligera el peso de la prueba para la fiscalía. Indicó que la enmienda no debía aprobarse, a menos que se modifiquen las cortapisas generales que el proyecto coloca al derecho a la defensa judicial, que antes se han especificado.


Añadió que tampoco era conveniente incorporar todos los delitos de la Ordenanza General de Aduanas, pues ellos están construidos en base a presunciones, lo que es una técnica legal deficiente. Manifestó que en este caso también se observa una desproporcionalidad entre la pena del delito base, que generalmente corresponde a una multa, con la del lavado de activos. Agregó que el artículo 182 de la mencionada Ordenanza castiga una figura de aprovechamiento de las especies provenientes del delito de contrabando y de fraude aduanero, que abarca un ámbito similar al lavado de activos, pero con una pena más baja. Indicó que ello puede generar un problema de derogación tácita.


Expresó que tampoco procede incluir entre los tipos base del delito de lavados de activos todos los ilícitos que tipifican las leyes de propiedad industrial e intelectual. Justificó su aseveración señalando que la regla general es que los delitos base del lavado de activos atentan contra bienes supraindividuales y trascendentes –como el tráfico de drogas-, y la inclusión dentro de ese listado de los ilícitos que tipifican las leyes de propiedad industrial e intelectual trastoca este esquema, porque ellos están referidos a bienes eminentemente privados, disponibles por sus titulares y que sólo pueden ser objeto de persecución penal a instancia particular previa. Añadió que también en este caso se observa una falta de proporcionalidad de las penas del delito base –que en las especie son multas- a la que se aplica al delito de lavado de activos provenientes de esos ilícitos, que puede llegar hasta cinco años de privación de libertad.


Indicó que una situación similar a la antes señalada se observa con la inclusión de los delitos del Titulo VIII del Libro II del Código Penal, que trata las estafas. Recordó que estos ilícitos protegen bienes jurídicos eminentemente individuales y disponibles, con una única excepción (fraude de las subvenciones, artículo 470 Nº 8), y también se observa el problema de proporcionalidad de la pena, porque los ilícitos residuales de estafa y contrato simulado que comprende el citado Título tienen sanciones muy bajas.


Respecto de la mención a los artículos 59 y 64 de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, sostuvo que ellos están referidos a la falsedad en las declaraciones prestadas ante ese ente emisor y a ilícitos relativos a la circulación de dinero. Agregó que por sus particularidades esos delitos si podrían considerarse como base para configurar el ilícito de lavado de activos.


En relación con la incorporación del párrafo 10 del Título VI del Libro II del Código Penal, manifestó que con ello se incluye la asociación ilícita para cometer cualquiera de los delitos del Código Punitivo, y juzgó adecuada dicha medida puesto que con ello se perseguirá a las organizaciones delictuales que lucran de la comisión de cualquier tipo de ilícito. Señaló que por esta vía se daría cumplimiento a cualquier exigencia internacional que en este punto se le haya planteado a nuestro país, y además ella enfoca el proyecto a su objetivo inicial: mejorar las herramientas de persecución criminal contra el crimen organizado que lava activos provenientes de ilícitos.


Finalmente, expresó que es adecuado el cambio de referencia que se postula del artículo 366 quáter por otra a los artículos 366 quinquies y 374 bis del Código Penal, que contiene normas que sancionan la pornografía infantil.


Seguidamente, intervino la ex Directora de Unidad de Análisis Financiero (U.A.F), señora Tamara Agnic, quien señaló que las modificaciones que plantea el proyecto comprenden, de manera estricta, las recomendaciones del GAFI (Grupo de Acción Financiera Internacional sobre Lavado de Dinero) y GAFISUD (Grupo de Acción Financiera sobre Lavado de Dinero de Sudamérica), respectivamente, que se abocan al tema, y que han destacado las deficiencias que en esta materia presenta la legislación nacional.

Explicó que los delitos que se pretende incorporar como ilícitos base para el lavado de activos son operaciones que rinden buenos réditos económicos a las organizaciones que los financian, las que generalmente destinan estos recursos para la perpetración de otros ilícitos mayores. Señaló que desde esa perspectiva es igual de común, y por tanto, requiere similar persecución penal, el lavado de dinero proveniente del delito de trata de personas que el que se emprende respecto de la piratería intelectual o de las infracciones tributarias.


El Director de Unidad Especializada de Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, recordó que en el trámite constitucional anterior se debatió de manera profusa el tema de la justificación de la existencia de los ilícitos de lavado de activos. Puntualizó que muchas de estas observaciones fueron analizadas en vista de la utilización prudente de esta configuración legal por parte del Ministerio Público.  Señaló que hasta la fecha se han dictado 47 condenas ejecutoriadas por este ilícito, lo que demuestra que no se ha hecho un uso abusivo de estas figuras penales.


Expresó que el proyecto original contenía una regla de proporcionalidad entre los delitos base y la pena de lavado de activo, pero a instancia del ex Diputado señor Bustos ella se limitó porque en su oportunidad de observó que hechos de poca trascendencia criminal pueden generar operaciones superlativas de lavado de dinero. Por ello, propuso a la Comisión reponer una regla de proporcionalidad, para lo que enunció la siguiente consideración tentativa: la pena del lavado de dinero no será superior a la del delito base cuando este no tenga pena de crimen. Indicó que lo anterior da cuenta de la experiencia acumulada en este aspecto, que ha permitido la imposición de condenas por esta causa desde 61 días a 10 años de presidio. Señaló que con ello también se mantiene la posibilidad de introducir herramientas para controlar el mercado de recursos provenientes de la comisión de ilícitos de diversa magnitud.


El profesor señor Acosta indicó que la proposición anteriormente planteada resuelve una serie de dudas sobre el punto, y es mejor que la proposición del inciso final del artículo 27, que establece una única pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa de doscientas a mil unidades tributarias cuando se trate de delitos base con sanción de simple delito.


Observó que aunque lo señalado recoge el tema de la proporcionalidad, aún se mantiene dudas sobre la necesidad de considerar delitos base a ilícitos que protegen bienes jurídicos estrictamente individuales y disponibles con penas no corporales, como la piratería de propiedad intelectual, la estafa residual o los contratos simulados.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Larraín, don Hernán, explicaron que tal exigencia proviene de los tratados de libre comercio firmados con los Estados Unidos de América y con la Unión Europea.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que lo que plantea el profesor Acosta es razonable, pero su adopción puede implicar sanciones internacionales para nuestro país, por lo que  solicitó de que sobre este punto haya un pronunciamiento oficial del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó a qué tipo de sanciones se expone nuestro país si no cumple los requerimientos de la GAFISUD.


La ex Directora de la U.A.F, señora Tamara Agnic, manifestó que los estándares internacionales en esta materia los dicta la GAFI, y ellos son replicados por las instituciones regionales como GAFISUD.

Sostuvo que nuestro Estado suscribió un memorándum de entendimiento y cumplimiento de estas obligaciones, y se comprometió a tomar, entre otras, todas las medidas legislativas para combatir estos delitos.


Connotó que las repercusiones que acarrea el incumplimiento de estas recomendaciones se traducen en la elaboración de listas que incluyen a los países según su nivel de incumplimiento, las que se diferencian por colores. Expresó que los países que están incluidos en las listas con peor calificación (listas negras) tienen fuertes restricciones internacionales para el movimiento de fondos y el comercio internacional.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Alejandro Rojas, indicó que la cartera que representa está muy interesada en este proyecto, y recordó que el señor Ministro asistió personalmente a la sesión en que se retomó la discusión de esta iniciativa, ya que el Gobierno considera que es importante cumplir con las obligaciones internacionales que en esta materia ha contraído el país.


Señaló que desde el punto de vista de la seguridad pública se observa que el delito de lavado de activos es una forma de financiamiento que ocupan las organizaciones ilícitas para cometer delitos comunes, y por ello el Ministerio considera prioritario aprobar esta normativa.


Expresó que la proporcionalidad entre la pena del delito base y el lavado de dinero es un elemento a considerar, e indicó que la proposición de la Fiscalía permite incorporar este criterio e incluir, con esta condición, una buena parte de los ilícitos relevantes para esta figura delictiva.


Seguidamente, y refiriéndose a otras observaciones formuladas, el Director de la Unidad de Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, señaló que en la actualidad la política de persecución de su institución considera que del hecho que un delito común tenga el carácter de base para otro de lavado de dinero no implica, automáticamente, que la fiscalía calificara inmediatamente ese hecho como un posible ilícito de lavado de activos. Expresó que, por el contrario, la política del Ministerio Público es abrir una carpeta investigativa por lavado cuando los hechos de la investigación realmente lo ameritan. Añadió que en el sistema procesal inquisitivo nunca hubo condena alguna por este tipo de ilícitos.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, connotó que ese criterio corresponde a una política específica de persecución penal emprendida actualmente por el Ministerio Público, pero nada garantiza que ello no variará en el futuro.


El profesor señor Acosta agregó que este tema es complejo, y si bien considera positivo que se haya acogido el principio de la proporcionalidad punitiva entre el delito base y el lavado de activos provenientes de aquél, quedan aún otros puntos pendientes, como el excesivo margen para dictaminar -sin control judicial- el secreto de la investigación, la inhabilitación de los abogados que se involucran en la defensa de los imputados por estos ilícitos, y la posibilidad de perseguir figuras meramente culposas de aprovechamiento de activos.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, hizo presente que al examinar los informes del profesor Acosta quedan muchos elementos a considerar, como son, entre otras, las obligaciones internacionales suscritas por nuestro país y las observaciones de coherencia punitiva. En razón de lo anterior, solicitó al Ejecutivo y al profesor señor Juan Domingo Acosta que estudiasen una fórmula que subsanara las observaciones y dudas que se habían planteado en esta sesión. 


En concordancia con este encargo, en una sesión posterior, el Ejecutivo previa autorización de la Sala, presentó las indicaciones números 15E, 15F y 15G, que se hacen cargo de las inquietudes resumidas precedentemente.


La primera de las indicaciones señaladas propone reemplazar el literal a-1), por el siguiente nuevo:


“a-1. Sustitúyese la letra a), por la siguiente:


a) El que de cualquier forma oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, a sabiendas de que provienen, directa o indirectamente de la perpetración de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; en la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad; en el artículo 10 de la ley Nº 17.798, sobre control de armas; en el Título XI de la ley Nº 18.045, sobre mercado de valores; en el Título XVII del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, Ley General de Bancos; en el artículo 178 Nº 1 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas; en el artículo 81 inciso 2º de la ley Nº 17.336 sobre propiedad intelectual; en los artículos 59 y 64 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile; en los párrafos 4, 5, 6, 9 y 9 bis del Título V y 10 del Título VI, todos del  Libro Segundo del Código Penal; en los artículos 141, 142, 366 quinquies, 367, 374 bis, 411 bis, 411 ter, 411 quáter, 411 quinquies, y artículos 468 y 470 Nº 8 ambos en relación al inciso final del artículo 467 del Código Penal, o bien, a sabiendas de dicho origen, oculte o disimule estos bienes.”.


La indicación número 15F propone reemplazar el literal b), por el siguiente nuevo:




“b) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente nuevo:





“Si el autor de las conductas descritas en las letras a) o b) no ha conocido el origen de los bienes por negligencia inexcusable, la pena privativa de libertad que corresponda de acuerdo al inciso primero o final de este artículo será rebajada en dos grados.”





Finalmente, la indicación número 15G sugiere  reemplazar el literal c), por el siguiente:





“c) Agrégase el siguiente inciso final:





“En todo caso, la pena privativa de libertad aplicable en los casos de las letras a) y b) no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo, sin perjuicio de las multas y penas accesorias que correspondan en conformidad a esta ley.”


Al iniciarse el estudio de estas indicaciones, el profesor señor Juan Domingo Acosta señaló que ellas recogen el acuerdo que se había generado al interior del Gobierno acerca de las enmiendas que es necesario introducir en el artículo 27.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso a la Comisión examinar en detalle cada una de ellas y ponderar la conveniencia de su aprobación.


En consecuencia, puso en discusión la primera enmienda propuesta por el Ejecutivo contenida en la indicación número 15 E.

Respecto de esta propuesta, el profesor señor Juan Domingo Acosta señaló que con este listado de delitos base se establece un conjunto más preciso de ilícitos que configurarían el lavado de activos. Asimismo, y en forma complementaria a esta disposición, se propone aprobar normas que permiten racionalizar su aplicación, por ejemplo, establecer que la sanción del lavado de activos no excederá la pena que la ley le asigna al delito base que le provee fondos, y que se mantenga el elemento subjetivo original del tipo. En consecuencia, se requiere que quién lava los activos lo haga a sabiendas de que ellos provienen, directa o indirectamente, de la comisión de los delitos que se indica.

Respecto del contenido específico de estos ilícitos, el profesor señor Acosta indicó lo siguiente:


- En relación con los delitos contenido la Ordenanza General de Aduanas, la indicación sólo hace referencia al que señala el Nº 1 del artículo 178 del referido cuerpo legal, que comprende la figura penal más grave de ese ordenanza.

- Respecto de la ley de propiedad intelectual, precisó que se ocupó el mismo criterio, considerándose únicamente el tipo del inciso segundo del artículo 81 de ese estatuto. 


- Añadió que se mantiene la referencia a las figuras penales contenidas de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central.


- Puntualizó que se limita la mención del párrafo 8º del Título IX del Código Penal, sobre estafas y otras defraudaciones, a la figura más grave, contemplada en el Nº 8 del artículo 470, la que sólo procederá cuando se trate de perjuicios por más de 400 UTM.


- Hizo presente que se mantiene la referencia al párrafo 10 del Título VI del Código Penal, integrando de esta forma a la persecución penal a todas las organizaciones que se dedique a lavar activos provenientes de asociaciones ilícitas conformadas para cometer cualquier tipo de ilícitos, y

- Finalmente se cambia la mención de la ley vigente al artículo 366 quáter, la que es sustituida por otra al artículo 366 quinquies, que corresponde al origen más relevante de fondos provenientes de la pornografía infantil.


Seguidamente, la ex Directora de la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F), señora Tamara Agnic, y el Jefe de la Unidad Especializada en Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández confirmaron lo planteado por el profesor Acosta.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, estimaron que la indicación número 15E del Ejecutivo definía adecuadamente los ilícitos base que sirven para configurar el delito de lavado de activos y, en consecuencia, aprobaron, sin enmiendas la indicación del Ejecutivo.


Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

En una sesión posterior, el Director de la Unidad de Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, expresó que era necesario hacer una precisión en la norma aprobada. Señaló que la referencia que se hace al número 1 del artículo 178 de la Ordenanza General de Aduanas  debe ser complementado con la figura delictiva base del artículo 168 de ese cuerpo legal, pues la primera de las normas citadas se refiere solo a la pena, en cambio la segunda comprende la descripción del tipo penal.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio, acogió esta idea.


La norma así enmendada se incorpora al proyecto como nueva letra a) del número 10) del artículo 1º. De esta manera, se reemplaza la letra a-1.

Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, sometió a consideración de la Comisión la modificación contenida en la letra a-2 del texto aprobado en general. Ella recae en el párrafo inicial de la letra b) del artículo 27. Su texto es el siguiente:


En la letra b), sustitúyese el párrafo inicial hasta el punto aparte (.) por el siguiente: “El que adquiera, posea, tenga o use los referidos bienes, con ánimo de lucro, cuando al momento de recibirlos ha conocido su origen ilícito.”.


Al comenzar el estudio de esta redacción, el profesor señor Acosta expresó que esta enmienda no era conveniente y, por lo tanto, era preferible no cambiar la actual redacción de la letra b) del artículo 27. Si así se acuerda, continuó, se mantendría el elemento subjetivo original de la ley –el ánimo de lucro, y actuar a sabiendas del origen ilícito de dichos bienes-. 


Los representantes del Ejecutivo concordaron con esta proposición.


El señor Presidente de la Comisión propuso a los integrantes de la misma rechazar la letra a-2 aprobada en general y que recae en la letra b) del artículo 27.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, acordó suprimir la enmienda a la letra b) del artículo 27, contenida en la letra a-2, de la letra a) del número 8 (que pasa a ser 10) del artículo 1º. Para realizar esta modificación se acogió a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso tratar la indicación número 15F que formula el Ejecutivo para sustituir el inciso cuarto del artículo 27.


Al respecto, cabe recordar que este inciso dispone que si el autor de alguna de las conductas descritas en la letra a) no ha conocido el origen de los bienes por negligencia inexcusable, la pena señalada en el inciso primero será rebajada en dos grados.

En lo que interesa a este informe, el texto aprobado en general propone agregar a este inciso las conductas señaladas en la letra b) del artículo 27, es decir al que adquiera, posea o use determinados bienes provenientes del lavado de activos con ánimo de lucro, cuando al momento de recibirlos ha conocido su origen ilícito.


Cabe recordar que la indicación del Ejecutivo propone sustituir completamente el inciso cuarto por el siguiente:


“Si el autor de alguna de las conductas descritas en las letras a) o b) no ha conocido el origen de los bienes por negligencia inexcusable, la pena privativa de libertad que corresponda de acuerdo al inciso primero o final de este artículo será rebajada en dos grados.”.


Al comenzar el análisis de esta indicación, el profesor señor Acosta expresó que ella mantiene la referencia al ilícito de la letra b) que previamente había acordado la Comisión, pero rebajando la pena corporal que corresponda en dos grados. Explicó que con ello se resuelve el dilema de la sanción aplicable al lavado de activos cometido con dolo eventual y no directo, pues por esta vía quedaría sancionado de igual forma. Puntualizó que esta norma precisa que las formas negligentes ameritan una sanción menos gravosa.


El Director de la Unidad de Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, recordó que la idea de negligencia inexcusable como vía para sancionar la figura culposa de estos ilícitos ya existe en la ley y no ha generado problemas prácticos de aplicación.


- Sometida a votación la indicación número 15F, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puso en discusión la indicación número 15G, de su Excelencia el Presidente de la República, para agregar un nuevo inciso final al artículo 27.


El texto aprobado en general dispone que en todo caso, la pena aplicable por el delito de este artículo será presidio menor en su grado medio a máximo y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales, además de las accesorias que correspondan, cuando el delito base o precedente del lavado de activos esté sancionado en la ley con una pena de simple delito.

Respecto de esta norma el Ejecutivo presentó la referida indicación para sustituir este inciso por el siguiente:


“c) Agrégase el siguiente inciso final: “En todo caso, la pena privativa de libertad aplicable en los casos de las letras a) y b) no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo, sin perjuicio de las multas y penas accesorias que correspondan en conformidad a esta ley.”.


Durante el examen de esta indicación, el profesor señor Acosta señaló que la redacción propuesta en la nueva indicación del Ejecutivo mejoraba el sentido de este artículo. Asimismo, hizo presente que  en el derecho comparado ya se han aceptado normas similares para sancionar a quienes encubren los delitos de lavado de activos.


Se tuvo presente, además, que la norma limitaría la pena por lavado de activos a la sanción máxima que le corresponde al delito que le sirve de base.


-Sometida a votación la indicación número 15 G, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.
Número 9)

Este número del artículo 1º  modifica el artículo 30 de la ley Nº 19.913. 


El mencionado artículo 30 agregó al artículo 14 de la Ley de Bancos un inciso final, nuevo, en el que se precisa que la Superintendencia de Bancos deberá mantener permanentemente una nómina de los depositantes de los bancos indicando su rol único tributario (RUT).


La norma aprobada en general modifica el artículo 30 para agregar, al mencionado inciso del artículo 14 de la Ley de Bancos, una frase que establece que en esa nómina deberá consignarse, además, el tipo de cuenta o producto, así como su número de registro interno.


Al iniciarse el estudio de esta enmienda, se consideró que una adecuada técnica legislativa supone modificar directamente el artículo 14 de la Ley de Bancos y no la norma que le introdujo una modificación.


En virtud de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos y Larraín, Hernán, acordó suprimir este número del proyecto. Para adoptar este acuerdo, la Comisión se acogió a lo que dispone el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.


Hacemos presente que, sin perjuicio de lo anterior, como se constatará más adelante cuando se examine el artículo 3º de esta iniciativa de ley, la idea contenida en este número se agrega a las modificaciones que ese precepto propone introducir a la Ley General de Bancos.

-.-.-

Número 11), nuevo

A continuación, la Comisión consideró la indicación número 15H, del Ejecutivo, que modifica el artículo 31 de la ley Nº 19.913.


El referido artículo 31 establece que la investigación de los delitos a que se refieren los artículos 27 y 28 de esta ley será siempre secreta para los terceros ajenos al procedimiento y también para los terceros afectados por una investigación preliminar del fiscal. Agrega que respecto del imputado y de los demás intervinientes, la investigación será secreta cuando así lo disponga el fiscal, por un plazo máximo de seis meses, renovables con autorización del juez de garantía, por una sola vez y por igual término.

Precisa, en su inciso segundo, que a estas investigaciones no les será aplicable lo dispuesto en el artículo 186 del Código Procesal Penal, en la medida que se haya decretado su secreto en los términos señalados en el inciso precedente.

Finaliza señalando que él que entregue o difunda información de cualquier naturaleza acerca de antecedentes de la investigación incurrirá en la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo. Esta prohibición y sanción se extenderá a los funcionarios que hubieren participado en la investigación y a todo aquel que, de cualquier modo, informe, difunda o divulgue información relativa a una investigación e, incluso, al hecho de estarse realizando ésta.

En relación con esta norma y previa autorización de la Sala, la Comisión trató la indicación número 15H, de Su Excelencia el Presidente de la República, que agrega en el artículo 31 el siguiente inciso segundo nuevo:


“Sólo una vez formalizada la investigación por el delito del artículo 27 de esta ley el imputado podrá solicitar al juez de garantía que limite el secreto en cuanto a las piezas o actuaciones abarcadas por él.” 

El profesor señor Acosta señaló que esta indicación logra conciliar la eficacia de la investigación con el respecto a los derechos de la defensa, ya que no resulta adecuado ni constitucional mantener indefinidamente el secreto en este tipo de procedimientos.

El Director de la Unidad de Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, añadió que la norma propuesta flexibiliza la legislación vigente en materia de lavado de activos y permite una restricción acotada al acceso a los datos de la investigación cuando ya ha ocurrido la formalización judicial de la misma.


La Comisión estimó que esta norma otorgaba una nueva facultad a los jueces de garantía, ya que podrán limitar el secreto en estos procesos por lavados de activos. En razón de lo anterior, calificó como norma de rango orgánico constitucional a esta disposición. Su contenido se puso en conocimiento de la Corte Suprema mediante el Oficio número CL/192/2012 de 6 de noviembre de 2012. 


El Máximo Tribunal de la República consideró acertada esta enmienda, pero sugirió añadir a la mención del artículo 27 también el artículo 28 que comprende el delito de asociación ilícita para lavar activos


Atendida esta observación, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán; y Walker don Patricio, aprobó la indicación número 15H con la enmienda sugerida por la Corte Suprema. 

- - -

Número 10)


Este  número del artículo 1º del proyecto modifica el artículo 33 de la ley Nº 19.913. 

En lo que interesa a este informe, esta norma dispone que serán aplicables a los delitos establecidos en los artículos 27 y 28, todas las normas de la ley N° 19.366, sobre tráfico ilícito de estupefacientes y substancias psicotrópicas, y las que contenga cualquier otra ley que la sustituya o modifique, que se refieran a las siguientes materias:

a) Investigación: se comprenden, especialmente, la colaboración de organismos del Estado, la facultad del Ministerio Público para efectuar actuaciones fuera del territorio nacional o sin previo conocimiento del afectado y la cooperación internacional en general; levantamiento del secreto bancario; gratuidad de los antecedentes requeridos durante la investigación; técnicas especiales de investigación, como la entrega u operación vigilada, la utilización de agentes encubiertos e informantes, la interceptación de comunicaciones y demás medios técnicos; protección de las personas que hayan colaborado con la investigación, incluyendo el resguardo de su identidad e imagen, cambio de identidad, secreto de determinadas actuaciones, registros o documentos como medida de protección cuando exista riesgo para su seguridad, sanciones en caso de infracción, y posibilidad de prestar testimonio de manera anticipada;

b) Inhabilidades de abogados;


c) Medidas cautelares e incautaciones: posibilidad de disponer medidas cautelares sin comunicación previa al afectado, objetos susceptibles de incautación y comiso, y destino de los bienes incautados o del producto de los mismos, y

d) Juzgamiento y cumplimiento de la sentencia: circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal, como agravantes especiales, improcedencia de la atenuante del artículo 11, Nº 7, del Código Penal, procedencia de la cooperación eficaz como atenuante; reglas sobre consumación del delito y punibilidad de la conspiración; improcedencia de la reclusión nocturna y libertad vigilada; sustitución de la pena de multa por una privativa de libertad; determinación de la reincidencia; procedencia del comiso, alcance de éste y destino de los bienes decomisados; extradición en ausencia de reciprocidad o tratado y cumplimiento de condena en el país de nacionalidad del condenado.


La norma aprobada en general modifica, en el inciso primero, la referencia a la ley Nº 19.336 por ley Nº 20.000, con el fin de hacer el reenvío a la ley vigente que sanciona el tráfico de estupefacientes.

En relación con este número, se presentó la indicación Nº 16, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, que tiene por finalidad agregar en la letra a) del artículo 33, que trata sobre las medidas especiales de investigaciones, la frase “previa autorización del juez de garantía”, antecedida de una coma, a continuación de los términos “la interceptación de comunicaciones y demás medios técnicos”.


La Honorable Senadora señora Alvear explicó que la propuesta presentada se fundamenta en la preocupación de muchos sectores sobre la regulación de las interceptaciones telefónicas en el marco de investigaciones criminales, y por ello en la indicación se especifica que en este caso tal método excepcional de investigación procederá sólo con aprobación previa del juez de garantía.


El ex Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, manifestó que en nuestro país no hay interceptaciones telefónicas sin autorización previa del juez de garantía.


Explicó que en este caso no se está en presencia de una investigación propiamente criminal, porque aún no hay constatación alguna de la presencia de hechos que revistan caracteres de delito, por tanto no hay un juez de garantía competente que conozca de esta incidencia, según las reglas generales del proceso penal. Expresó que, por esa razón, la competencia para otorgar esta autorización excepcional en este caso le correspondería a un Ministro de Corte de Apelaciones.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que el primer literal del artículo 33 de la ley, que es donde incide la indicación, hace procedente un largo listado de técnicas investigativas especiales –y no solo la interceptación telefónica-, reenviando la regulación de este asunto a las normas especiales que indica la ley de drogas. 

El  Director de la Unidad de Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, explicó que en Chile no se puede realizar una interceptación telefónica sin autorización judicial previa. Sin ella quien haga la interceptación comete un ilícito criminal. Añadió que estas autorizaciones son otorgadas, por regla general, por el juez de garantía, y excepcionalmente por un Ministro de Corte, como en el caso de la Ley sobre Sistema de Inteligencia del Estado.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, recordó que hay estatutos especiales para regular la interceptación telefónica en la investigación de ciertos ilícitos, como los que tipifica la ley de drogas o los delitos sexuales contra menores, y además hay reglas generales para los demás ilícitos en el Código Procesal Penal. 

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que en este caso debería hacerse una referencia general a la regulación que establece la ley para las interceptaciones telefónicas autorizadas.


El ex Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, explicó que en este caso la regulación  aplicable debería ser lo que disponen los artículos 27 y 28 de la ley Nº 20.000.


El Honorable Senador señor Espina se manifestó de acuerdo con lo antes señalado, y expresó que debería actualizarse en todo el resto de la ley las referencias que se hagan a la actual ley de drogas.


 Recordó que la norma original sobre interceptaciones telefónicas del Código Procesal Penal sólo las hacía procedentes cuando se estaba en presencia de hechos que revestían características de crímenes y no de simples delitos, pero posteriormente se aprobaron muchos estatutos especiales, que en la práctica han generalizado esta técnica investigativa, lo que en ningún caso es apropiado porque ella implica una intromisión seria en las garantías constitucionales de los afectados.


Agregó que otro problema práctico que se presenta es que las transcripciones de esas interceptaciones autorizadas son remitidas íntegramente a la carpeta investigativa, sin distinguir los diálogos atingentes a la investigación y los que corresponden a asuntos netamente privados. Expresó que a esta carpeta tienen acceso todos los abogados que participan en la causa y no hay control de la difusión posterior de esa información, lo que termina implicando una violación mayor de la garantía constitucional de la privacidad de las personas cuyas conversaciones telefónicas fueron interceptadas. 


En razón de lo anterior, indicó que si se quiere aplicar el estatuto especial que establece la Ley de Drogas para la interceptación de conversaciones telefónicas, también en este caso se requiere cumplir con todas las condiciones y requisitos que ella establece.


Concluido el debate la Comisión estimó que todas las actuaciones previstas en este artículo deberán cumplir con los requisitos y exigencias establecidas en la ley Nº 20.000, por lo que todas las interceptaciones telefónicas debían realizarse previa autorización judicial y en los casos previstos en la legislación vigente.


Asimismo, que tales garantías ya estaban establecidas en el inciso primero de este artículo, razón por la que no se justificaba la aprobación de esta indicación.


En atención a lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio rechazaron la indicación número 16. 


Seguidamente, la Comisión trató la letra b) del artículo 33 de la ley vigente. Esta disposición aplica la inhabilidad que afecta a los abogados que defiendan a acusados en juicios por narcotráfico a los letrados que asumen la defensa de los acusados por delitos de lavado de activos. A su respecto, el Ejecutivo presentó la indicación número 16A, previa autorización de la Sala del Senado. Su texto es el siguiente.


“Para sustituir la letra b) del inciso primero del artículo 33, por la siguiente nueva:





“b) Inhabilidades de abogados, sólo cuando la investigación por lavado de dinero lo sea en relación a un hecho típico y antijurídico base castigado en las leyes Nº 20.000 o 18.314, o en el artículo 10 de la ley Nº 17.798, o en los artículos 141, 142, 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies del Código Penal;”.”.

Al explicar el sentido de esta indicación, el profesor señor Acosta recordó que la inhabilidad para los abogados defensores era una de las críticas más importantes que se hacen a la ley vigente, pues constituye una barrera para acceder a una adecuada defensa penal. Con el fin de subsanar esa objeción, el Ejecutivo propone modificar la norma vigente de manera que este impedimento sólo se aplique a delitos de lavado de dinero que tengan como ilícito base el tráfico de drogas, el terrorismo, el tráfico de armas, el secuestro y la trata de personas.


El  Director de la Unidad de Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, recordó que esta inhabilidad se remonta a la dictación de la ley Nº 20.000. Mediante ella se impide a los abogados que desempeñan funciones públicas en el Estado asumir la defensa de los imputados por narcotráfico. En su oportunidad, agregó, el legislador optó porque los funcionarios públicos no pudieran defender a tales personas. Indicó que su aplicación queda en manos de la Contraloría General de la República, la que lleva un registro para estos efectos. 


Señaló que la indicación del Gobierno limita esta inhabilidad a los casos más graves, pero no la elimina de plano.


- Sometida a votación la indicación número 16A, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Esta enmienda se agrega como nueva letra b) del nuevo número 12), del artículo 1º.

-.-.-

Número 11)

Este número del artículo 1º del proyecto agrega a la ley Nº 19.913 los siguientes artículos 36, 37, 38, 39, 40 y 41, nuevos:

Artículos 36 y 37


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 36.- Los bienes incautados o el producto de los decomisados en investigaciones por lavado de activos, podrán ser destinados, en los términos que establecen los artículos 40 y 46 de la ley Nº 20.000, en todo o parte, a la persecución de dicho ilícito.


Artículo 37.- Durante la investigación de los delitos contemplados en los artículos 27 y 28 de esta ley, en aquellos casos en que como consecuencia de actos u omisiones del imputado no pudiera decretarse la incautación o alguna medida cautelar real sobre los bienes que sean objeto o producto de los mismos, el tribunal con competencia en lo penal que corresponda podrá decretar, a solicitud del fiscal y mediante resolución fundada, la incautación o alguna de las medidas cautelares reales establecidas en la ley, sobre otros bienes que sean de propiedad del imputado por un valor equivalente a aquel relacionado con los delitos, con excepción de aquellos que declara inembargables el artículo 445 del Código de Procedimiento Civil.


Asimismo, ante una solicitud de autoridad competente extranjera, realizada en virtud de un requerimiento de asistencia penal internacional por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, se podrá decretar, en los mismos términos expresados en el inciso precedente, la incautación o medidas cautelares reales de bienes por un valor equivalente a aquellos relacionados con el delito investigado.


En el evento de dictarse sentencia condenatoria, y no habiéndose incautado o cautelado bienes relacionados con el delito sino sólo aquellos de un valor equivalente, el tribunal con competencia en lo penal que corresponda podrá, en la misma sentencia, decretar el comiso de aquellos bienes incautados o cautelados de conformidad a lo establecido en el inciso primero.”.


Respecto del artículo 37, el Honorable Senador señor Horvath, previa autorización de la Sala, presentó la indicación número 16B, para agregar un nuevo inciso final al artículo 37 que el proyecto propone incorporar a la ley N° 19.913, del siguiente tenor:


“Serán apelables las resoluciones que negaren o dieren lugar a las medidas previstas en este artículo.”.

Sobre el particular, el Jefe de la Dirección de Lavado de Activos del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, recordó que el artículo 158 del Código Procesal Penal establece que las resoluciones que se pronuncian sobre medidas cautelares reales son apelables, por lo que la indicación planteada no resulta necesaria.


La Comisión concordó con este último planteamiento y, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio, rechazó esta indicación.  

Artículo 38


A continuación la Comisión se abocó al estudio del artículo 38 del texto aprobado en general. Su tenor es el siguiente:


“Artículo 38.- Las personas naturales y jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley, estarán obligadas a informar a la Unidad de Análisis Financiero todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que se intenten realizar, por alguna de las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas confeccionadas por el Comité establecido en las Resoluciones números 1267, de 1999, 1333, de 2000, y 1390, de 2002 del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas y sus subsecuentes resoluciones o  cualquiera otra que las adicione o reemplace.


Igualmente, estarán obligadas a informar de todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que se intenten realizar, por alguna persona natural o jurídica que efectúe alguna de las actividades descritas en el párrafo 1, letra c) de la Resolución 1373, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas.


La Unidad de Análisis Financiero una vez recibidos los antecedentes y según las circunstancias en que el acto, transacción u operación hubiera sido realizada podrá ordenar, por resolución fundada, a quien haya realizado el reporte o a cualquiera otra de las personas naturales o jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley, la adopción de medidas que permitan evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un período determinado, que, en todo caso, no podrá exceder de 30 días.


Entre las medidas que se podrán ordenar, se entenderán incluidas, la prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de fondos u otros bienes durante el plazo de vigencia de la medida.


La Unidad de Análisis Financiero deberá solicitar la ratificación de la o las medidas adoptadas, de acuerdo a lo descrito en los incisos anteriores, ante un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designará por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. La Unidad de Análisis Financiero dispondrá de un plazo de 24 horas para hacer llegar el requerimiento a dicho tribunal, siempre y cuando el día siguiente sea hábil; de no ser así tendrá plazo hasta el día hábil siguiente, contado desde la fecha en que decretó la o las medidas descritas en los incisos anteriores. Para la tramitación de la solicitud de ratificación, se estará a lo dispuesto en el artículo 2° letra b) de esta ley.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, la Unidad de Análisis Financiero estará también obligada, en los términos expresados en el inciso anterior, a informar al Ministerio Público del hecho de haberse decretado alguna de las medidas descritas en los incisos tercero y cuarto de este artículo, acompañando todos los antecedentes que hicieron procedente la medida y una copia de la solicitud efectuada a la Corte de Apelaciones de Santiago.


En las incidencias que se presenten, en especial la relativa al reclamo que pudiera formular el afectado por errores manifiestos en la adopción de estas medidas, se estará a lo dispuesto en los artículos 22 y siguientes de esta ley.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 22, el procedimiento de reclamo de una de las medidas decretadas por la Unidad, estará sujeto a las siguientes normas especiales:


1. La notificación de la medida decretada se efectuará por carta certificada, al domicilio que el afectado tenga registrado en la entidad que haya realizado la operación. 


2. El afectado por una de las medidas contenidas en este artículo, una vez que ésta sea ratificada, tendrá el plazo de tres días para interponer sus descargos ante la Unidad.


3. Recibidos los descargos, o transcurrido el plazo para presentarlos, el Director, salvo que se abra un término probatorio especial a petición del afectado, deberá resolver sin más trámite el continuar aplicando la o las medidas adoptadas.


4. El término probatorio mencionado en el número anterior no podrá exceder de cinco días.


5. De la resolución que ratifique la adopción de las medidas descritas en este artículo, se podrá apelar de acuerdo a los términos y plazos descritos en el artículo 24.


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la Unidad de Análisis Financiero periódicamente pondrá a disposición de todas las personas indicadas en el artículo 3° de esta ley, los listados confeccionados por el Comité establecido por el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, en virtud de lo dispuesto en las resoluciones 1267, de 1999; 1333, de 2000, y 1390, de 2002. Asimismo, la Unidad de Análisis Financiero deberá informar al Ministerio de Relaciones Exteriores de todas aquellas personas naturales o jurídicas que figuran en dichos listados y respecto de las cuales no se hubiera encontrado antecedentes concretos, para efectos que éste lo informe a la Organización de las Naciones Unidas, a fin de que ésta considere su exclusión de las listas .”.


Respecto del artículo 38 antes transcrito, se presentaron las indicaciones Nos 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26 y 27.


La indicación Nº 17, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, tiene por objeto reemplazar el artículo 38 aprobado en general por el siguiente:


“Artículo 38.- Las personas naturales y jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley, estarán obligadas a informar a la Unidad de Análisis Financiero todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que se intenten realizar, por alguna de las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas confeccionadas por el Comité establecido en las Resoluciones números 1267, de 1999; 1333, de 2000, y 1390, de 2002, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas y sus subsecuentes resoluciones o cualquiera otra que las adicione o reemplace.


Igualmente, estarán obligadas a informar de todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que  intente realizar alguna persona natural o jurídica que efectúe alguna de las actividades descritas en el párrafo 1, letra c) de la Resolución 1373, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas.


La Unidad de Análisis Financiero, una vez recibidos los antecedentes y según las circunstancias en que el acto, transacción u operación hubiera sido realizada, y dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción del informe, deberá solicitar a la Corte de Apelaciones de Santiago la adopción de las medidas necesarias que permitan evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un plazo determinado el que no podrá exceder de treinta días. La solicitud será resuelta por un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago sin audiencia ni intervención de terceros. Para estos efectos, el Presidente de dicha Corte designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de dos años, debiendo presentarse la solicitud ante cualquiera de ellos.


La resolución del tribunal será notificada a la Unidad de Análisis Financiero en el más breve plazo y por la vía más expedita que permita asegurar su debida ejecución. Para la tramitación de la solicitud a que hace referencia este artículo, se estará a lo dispuesto en el artículo 2°, letra b), de esta ley.


Entre las medidas que se podrán ordenar, se entenderán incluidas la prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de fondos u otros bienes durante el plazo de vigencia de la medida.


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, la Unidad de Análisis Financiero estará también obligada a informar, de forma confidencial o reservada, al Ministerio Público del hecho de haberse solicitado alguna de las medidas descritas en los incisos tercero y quinto de este artículo, acompañando todos los antecedentes que hicieron procedente la medida y una copia de la solicitud efectuada a la Corte de Apelaciones de Santiago.


En las incidencias que se presenten, en especial la relativa al reclamo que pudiera formular el afectado por errores manifiestos en la adopción de las medidas reguladas en los incisos tercero y quinto de este artículo, se estará a lo dispuesto en los artículos 22 y siguientes de esta ley, considerando las siguientes normas especiales:


1) La notificación de la medida decretada se efectuará por carta certificada, expedida por la Unidad de Análisis Financiero, al domicilio que el afectado tenga registrado en la entidad que haya realizado la operación. Los plazos establecidos para este procedimiento empezarán a correr tres días después de su envío.


2) El afectado por una de las medidas contenidas en este artículo, una vez que ésta sea decretada y notificada por la Unidad, tendrá el plazo de tres días para interponer sus descargos ante la Unidad.


3) Recibidos los descargos, o transcurrido el plazo para presentarlos, el Director, salvo que se abra un término probatorio especial a petición del afectado en el mismo escrito de descargos, deberá resolver sin más trámite continuar aplicando la o las medidas adoptadas.


4) El término probatorio mencionado en el número anterior no podrá exceder de cinco días hábiles.


5) De la resolución que ratifique la adopción de las medidas descritas en este artículo, se podrá apelar de acuerdo a los términos y plazos descritos en el artículo 24.


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la Unidad de Análisis Financiero periódicamente pondrá a disposición de todas las personas indicadas en el artículo 3° de esta ley, los listados confeccionados por el Comité establecido por el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, en virtud de lo dispuesto en las resoluciones números 1267, de 1999; 1333, de 2000, y 1390, de 2002. Asimismo, la Unidad de Análisis Financiero deberá informar al Ministerio de Relaciones Exteriores de todas aquellas personas naturales o jurídicas que figuran en dichos listados y respecto de las cuales no se hubiera encontrado antecedentes concretos, para efectos que éste lo informe a la Organización de las Naciones Unidas, a fin de que ésta considere su exclusión de las listas.”.


Al iniciarse el examen de esta indicación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, planteó que el estudio de esta norma exige discutir acerca de la forma en que las resoluciones de Naciones Unidas se deben cumplir en nuestro país, sin vulnerar el principio del debido proceso. 

El ex Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter manifestó que ésta era una disposición muy relevante, pues mediante ella se daba cumplimiento a los deberes que el Estado de Chile tiene en materia de persecución de los delitos de lavado de activos que cometen organizaciones calificadas de terroristas por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.


Explicó que ese Consejo determina qué personas o grupos tienen el carácter de terroristas, qué tipo de operaciones se califican de sospechosas, y las medidas que se deben adoptar estos casos. Hizo presente que frente a la presencia de estas personas, grupos o actividades en nuestro territorio, la U.A.F tiene facultades para solicitar a un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, designado por dos años por el pleno del tribunal de alzada, la autorización para impedir determinados actos o congelar ciertos activos.


Seguidamente, puntualizó que esta norma establece un procedimiento para hacer efectivas estas medidas de apremio.

Manifestó que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública está plenamente convencido que la disposición en análisis debe incorporar la idea de que han de investigarse a las asociaciones que el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas ha calificado de terroristas.


Sin perjuicio de lo anterior, indicó que el Ejecutivo estaba elaborando una nueva indicación para regular de mejor manera el procedimiento que se va a aplicar para normar la paralización de los activos u otros bienes de las organizaciones calificadas de terroristas por el mencionado Consejo de Seguridad.


Al respecto, manifestó que el Gobierno había realizado un nuevo estudio del tema y considera necesario introducir algunas mejoras al procedimiento propuesto en la indicación número 17.


En virtud de lo anterior, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán sugirió sólo discutir las ideas contenidas en los dos primeros incisos de la indicación número 17.


En relación con ello, el ex Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter indicó que si nuestro país adopta los criterios del Consejo de Seguridad de la ONU cumplirá con el estándar que han aplicado los países que son miembros de la O.C.D.E. Esas Naciones, agregó, están a la vanguardia en el combate del lavado de dinero y del financiamiento del narcotráfico y del terrorismo.

Seguidamente, el Director de Unidad de Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, recordó que las actividades de la U.A.F. se ajustan al procedimiento que utiliza la ONU para señalar quién debe ser considerado terrorista. Manifestó que en esa instancia internacional sólo se ha consensuado que tienen la calidad de terroristas el movimiento Al Qaeda y la organización de los Talibanes. Esta decisión está recogida en sendas resoluciones que fueron ratificadas por Chile e incorporadas a nuestro ordenamiento jurídico, a través de su publicación en el Diario Oficial.


Manifestó que pese a ello las evaluaciones realizadas por entes internacionales mostraron que en Chile no se han adoptado las subsecuentes medidas legislativas internas para materializar esas resoluciones como, por ejemplo, la de congelar los activos de las personas identificadas en las citadas resoluciones cuando realicen operaciones en Chile. En razón de lo anterior, sostuvo que era muy importante aprobar esta disposición.


A esta altura del debate, las Comisión también tuvo  presente lo que al respecto señaló la Corte Suprema, mediante su oficio Nº 181, de 15 de diciembre de 2010. En la parte pertinente a este asunto expresa lo siguiente:


“Segundo: Que el proyecto que se somete a la consideración de este Tribunal fue informado con anterioridad en dos oportunidades. La primera de ellas el 26 de septiembre de 2006, mediante oficio N° 144, donde se acordó informarlo favorablemente, sin observaciones. La segunda, el 5 de octubre de 2009, manifestándose la opinión en el oficio Nº 237, en el que la Corte convino informar también favorablemente la iniciativa legal, salvo en aquella parte que, en el nuevo artículo 38 que se agrega a la ley Nº 19.913, establece que le corresponderá a un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago –designado, por sorteo, por el Presidente de dicho Tribunal- la ratificación de las medidas de seguridad adoptadas por la Unidad de Análisis Financiero, estimándose, en cambio, que tal actuación podría corresponder, con mayor propiedad, al juez de garantía competente. Lo anterior se debe, básicamente, a que en la actualidad –con el nuevo sistema procesal penal vigente en todo el país- es a estos magistrados a quienes compete el control de las garantías constitucionales, mientras que los Ministros de Cortes de Apelaciones ya no tienen, en lo penal, la participación jurisdiccional que sí les otorgaba el sistema inquisitivo anterior.”.


Teniendo en cuenta este antecedente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, señaló que el máximo tribunal se muestra de acuerdo con el proyecto, pero sugiere algunos cambios procesales en esta norma, para mejorar la participación que le corresponde a los tribunales de justicia.


El Director de la U.A.F, señor Javier Cruz, puntualizó que la primera parte del artículo propuesto recoge los estándares internacionales sobre esta materia, y da fiel cumplimiento a las obligaciones contraídas por nuestro país.


Precisó que la aplicación práctica de estas normas internacionales está circunscrita sólo a personas, grupos o conductas muy específicas, por tanto, no se prevé que su aplicación práctica entrabe de manera significativa el tráfico financiero habitual.


Respecto de la observación que sobre el punto procesal hace la Corte Suprema, recordó que en la discusión previa de la Comisión relativa al artículo 2º del proyecto, se concluyó que el mecanismo de control de un Ministro de Corte de Apelaciones de Santiago era más idóneo que dejar el asunto en manos del juez de garantía.

Seguidamente, expresó que no hay que perder de vista que la intervención que le cabe en este caso a la U.A.F no se materializa en el marco de una investigación criminal, sino en el ámbito de la supervigilancia y fiscalización de materias vinculadas a los aspectos financieros del terrorismo y del crimen organizado. Indicó que si en uso de esas atribuciones se constata la presencia de hechos que revisten caracteres de delito, procede una denuncia inmediata al Ministerio Público, lo que activa el procedimiento penal común.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán propuso a la Comisión pronunciarse sobre el contenido del inciso primero de la indicación número 17. Su texto es el siguiente.

“Artículo 38.- Las personas naturales y jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley, estarán obligadas a informar a la Unidad de Análisis Financiero todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que se intenten realizar, por alguna de las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas confeccionadas por el Comité establecido en las Resoluciones números 1267, de 1999, 1333, de 2000, y 1390, de 2002 del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas y sus subsecuentes resoluciones o  cualquiera otra que las adicione o reemplace.”.


Asimismo, recordó a la Comisión que sobre esta materia se presentaron las indicaciones números 18, del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán; 19, de la ex Senadora señora Matthei; 20, del Honorable Senador señor Novoa, y 21, de los Honorables Senadores señores Coloma y Pérez Varela. Estas proposiciones tienen por objetivo común sustituir, en los incisos primero y segundo, la frase “todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que se intenten realizar” por “las operaciones sospechosas realizadas”.

Al iniciarse el estudio de estas indicaciones, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que retiraba su indicación número 18.


A continuación, el Honorable Senador señor Espina señaló que no procede hacer la especificación que proponen las indicaciones 19 a 21, porque en este caso se está en presencia de personas, grupos o actividades que ya fueron calificadas como terroristas por el Consejo de Seguridad de la ONU, por lo que no corresponde que esas conductas vuelvan a ser calificadas como “operaciones sospechosas” por el Estado de Chile.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, preguntó al Ejecutivo si era necesario  identificar de manera tan específica en la ley las tres resoluciones que aparecen mencionadas en el inciso primero de este artículo, cuando también podría hacerse una referencia más genérica y dejar la mención a las referidas organizaciones en las disposiciones transitorias del proyecto.


El señor Director de Unidad de Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, señaló que el inciso en estudio adecua la legislación nacional a los estándares internacionales sobre esta materia. Ellos señalan que las medidas excepcionales que se plantean no alcanzan a cualquier grupo terrorista, sino que sólo a las organizaciones que tienen ese carácter de acuerdo con el consenso internacional. 

El Honorable Senador señor Espina expresó que esta norma  implica otorgar un margen muy amplio de  decisión a un organismo internacional. Agregó que ello puede entrar en pugna con el principio constitucional de tipificación legal previa de las conductas sancionadas.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que las resoluciones que adopta el Consejo de Seguridad de la ONU son ratificadas por la Asamblea General.


El ex Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, recordó que la referencia a las “subsecuentes resoluciones” que hace la indicación sólo abarca a las que sean ratificadas posteriormente por nuestro país.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, expresó que entonces deberían ser resoluciones ratificadas por nuestro país.


El abogado de la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F), señor Adrián Fuentes expresó que la expresión “subsecuentes resoluciones” está referida a las que adopten los Comités especiales creados en las tres resoluciones del Consejo de Seguridad antes mencionadas. Señaló que en la redacción de esta norma se siguieron los parámetros proporcionados por el Ministerio de Relaciones Exteriores.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, insistió que en este caso debe tratarse de resoluciones que también hayan sido aprobadas por Chile y que integren nuestro ordenamiento jurídico, a través de los medios que precisa la Carta Fundamental. En esa línea, propuso aprobar el inciso primero de la indicación número 17 añadiendo, a continuación de los términos “subsecuentes resoluciones o cualquiera otra que las adicione o reemplace” la fórmula “aprobadas por Chile”.


- Sometido a votación el inciso primero de la indicación Nº 17 fue aprobado, con la modificación antes señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


-Las indicaciones Nos 19, 20 y 21 en la parte que se refieren al inciso primero del artículo 38 aprobado en general, fueron rechazadas por la misma votación señalada anteriormente. 

Inciso segundo


Este inciso de la indicación Nº 17 señala lo siguiente:


“Igualmente, estarán obligadas a informar de todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna persona natural o jurídica que efectúe alguna de las actividades descritas en el párrafo 1, letra c) de la Resolución 1373, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas.”.


 Al iniciar el análisis de esta parte de la indicación número 17 se tuvo también en vista las indicaciones números 19, de la ex Senadora señora Matthei; 20, del Honorable Senador señor Novoa, y 21, de los Honorables Senadores señores Coloma y Pérez Varela. Cabe recordar que ellas tienen por objetivo común sustituir, en los incisos primero y segundo, la frase “todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que se intenten realizar” por “las operaciones sospechosas realizadas”.


Asimismo, se tuvo en consideración que el citado párrafo 1, letra c) de la Resolución 1373, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, obliga a todos los Estados, a lo siguiente: 


“c) Congelen sin dilación los fondos y demás activos financieros o recursos económicos de las personas que cometan, o intenten cometer, actos de terrorismo o participen en ellos o faciliten su comisión; de las entidades de propiedad o bajo el control, directos o indirectos, de esas personas, y de las personas y entidades que actúen en nombre de esas personas y entidades o bajo sus órdenes, inclusive los fondos obtenidos o derivados de los bienes de propiedad o bajo el control, directos o indirectos, de esas personas y de las personas y entidades asociadas con ellos;”


Sobre este punto, el encargado de asuntos internacionales de la Unidad de Análisis Financiero (U.A.F), señor Tomas Koch, explicó que la norma referida establece una obligación de los Estados miembros de congelar los activos financieros de las personas sindicadas como participantes de grupos terroristas. 

 Añadió que esta disposición extiende la obligación de información no sólo al financiamiento del terrorismo realizado por personas directamente involucradas en esta actividad, sino que a los actos que tengan el mismo propósito y que sean realizados por personas naturales o jurídicas que tengan algún vínculo con los terroristas.

El ex  Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, explicó que a diferencia de lo aprobado en el inciso anterior, en esta regla se busca imponer a determinadas personas la obligación de informar a la U.A.F sobre actos o recursos que tengan por finalidad financiar al terrorismo.


El Director de la U.A.F, señor Javier Cruz, explicó que con esta disposición se intenta sancionar no sólo a las personas naturales directamente involucradas en hechos de terrorismo, sino también a las personas jurídicas asociadas a operaciones financieras que sustenten esa actividad.


El Honorable Senador señor Espina señaló que en este caso se perseguirán los actos de financiamiento ejecutados por los terroristas o por personas vinculadas a ellos, y no sólo a las que figuren en un listado acotado de organizaciones que fijó unanimidad del Consejo de Seguridad de la Organización las Naciones Unidas.


El Director de la U.A.F, señor Javier Cruz manifestó que actualmente operan varias instancias de control para cumplir este objetivo. En primer lugar, recordó que la institución que dirige no tiene facultades para actuar de oficio, ya que ella sólo inicia un procedimiento cuando alguna de las instituciones públicas o privadas obligadas a informar proporciona los antecedentes correspondientes. Explicó que con esos datos se hace “inteligencia financiera”, que es una operación consistente en cruzar la información suministrada con bases de datos nacionales e internacionales. Señaló que si de lo anterior se observa que hay una situación que amerita alguna reacción, se solicita a un Ministro de Corte de Santiago el congelamiento de los activos y operaciones de la persona que realizó la operación sospechosa.

Indicó que el Ministro de Corte requerido analizará los antecedentes presentados por la U.A.F y, en su mérito, decidirá otorgar o no la medida solicitada.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador  Larraín, don Hernán, consultó sí el mecanismo de congelamiento de activos, a que hace referencia la Resolución Nº 1.373, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, también puede aplicarse a las conductas terroristas tipificadas en la legislación nacional.


El Director de la U.A.F, señor Javier Cruz respondió afirmativamente.  Expresó que su institución no solo aplica normas internacionales vigentes en Chile, sino que también las normas constitucionales y legales nacionales. Agregó que si de los antecedentes analizados por su institución se constatan hechos que tienen el carácter de terrorista, según nuestra legislación interna, ellos serán remitidos inmediatamente al Ministerio Público, institución que emprende la persecución criminal teniendo siempre como parámetro la legislación procesal y penal nacional.


El ex  Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, expresó que todas las medidas que implican afectación de derechos deben ser adoptadas por el juez competente –en este caso un Ministro de Corte de Apelaciones- quién está sujeto a la ley nacional.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que la Resolución Nº 1373 establece la creación de un Comité para hacerla operativa. Al respeto, consultó a los representantes del Ejecutivo acerca de la forma en que el Estado integra estos acuerdos al ordenamiento jurídico nacional. Sin perjuicio de lo anterior, solicitó que antes de adoptar una resolución definitiva sobre esta materia se conociera la opinión de la Dirección Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores.


El Encargado de Asuntos Internacionales de la Unidad de Análisis Financiero (UAF), señor Tomás Kosh explicó que tanto la Resolución Nº 1.267 como la signada con el Nº 1.373 crearon Comisiones Especiales para desarrollar y vigilar el cumplimiento efectivo de lo resuelto. Manifestó que esas Comisiones han generado nuevas listas de movimientos terroristas internacionales, y nuevos mecanismos de cooperación internacional para lograr el propósito de las citadas resoluciones.


Expresó que por medio de este procedimiento un país que participe del sistema internacional puede solicitar la inclusión en el listado de una persona o entidad condenada como terrorista en su judicatura nacional, y pedir que un tercer país, también miembro del sistema, congele los fondos que ese grupo o entidad posea en aquél territorio.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó que si ese es el mecanismo vigente, es imprescindible que los subsecuentes acuerdos sean ratificados por Chile.


El señor Kosh, señaló que el país que participa del sistema de la Resolución Nº 1.373 está obligado a recibir una solicitud de congelamiento de activos de un país cosignatario y debe analizarla a la luz de sus regulaciones internas. Agregó que el Estado requerido puede denegar dicha solicitud si no es coherente con sus normas. Añadió que lo único que establece la resolución de la ONU es que dicho mecanismo de análisis debe estar disponible a nivel nacional.

El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que había que proceder con cautela en esta materia y analizar estas normas con los representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se mostró de acuerdo con la propuesta, pero expresó que debe entenderse que la predisposición favorable para aprobar esta norma podría variar si en una futura sesión el Director Jurídico de la Cancillería trae nuevos antecedentes.


La Honorable Senadora señora Alvear añadió que en esa oportunidad es necesario que la Cancillería también informe sobre los subsecuentes acuerdos que se han tomado por los Comités especiales que crearon ambas resoluciones.


- Sometido a votación el inciso segundo de la indicación Nº 17 fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio. Las indicaciones Nos 19, 20 y 21 en la parte que se refieren al inciso segundo del artículo 38 aprobado en general, fueron rechazadas por la misma votación señalada anteriormente.


En una sesión posterior, la Honorable Senadora señora Alvear solicitó a la Comisión volver abrir el debate respecto de los dos primeros incisos del artículo 38 discutido en la sesión anterior, ya que en esa oportunidad se presentaron dudas respecto de la aplicación automática en Chile de las resoluciones que el Consejo de Seguridad de la ONU dicta en uso de las atribuciones que le confiere la Resolución Nº 1373 y, en especial, si esas decisiones subsecuentes no han sido ratificadas por Chile.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acogió esta petición y tal como había sido planteado en una sesión anterior, escuchó a la Jefa del Departamento de Derecho Internacional Multilateral de la División de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señora Alejandra Quezada. 


Al iniciar su intervención agradeció la invitación de la Comisión, y expresó que la redacción de los dos primeros incisos del artículo 38 propuestos en la indicación del Ejecutivo se ajustan a las reglas generales del Derecho Internacional. Señaló que en ellos se mencionan las decisiones más importantes sobre el combate internacional al terrorismo, el cual se inicia con la Resolución Nº 1.267 sobre Al Qaeda. Indicó que en cumplimiento de esas disposiciones, el Estado de Chile ha informado a Naciones Unidas que no se han detectado en nuestro país la presencia de personas que componen las listas internacionales de organizaciones reconocidamente terroristas.


Expresó que la Resolución Nº 1.373 procura combatir el financiamiento del terrorismo a nivel trasnacional, asunto respecto del cual hay consenso global. 

No obstante lo anterior, indicó que la redacción que previamente aprobó la Comisión tiene un problema que consiste en establecer que las decisiones subsecuentes tomadas por el Consejo de Seguridad de la ONU deberán ser ratificadas por nuestro país para que sean aplicables en Chile. Explicó que tal situación supone que esas resoluciones serían especies de tratados, lo que no corresponde a su naturaleza jurídica.


Lo anterior, continuó, desconoce el hecho de que el Estado de Chile está obligado a darles cumplimiento desde que el Consejo de Seguridad las dicta, en virtud de lo dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de la ONU. Señaló que, en consecuencia, cuando se ponen en práctica esas resoluciones la única actividad que debe hacer el Ministerio de Relaciones Exteriores es dictar un decreto supremo que fija su texto y que se publica en el Diario Oficial. Con ello se da la correspondiente publicidad a su contenido. En razón de lo anterior, sugirió a la Comisión eliminar en el inciso primero el requisito de ratificación interna.


La Honorable Senadora señora Alvear observó que es efectivo que la ratificación es un mecanismo reservado sólo para los tratados, y que el procedimiento señalado por la funcionaria de la Cancillería deja el camino abierto para que el Ejecutivo ratifique esas resoluciones sin participación del Parlamento.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió con lo anteriormente señalado. Con todo, expresó que este mecanismo tiene por finalidad primaria establecer la obligación de informar ciertas operaciones realizadas ante entes públicos o privados, por tanto no parece haber, en principio, mucho problema con el procedimiento antes planteado.


El Honorable Senador señor Espina observó que en virtud de estas normas un Ministro de Corte de Apelaciones puede  congelar activos de personas, por tanto, el efecto práctico de estas resoluciones del Consejo de Seguridad de la ONU no es tan inocuo como a primera vista parecería.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos, propuso establecer que las medidas que se impongan en virtud de las resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, procedan si ellas son ejecutables en Chile, lo que deja a salvo a nuestro país de aquellas medidas que no se pueden aplicar en vista de lo que dispone nuestro ordenamiento jurídico.


La Jefa del Departamento de Derecho Internacional Multilateral señora Quezada observó que un elemento a considerar es lo que dice la Carta de las Naciones Unidas en relación a la posibilidad de ejecutar internacionalmente las resoluciones del Consejo de Seguridad (artículo 43 de la Carta), y otro es la forma como dichas resoluciones se implementan en el ordenamiento jurídico interno. Por esta razón, agregó, en este caso es necesario dictar los decretos supremos correspondientes.


Puntualizó que según nuestro ordenamiento jurídico no es posible congelar activos por la vía puramente administrativa, por ello es imprescindible aprobar esta norma.


En relación con lo señalado por el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, propuso reemplazar la fórmula que se indica por “que sean implementadas por Chile”.


El Honorable Senador señor Orpis señaló que  el Estado de Chile ratificó todas las resoluciones a que se hace mención en los inciso primero y segundo de la disposición analizada, y que la decisión final sobre el posible congelamiento de activos la tomará, en definitiva, un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, a la luz de los antecedentes que le proporcione la U.A.F, por lo que en principio no parece haber problema con la fórmula que propone la Cancillería.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, precisó que la implementación en Chile de las obligaciones internacionales ya señaladas sólo puede hacerse según las reglas que establece nuestro ordenamiento jurídico interno, y por ello el texto que se propone señala, en forma precisa cuáles son las resoluciones aludidas y de qué forman se pondrían en práctica en nuestro territorio.


La ex Directora de la Unidad de Análisis Financiero, señora Tamara Agnic, señaló que si uno de los sujetos obligados a informar detecta una transacción que tiene el carácter de sospechosa, debe entregar esa información al Servicio que ella dirige. Esta institución es la habilitada para dar a conocer al Ministerio Público la información correspondiente, quien examina los antecedentes y decide si procede alguna de las medidas que establece el Código Procesal Penal. 

El señor Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, expresó que entonces la discusión se centra en cómo establecer en la ley la existencia de un acto ulterior del Estado de Chile que valide las decisiones subsecuentes tomadas en virtud de las resoluciones citadas en los primeros incisos del artículo en discusión.


La funcionaria del Ministerio de Relaciones Exteriores, señora Quezada, explicó que detrás de la idea planteada subyace la idea de que se trate de resoluciones “implementadas” por nuestro país. Agregó que la práctica habitual muestra que cada una de estas decisiones subsecuentes del Consejo de Seguridad es recogida en Chile en un decreto supremo, con el fin de comunicarlas y hacerlas exigibles a los organismos públicos.


Los Honorables Senadores señores Espina y Orpis señalaron que entonces el requisito debería ser que dichas resoluciones posteriores deberán ingresar al ordenamiento jurídico interno a través de un decreto supremo.


La señora Quezada se mostró de acuerdo con ese mecanismo.


Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, lo objetó, expresando que ello supone un trámite lento y engorroso, ya que dichos actos están sujetos al mecanismo de Toma de Razón ante la Contraloría General de la República. Agregó que, además, esa vía deja entregado todo este tema a una instancia administrativa que puede considerar apropiados criterios que vayan en contra del ordenamiento legal vigente en nuestro país.


En razón de lo anterior, insistió en que el principio que debería primar es que debería tratarse de resoluciones “ejecutables” o “implementables” en nuestro país.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que esta norma se refiere únicamente al financiamiento trasnacional del terrorismo, para cuyo combate se requiere que la comunidad internacional actúe unida. Por tal razón, prefirió ocupar la fórmula planteada por los Honorables Senadores señores Espina y Orpis y refrendada por la práctica habitual de la Cancillería.


El Honorable Senador señor Orpis sostuvo que es muy importante establecer mecanismos precisos para la aplicación en nuestro país de las resoluciones señaladas, porque una redacción vaga conviene mucho a los movimientos terroristas.


El señor Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Espina,  agregó que la fórmula propuesta deja el asunto bajo la responsabilidad del Presidente de la República.


 En vista de lo anterior, declaró cerrado el debate y puso en votación el inciso primero del artículo 38, reemplazando la fórmula “y que se encuentren ratificadas por Chile” por “y que estén contenidas en decretos supremos publicados en el Diario Oficial”.


- Sometida a votación la proposición, fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Orpis y Walker, don Patricio. Votó en contra el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos.

A continuación, se analizó el inciso segundo del artículo 38 aprobado previamente por la Comisión.


En relación con esta norma la Jefa del Departamento de Derecho Internacional Multilateral señora Alejandra Quezada, señaló que en él se hace mención a un instrumento internacional específico, -Resolución N° 1373, del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas-, que ya está contenida en un decreto supremo que se publicó en el Diario Oficial.


Teniendo en cuenta este antecedente, el Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, propuso mantener el texto tal como ya había sido aprobado por la Comisión.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Orpis y Walker, don Patricio concordó con este criterio.

En una sesión posterior, y previa autorización de la Sala, el Ejecutivo presentó la indicación N° 17A. En ella se recogen   los acuerdos adoptados por la Comisión en relación con los incisos primero y segundo ya señalados, y se establecen las normas de procedimiento a las que debe someterse la Unidad de Análisis Financiero para obtener la prohibición de movimientos de fondos o bienes que pertenezcan a personas o grupos calificados de terroristas. 


El Ejecutivo hizo presente que esta nueva redacción perfeccionaba algunos aspectos procesales que estaban contenidos en el texto aprobado en general y también considerados en la indicación número 17. En vista de lo anterior, presentó, el siguiente texto:


“Sustituir el artículo 38, por el siguiente:


“Artículo 38.- Las personas naturales y jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley estarán obligadas a informar a la Unidad de Análisis Financiero todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que se intenten realizar por alguna de las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas confeccionadas por el Comité establecido en las Resoluciones números 1.267, de 1999; 1.333, de 2000, y 1.390, de 2002, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas y sus subsecuentes resoluciones o cualquiera otra que las adicione o remplace, y que estén contenidas en decretos supremos publicados en el Diario Oficial.


Igualmente, estarán obligadas a informar de todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna persona natural o jurídica que efectúe alguna de las  actividades descritas en el párrafo 1, letra c) de la Resolución 1373, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas.


La Unidad de Análisis Financiero deberá, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de los antecedentes que acreditan que las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas a que hace referencia el  inciso primero pretenden realizar un acto, transacción u operación financiera, solicitar a un ministro de la Corte de Apelaciones de    Santiago, la autorización para adoptar una o más medidas necesarias que permitan evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un plazo determinado el que no podrá exceder de treinta días. La solicitud será resuelta de plano y en el más breve plazo, el que no podrá exceder de veinticuatro horas, por un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago sin audiencia ni intervención de terceros. Para estos efectos, el Presidente de dicha Corte designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de un año, debiendo   presentarse la solicitud ante cualquiera de ellos. Tratándose de las personas  que cometan los actos a que hace referencia el inciso segundo, ese plazo se contará desde que se obtengan antecedentes que hagan presumir fundadamente que se trata de terroristas. 


Para efectos de lo establecido en el  inciso precedente, la solicitud se tramitará ante el ministro indicado en el inciso anterior, de la misma forma establecida en la letra b) del artículo 2° de esta ley, en relación con el   levantamiento del secreto o reserva bancario.


Entre las medidas que se podrán ordenar, se entenderán incluidas la prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de fondos u otros bienes durante el plazo de  vigencia de la medida.


Una vez expirado el plazo señalado en el inciso tercero, la medida dejará de tener efecto de forma inmediata, sin necesidad de resolución que así lo declare. En todo caso, se mantendrán vigentes las medidas cautelares reales que en el intertanto haya decretado el juez competente.


Para los efectos de que se adopten las medidas que considere pertinentes, la Unidad  informará al Ministerio Público del hecho de  haberse solicitado alguna de las medidas descritas en los incisos tercero y quinto de este   artículo, acompañando todos los antecedentes que hicieron procedente la medida y una copia de la solicitud efectuada a la Corte de Apelaciones de Santiago y la resolución que la hubiere autorizado. Dicha información será entregada de forma confidencial o reservada en un plazo máximo de 48 horas.


La Unidad de Análisis Financiero notificará dentro del plazo máximo de 24 horas, de la adopción de la medida a la persona natural o  jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones realizadas, al correo electrónico que tenga registrado en dicho Servicio, a objeto que dé inmediato cumplimiento a la misma. Asimismo, notificará al o los afectados por la medida, de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 22, a más tardar  dentro de las 48 horas siguientes a su adopción. Esta notificación se efectuará mediante carta certificada despachada al domicilio que el o los afectados tuvieren registrados en la entidad que hubiere reportado la operación y, de tener una dirección de correo electrónico, la notificación se hará también por esta vía. Esta notificación incluirá todos los antecedentes indicados en el inciso anterior.


En contra de las resoluciones de la Unidad en virtud de las cuales se adopten las medidas indicadas en este artículo, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 59 de la ley Nº 19.880, en cualquier momento mientras la medida se encuentre vigente. La Unidad dispondrá de diez días para resolver.


Asimismo, si el afectado considera que la adopción de la medida no se ajusta a derecho, podrá reclamar de la misma ante la Corte de Apelaciones de Santiago, en cualquier momento mientras la medida se encuentre vigente. La Corte de Apelaciones deberá resolver el recurso en el más breve plazo, previo informe de la Unidad, pudiendo abrir, de oficio o a petición de parte, un término probatorio especial, el que no podrá exceder de 8 días.


De la resolución de la Corte de Apelaciones que ratifique la adopción de la medida, se podrá deducir el recurso de apelación ante la Corte Suprema, el cual deberá ser visto en cuenta a menos que se soliciten alegatos, caso en el cual deberá tener preferencia para su vista y fallo.


En caso de levantarse la medida por   resolución administrativa o judicial, la Unidad lo notificará inmediatamente a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones realizadas, al correo electrónico que tenga registrado en dicho Servicio. Del mismo modo, comunicará a dicha persona natural o jurídica el hecho de haber  expirado el plazo de vigencia de la medida, sin perjuicio de lo establecido en el inciso sexto de este artículo.


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la Unidad de Análisis Financiero periódicamente pondrá a disposición de todas las personas indicadas en el artículo 3° de esta ley, los listados confeccionados por el Comité establecido por el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, y que tienen su origen en las resoluciones mencionadas en los incisos primero y segundo de este artículo. Asimismo, la Unidad de Análisis Financiero deberá informar al Ministerio de Relaciones Exteriores de los antecedentes recopilados que digan relación con las personas naturales o jurídicas que figuran en dichos listados, para efectos que éste lo informe a la Organización de las Naciones Unidas.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puntualizó que dado que los dos primeros ya se encuentran aprobados, lo que corresponde hacer es examinar los nuevos incisos contenidos en esta indicación sustitutiva.


En virtud de lo anterior puso en discusión el inciso tercero del artículo 38.


Cabe recordar que el texto aprobado en general dispone que, una vez recibidos los antecedentes y según las circunstancias en que el acto, transacción u operación hubiera sido realizada, la Unidad de Análisis Financiero podrá ordenar, por resolución fundada, a quien haya realizado el reporte o a cualquiera otra de las personas naturales o jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley, la adopción de medidas que permitan evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un período determinado, que, en todo caso, no podrá exceder de 30 días.


En relación con este inciso, El Ejecutivo propuso su sustitución por lo siguiente:

“La Unidad de Análisis Financiero deberá, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de los antecedentes que acreditan que las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas a que hace referencia el  inciso primero pretenden realizar un acto, transacción u operación financiera, solicitar a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, la autorización para adoptar una o más medidas necesarias que permitan evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un plazo determinado el que no podrá exceder de treinta días. La solicitud será resuelta de plano y en el más breve plazo, el que no podrá exceder de veinticuatro horas, por un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago sin audiencia ni intervención de terceros. Para estos efectos, el Presidente de dicha Corte designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de un año, debiendo   presentarse la solicitud ante cualquiera de ellos. Tratándose de las personas  que cometan los actos a que hace referencia el inciso segundo, ese plazo se contará desde que se obtengan antecedentes que hagan presumir fundadamente que se trata de terroristas.”.


Al iniciarse el estudio de esta nueva redacción, el asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, explicó que con ella se especifica de mejor manera el objetivo de esta proposición normativa. Señaló que la congelación de activos será la consecuencia de un acto administrativo que requerirá la autorización del juez competente, en este caso, un Ministro de Corte de Apelaciones de Santiago. Expresó que la norma propuesta permitirá que el perjudicado por esta medida pueda ejercer una reclamación si considera que no se han tomado en cuenta todas las situaciones de hecho atingentes, y formular una impugnación judicial si el defecto alegado es la infracción a la ley.


La ex Directora de la U.A.F, señora Tamara Agnic, expresó que el mecanismo propuesto es similar al que hoy se aplica cuando su entidad quiere tener acceso a información cubierta por el secreto bancario o tributario.


El Honorable Senador señor Orpis indicó que el concepto de “en el más breve plazo” que ocupa la proposición es ambiguo, sobre todo teniendo en vista la velocidad con la que transcurren las operaciones financieras que pueden estar involucradas en este caso.

Ante la pregunta de si esta materia podría ser resuelta por una autoridad administrativa, la ex Directora de la U.A.F, señora Tamara Agnic, indicó que si bien en el estándar internacional se acepta en algunos casos la congelación de activos por resolución administrativa, dicha práctica no puede ocuparse en Chile por razones institucionales. En razón de ello, explicó que se optó por la fórmula planteada.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, precisó que la redacción propuesta le indica al Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago que tiene que aquilatar los antecedentes y resolver rápidamente, con el fin de que su dictamen sea oportuno. 

Sobre este particular, la Comisión tuvo en vista que el Tribunal Constitucional, en el rol 521, sobre control preventivo obligatorio de la ley Nº 19.913, sometió a examen la norma que establecía que la resolución del tribunal sobre la situación que plantea el artículo 3º debía ser dictada “de inmediato”, disposición que consideró inconstitucional. A la luz de este antecedente se consideró necesario establecer un plazo determinado.


Al respecto, se consideró que la redacción del inciso tercero en discusión cumple con este criterio. 

- Sometido a votación el inciso tercero contenido en la indicación 17A, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


A continuación, la Comisión trató las indicaciones números 22, del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán; 23 de la ex Senadora señora Matthei; 24, del Honorable Senador Novoa y 25, de los Honorables Senadores señores Coloma y Pérez Varela, todas las cuales proponen suprimir los incisos tercero y siguientes de este artículo. 


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán retiró la indicación número 22.


Las indicaciones números 23, 24 y 25 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. 


Seguidamente, la Comisión consideró la indicación número 26, del Honorable Senador señor Novoa. Mediante ella se propone eliminar, en el inciso tercero del artículo 38 aprobado en general, la frase “sin previo aviso del afectado”, y agregar la siguiente oración final: “Las personas naturales o jurídicas que hayan sido ordenadas por la Unidad de Análisis de Financiero a adoptar cualquier de las medidas que dispone este artículo, deberán dar inmediato aviso al afectado, por carta certificadas enviada al domicilio registrado en la respectiva entidad o por cualquier otro medio idóneo.”.


Los miembros de la Comisión consideraron que esta proposición es incompatible con los acuerdos adoptados previamente.


- Sometida a votación la indicación Nº 26, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Seguidamente, se puso en discusión el inciso cuarto del artículo 38.


El texto aprobado en general establece lo siguiente:


“Entre las medidas que se podrán ordenar, se entenderán incluidas, la prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de fondos u otros bienes durante el plazo de vigencia de la medida.”.

A su respecto, la Comisión trató el nuevo inciso cuarto contenido en la indicación número 17A del Ejecutivo.


“Para efectos de lo establecido en el  inciso precedente, la solicitud se tramitará ante el ministro indicado en el inciso anterior, de la misma forma establecida en la letra b) del artículo 2° de esta ley, en relación con el   levantamiento del secreto o reserva bancario.”.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, explicó que esta proposición tiene por objeto uniformar los procedimientos que contempla la ley.


- Sometida a votación esta parte de la indicación número 17A, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


A continuación, la Comisión consideró los Incisos quinto y sexto del artículo 38

El texto aprobado en general prescribe lo siguiente:


“La Unidad de Análisis Financiero deberá solicitar la ratificación de la o las medidas adoptadas, de acuerdo a lo descrito en los incisos anteriores, ante un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designará por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. La Unidad de Análisis Financiero dispondrá de un plazo de 24 horas para hacer llegar el requerimiento a dicho tribunal, siempre y cuando el día siguiente sea hábil; de no ser así tendrá plazo hasta el día hábil siguiente, contado desde la fecha en que decretó la o las medidas descritas en los incisos anteriores. Para la tramitación de la solicitud de ratificación, se estará a lo dispuesto en el artículo 2° letra b) de esta ley.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, la Unidad de Análisis Financiero estará también obligada, en los términos expresados en el inciso anterior, a informar al Ministerio Público del hecho de haberse decretado alguna de las medidas descritas en los incisos tercero y cuarto de este artículo, acompañando todos los antecedentes que hicieron procedente la medida y una copia de la solicitud efectuada a la Corte de Apelaciones de Santiago.

En reemplazo de estas normas, la Comisión conoció trató los nuevos incisos quinto y sexto propuestos en la indicación número 17A del Ejecutivo. Su texto es el siguiente.


“Entre las medidas que se podrán ordenar, se entenderán incluidas la prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de fondos u otros bienes durante el plazo de vigencia de la medida.


Una vez expirado el plazo señalado en el inciso tercero, la medida dejará de tener efecto de forma inmediata, sin necesidad de resolución que así lo declare. En todo caso, se mantendrán vigentes las medidas cautelares reales que en el intertanto haya decretado el juez competente.”.

Al iniciar el estudio de esta enmienda, el asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, explicó que las normas propuestas se relacionan con derechos constitucionales, y por ello tienen un plazo máximo de vigencia, luego del cual cesan de pleno derecho.


El Director de la Unidad Especializada en Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, expresó que la proposición también considera, en un inciso siguiente, que la solicitud de congelamiento de activos y su resolución serán comunicadas de inmediato al Ministerio Público, el que siempre tendrá la facultad para solicitar al juez una medida cautelar cuando los hechos que dieron lugar a la congelación de activos revistan caracteres de delito.


El Presidente accidental Honorable Senador señor Espina puntualizó que debería dejarse constancia de dicha circunstancia en el inciso sexto. Añadió que es importante ponerse también en el caso que un juez de garantía, en paralelo, decrete medidas cautelares respecto de los mismos bienes sobre los cuales recae el congelamiento de activos, caso en el cual dicha medida no debería decaer. En virtud de lo anterior valoró que el Ejecutivo haya establecido en este inciso que se mantendrán vigentes “…las medidas cautelares reales que en el intertanto decrete el juez competente”.


- Sometidos a votación los incisos quinto y sexto de la indicación número 17A fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


A continuación la Comisión consideró el inciso séptimo del artículo 38

El texto aprobado en general dispone lo siguiente:


“En las incidencias que se presenten, en especial la relativa al reclamo que pudiera formular el afectado por errores manifiestos en la adopción de estas medidas, se estará a lo dispuesto en los artículos 22 y siguientes de esta ley.”.


La indicación 17A propone sustituir esta disposición por la siguiente:

“Para los efectos de que se adopten las medidas que considere pertinentes, la Unidad informará al Ministerio Público del hecho de  haberse solicitado alguna de las medidas descritas en los incisos tercero y quinto de este   artículo, acompañando todos los antecedentes que hicieron procedente la medida y una copia de la solicitud efectuada a la Corte de Apelaciones de Santiago y la resolución que la hubiere autorizado. Dicha información será entregada de forma confidencial o reservada en un plazo máximo de 48 horas.”.

Al iniciarse el examen de esta nueva redacción de enmienda, el Honorable Senador señor Orpis consultó desde cuando se cuentan las 48 horas.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos,  expresó que se deberían contar desde que su hubiese adoptado la medida.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli indicó que se cuentan desde que se solicitó la medida. Manifestó que la idea es que el Ministerio Público esté informado de las circunstancias de la solicitud al más breve plazo.


El Honorable Senador señor Espina connotó que tal regulación podría en la práctica suponer que la U.A.F tenga que informar al Ministerio Público antes de que el juez resuelva.


La ex Directora de la U.A.F, señora Agnic, añadió que este es el procedimiento que se sigue en la actualidad.


El Honorable Senador señor Orpis subrayó que no hay nada más sospechoso o indiciario de la comisión de un ilícito que la U.A.F solicité un congelamiento de activos, por lo que es imprescindible que el Ministerio Público conozca a la brevedad esta situación, de forma que pueda solicitar prontamente las cautelares. Por ello, consideró que incluso el plazo de 48 horas que se establece puede ser excesivo, y debería ser cambiado por la expresión “de inmediato”.


Los restantes miembros de la Comisión tuvieron presente que la resolución que al respecto adopte el Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago debe ser puesta en conocimiento del Ministerio Público.


La ex Directora de la U.A.F señora Agnic explicó que en la práctica se remite información acerca de la solicitud y de los antecedentes que la fundan. 

El Presidente accidental de la Comisión Honorable Senador señor Espina señaló que la diferencia puede subsanarse ocupando la práctica actual. Para ello, propuso que la información que remita la U.A.F. al Ministerio Público sobre este punto sea una copia de la solicitud y los antecedentes que la fundan, y no la resolución que al respecto haya pronunciado el Ministro requerido.


- Sometido a votación el inciso séptimo contenido en la indicación 17A fue aprobado, con la modificación antes mencionada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Seguidamente, la Comisión trató el inciso octavo  del artículo 38.

El texto aprobado en general señala lo siguiente:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 22, el procedimiento de reclamo de una de las medidas decretadas por la Unidad, estará sujeto a las siguientes normas especiales:

1. La notificación de la medida decretada se efectuará por carta certificada, al domicilio que el afectado tenga registrado en la entidad que haya realizado la operación.


2. El afectado por una de las medidas contenidas en este artículo, una vez que ésta sea ratificada, tendrá el plazo de tres días para interponer sus descargos ante la Unidad.

3. Recibidos los descargos, o transcurrido el plazo para presentarlos, el Director, salvo que se abra un término probatorio especial a petición del afectado, deberá resolver sin más trámite el continuar aplicando la o las medidas adoptadas.

4. El término probatorio mencionado en el número anterior no podrá exceder de cinco días.

5. De la resolución que ratifique la adopción de las medidas descritas en este artículo, se podrá apelar de acuerdo a los términos y plazos descritos en el artículo 24.”

En relación con esta redacción el Ejecutivo presentó la indicación 17 A que sustituye el inciso citado por el  siguiente:


“La Unidad de Análisis Financiero notificará dentro del plazo máximo de 24 horas, de la adopción de la medida a la persona natural o  jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones realizadas, al correo electrónico que tenga registrado en dicho Servicio, a objeto que dé inmediato cumplimiento a la misma. Asimismo, notificará al o los afectados por la medida, de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 22, a más tardar  dentro de las 48 horas siguientes a su adopción. Esta notificación se efectuará mediante carta certificada despachada al domicilio que el o los afectados tuvieren registrados en la entidad que hubiere reportado la operación y, de tener una dirección de correo electrónico, la notificación se hará también por esta vía. Esta notificación incluirá todos los antecedentes indicados en el inciso anterior.”.

Al iniciarse el estudio de este inciso, el Director de la Unidad Especializada en Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, indicó que el plazo que se otorgue para que el afectado sea notificado, debe permitir al Ministerio Público adoptar las decisiones correspondientes en este tipo de identificaciones.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, hizo presente que el plazo que se otorga a la Unidad de Análisis Financiero para comunicar a las personas que hayan reportado el acto también era importante porque a contar que concluya  y se realice el aviso al afectado, empieza a correr el nuevo término para reclamar de la medida autorizada en su contra.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, connotó que el plazo para recurrir que se le otorga al afectado es amplio, porque puede reclamar de la medida dictada en su contra mientras ella surta efecto. 


Durante la discusión de este punto se planteó la necesidad de ampliar el plazo que se tiene para notificar al afectado. Al respecto se propuso aumentarlo de 48 a 72 horas.


Los representantes del Ejecutivo se mostraron de acuerdo con esta enmienda.

El Honorable Senador señor Espina valoró que el Ejecutivo haya aceptado la idea de extender el plazo de notificación al afectado, y establecer que ella se hará por los medios más idóneos con que cuente la U.A.F.

- Sometido a votación el inciso octavo de la indicación número 17A, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán; Orpis y Walker, don Patricio.

-.-.-


A continuación el Ejecutivo propone intercalar en el artículo 38 los siguientes incisos noveno, décimo, undécimo y duodécimo, nuevos:


“En contra de las resoluciones de la Unidad en virtud de las cuales se adopten las medidas indicadas en este artículo, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 59 de la ley Nº 19.880, en cualquier momento mientras la medida se encuentre vigente. La Unidad dispondrá de diez días para resolver.


Asimismo, si el afectado considera que la adopción de la medida no se ajusta a derecho, podrá reclamar de la misma ante la Corte de Apelaciones de Santiago, en cualquier momento mientras la medida se encuentre vigente. La Corte de Apelaciones deberá resolver el recurso en el más breve plazo, previo informe de la Unidad,  pudiendo abrir, de oficio o a petición de parte, un término probatorio especial, el que no podrá exceder de 8 días.


De la resolución de la Corte de Apelaciones que ratifique la adopción de la medida, se podrá deducir el recurso de apelación ante la Corte Suprema, el cual deberá ser visto en cuenta a menos que se soliciten alegatos, caso en el cual deberá tener preferencia para su vista y fallo.


En caso de levantarse la medida por   resolución administrativa o judicial, la Unidad lo notificará inmediatamente a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones realizadas, al correo electrónico que tenga registrado en dicho Servicio. Del mismo modo, comunicará a dicha persona natural o jurídica el hecho de haber  expirado el plazo de vigencia de la medida, sin perjuicio de lo establecido en el inciso sexto de este artículo.”.


Al iniciarse el estudio de estas enmiendas el Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, propuso discutir en primer lugar la redacción del nuevo inciso noveno. Su texto es el siguiente:


“En contra de las resoluciones de la Unidad en virtud de las cuales se adopten las medidas indicadas en este artículo, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 59 de la ley Nº 19.880, en cualquier momento mientras la medida se encuentre vigente. La Unidad dispondrá de diez días para resolver.


El Honorable Senador señor Orpis señaló que la impugnación de la medida autorizada por el juez debería interponerse ante el tribunal que la dictó y no ante la autoridad administrativa que la solicitó.

El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, expresó que en este caso se está en presencia de un acto administrativo autorizado por una resolución judicial de la Ilustre Corte de Apelaciones de Santiago, y por ello se plantean dos tipos de recursos; uno de carácter administrativo, que se regula en este inciso, que se presenta ante la misma autoridad que la dictó y tiene por finalidad controlar el mérito del acto; y otro de carácter judicial, establecido en el inciso siguiente, que controla la legalidad de la intervención que le correspondió al Ministro de Corte que autorizó la medida.


El Honorable Senador señor Orpis reiteró que en este caso se está en presencia de la impugnación de los efectos de una resolución judicial, porque por muy fundada que esté la solicitud de la U.A.F, ella no tiene ninguna consecuencia práctica si no es autorizada por un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago. Añadió que ese magistrado obrará a la luz de los antecedentes que se aporten y resolverá en conciencia, y únicamente de esa resolución se podrá reclamar judicialmente. Por tal razón, insistió, todo el sistema de impugnaciones debe quedar en manos de los tribunales.


La ex Directora de la U.A.F concordó con este criterio.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Espina señaló que el recurso administrativo que se plantea tiene poco sentido, y por tal razón propuso rechazar esta proposición.


- Sometido a votación el nuevo inciso noveno, fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos, Orpis y Walker, don Patricio.

Seguidamente, la Comisión examinó el inciso décimo, nuevo, contenido en la indicación 17A. Su texto es el siguiente: 


“Asimismo, si el afectado considera que la adopción de la medida no se ajusta a derecho, podrá reclamar de la misma ante la Corte de Apelaciones de Santiago, en cualquier momento mientras la medida se encuentre vigente. La Corte de Apelaciones deberá resolver el recurso en el más breve plazo, previo informe de la Unidad,  pudiendo abrir, de oficio o a petición de parte, un término probatorio especial, el que no podrá exceder de 8 días.”.


En relación con esta norma, el Honorable Senador señor Espina connotó que ella limita la posibilidad de impugnación sólo al caso que la medida decretada no esté ajustada a derecho, pero no permite revisar su mérito.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, insistió en que en este caso se está en presencia de un acto administrativo autorizado por el tribunal, pero no de una resolución judicial propiamente tal, por tanto, se trata de un recurso de revocación que tiene sus propias causales. En este caso, que no está ajustado a derecho.


La ex Directora de la U.A.F recordó que el fondo de este asunto va a estar radicado en sede penal, por tanto, su conocimiento le corresponderá al Ministerio Público.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Espina recordó que en esta etapa del procedimiento se ha producido un verdadero deshacimiento de la competencia de la U.A.F, dado que su actuación en estos casos termina con la solicitud que se le hace a la Corte para que congele bienes de personas sospechosas. Indicó que en este entendido tiene sentido otorgar un recurso acotado al afectado, porque el fondo del asunto debería discutirse posteriormente, en sede penal y ante el Ministerio Público. Por tal razón, propuso aprobar, con enmiendas de redacción esta norma y limitar  el plazo probatorio a tres días.


- Sometido a votación el inciso décimo de la indicación 17A fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos y Orpis.

La norma aprobada se consiga como nuevo inciso noveno del artículo 38.

Seguidamente, la Comisión consideró el inciso undécimo contenido en la indicación número 17A. En él se dispone que en contra de la resolución de la Corte de Apelaciones que ratifique la adopción de la medida, se podría deducir el recurso de apelación ante la Corte Suprema, el cual deberá ser visto en cuenta a menos que se soliciten alegatos, caso en el cual  deberá tener preferencia para su vista y fallo.

Los miembros de la Comisión coincidieron en que si anteriormente, en la norma que resultó aprobada en el inciso noveno, se estableció un recurso limitado para ante el Pleno del Tribunal de alzada respecto de la resolución del ministro de la Corte de Apelaciones que se pronuncia sobre la solicitud de la U.A.F, no tiene ningún sentido establecer una tercera oportunidad para que los tribunales vuelvan a pronunciarse sobre la misma solicitud. Por tal razón, se mostraron contrarios a la inclusión de este inciso.

- Sometido a votación el inciso undécimo, fue rechazado por la misma votación señalada precedentemente.


A continuación, la Comisión consideró el inciso duodécimo de la indicación 17A. su texto es el siguiente:


“En caso de levantarse la medida por   resolución administrativa o judicial, la Unidad lo notificará inmediatamente a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones realizadas, al correo electrónico que tenga registrado en dicho Servicio. Del mismo modo, comunicará a dicha persona natural o jurídica el hecho de haber  expirado el plazo de vigencia de la medida, sin perjuicio de lo establecido en el inciso sexto de este artículo.”.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, explicó que esta disposición tiene por objetivo informar al sujeto que entregó los antecedentes que desencadenaron la solicitud de medida de congelación de bienes que haya procedido, a efectos que haga cesar sus efectos cuando corresponda.


El Honorable Senador señor Orpis indicó que la resolución que levanta la medida la prohibición siempre tiene carácter judicial y nunca administrativo, por que la Administración no está en condiciones de revertir lo resuelto por los tribunales de justicia. En virtud de lo anterior, propuso a la Comisión aprobar la indicación del Ejecutivo, eliminado la referencia a resolución administrativa.


En virtud de lo anterior, el Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, propuso aprobar este inciso en los siguientes términos:


“En caso de que por resolución judicial se revoque las medidas indicadas en los incisos tercero y quinto, o haya expirado el término por el que se les decretó, la Unidad de Análisis Financiero comunicará esta situación a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones realizadas, y que motivaron la respectiva investigación.”


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín don Carlos y Orpis, aprobó este inciso en los términos señalados precedentemente.
- - - 


Seguidamente, las Comisión trató el inciso noveno artículo 38 del texto aprobado en general.


El texto aprobado en general dispone que para los efectos de lo señalado en este artículo, la Unidad de Análisis Financiero periódicamente pondrá a disposición de todas las personas indicadas en el artículo 3° de esta ley, los listados confeccionados por el Comité establecido por el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, en virtud de lo dispuesto en las resoluciones 1267, de 199; 1333, de 2000, y 1390, de 2002. Asimismo, la Unidad de Análisis Financiero deberá informar al Ministerio de Relaciones Exteriores de todas aquellas personas naturales o jurídicas que figuran en dichos listados y respecto de las cuales no se hubiera encontrado antecedentes concretos, para efectos que éste lo informe a la Organización de las Naciones Unidas, a fin de que ésta considere su exclusión de las listas.

En relación con este inciso el Ejecutivo propuso, mediante la indicación 17A, sustituir esta norma por la siguiente:


“Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la Unidad de Análisis Financiero periódicamente pondrá a disposición de todas las personas indicadas en el artículo 3º de esta ley, los listados confeccionados por el Comité establecido por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, y que tienen su origen  en las resoluciones mencionadas en los incisos primero y segundo de este artículo. Asimismo, deberá informar al Ministerio de Relaciones Exteriores de los antecedentes recopilados que digan relación  con las personas naturales  o jurídicas  que figuran en dichos listados, para efectos que éste lo informe a la Organización de las Naciones Unidas.”.


La ex Directora de la U.A.F explicó que esta norma ratifica algo que ya opera en la práctica: su institución pone a disposición de los sujetos obligados a informar los listados emanados del Consejo de Seguridad. Además, contempla la posibilidad de retroalimentar con la información práctica chilena al Ministerio de Relaciones Exteriores, de manera que esos antecedentes sean puestos en conocimiento de las instancias internacionales correspondientes.

- Sometido a votación el inciso décimo tercero de la indicación del Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos, y Orpis.

Se deja constancia que la norma aprobada pasa a ser inciso undécimo del artículo 38.

Como consecuencia de los acuerdos alcanzados por la Comisión, el artículo 38 quedó redactado en los siguientes términos:

“Artículo 38.- Las personas naturales y jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley estarán obligadas a informar a la Unidad de Análisis Financiero todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que se intenten realizar alguna de las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas confeccionadas por el Comité establecido en las Resoluciones números 1.267, de 1999; 1.333, de 2000, y 1.390, de 2002, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas y sus subsecuentes resoluciones o cualquiera otra que las adicione o remplace, y que estén contenidas en decretos supremos publicados en el Diario Oficial.

Igualmente, estarán obligadas a informar de todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna persona natural o jurídica que efectúe alguna de las actividades descritas en el párrafo 1, letra c) de la Resolución 1373, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas.

La Unidad de Análisis Financiero deberá, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de los antecedentes que acreditan que las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas a que hace referencia el inciso primero pretenden realizar un acto, transacción u operación financiera, solicitar a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, la autorización para adoptar una o más medidas necesarias que permitan evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un plazo determinado el que no podrá exceder de treinta días. La solicitud será resuelta de plano y en el más breve plazo, el que no podrá exceder de veinticuatro horas, por un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago sin audiencia ni intervención de terceros. Para estos efectos, el Presidente de dicha Corte designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de un año, debiendo presentarse la solicitud ante cualquiera de ellos. Tratándose de las personas  que cometan los actos a que hace referencia el inciso segundo, ese plazo se contará desde que se obtengan antecedentes hagan presumir fundadamente que se trata de terroristas. 

Para efectos de lo establecido en el inciso precedente, la solicitud se tramitará ante el ministro indicado en el inciso anterior, de la misma forma establecida en la letra b) del artículo 2° de esta ley, en relación con el levantamiento del secreto o reserva bancario.

Entre las medidas que se podrán ordenar, se entenderán incluidas la prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de fondos u otros bienes durante el plazo de vigencia de la medida.

Una vez expirado el plazo señalado en el inciso tercero, la medida dejará de tener efecto de forma inmediata, sin necesidad de resolución que así lo declare. En todo caso, se mantendrán vigentes las medidas cautelares reales que en el intertanto haya decretado el juez competente.

Para los efectos de que se adopten las medidas que considere pertinentes, la Unidad informará al Ministerio Público del hecho de haberse solicitado alguna de las descritas en los incisos tercero y quinto de este artículo, acompañando todos los antecedentes que las hicieron procedentes y una copia de la solicitud efectuada a la Corte de Apelaciones de Santiago. Dicha información será entregada de forma confidencial o reservada en un plazo máximo de veinticuatro horas.

La Unidad de Análisis Financiero, dentro del plazo máximo de veinticuatro horas contado desde que se haya acogido la solicitud indicada en el inciso tercero,  comunicará  su contenido a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones financieras para que adopte inmediatamente las medidas decretadas por el respectivo Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago. Asimismo, dentro del plazo máximo de las setenta y dos horas siguientes a que tales medidas fueron decretadas, informará a él o a los afectados por dicha resolución. Esta comunicación se dirigirá al domicilio que él o los afectados tuvieren registrados en la entidad que hubiere reportado la operación o al correo electrónico que figure en tales registros. En ella se incluirán todos los antecedentes indicados en el inciso anterior.

Los afectados por esta medida podrán, mientras ella se encuentre vigente, apelar ante la Corte de Apelaciones de Santiago, para obtener su revocación. La Corte de Apelaciones deberá resolver el recurso en el más breve plazo, previo informe de la Unidad de Análisis Financiero, pudiendo abrir, de oficio o a petición de parte, un término probatorio especial, el que no podrá exceder de tres días.

En caso de que por resolución judicial se revoque las medidas indicadas en los incisos tercero y quinto, o haya expirado el término por el que se les decretó, la Unidad de Análisis Financiero comunicará esta situación a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones realizadas, y que motivaron la respectiva investigación.

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la Unidad de Análisis Financiero periódicamente pondrá a disposición de todas las personas indicadas en el artículo 3° de esta ley, los listados confeccionados por el Comité establecido por el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, y que tienen su origen en las resoluciones mencionadas en los incisos primero y segundo de este artículo. Asimismo, la Unidad de Análisis Financiero deberá informar al Ministerio de Relaciones Exteriores de los antecedentes recopilados que digan relación con las personas naturales o jurídicas que figuran en dichos listados, para efectos que éste lo informe a la Organización de las Naciones Unidas.”.


Sin perjuicio de los acuerdos adoptados previamente, y antes de adoptar una decisión definitiva sobre esta materia, la Comisión acordó requerir la opinión del abogado y profesor de Derecho Procesal, señor Raúl Tavolari, con el fin de verificar si el texto aprobado cumple, en los aspectos procesales, con las exigencias que debe reunir una norma de este tipo.


En atención a lo anterior, el profesor señor Tavolari hizo llegar a la Comisión un documento, que se anexa al texto original del presente informe, en que sugiere una serie de recomendaciones formales y de fondo a los diversos incisos que conforman el artículo 38, ya aprobado.


En virtud de lo anterior, en cumplimiento de lo que dispone el artículo 125 del Reglamento del Senado, y por la unanimidad de sus integrantes, la Comisión acordó reabrir el debate respecto del artículo 38 y examinar las observaciones que presentó el profesor Tavolari.


Al iniciar su intervención, el profesor Tavolari agradeció la invitación cursada, y puntualizó que a continuación haría algunas observaciones al texto que había aprobado la Comisión.


En primer lugar, el Presidente de la Comisión recordó a la Comisión el contenido del inciso primero aprobado previamente por esta. Su texto es el siguiente:

“Artículo 38.- Las personas naturales y jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley estarán obligadas a informar a la Unidad de Análisis Financiero todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que se intenten realizar alguna de las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas confeccionadas por el Comité establecido en las Resoluciones números 1.267, de 1999; 1.333, de 2000, y 1.390, de 2002, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas y sus subsecuentes resoluciones o cualquiera otra que las adicione o remplace, y que estén contenidas en decretos supremos publicados en el Diario Oficial.


En relación con este precepto, el profesor sugirió introducir una enmienda de forma que consiste en cambiar la expresión   “se intenten” por “intente”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio, aprobó esta enmienda de forma.

Seguidamente, se examinó el inciso segundo acordado previamente por la Comisión. Su texto es el siguiente: 

“Igualmente, estarán obligadas a informar de todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna persona natural o jurídica que efectúe alguna de las actividades descritas en el párrafo 1, letra c) de la Resolución 1373, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas.”

En relación con este inciso, el profesor señor Tavolari manifestó que a su juicio se podía mejorar la redacción de esta norma, evitar la repetición de expresiones y simplificar su texto. Para ello propuso a la Comisión aprobar la siguiente redacción alternativa:


“Igualmente, estarán obligadas a informar de todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna persona natural o jurídica que haya cometido, cometa, o intente cometer, actos de terrorismo o participar en ello o facilitar su comisión.”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio acordaron aprobar esta enmienda.


A continuación se examinó el inciso tercero acordado previamente por la Comisión. Su texto es el siguiente:

“La Unidad de Análisis Financiero deberá, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de los antecedentes que acreditan que las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas a que hace referencia el inciso primero pretenden realizar un acto, transacción u operación financiera, solicitar a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, la autorización para adoptar una o más medidas necesarias que permitan evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un plazo determinado el que no podrá exceder de treinta días. La solicitud será resuelta de plano y en el más breve plazo, el que no podrá exceder de veinticuatro horas, por un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago sin audiencia ni intervención de terceros. Para estos efectos, el Presidente de dicha Corte designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de un año, debiendo presentarse la solicitud ante cualquiera de ellos. Tratándose de las personas que cometan los actos a que hace referencia el inciso segundo, ese plazo se contará desde que se obtengan antecedentes hagan presumir fundadamente que se trata de terroristas.”.

En relación con este inciso, el profesor Tavolari indicó que la disposición aprobada por la Comisión repite innecesariamente la referencia al Ministro que resuelve este asunto, por tanto, sugirió a la Comisión mejorar su redacción  para que quede claro que se refiere al mismo juez. 


Precisó que no es adecuado indicar que a ese magistrado le corresponde prestar una mera autorización, porque se trata de medidas cautelares reales de naturaleza esencialmente jurisdiccional. Por tal razón, se mostró partidario que el enunciado de esta norma parta de la base que la U.A.F solicitará al Ministro de Corte de Apelaciones respectivo la configuración judicial de la referida medida, en vez de plantearlo como una mera confirmación de una actuación ya ejecutada por ese servicio.


 Añadió, como criterio jurídico general, que la estructura de la U.A.F corresponde a una agencia que se dedica a recoger y analizar información financiera, y no tiene carácter operativo. En razón de lo anterior, manifestó que no es muy coherente facultar a esta instancia para ejercer acciones judiciales cautelares, pues ellas apuntan más bien a la persecución activa de ilícitos, que es una tarea que le corresponde de manera privativa al Ministerio Público.


El Director de la U.A.F, señor Javier Cruz, señaló que compartía la apreciación del profesor y manifestó el interés de su Institución por el continuo respeto del debido proceso en estas diligencias. Recordó que la primera resolución del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidad sobre esta materia es la Resolución Nº 1.267, que establece un listado fijo de personas e instituciones vinculadas a Al Qaeda. Agregó que las operaciones realizadas por quienes integran ese listado son automáticamente sospechosas y obligan a los Estados signatarios a tomar de manera inmediata las medidas de congelamiento de activos. Puntualizó que, en cambio, la Resolución Nº 1.373 parte de la base que las citadas medidas se toman a partir de una solicitud que hace una entidad estatal extranjera equivalente a la U.A.F, lo que supone una ponderación que no necesariamente queda dentro de la esfera de atribuciones del Ministerio Público.


Indicó que durante la discusión de este proyecto se han aprobado preliminarmente reglas que permiten que el Ministerio Público conozca en el más breve plazo las medidas que ha solicitado la U.A.F, con el fin de que ese Servicio adopte medidas procesales que correspondan.


El Director de Unidad Especializada en Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, coincidió con lo señalado por el profesor Tavolari, quien a su entender parte de la base que los antecedentes ya fueron analizados por la U.A.F y están en poder del Magistrado que resuelve la medida cautelar. Expresó que en ese contexto cobra pleno sentido este planteamiento, porque efectivamente la investigación de los hechos que puedan revestir carácter de delito y el ejercicio de la acción penal pública es una atribución exclusiva del Ministerio Público. Indicó que la discusión judicial de la pertinencia de la medida cautelar real corresponde únicamente al Ministerio Público, sobre todo teniendo en vista que detrás de ello hay imputaciones relativas a ilícitos terroristas.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Alejandro Rojas, aseveró que el mecanismo que ahora se analiza tiene por primera finalidad dar cumplimiento estricto a obligaciones internacionales suscritas por el Estado de Chile. Por tal razón, manifestó que la proposición original que se planteó en este ámbito es facultar a la Autoridad Administrativa para que dé cumplimiento a esta obligación, y que en ese contexto la participación de la judicatura tendría por única finalidad asegurar el respeto de las garantías constitucionales de los involucrados.


Indicó que la fórmula que se propone es similar a las medidas que puede adoptar la Agencia Nacional de Inteligencia, la que está facultada por ley para solicitar a un Ministro de Corte de Apelaciones que le autorice a efectuar ciertas medidas intrusivas en las comunicaciones.



Expresó que en la configuración original de esta norma se partió de la base de que se trataba de dar cumplimiento estricto a normas internacionales mediante un procedimiento administrativo visado por la justicia, y no facultar a una entidad estatal distinta del Ministerio Público para emprender actuaciones propiamente jurisdiccionales -como sería el caso si se considera que estas medidas tienen naturaleza cautelar-, lo que no obsta a que todos los antecedentes pasen a manos del órgano persecutor para que éste decida si emprende o no una investigación criminal y solicite en la instancia jurisdiccional la medida cautelar que corresponda, según previene el artículo 33 del proyecto.


El Director de la U.A.F, señor Cruz, consideró que en este caso es necesario hacer una distinción. Una etapa que hay que cumplir es la de análisis de inteligencia financiera, que es propio y privativo de la U.A.F, y otra distinta y posterior que es la que corresponde a la investigación criminal. En esta última, que lleva adelante el Ministerio Público, se han de implementar las medidas cautelares pertinentes.


El profesor señor Tavolari observó que es muy importante armonizar los compromisos internacionales suscritos por nuestro país con nuestro marco constitucional interno. Indicó que el sistema constitucional chileno no considera la posibilidad de que la Administración pueda dictar por sí misma determinadas medidas que vulneren derechos constitucionales de los afectados, sin que existan resoluciones judiciales que lo permitan.


A la luz de lo anterior, la Comisión conoció una redacción alternativa elaborada por el profesor señor Tavolari, que también tiene en consideración lo anteriormente aprobado en el inciso tercero del artículo. Su  texto es el siguiente:


“Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de los antecedentes que acreditan que las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas a que hace referencia el inciso primero, pretendan realizar un acto, transacción u operación financiera, la Unidad de Análisis Financiero deberá solicitar a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago la adopción de una o más medidas necesarias para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un plazo determinado, el que no podrá exceder de treinta días. La solicitud será resuelta de plano y en el más breve plazo, el que no podrá exceder de veinticuatro horas sin audiencia ni intervención de terceros.”.

El profesor Tavolari precisó que la vigencia de las medidas decretadas por el ministro de Corte sería de treinta días, plazo que podrá prorrogarse por él o por el tribunal llamado a conocer de la causa.

 El Honorable Senador señor Espina concordó con la idea de considerar que la medida de congelamiento de fondos es de carácter jurisdiccional y que, por tanto, debe ser adoptada mediante una resolución judicial solicitada por la Administración. Lo anterior desecha la idea de que se trataría de un acto administrativo que requiere un participación tangencial del juez para confirmarlo.


Asimismo, en relación con la posibilidad de prorrogar esta medida, señaló que ese era un elemento nuevo que agrega un criterio que no fue considerado previamente. Recordó que la idea previa es que el congelamiento de bienes es decretado por un único plazo de hasta treinta días, lo que daba tiempo suficiente a la fiscalía para investigar y formalizar, si procediere, al sujeto pasivo de la misma por el delito de lavado de dinero. Añadió que la persona objeto de la primera medida puede que en definitiva nunca se le formalice, por tanto no se observa razón alguna para que sus bienes puedan quedar retenidos de manera indefinida por renovaciones sucesivas de la resolución original.


El Director de Unidad Especializada en Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández,  indicó que la norma en análisis señala que la medida decretada cesa de pleno derecho si dentro del plazo establecido originalmente no se decreta su renovación. Puntualizó que de la norma propuesta puede entenderse que sólo procede una única renovación, por lo que la situación de congelamiento de activos no podría extenderse por más de sesenta días en total.


El Honorable Senador señor Espina sostuvo que, en todo caso, sesenta días es un plazo excesivo para que la fiscalía logre reunir los antecedentes para pedir una medida cautelar del régimen habitual. Añadió que también hay que tener presente que cabe la posibilidad que la persona que fue objeto de la medida de congelación de activos sea completamente inocente y no tenga relación alguna con los que integran el listado de sospechosos que confecciona el Consejo de Seguridad de naciones Unidas o con otras personas u organizaciones que estén vinculadas al terrorismo.


El profesor señor Tavolari planteó que compartía la idea antes expresada, en el sentido que un plazo de treinta días es razonable para que la fiscalía pueda armar un caso. Añadió que cabe la posibilidad de que circunstancias extraordinarias y excepcionales hagan aconsejable renovar este período mediante una resolución de mérito o fundada del respectivo ministro de Corte.


El Director de Unidad Especializada en Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, expresó que también hay que tener en vista que hasta el momento en que la U.A.F solicita la medida ante la Corte de Apelaciones, el Ministerio Público no tiene ningún antecedente sobre la causa, y si se trata de personas o recursos provenientes del extranjero será necesario recopilar datos y traducirlos de manera oficial y auténtica para poder usarlos en un proceso criminal, lo que implica una gestión mucho más dificultosa que lo habitual, por lo que la posibilidad de ampliar el plazo para hacer estas averiguaciones podría ser importante. Añadió que en ningún caso esta prórroga sería automática, sino que necesariamente implicaría que se acompañaran nuevos y graves antecedentes al ministro que resuelve.


El Honorable Senador señor Espina señalo que él estaría de acuerdo con la prórroga siempre y cuando se exija que ella deba autorizarse por resolución fundada del ministro respectivo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán señaló que la exigencia planteada es razonable y  puso en votación, la siguiente redacción:


“Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de los antecedentes que acreditan que las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas a que hace referencia el inciso primero pretenden realizar un acto, transacción u operación financiera, la Unidad de Análisis Financiero deberá solicitar a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, la adopción de una o más medidas necesarias para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un plazo determinado. La vigencia de las medidas decretadas por el Ministro de Corte no podrá exceder de treinta días, plazo que podrá prorrogarse, por resolución fundada, por él o por el tribunal competente. La solicitud será resuelta de plano y en el más breve plazo, el que no podrá exceder de veinticuatro horas, por ese Ministro, sin audiencia ni intervención de terceros.”.

- Sometida a votación la redacción antes señalada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.

Seguidamente, el profesor señor Tavolari propuso a la Comisión aprobar el siguiente inciso cuarto, nuevo. Su texto es el siguiente:

“Para estos efectos, el Presidente de dicha Corte designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de un año, debiendo presentarse la solicitud ante cualquiera de ellos. Si ninguno de los Ministros estuviere en funcione, corresponderá otorgar la autorización al Presidente de la Corte o a quien le subrogue.”.


Al analizar este texto, se tuvo en consideración que la norma propuesta es similar a la que se aprobó en el artículo 2º, con ocasión del tratamiento del levantamiento del secreto bancario.


- Sometida a votación esta enmienda, y según lo autoriza el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.

A continuación, el profesor señor Tavolari sugirió a la Comisión aprobar el siguiente inciso quinto, nuevo:

“Formulada la solicitud a la Corte, la Unidad hará entrega, reservadamente, de todos los antecedentes al Fiscal Nacional, para que el Ministerio Público se ocupe de la tramitación judicial en los términos establecidos en el artículo 18 de la ley Nº 19.640.”.


Se tuvo en consideración que el criterio comprendido en la proposición puede contraponerse al inciso séptimo originalmente aprobado por la Comisión, cuyo texto es el siguiente:


“Para los efectos de que se adopten las medidas que considere pertinentes, la Unidad informará al Ministerio Público del hecho de haberse solicitado alguna de las descritas en los incisos tercero y quinto de este artículo, acompañando todos los antecedentes que las hicieron procedentes y una copia de la solicitud efectuada a la Corte de Apelaciones de Santiago. Dicha información será entregada de formas confidencial o reservada en un plazo máximo de veinticuatro horas.”.


El profesor Tavolari expresó que la referencia al artículo 18 de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público faculta a que determinadas investigaciones, que sean especialmente trascendentales, sean llevadas a cabo, de forma directa, por el fiscal nacional del Ministerio Público.

El Director de Unidad Especializada en Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, explicó que hasta la fecha nunca el fiscal nacional ha hecho uso de esa facultad. Agregó que con el propósito de hacer más operativa esta norma parece ser más conveniente asignar este tipo de investigaciones a un fiscal regional, tal como hasta ahora se ha hecho en la práctica con los reportes que hace llegar la U.A.F. al Ministerio Público.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, connotó que lo anterior implica que se mantiene la idea de que los antecedentes que fundamentan un solicitud de congelamiento de bienes impetrada por la U.A.F son remitidos al fiscal nacional de manera rápida y reservada, con el propósito de que esa autoridad designe al fiscal regional que estime según las reglas generales. Para ello propuso eliminar la parte final de la proposición “en los términos establecidos en el artículo 18 de la ley Nº 19.640”, de forma que solo se señale que el Ministerio Público se hará cargo del asunto según las reglas generales.


- Sometida a votación la proposición con la modificación antes planteada, fue acordada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.

Esta idea quedó recogida en el nuevo inciso sexto del artículo 38. Su texto es el siguiente:


“Presentada la solicitud a la Corte, y dentro del plazo de las veinticuatro horas siguientes, la Unidad hará entrega, reservadamente, de todos los antecedentes al Fiscal Nacional para que el Ministerio Público se ocupe de la tramitación judicial.”.


A continuación, los miembros de la Comisión centraron su atención en el inciso cuarto originalmente aprobado, cuyo texto es el siguiente:


“Para efectos de lo establecido en el inciso precedente, la solicitud se tramitará ante el ministro indicado en el inciso anterior, de la misma forma establecida en la letra b) del artículo 2º de esta ley, en relación con el levantamiento del secreto o reserva bancario.”.


En primer lugar, se tuvo en consideración que la referencia que se indica al inciso precedente está desactualizada en razón de las modificaciones aprobadas anteriormente.


Además, y a instancia del abogado señor Adrián Fuentes, funcionario de la U.A.F, los miembros de la Comisión tuvieron presente que el reenvío a la letra b) del artículo 2º de la ley es inadecuado, porque ahí se regula el procedimiento para el levantamiento del secreto o reserva bancario, instancia en la cual se le otorga al ministro competente tres días para resolver, lo que es incompatible con el término de 24 horas que se ha determinado en este caso. Observaron que, además, la referencia tampoco es necesaria, porque anteriormente se ha regulado de forma coherente el procedimiento. 

En razón de lo anterior, los miembros de la Comisión fueron de la idea de eliminar este inciso.


- Sometida a votación la supresión de este inciso, fue acordada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.

Como consecuencia de lo anterior, y por la votación antes señalada, se dio por rechazado el inciso cuarto de la indicación 17 A.


Seguidamente, se examinó el inciso quinto aprobado previamente. Su texto es el siguiente:
“Entre las medidas que se podrán ordenar, se entenderán incluidas la prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de fondos u otros bienes durante el plazo de vigencia de la medida.”.

La Comisión, por la misma unanimidad indicada precedentemente, acordó mantener su redacción.


A continuación se examinó el inciso sexto aprobado previamente por la Comisión. Su texto es el siguiente:

“Una vez expirado el plazo señalado en el inciso tercero, la medida dejará de tener efecto de forma inmediata, sin necesidad de resolución que así lo declare. En todo caso, se mantendrán vigentes las medidas cautelares reales que en el intertanto haya decretado el juez competente.”.


En relación con esta norma, el profesor señor Tavolari manifestó que la primera parte del artículo se justifica como una forma de acentuar el carácter excepcional de la medida cautelar que establece el inciso tercero. Añadió que la segunda parte de la disposición está demás.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó qué ocurre si el juez de garantía extiende la misma medida que decretó el ministro en su oportunidad.


El profesor Tavolari manifestó que en tal caso rigen las reglas generales sobre las medidas cautelares, las que son conocidas y resueltas por los jueces de garantía. Añadió que no es común que dichos magistrados decreten una medida cautelar limitándola en el tiempo, porque la ley permite que el afectado recurra desde el día siguiente de la resolución, alegando que cambiaron las circunstancias que sirvieron para imponerla.


El Honorable Senador señor Espina sostuvo que la disposición impugnada es una medida de seguridad, establecida para evitar que se pueda interpretar que una vez cumplido el plazo de la primera medida cesan todas las demás. Con todo, observó que la referencia únicamente está hecha a las medidas cautelares reales y no a las personales, lo cual también puede generar un problema interpretativo.


El profesor señor Tavolari manifestó que las dudas anteriores se disipan si en la primera frase se especifica que la medida que deja de tener efecto en forma inmediata es, precisa y expresamente, la que decretó el ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso modificar la primera frase de la proposición con la fórmula anteriormente indicada por el profesor Tavolari, y suprimir la segunda oración.

En consecuencia, sometió a votación la siguiente redacción:


“Una vez expirado el plazo señalado en el inciso tercero, la medida decretada por el Ministro de la Corte de Apelaciones dejará de tener efecto de forma inmediata, sin necesidad de resolución que así lo declare.”.

- Sometida a votación esta redacción, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán.

Con la misma votación se acordó suprimir el inciso séptimo aprobado previamente por la Comisión. Su texto era el siguiente:


“Para los efectos de que se adopten las medidas que considere pertinentes, la Unidad informará al Ministerio Público del hecho de haberse solicitado alguna de las descritas en los incisos tercero y quinto de este artículo, acompañando todos los antecedentes que las hicieron procedentes y una copia de la solicitud efectuada a la Corte de Apelaciones de Santiago. Dicha información será entregada de forma confidencial o reservada en un plazo máximo de veinticuatro horas.”


Para adoptar esta resolución se tuvo en cuenta que en un inciso precedente ya estaba establecida la obligación de informar al Ministerio Público, razón por la que resultaba innecesario mantener este norma.


Finalmente, respecto de los demás incisos del artículo 38 no se recibieron observaciones, manteniéndose la redacción ya aprobada por la Comisión.


Como consecuencia, de los acuerdos adoptados precedentes, se decidió dar por aprobadas, con modificaciones, las indicaciones números 17 y 17A. Su redacción definitiva es la siguiente:


“Artículo 38.- Las personas naturales y jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley estarán obligadas a informar a la Unidad de Análisis Financiero todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna de las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas confeccionadas por el Comité establecido en las Resoluciones números 1.267, de 1999; 1.333, de 2000, y 1.390, de 2002, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas y sus subsecuentes resoluciones o cualquiera otra que las adicione o remplace, y que estén contenidas en decretos supremos publicados en el Diario Oficial. .


Igualmente, estarán obligadas a informar de todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna persona natural o jurídica que haya cometido, cometa, o intente cometer, actos de terrorismo o participar en ellos o facilitar su comisión.


Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de los antecedentes que acreditan que las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas a que hace referencia el inciso primero pretenden realizar un acto, transacción u operación financiera, la Unidad de Análisis Financiero deberá solicitar a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, la adopción de una o más medidas necesarias para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un plazo determinado. La vigencia de las medidas decretadas por el Ministro de Corte no podrá exceder de treinta días, plazo que podrá prorrogarse, por resolución fundada, por él o por el tribunal competente. La solicitud será resuelta de plano y en el más breve plazo, el que no podrá exceder de veinticuatro horas, por ese ministro, sin audiencia ni intervención de terceros.


Para estos efectos, el Presidente de dicha Corte designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de un año, debiendo presentarse la solicitud ante cualquiera de ellos. Si ninguno de los Ministros estuviere en funciones, corresponderá otorgar la autorización al Presidente de la Corte o a quien le subrogue.


Entre las medidas que se podrán ordenar, se entenderán incluidas la prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de fondos u otros bienes durante el plazo de vigencia de la medida.


Presentada la solicitud a la Corte, y dentro del plazo de las veinticuatro  horas siguientes, la Unidad hará entrega, reservadamente, de todos los antecedentes al Fiscal Nacional, para que el Ministerio Público se ocupe de la tramitación judicial.


Una vez expirado el plazo señalado en el inciso tercero, la medida decretada por el Ministro de la Corte de Apelaciones dejará de tener efecto de forma inmediata, sin necesidad de resolución que así lo declare.


La Unidad de Análisis Financiero, dentro del plazo máximo de veinticuatro horas contado desde que se haya acogido la solicitud indicada en el inciso tercero,  comunicará  su contenido a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones financieras para que adopte inmediatamente las medidas decretadas por el respectivo Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago. Asimismo, dentro del plazo máximo de las setenta y dos horas siguientes a que tales medidas fueron decretadas, informará a él o a los afectados por dicha resolución. Esta comunicación se dirigirá al domicilio que él o los afectados tuvieren registrados en la entidad que hubiere reportado la operación o al correo electrónico que figure en tales registros. En ella se incluirán todos los antecedentes indicados en el inciso anterior. 


Los afectados por esta medida podrán, mientras ella se encuentre vigente, apelar ante la Corte de Apelaciones de Santiago, para obtener su revocación. La Corte de Apelaciones deberá resolver el recurso en el más breve plazo, previo informe de la Unidad de Análisis Financiero,  pudiendo abrir, de oficio o a petición de parte, un término probatorio especial, el que no podrá exceder de tres días.


En caso de que por resolución judicial se revoque las medidas indicadas en los incisos tercero y quinto, o haya expirado el término por el que se les decretó, la Unidad de Análisis Financiero comunicará esta situación a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones realizadas, y que motivaron la respectiva investigación.


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la Unidad de Análisis Financiero periódicamente pondrá a disposición de todas las personas indicadas en el artículo 3° de esta ley, los listados confeccionados por el Comité establecido por el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, y que tienen su origen en las resoluciones mencionadas en los incisos primero y segundo de este artículo. Asimismo, la Unidad de Análisis Financiero deberá informar al Ministerio de Relaciones Exteriores de los antecedentes recopilados que digan relación con las personas naturales o jurídicas que figuran en dichos listados, para efectos que éste lo informe a la Organización de las Naciones Unidas.”.

Por tratarse de una norma que orgánica constitucional que incumbe a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, fue consultada a la Excelentísima Corte Suprema, la que mediante oficio número 9-2013, de 15 de enero del presente año, informó favorablemente su contenido.


Seguidamente, la Comisión consideró las indicaciones números 26A y 26B del Honorable Senador señor Horvath.


La primer reemplaza en el número 2 del inciso octavo del artículo 38 que se propone incorporar a la ley N° 19.913, la expresión “tres días” por “cinco días hábiles”.


La segunda agrega en el número 4 del inciso octavo del artículo 38 que se propone incorporar a la ley N° 19.913, después de la expresión “cinco días” la palabra “hábiles”.


A su respecto, la Comisión consideró que lo planteado en ambas indicaciones era incompatible con lo resuelto previamente, por lo que por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear, y señores Espina; Larraín, don Hernán; y Walker don Patricio, se acordó rechazar ambas indicaciones.


Finalmente, en relación con este artículo, la Comisión consideró la indicación número  27, del Honorable Senador señor Novoa, para agregar un inciso final nuevo al artículo 38, del siguiente tenor:

“La Unidad de Análisis Financiero deberá publicar en el Diario Oficial todas las resoluciones de organismos internaciones que, de acuerdo a este artículo, produzcan efectos jurídicos en el país.”.


La ex Directora de la U.A.F., señora Agnic indicó que el asunto que trata la indicación compete al Ministerio de Relaciones Exteriores.


La Jefa del Departamento de Derecho Internacional Multilateral señora Quezada, explicó que lo que se plantea ya se hace en la práctica, porque de lo contrario tales resoluciones no tendrían ningún efecto jurídico en Chile.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos y Orpis, acordaron rechazar esta indicación.

Artículo 39

Seguidamente, la Comisión examinó el artículo 39 aprobado en general.


Este precepto dispone que los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que en el ejercicio de sus funciones detecten una contravención a lo dispuesto en el artículo 4°
 de esta ley, aplicarán a la persona que porte moneda en efectivo o instrumentos negociables al portador y que no los hubiere declarado, una multa a beneficio fiscal de un 30% del dinero o instrumentos no declarados, lo que, en todo caso, no podrá ser superior a las tres mil unidades de fomento, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 20 Nº 2 de esta ley.

Agrega que, para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio Nacional de Aduanas podrá retener el 30% de la moneda en efectivo o el 100% de los instrumentos negociables al portador, no declarados. En caso de oposición a la retención, los funcionarios del Servicio podrán requerir directamente el auxilio de la fuerza pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 23 y en el Título VI de la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas.

Añade, en su inciso tercero, que la retención establecida en este artículo deberá ser notificada a la persona en el mismo acto, haciendo mención expresa y por escrito de los hechos que la constituyen, de las normas infringidas, la identificación de la persona a la que se ha efectuado la retención, la sanción que podría ser impuesta y los demás hechos fundantes que dieron lugar a la retención. Para todos estos efectos los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas tendrán la calidad de ministros de fe.

Finalmente, precisa que la imposición de la multa definitiva o la reclamación de la misma, se sujetará al procedimiento establecido en el Título II del Libro Tercero de la Ordenanza de Aduanas, salvo lo que dispone el inciso cuarto del artículo 185 del mencionado cuerpo legal.

Respecto del inciso tercero de esta proposición normativa, se presentaron las indicaciones números 28, del Honorable Senador Larraín, don Hernán; 29 de la ex Senadora señora Matthei; 30 del Honorable Senador señor Novoa, y 31 de los Honorables Senadores señores Coloma y Pérez Varela. Todas ellas proponen eliminar la oración final de este inciso.

Asimismo, el Gobierno hizo llegar a la Comisión, previa autorización de la Sala, la indicación número 27B para sustituir los incisos primero y segundo de este artículo por los siguientes:

“Artículo 39.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 4º de esta ley estará sujeta al control y fiscalización del Servicio Nacional de Aduanas, el cual podrá aplicar a la persona que porte o transporte moneda en efectivo o instrumentos negociables al portador y que nos los hubiere declarado, una multa a beneficio fiscal de hasta un 30% de la moneda en efectivo o del valor de dichas monedas o instrumentos no declarados, la que, en todo caso, no podrá ser superior a las tres mil unidades de fomento, y tomará en especial consideración, el monto de los valores no declarados.


Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio Nacional de Aduanas podrá retener el treinta por ciento de la moneda en efectivo o el cien por ciento de los instrumentos negociables al portador no declarados. En caso de oposición a la retención, los funcionarios del Servicio podrán requerir directamente el auxilio de la fuerza pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 24 y en el Título VI de la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas.”.

El Director de la Unidad de Análisis Financiero, señor Javier Cruz, explicó que este artículo faculta al Servicio Nacional de Aduanas para retener los fondos no declarados que porten las personas sometidas a revisión en el tránsito fronterizo, cuando excedan de USD 10.000. Añadió que la norma propuesta procura que todas estas materias queden en manos del Servicio Nacional de Aduanas.


Manifestó que con esta modificación nuestro país adopta el estándar internacional en el control fronterizo.

Agregó que las Aduanas de la Zona Norte  concentran un flujo significativo de dinero en efectivo no declarado, y es necesario establecer medidas que incentiven su declaración.


Seguidamente, el asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli, indicó que la redacción tuvo en cuenta la legislación vigente, que limita la posibilidad de la U.A.F de imponer multas hasta un tope máximo de tres mil unidades de fomento. Añadió que esto implica que en las multas aplicadas por internaciones ilegales de dinero por sobre los USD 500.000, la sanción efectiva es menor al 30% de la suma no declarada, lo que supone un incentivo evidente para que dichos movimientos ilegales se concentren en pocas operaciones de gran volumen.


Puntualizó que dicho límite tampoco tiene en consideración que el inciso siguiente establece que para poner en práctica  este mecanismo, los funcionarios de Aduanas que detecten un ingreso no declarado retendrán en el acto el 30% de lo internado no declarado. Agregó que dada la referida limitación de la sanción, el infractor podría solicitar que le devuelvan parte de los ingresos no declarados originalmente y que se encuentran retenidos.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, hizo presente que las observaciones planteadas eran razonables, por lo que propuso aprobar el primer inciso en los siguientes términos:

“Artículo 39.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 4° estará sujeta al control y fiscalización del Servicio Nacional de Aduanas, el cual podrá aplicar a la persona que porte o transporte moneda en efectivo o instrumentos negociables al portador y que no los hubiere declarado, una multa a beneficio fiscal de hasta un treinta por ciento de la moneda en efectivo o del valor de dichas monedas o instrumentos no declarados, y tomará en especial consideración, el monto de los valores no declarados.”

- Sometido a votación el inciso primero de la indicación número 27B, en los términos ya indicados, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos; y Larraín, don Hernán.


Respecto del inciso segundo de la indicación 27B, el Subdirector Jurídico del Servicio Nacional de Aduanas, señor Rodrigo González, hizo presente que la norma propuesta era adecuada. Agregó que en ella se menciona, además al artículo 24, dado que esta última disposición de la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas es la que corresponde aplicar en este caso.


- Sometido a votación el inciso segundo de la indicación número 27B, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos; y Larraín, don Hernán.


A continuación, la Comisión examinó el inciso tercero del artículo 39. Su texto es el siguiente:


“La retención establecida en este artículo, deberá ser notificada a la persona en el mismo acto, haciendo mención expresa y por escrito de los hechos que la constituyen, de las normas infringidas, la identificación de la persona a la que se ha efectuado la retención, la sanción que podría ser impuesta y los demás hechos fundantes que dieron lugar a la retención. Para todos estos efectos los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas tendrán la calidad de ministros de fe.”.


En relación con esta disposición, y tal como se señaló precedentemente, se formularon la indicación números 28, del Honorable Senador señor Larraín; la indicación número 29 de la ex Senadora señora Matthei; la indicación número 30, del Honorable Senador señor Novoa y la indicación número 31 de los Honorables Senadores señores Coloma y Pérez Varela, todas las cuales tienen por propósito eliminar la oración final del inciso tercero. Ella dice relación con la calidad de ministros de fe de los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas.


Al iniciarse el estudio de este asunto, el Director de la U.A.F, señor Javier Cruz explicó que esta mención sólo tiene por objeto dar alguna formalidad a los actos del proceso de incautación.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, expresó que es comprensible que los funcionarios a cargo del procedimiento administrativo de incautación tengan la calidad de ministros de fe en esa instancia, pero el tenor con que ella está formulada no permite hacer dicha precisión.


Añadió que la proposición también hace referencia a la tenencia de instrumentos financieros al portador, que típicamente no están valorados, lo que dificulta la labor de ministro de fe del funcionario que detecta el porte de esos títulos.


El abogado asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli, señaló que en este caso es importante que el funcionario a cargo del procedimiento tenga el carácter de ministro de fe, porque alguien debe certificar la efectividad de que ciertos valores fueron retenidos.


El  Subdirector Jurídico del Servicio Nacional de Aduanas, señor Rodrigo González, señaló que actualmente está regulada administrativamente la forma en que se realiza el control de las declaraciones que deben efectuar quienes porten de sumas superiores a USD 10.000. Esa regulación, explicó, se funda en las resoluciones dictadas  el Director del Servicio Nacional de Aduanas, quien en uso de sus facultades normativas, ha emitido las instrucciones correspondientes, las que se han concretado en un protocolo al que deben ajustarse los funcionarios de Aduanas. Agregó que los controles que realiza el funcionario a cargo y el Jefe de Turno de la Aduana correspondiente, supone elaborar actas que son remitidas de manera formal y regular a  la Unidad de Análisis Financiero.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que en el contexto de esas normas de procedimiento tiene pleno sentido un alcance preciso a la calidad de ministro de fe de los funcionarios de Aduana.

El Subdirector Jurídico del Servicio Nacional de Aduanas, señor González, añadió que luego de la incautación comienza un procedimiento administrativo de imposición de multa, que le permite al denunciado hacer descargos y presentar pruebas. Este procedimiento ya está regulado en la ley que adecuó diversas normas legales a la reforma procesal penal, y del proyecto que creó los tribunales tributarios y aduaneros.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Galli connotó que con el citado protocolo de procedimiento al a que deben ajustarse los funcionarios de las Aduanas, no es necesario establecer expresamente en la ley que los funcionarios a cargo del procedimiento tengan la calidad de ministros de fe, y por ello podría acogerse en esa parte las indicaciones de los señores Parlamentarios.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, consultó si el protocolo citado tiene la entidad jurídica suficiente como para suplir la mención que se propone eliminar.


El  Subdirector Jurídico  del Servicio Nacional de Aduanas, señor González, explicó que el protocolo está contenido en una resolución del Director Nacional del Servicio, publicada en el Diario Oficial. Expresó que en ese mismo acto se publicaron los formatos de solicitudes y resoluciones del procedimiento, entre los que expresamente se establece un protocolo para acreditar indubitadamente en el proceso el monto de lo no declarado y detectado al interior de una zona primaria de la Aduana, la forma como estas constataciones se comunican oficialmente a la U.A.F, y el procedimiento posterior para aplicar la multa que corresponda. Este procedimiento, acotó, considera una instancia de reclamación ante el Tribunal Tributario y Aduanero,  órgano jurisdiccional independiente y externo al Servicio de Aduanas. Se trata, en consecuencia, de un procedimiento reglado, en que los funcionarios del Servicio deben someterse a una serie de normas que garantizan a los afectados que tendrán la oportunidad de defenderse en las instancias que correspondan.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que los antecedentes entregados por el Servicio Nacional de Aduanas permiten aprobar las indicaciones números 28, 29, 30 y 31.


- Sometida a votación las mencionadas indicaciones, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán.

Finalmente, cabe recordar que, tal como se indicó cuando se explicaron las modificaciones que se introdujeron al artículo 19 y 20, esas enmiendas son consecuencia de las aprobaciones de las modificaciones que se han introducido en el nuevo artículo 39 de la ley. 
- - - 

Finalmente, hacemos presente que los artículos 40 y 41 del número 11), nuevo 13), no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones. 

- - -

Artículo 2°


 A continuación la Comisión trató el artículo 2° del proyecto. Este artículo modifica el inciso final del artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 707, del Ministerio de Justicia, de 1982, que fijó el texto de la ley sobre cuentas corrientes bancarias y cheques.


En lo que interesa este informe el referido artículo define lo que ha de entenderse por cuenta corriente bancaria e impone a los Bancos el deber de mantener estricta reserva respecto de terceros de los movimientos de dinero que se produzcan en la referida cuenta corriente. Finalmente, otorga a los tribunales de justicia y al Ministerio Público, con la autorización del juez de garantía, la posibilidad de acceder a la información contenida en una cuenta corriente. El texto aprobado en general agrega un inciso final a este precepto mediante el cual se faculta al Ministerio Público, con la autorización del juez de garantía, para requerir a las instituciones financieras los antecedentes relacionados con determinadas cuentas corrientes bancarias cuando se investiga los ilícitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley N° 19.913. 


En relación con el texto aprobado en general, y previa autorización de la Sala, el Honorable Senador señor Horvath presentó la indicación N° 31A, para agregar al texto aprobado en general, a continuación de la frase “objeto de la investigación” la siguiente: “y que se relacionen con aquella”.


Al fundamentar su indicación, el Parlamentario señaló que esta enmienda pretende reforzar la idea de que la petición de antecedentes secretos o reservados se realice de manera fundada y vinculada de manera concreta con los hechos que se están investigando, a fin de evitar cualquier abuso en el acceso de información personal de los ciudadanos que ha sido calificada por ley como secreta o reservada.


Al respecto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio concordó con el propósito planteado por la indicación, y propuso aprobarla en sus mismos términos.


- Sometida a votación la indicación número 31A, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio.

- - -

Artículo 3º


A continuación, la Comisión examinó el artículo 3º de este proyecto de ley. Este precepto modifica artículo 154 de la Ley General de Bancos, norma que establece el carácter secreto de los depósitos  y captaciones de cualquier naturaleza que reciban los bancos. Agrega que las demás operaciones quedan sujetas a reserva.


El texto aprobado en general agrega a esta disposición un inciso final que dispone lo siguiente:


“Con todo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley Nº 19.913, los fiscales del Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación.”.


Al iniciarse el estudio de este asunto, los miembros presentes de la Comisión tuvieron en consideración que esta disposición no integró la ley original porque cuando se discutió la regulación que creó la Unidad de Análisis Financiero, ella, junto con el artículo 2º de este proyecto, no fueron aprobadas con el quórum orgánico constitucional que exige la Constitución para una norma que concede atribuciones a un órgano jurisdiccional.


Con todo, observaron que esta formulación requiere algunas correcciones formales y otras de referencia, para hacerlas congruentes con las demás normas anteriormente discutidas y aprobadas por la Comisión. 

En efecto, consideraron que en este artículo debía realizarse la enmienda que estaba considerada originalmente en el número 9) del artículo 1º del proyecto de ley en estudio. Para proponer esta modificación se tuvo en cuenta que en razón de una mejor técnica legislativa debía modificarse la norma vigente de la Ley General de Banco y no el artículo 30 de la Ley N° 19.913.


En consideración a lo anterior, acordaron sustituir el artículo 3º aprobado en general, por el siguiente:


“Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas al Decreto con Fuerza de Ley Nº 3, de 1997, que fijó el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indica: 


1.- Agrégase en el inciso final del artículo 14, a continuación del acrónimo “(RUT)”, la frase “, la identificación del tipo de cuenta o producto y su número de registro interno.”.


2.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 154:


“Con todo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley Nº 19.913, los fiscales del Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación.”.”.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán, y en virtud de lo que autoriza el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, acordaron aprobar el reemplazo del artículo 3º del proyecto.


Por su parte, el Honorable Senador señor Horvath, previa autorización de la Sala, presentó la indicación número 31B, para agregar al texto aprobado en general, después de la expresión “objeto de la investigación”, la frase “y que se relacione con aquella”.


El Parlamentario, al fundamentar esta indicación, sostuvo que con ella se pretende reformar la idea de que la petición de antecedentes secretos o reservados se realice de manera fundada y vinculada de manera concreta con los hechos que se están investigando, a fin de evitar cualquier abuso en el acceso de información personal de los ciudadanos que ha sido calificada por ley como secreta o reservada.


 Al respecto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio concordó con el propósito planteado por la indicación, y propuso aprobarla en sus mismos términos.


- Sometida a votación la indicación número 31B, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio.
- - -


A continuación, la Comisión trató la indicación número 32 del de S.E. el Presidente de la República.

Mediante ella se propone agregar al proyecto un artículo transitorio que dispone lo siguiente:


“Artículo transitorio.- El primer sorteo para designar a los dos ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 38, se realizará dentro de los quince días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.


Al iniciarse el debate acerca de esta indicación, el Ejecutivo, previa autorización de la Sala, hizo llegar a la Comisión la indicación número 32A que sustituye esta indicación por la siguiente:


“Artículo transitorio.- El primer sorteo para designar a los dos ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra b) del inciso primero del artículo 2º y el inciso tercero del artículo 38, se realizará dentro de los quince días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.


Los funcionarios del Ejecutivo explicaron que esta nueva proposición regula la fórmula para hacer el primer nombramiento de los Ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago que serán competentes para autorizar a la U.A.F para acceder a información financiera que tendrá el carácter de secreta o reservada y para permitir la solicitud de congelamiento de activos de las personas y grupos que integran las listas contenidas en las resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.


 Los miembros de la Comisión consideraron apropiado el plazo de 15 días que señala el artículo, y observaron que, tal como lo propone el Gobierno, en su nueva indicación, es necesario incluir una mención expresa a la letra b) del artículo 2º permanente de la ley, para que la regla relativa a la primera nominación de Ministros de la Corte de Apelaciones también alcance a la hipótesis que ahí se señala. Además, tuvieron en cuenta que la referencia debe hacerse al inciso cuarto y no tercero del artículo 38. Finalmente, estimaron que esta disposición tiene rango de norma orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto por el artículo 77 de la Constitución Política de la República.


Por la razón antes señalada la redacción fu puesta en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema para recabar su parecer. Ese máximo tribunal mediante oficio número 9-2013, de 15 de enero del presente año, informó favorablemente la proposición.

- Sometidas a votación las indicaciones Nº 32 y 32A fueron aprobadas con enmiendas. Concurrieron a este acuerdo la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel y Walker, don Patricio.
- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento proponen introducir las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general:
Artículo 1°

Número 1)


Remplazarlo por el siguiente:

“1) Agrégase en el inciso primero del artículo 1°, a continuación de  la expresión “ley” la frase “, y en el artículo 8° de la ley N° 18.314.”.

(Unanimidad. 4 x 0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).

Número 2)


Incorporar la siguiente letra a), nueva:


“a) Suprímese, en su inciso primero, a continuación de la expresión “Análisis Financiero”, la voz “sólo”.”.

(Unanimidad 3 x 0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).

Letra a)


Pasa a ser letra b).


Sustituirla por la siguiente:


“b) Sustitúyese en el párrafo segundo de la letra b) del inciso primero la siguiente frase y oración: “el ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designe por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. El ministro resolverá, sin audiencia ni intervención de terceros.” por la siguiente: “un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, quien resolverá, sin audiencia ni intervención de terceros dentro del plazo de tres días contado desde la presentación de la misma. Corresponderá al Presidente de esta Corte designar, una vez al año y por sorteo, a dos de sus miembros para cumplir esta  labor. Si ninguno de los ministros estuviere en funciones, corresponderá otorgar la autorización al Presidente de la Corte o a quien lo subrogue.”. 
(Indicación número 5 A. Unanimidad 4 x 0).
Letra b)


Pasa a ser letra c), sin enmiendas.

Letra c)


Suprimirla.

(Indicaciones números 8, 9, 10, 11 y 11 A. Unanimidad 3 x 0).

Letra d)


Sustituir el artículo “del” por “el” (Unanimidad 3 x 0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).
Número 3)

Letra a)


Sustituirla por la siguiente:


“a) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero:


1. Elimínase, a continuación de la voz “sobre” la frase “los actos, transacciones u”; 

(Unanimidad. 4 x 0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).


2.- Suprímese, a continuación de la expresión “inversión;” la frase “el Comité de Inversiones Extranjeras;” 
(Indicación número 11 C. Unanimidad. 4 x 0).


3.- Reemplázanse las expresiones “las bolsas de comercio;” por lo siguiente: “las bolsas de valores y las bolsas de productos, así como cualquier otra bolsa que en el futuro esté sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Valores y Seguros;”. 


4.- Sustitúyese la frase final: “, y las sociedades anónimas deportivas profesionales, regidas por la ley Nº 20.019.” por las siguientes “; organizaciones deportivas profesionales, regidas por la ley Nº 20.019; las cooperativas de ahorro y crédito; las representaciones de bancos extranjeros y las empresas de depósito de valores regidas por la ley Nº 18.876.”.”. 
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, Unanimidad. 4 x 0).

Letra c)


Sustituirla por la siguiente:


“c) Agrégase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual a ser séptimo:


“Las superintendencias y los demás servicios y órganos públicos señalados en el inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración estarán obligados a informar sobre operaciones sospechosas que adviertan en el ejercicio de sus funciones. Sin perjuicio de lo anterior, estas entidades no estarán sujetas a las obligaciones contenidas en el inciso cuarto de este artículo y a lo dispuesto en el artículo 5° de esta ley, así como tampoco a las sanciones y al procedimiento establecido en el título II de la presente ley.”. 
(Indicación número 11 E. Unanimidad. 3 x 0).
Número 4)


Sustituirlo por el siguiente:


4) Reemplázanse en el artículo 5° la frase “cuatrocientas cincuenta unidades de fomento o su equivalente en otras monedas” por “diez mil dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente en pesos chilenos, según el valor del dólar observado el día en que se realizó la operación”. 
(Indicación número 15. Unanimidad. 4 x 0).
Número 5), nuevo


Intercalar como tal el siguiente:


“5) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 6º la frase “inciso primero” por “incisos primeros y sexto”.”.

(Unanimidad 4 x 0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).
Número 5)


Pasa a ser número 6), sin enmiendas.

Número 6)


Pasa a ser número 7), sin enmiendas.

Número 7)


Pasa a ser número 8), sustituido por  el siguiente:


“8) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 19: 


a) Reemplázase en la letra b) la frase: “los artículos 4° y 5° de esta ley;” por “el artículo 5°;”


b) Sustitúyese la letra c) por la siguiente:


“c) Serán infracciones graves el no dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en los artículos 2°, letra b), 3°, y 41 de esta ley.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“No se aplicará el procedimiento regulado en este Título a las infracciones del artículo 4°, las que serán sancionadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 39.”.”. 

(Indicaciones números 15 A, 15 B y 15 C. Unanimidad. 3 x 0).
Número 9), nuevo


Intercalar como tal el siguiente:


“9) Suprímese, el párrafo final del número 2 del artículo 20.”. 
(Indicación 15 D. Unanimidad. 3 x 0).
Número  8)


Pasa a ser número 10), con las siguientes modificaciones:

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Sustitúyese la letra a) del inciso primero por la siguiente:


“a) El que de cualquier forma oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, a sabiendas de que provienen, directa o indirectamente de la perpetración de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; en la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad; en el artículo 10 de la ley Nº 17.798, sobre control de armas; en el Título XI de la ley Nº 18.045, sobre mercado de valores; en el Título XVII del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, Ley General de Bancos; en el artículo 168 en relación con el artículo 178 Nº 1 ambos del Decreto con Fuerza de Ley Nº 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas; en el artículo 81 inciso 2º de la ley Nº 17.336 sobre propiedad intelectual; en los artículos 59 y 64 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile; en los párrafos 4, 5, 6, 9 y 9 bis del Título V y 10 del Título VI, todos del  Libro Segundo del Código Penal; en los artículos 141, 142, 366 quinquies, 367, 374 bis, 411 bis, 411 ter, 411 quáter, 411 quinquies, y artículos 468 y 470 Nº 8 ambos en relación al inciso final del artículo 467 del Código Penal, o bien, a sabiendas de dicho origen, oculte o disimule estos bienes.”. 

(Indicación número 15 E. Unanimidad 4 x 0.).

Letra b)


Reemplazarla por la siguiente:

 
“b).-Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:


“Si el autor de alguna de las conductas descritas en las letras a) o b) no ha conocido el origen de los bienes por negligencia inexcusable, la pena privativa de libertad que corresponda de acuerdo al inciso primero o final de este artículo será rebajada en dos grados.”. 
(Indicación número 15 F. Unanimidad 4 x 0).

Letra c)


Reemplazarla por la siguiente:


“c) Agrégase el siguiente inciso final:


“En todo caso, la pena privativa de libertad aplicable en los casos de las letras a) y b) no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo, sin perjuicio de las multas y penas accesorias que correspondan en conformidad a esta ley.”.”.

(Indicación número 15 G. Unanimidad 4 x 0).
Número 9)


Suprimirlo.

(Unanimidad 3 x 0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).

A continuación, agregar el siguiente número 11), nuevo


“11) Intercálase en el artículo 31, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales inciso segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente: 


“Sólo una vez formalizada la investigación por los delitos de los artículos 27 y 28 de esta ley, el imputado podrá solicitar al juez de garantía que limite el secreto en cuanto a las piezas o actuaciones abarcadas por él.”.

(Indicación número 15 H. Unanimidad. 4 x 0).

Número10)


Pasa a ser número 12). Sustituirlo por el siguiente:


“12) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 33:


a.-Sustitúyese la expresión “Nº 19.366” por la siguiente: “Nº 20.000”.


b.- Reemplázase la letra b) por la siguiente:


“b) Inhabilidades de abogados, sólo cuando la investigación por lavado de dinero lo sea en relación a un hecho típico y antijurídico base castigado en las leyes Nºs 20.000 o 18.314, o en el artículo 10 de la ley Nº 17.798, o en los artículos 141, 142, 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies del Código Penal.”. 
(Indicación número 16 A. Unanimidad. 4 x 0).

Número 11)


Pasa a ser número 13), con las siguientes modificaciones:


1.- Sustituir el artículo 38, que agrega este número, por el siguiente:


“Artículo 38.- Las personas naturales y jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley estarán obligadas a informar a la Unidad de Análisis Financiero todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna de las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas confeccionadas por el Comité establecido en las Resoluciones números 1.267, de 1999; 1.333, de 2000, y 1.390, de 2002, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas y sus subsecuentes resoluciones o cualquiera otra que las adicione o remplace, y que estén contenidas en decretos supremos publicados en el Diario Oficial.  

(Indicación 17 y 17 A. Mayoría de votos. 4 x 1).

Igualmente, estarán obligadas a informar de todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna persona natural o jurídica que haya cometido, cometa, o intente cometer, actos de terrorismo o participar en ellos o facilitar su comisión.

(Indicación 17 y 17 A, Unanimidad 3 x 0).

Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de los antecedentes que acreditan que las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas a que hace referencia el inciso primero pretenden realizar un acto, transacción u operación financiera, la Unidad de Análisis Financiero deberá solicitar a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, la adopción de una o más medidas necesarias para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un plazo determinado. La vigencia de las medidas decretadas por el Ministro de Corte no podrá exceder de treinta días, plazo que podrá prorrogarse, por resolución fundada, por él o por el tribunal competente. La solicitud será resuelta de plano y en el más breve plazo, el que no podrá exceder de veinticuatro horas, por ese ministro, sin audiencia ni intervención de terceros. 
(Indicación número 17 A. Unanimidad 3 x 0).

Para estos efectos, el Presidente de dicha Corte designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de un año, debiendo presentarse la solicitud ante cualquiera de ellos. Si ninguno de los Ministros estuviere en funciones, corresponderá otorgar la autorización al Presidente de la Corte o a quien le subrogue. 
(Unanimidad 3 x 0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).

Entre las medidas que se podrán ordenar, se entenderán incluidas la prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de fondos u otros bienes durante el plazo de vigencia de la medida. 
(Indicación número 17 A. Unanimidad 3 x 0).


Presentada la solicitud a la Corte, y dentro del plazo de las veinticuatro  horas siguientes, la Unidad hará entrega, reservadamente, de todos los antecedentes al Fiscal Nacional, para que el Ministerio Público se ocupe de la tramitación judicial.


Una vez expirado el plazo señalado en el inciso tercero, la medida decretada por el Ministro de la Corte de Apelaciones dejará de tener efecto de forma inmediata, sin necesidad de resolución que así lo declare. 

(Indicación número 17 A. Unanimidad 3 x 0).


La Unidad de Análisis Financiero, dentro del plazo máximo de veinticuatro horas contado desde que se haya acogido la solicitud indicada en el inciso tercero,  comunicará  su contenido a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones financieras para que adopte inmediatamente las medidas decretadas por el respectivo Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago. Asimismo, dentro del plazo máximo de las setenta y dos horas siguientes a que tales medidas fueron decretadas, informará a él o a los afectados por dicha resolución. Esta comunicación se dirigirá al domicilio que él o los afectados tuvieren registrados en la entidad que hubiere reportado la operación o al correo electrónico que figure en tales registros. En ella se incluirán todos los antecedentes indicados en el inciso anterior. 

(Indicación número 17 A. Unanimidad 4 x 0).

Los afectados por esta medida podrán, mientras ella se encuentre vigente, apelar ante la Corte de Apelaciones de Santiago, para obtener su revocación. La Corte de Apelaciones deberá resolver el recurso en el más breve plazo, previo informe de la Unidad de Análisis Financiero,  pudiendo abrir, de oficio o a petición de parte, un término probatorio especial, el que no podrá exceder de tres días.


En caso de que por resolución judicial se revoque las medidas indicadas en los incisos tercero y quinto, o haya expirado el término por el que se les decretó, la Unidad de Análisis Financiero comunicará esta situación a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones realizadas, y que motivaron la respectiva investigación. 

(Indicación número 17 A. Unanimidad 4 x 0).

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la Unidad de Análisis Financiero periódicamente pondrá a disposición de todas las personas indicadas en el artículo 3° de esta ley, los listados confeccionados por el Comité establecido por el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, y que tienen su origen en las resoluciones mencionadas en los incisos primero y segundo de este artículo. Asimismo, la Unidad de Análisis Financiero deberá informar al Ministerio de Relaciones Exteriores de los antecedentes recopilados que digan relación con las personas naturales o jurídicas que figuran en dichos listados, para efectos que éste lo informe a la Organización de las Naciones Unidas.”.

(Indicación 17 A. Unanimidad 4 x 0).


2.- Sustituir los tres primeros incisos del artículo 39, por los siguientes:


“Artículo 39.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 4°  estará sujeta al control y fiscalización del Servicio Nacional de Aduanas, el cual podrá aplicar a la persona que porte o transporte moneda en efectivo o instrumentos negociables al portador y que no los hubiere declarado, una multa a beneficio fiscal de hasta un treinta por ciento de la moneda en efectivo o del valor de dichas monedas o instrumentos no declarados, y tomará en especial consideración, el monto de los valores no declarados.

(Indicación 27 B. Unanimidad 3 x 0).

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio Nacional de Aduanas podrá retener el treinta por ciento de la moneda en efectivo o el cien por ciento de los instrumentos negociables al portador no declarados. En caso de oposición a la retención, los funcionarios del Servicio podrán requerir directamente el auxilio de la fuerza pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 24 y en el Título VI de la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas.

(Indicación 27 B. Unanimidad 3 x 0).


La retención establecida en este artículo deberá ser notificada a la persona en el mismo acto, haciendo mención expresa y por escrito de los hechos que la constituyen, de las normas infringidas, la identificación de la persona a la que se ha efectuado la retención, la sanción que podría ser impuesta y los demás hechos fundantes que dieron lugar a la retención.”. 

(Indicaciones números 28, 29, 30 y 31. Unanimidad 3 x 0).
Artículo 2º


Agregar, en el párrafo que añade este artículo, la siguiente frase final: “y que se relacionen con aquella.”.

(Indicación número 31 A. Unanimidad. 4 x 0).
Artículo 3°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas al Decreto con Fuerza de Ley Nº 3, de 1997, que fijó el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indica: 


1) Agrégase en el inciso final del artículo 14, a continuación del acrónimo “(RUT)”, la frase: “, la identificación del tipo de cuenta o producto y su número de registro interno.”. 
(Unanimidad. 3 x 0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).

2).- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 154

“Con todo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley Nº 19.913, los fiscales del Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación y que se relacionen con aquella.”. 

(Indicación 31 B. Unanimidad 5 x 0).
Artículo transitorio, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“Artículo transitorio.- El primer sorteo para designar a los dos ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo segundo de la letra b) del artículo 2º y en el inciso cuarto del artículo 38, se realizará dentro de los quince días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”. 

(Indicaciones números 32 y 32 A. Unanimidad. 3 x 0).

- - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


De aprobarse las modificaciones antes señaladas, el texto del proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero:


“1) Agrégase en el inciso primero del artículo 1°, a continuación de  la expresión “ley” la frase “, y en el artículo 8° de la ley N° 18.314.”


2) Modifícase el artículo 2° en el siguiente sentido:


a) Suprímese, en su inciso primero, a continuación de la expresión “Análisis Financiero”, la voz “sólo”.


b) Sustitúyese en el párrafo segundo de la letra b) del inciso primero la siguiente frase y oración: “el ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designe por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. El ministro resolverá, sin audiencia ni intervención de terceros.” por las siguientes: “un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, quien resolverá, sin audiencia ni intervención de terceros dentro del plazo de tres días contado desde la presentación de la misma. Corresponderá al Presidente de esta Corte designar, una vez al año y por sorteo, a dos de sus miembros para cumplir esta labor. Si ninguno de los ministros estuviere en funciones, corresponderá otorgar la autorización al Presidente de la Corte o a quien lo subrogue.”.


c) Sustitúyese en la letra d), la segunda vez que aparece, la conjunción “y” por una coma (,) e intercálase a continuación de la palabra “datos”, los términos “y registros”.


d) Agrégase en el inciso final, entre la palabra “ley” y la coma (,), que la sigue, la siguiente frase: “o el artículo 8° de la ley Nº 18.314”.


3) Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:


a) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero:


1. Elimínase, a continuación de la voz “sobre” la frase “los actos, transacciones u”;


2.- Suprímese, a continuación de la expresión “inversión;” la frase “el Comité de Inversiones Extranjeras;”


3.- Reemplázanse las expresiones “las bolsas de comercio;” por lo siguiente: “las bolsas de valores y las bolsas de productos, así como cualquier otra bolsa que en el futuro esté sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Valores y Seguros;”. 


4.- Sustitúyese la frase final: “, y las sociedades anónimas deportivas profesionales, regidas por la ley Nº 20.019.” por las siguientes “; organizaciones deportivas profesionales, regidas por la ley Nº 20.019; las cooperativas de ahorro y crédito; las representaciones de bancos extranjeros y las empresas de depósito de valores regidas por la ley Nº 18.876.”.”.


b) Intercálase en su inciso segundo, entre las expresiones “jurídica aparente” y la coma (,) que la sigue, las siguientes oraciones: “o pudiera constituir alguna de las conductas contempladas en el artículo 8° de la ley Nº 18.314, o sea realizada por una persona natural o jurídica que figure en los listados de alguna resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas”.


c) Agrégase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual a ser séptimo:


“Las superintendencias y los demás servicios y órganos públicos señalados en el inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración estarán obligados a informar sobre operaciones sospechosas que adviertan en el ejercicio de sus funciones. Sin perjuicio de lo anterior, estas entidades no estarán sujetas a las obligaciones contenidas en el inciso cuarto de este artículo y a lo dispuesto en el artículo 5° de esta ley, así como tampoco a las sanciones y al procedimiento establecido en el título II de la presente ley.”.


4) Reemplázanse en el artículo 5° la frase “cuatrocientas cincuenta unidades de fomento o su equivalente en otras monedas” por “diez mil dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente en pesos chilenos, según el valor del dólar observado el día en que se realizó la operación”.

5) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 6º la frase “inciso primero” por “incisos primeros y sexto”.

6) Agrégase en el inciso final del artículo 13, a continuación del guarismo “28”, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,), lo siguiente: “como también de aquellos que le sirven de base y que se señalan en la letra a) del artículo 27.”.


7) Sustitúyense en el artículo 15 las expresiones “ley Nº 19.366” por las siguientes “ley Nº 20.000”.


8) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 19: 


a) Reemplázase en la letra b) la frase: “ los artículos 4° y 5° de esta ley;” por “el artículo 5°;”


b) Sustitúyese la letra c) por la siguiente:


“c) Serán infracciones graves el no dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en los artículos 2°, letra b), 3°, y 41 de esta ley.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“No se aplicará el procedimiento regulado en este Título a las infracciones del artículo 4°, las que serán sancionadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 39.”.”.


9) Suprímese, el párrafo final del número 2 del artículo 20.”.


10) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 27:


a) Sustitúyese la letra a) del inciso primero por la siguiente:


“a) El que de cualquier forma oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, a sabiendas de que provienen, directa o indirectamente de la perpetración de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; en la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad; en el artículo 10 de la ley Nº 17.798, sobre control de armas; en el Título XI de la ley Nº 18.045, sobre mercado de valores; en el Título XVII del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, Ley General de Bancos; en el artículo 168 en relación con el artículo 178 Nº 1 ambos del Decreto con Fuerza de Ley Nº 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas; en el artículo 81 inciso 2º de la ley Nº 17.336 sobre propiedad intelectual; en los artículos 59 y 64 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile; en los párrafos 4, 5, 6, 9 y 9 bis del Título V y 10 del Título VI, todos del  Libro Segundo del Código Penal; en los artículos 141, 142, 366 quinquies, 367, 374 bis, 411 bis, 411 ter, 411 quáter, 411 quinquies, y artículos 468 y 470 Nº 8 ambos en relación al inciso final del artículo 467 del Código Penal, o bien, a sabiendas de dicho origen, oculte o disimule estos bienes.”.


b).-Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:


“Si el autor de alguna de las conductas descritas en las letras a) o b) no ha conocido el origen de los bienes por negligencia inexcusable, la pena privativa de libertad que corresponda de acuerdo al inciso primero o final de este artículo será rebajada en dos grados.”.


c)Agrégase el siguiente inciso final:


“En todo caso, la pena privativa de libertad aplicable en los casos de las letras a) y b) no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo, sin perjuicio de las multas y penas accesorias que correspondan en conformidad a esta ley.”.


11) Intercálase en el artículo 31, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasado los actuales incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto, respectivamente;


“Sólo una vez formalizada la investigación por los delitos de los artículos 27 y 28 de esta ley, el imputado podrá solicitar al juez de garantía que limite el secreto en cuanto a las piezas o actuaciones abarcadas por él.”.


12) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 33:


a.-Sustitúyese la expresión “Nº 19.366” por la siguiente: “Nº 20.000”.


b.- Reemplázase la letra b) por la siguiente:


“b) Inhabilidades de abogados, sólo cuando la investigación por lavado de dinero lo sea en relación a un hecho típico y antijurídico base castigado en las leyes Nºs 20.000 o 18.314, o en el artículo 10 de la ley Nº 17.798, o en los artículos 141, 142, 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies del Código Penal.”. 

13) Agréganse, a continuación del artículo 35, las siguientes disposiciones:


“Artículo 36.- Los bienes incautados o el producto de los decomisados en investigaciones por lavado de activos, podrán ser destinados, en los términos que establecen los artículos 40 y 46 de la ley Nº 20.000, en todo o parte, a la persecución de dicho ilícito.


Artículo 37.- Durante la investigación de los delitos contemplados en los artículos 27 y 28 de esta ley, en aquellos casos en que como consecuencia de actos u omisiones del imputado no pudiera decretarse la incautación o alguna medida cautelar real sobre los bienes que sean objeto o producto de los mismos, el tribunal con competencia en lo penal que corresponda podrá decretar, a solicitud del fiscal y mediante resolución fundada, la incautación o alguna de las medidas cautelares reales establecidas en la ley, sobre otros bienes que sean de propiedad del imputado por un valor equivalente a aquel relacionado con los delitos, con excepción de aquellos que declara inembargables el artículo 445 del Código de Procedimiento Civil.


Asimismo, ante una solicitud de autoridad competente extranjera, realizada en virtud de un requerimiento de asistencia penal internacional por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, se podrá decretar, en los mismos términos expresados en el inciso precedente, la incautación o medidas cautelares reales de bienes por un valor equivalente a aquellos relacionados con el delito investigado.


En el evento de dictarse sentencia condenatoria, y no habiéndose incautado o cautelado bienes relacionados con el delito sino sólo aquellos de un valor equivalente, el tribunal con competencia en lo penal que corresponda podrá, en la misma sentencia, decretar el comiso de aquellos bienes incautados o cautelados de conformidad a lo establecido en el inciso primero.


Artículo 38.- Las personas naturales y jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley estarán obligadas a informar a la Unidad de Análisis Financiero todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna de las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas confeccionadas por el Comité establecido en las Resoluciones números 1.267, de 1999; 1.333, de 2000, y 1.390, de 2002, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas y sus subsecuentes resoluciones o cualquiera otra que las adicione o remplace, y que estén contenidas en decretos supremos publicados en el Diario Oficial. 


Igualmente, estarán obligadas a informar de todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna persona natural o jurídica que haya cometido, cometa, o intente cometer, actos de terrorismo o participar en ellos o facilitar su comisión.


Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de los antecedentes que acreditan que las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas a que hace referencia el inciso primero pretenden realizar un acto, transacción u operación financiera, la Unidad de Análisis Financiero deberá solicitar a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, la adopción de una o más medidas necesarias para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un plazo determinado. La vigencia de las medidas decretadas por el Ministro de Corte no podrá exceder de treinta días, plazo que podrá prorrogarse, por resolución fundada, por él o por el tribunal competente. La solicitud será resuelta de plano y en el más breve plazo, el que no podrá exceder de veinticuatro horas, por ese ministro, sin audiencia ni intervención de terceros.


Para estos efectos, el Presidente de dicha Corte designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de un año, debiendo presentarse la solicitud ante cualquiera de ellos. Si ninguno de los Ministros estuviere en funciones, corresponderá otorgar la autorización al Presidente de la Corte o a quien le subrogue.


Entre las medidas que se podrán ordenar, se entenderán incluidas la prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de fondos u otros bienes durante el plazo de vigencia de la medida.


Presentada la solicitud a la Corte, y dentro del plazo de las veinticuatro  horas siguientes, la Unidad hará entrega, reservadamente, de todos los antecedentes al Fiscal Nacional, para que el Ministerio Público se ocupe de la tramitación judicial.


Una vez expirado el plazo señalado en el inciso tercero, la medida decretada por el Ministro de la Corte de Apelaciones dejará de tener efecto de forma inmediata, sin necesidad de resolución que así lo declare.


La Unidad de Análisis Financiero, dentro del plazo máximo de veinticuatro horas contado desde que se haya acogido la solicitud indicada en el inciso tercero,  comunicará  su contenido a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones financieras para que adopte inmediatamente las medidas decretadas por el respectivo Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago. Asimismo, dentro del plazo máximo de las setenta y dos horas siguientes a que tales medidas fueron decretadas, informará a él o a los afectados por dicha resolución. Esta comunicación se dirigirá al domicilio que él o los afectados tuvieren registrados en la entidad que hubiere reportado la operación o al correo electrónico que figure en tales registros. En ella se incluirán todos los antecedentes indicados en el inciso anterior. 

Los afectados por esta medida podrán, mientras ella se encuentre vigente, apelar ante la Corte de Apelaciones de Santiago, para obtener su revocación. La Corte de Apelaciones deberá resolver el recurso en el más breve plazo, previo informe de la Unidad de Análisis Financiero,  pudiendo abrir, de oficio o a petición de parte, un término probatorio especial, el que no podrá exceder de tres días.


En caso de que por resolución judicial se revoque las medidas indicadas en los incisos tercero y quinto, o haya expirado el término por el que se les decretó, la Unidad de Análisis Financiero comunicará esta situación a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones realizadas, y que motivaron la respectiva investigación.

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la Unidad de Análisis Financiero periódicamente pondrá a disposición de todas las personas indicadas en el artículo 3° de esta ley, los listados confeccionados por el Comité establecido por el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, y que tienen su origen en las resoluciones mencionadas en los incisos primero y segundo de este artículo. Asimismo, la Unidad de Análisis Financiero deberá informar al Ministerio de Relaciones Exteriores de los antecedentes recopilados que digan relación con las personas naturales o jurídicas que figuran en dichos listados, para efectos que éste lo informe a la Organización de las Naciones Unidas. 

Artículo 39.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 4°  estará sujeta al control y fiscalización del Servicio Nacional de Aduanas, el cual podrá aplicar a la persona que porte o transporte moneda en efectivo o instrumentos negociables al portador y que no los hubiere declarado, una multa a beneficio fiscal de hasta un treinta por ciento de la moneda en efectivo o del valor de dichas monedas o instrumentos no declarados, y tomará en especial consideración, el monto de los valores no declarados.

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio Nacional de Aduanas podrá retener el treinta por ciento de la moneda en efectivo o el cien por ciento de los instrumentos negociables al portador no declarados. En caso de oposición a la retención, los funcionarios del Servicio podrán requerir directamente el auxilio de la fuerza pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 24 y en el Título VI de la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas.


La retención establecida en este artículo deberá ser notificada a la persona en el mismo acto, haciendo mención expresa y por escrito de los hechos que la constituyen, de las normas infringidas, la identificación de la persona a la que se ha efectuado la retención, la sanción que podría ser impuesta y los demás hechos fundantes que dieron lugar a la retención.


La imposición de la multa definitiva o la reclamación de la misma, se sujetará al procedimiento establecido en el Título II del Libro Tercero de la Ordenanza de Aduanas, salvo lo que dispone el inciso cuarto del artículo 185 del mencionado cuerpo legal.


Artículo 40.- Todas las personas naturales o jurídicas indicadas en el inciso primero del artículo 3° de esta ley, que sean o no supervisadas por alguna superintendencia, y sin perjuicio de su obligación de designar un funcionario responsable ante la Unidad de Análisis Financiero, deberán inscribirse en un registro que la Unidad mantendrá de acuerdo a lo dispuesto en la letra d) del artículo 2° de esta ley, y que deberá implementar en el plazo de 90 días hábiles contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Una vez inscritas, las personas indicadas en el inciso anterior deberán informar a la Unidad de Análisis Financiero, cualquier cambio relevante en su situación legal, en los términos que señalen las instrucciones generales que para estos efectos dictará la Unidad.


La Unidad de Análisis Financiero podrá hacer público el nombre y el rol único tributario de las personas naturales y las personas jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley y que se registren de acuerdo al presente artículo.


Artículo 41.- El funcionario público que, en razón de su cargo, tome conocimiento de alguno de los delitos contemplados en los artículos 6°, 7°, 13 y 31 de esta ley y omita denunciarlo al Ministerio Público, a los funcionarios de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones, o ante cualquier tribunal con competencia en lo criminal, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales.”. 

Artículo 2°.- Agrégase, en el inciso final del artículo 1° del decreto con fuerza de ley Nº 707, de 1982, del Ministerio de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, luego del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), el siguiente párrafo:


“Asimismo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley Nº 19.913, el Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrá requerir la entrega de todo antecedente relacionado con cuentas corrientes bancarias, incluidos, entre otros, sus movimientos completos, saldos, estados de situación y demás antecedentes presentados para su apertura, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación y que se relacionen con aquella.”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas al Decreto con Fuerza de Ley Nº 3, de 1997, que fijó el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indica: 


1) Agrégase en el inciso final del artículo 14, a continuación del acrónimo “(RUT)”, la frase: “, la identificación del tipo de cuenta o producto y su número de registro interno.”.


2).- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 154


“Con todo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley Nº 19.913, los fiscales del Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación y que se relacionen con aquella”..”.


Artículo transitorio.- El primer sorteo para designar a los dos ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo segundo de la letra b) del artículo 2º y en el inciso cuarto del artículo 38, se realizará dentro de los quince días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 30 de noviembre y 14 de diciembre de 2010, 4 de enero, 27 de agosto, 3 y 12 de septiembre; 2, 9, 17 y 31 de octubre de 2012, y 18 de junio de 2013 con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señoras Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Larraín Peña (Carlos Ignacio Kuschel Silva) y Patricio Walker Prieto (Presidente) (Hosain Sabag Castillo).

                                  Sala de la Comisión, a 26 de junio de 2013.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,
Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS ALVEAR Y ALLENDE Y SEÑOR WALKER, (DON PATRICIO), CON LA INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE GARANTIZA EL DERECHO DE SUFRAGIO PARA LOS CIUDADANOS CHILENOS RESIDENTES EN EL EXTRANJERO

(9004-07

H Senado:

El voto de los chilenos en el exterior es una de las demandas más sentidas y queridas de nuestra comunidad de connacionales que viven más allá de nuestras fronteras.

Una vez recuperada la democracia en nuestro país los Gobiernos de la Concertación impulsaron diversas iniciativas en esta materia, las que no pudieron avanzar debido a la negativa de la oposición de entonces.

La primera de estas iniciativas fue la presentada por el diputado Carlos Dupré y otros diputados ya el año 1991. Este proyecto de ley fue aprobado en la Cámara de Diputados el año 1994. Sin embargo, una vez que pasó al Senado, su tramitación se empantanó por no encontrar el acuerdo de la oposición de entonces. Primero se formularon observaciones de carácter constitucional, de las que se hizo cargo una indicación sustitutiva prestada por el Gobierno del Presidente Ricardo Lagos, al inicio de su gestión. Una vez superados estos cuestionamientos persistió, sin embargo, la negativa de sus críticos para legislar sobre la materia.

La segunda iniciativa fue ingresada por la entonces diputada Isabel Allende y otros diputados. Esta iniciativa fue sometida a votación en la Sala de la Cámara de Diputados no pudo reunir los 4/7 de los diputados necesarios para su aprobación por lo que fue rechazada.1
Un último proyecto fue presentado por la Presidenta Bachelet el año 2009 en que se incluyó el voto de los chilenos en el extranjero dentro de las disposiciones de la ley de inscripción automática y voto voluntario. Como nos consta a todos, se avanzó en la inscripción automática y en el voto voluntario pero aún no se ha podido aprobar el voto de los chilenos en el exterior.

Los argumentos que se han esgrimido para oponerse a estas iniciativas no son convincentes.

Se ha dicho que como los chilenos en el exterior no son sujetos de obligaciones en nuestro país, dando el ejemplo de las obligaciones tributarias, no corresponde que ejerzan su derecho a sufragio. También se ha dicho que no es justo que participen en las definiciones nacionales chilenos que por vivir afuera no tienen los suficientes vínculos con el país.

__________________

1 Votaron a favor los diputados de la Concertación (62 votos), pero los parlamentarios de la Alianza por Chile optaron o bien por abstenerse (20 votos) o votarlo en contra (24 votos), lo que se tradujo en su rechazo en la Sala de la Cámara de Diputados en la sesión de 16 de mayo de 2007. Boletín 3936-06

La primera de las argumentaciones nos hace recordar en cierta medida la democracia censitaria, que permitía que sufragaran solo quienes podían acreditar cierta renta. Además no hay que olvidar que estamos en presencia del ejercicio de un derecho fundamental como es el derecho al sufragio.

La segunda afirmación se desmiente con la constatación de la realidad.

Si hay personas que se sienten chilenos, tienen apego a su terruño, a sus tradiciones y su identidad son la comunidad de chilenos que viven en el exterior. Esto lo podemos apreciar cotidianamente al conocer la vida de estos chilenos en el exterior.

Son ellos los que difunden nuestra cultura y nuestras tradiciones, constituyéndose en verdaderos embajadores no tradicionales de nuestro país, donde quiera que se encuentren. Dentro de ellos cabe mencionar a artistas, escritores, científicos, comunicadores, deportistas, profesionales, empresarios y trabajadores, los que dan cotidiano testimonio de su apego a Chile. En cierto sentido, encontrase lejos de nuestra patria los hace sentirse más chilenos

que nunca.

Cabe señalar que en el censo que hizo el Ministerio de Relaciones Exteriores junto al lnstituto Nacional de Estadísticas respecto de los chilenos que residen en el exterior, estimados en cerca de 850 mil personas (la mitad de ellos en Argentina, dicho sea de paso), arrojó los siguientes datos respecto del motivo de su residencia fuera de Chile:

· razones económicas: 40,1%
· motivos familiares: 30,8%

· motivos políticos: 12,1%
·  estudios: 3,2%

Además de lo anterior hay tener presente el marco constitucional que nos rige.

La Carta Fundamental sólo exige ser chileno, tener cumplidos 18 años de edad y no haber sido condenado a pena aflictiva para tener la calidad de ciudadano, que es la que otorga el derecho a sufragio.

En ninguna parte exige para ello residir en el territorio nacional.

Sólo se contempla una situación de excepción referida a los hijos de chilenos nacidos en el exterior (y a los que obtuvieren la nacionalización por gracia), a los que se les pide un año de avecindamiento en Chile, para tener la calidad de ciudadano.

Recordemos que ésta fue una solución de compromiso a la que se llegó en su oportunidad el Senado para terminar con la situación de los hijos de chilenos apátridas.

Ello no hace sino reforzar la conclusión que la Constitución no exige residir en Chile a nuestros connacionales que tienen la calidad de ciudadanos como condición para ejercer el derecho a sufragio.

En consecuencia es la normativa actual, que no reglamenta la forma como pueden ejercer su derecho a sufragio dichos ciudadanos (chilenos, mayores de 18 años y no condenados a pena aflictiva) y que residen en el exterior, la que no permite que se cumpla a cabalidad con la norma constitucional vigente.

Esta insuficiencia normativa debe corregirse.

Por lo tanto, establecer la manera cómo dichos ciudadanos ejercerán su derecho a sufragio en el exterior, lo único que hace es cumplir en toda su extensión la norma constitucional actualmente vigente.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, en la tramitación del proyecto de ley sobre inscripción automática y voto voluntario se comprometió formalmente con la Comisión de Constitución Legislación y Justicia del Senado a presentar un proyecto de ley que permita la votación de nuestros connacionales que residen en el exterior, sin requerir vincula alguno, sino sólo exigiendo que se inscribieran en los consulados chilenos correspondientes en el exterior.

Hasta el momento dicho compromiso no se ha cumplido.

Creemos que esta situación no puede dilatarse por más tiempo. Ya se ha extendido por 22 años desde la presentación el primer proyecto de ley.

Más evidente se torna la necesidad de legislar sobre este asunto luego de la aprobación de la ley de inscripción automática. En efecto, en virtud de dicha ley nuestros compatriotas que residen en el exterior se encuentran inscritos en los registros electorales, siendo ciudadanos con derecho a sufragio, el que no pueden ejercer en la práctica por el solo hecho de residir más allá de nuestras fronteras.

Es por ello que vengo en presentar un proyecto de reforma constitucional que posibilite lo que ya la Carta Fundamental establece pero que no se ha podido ejecutar por la insuficiencia normativa ya señalada.

Sus lineamientos fundamentales son los siguientes:
1.- Se trata de una reforma constitucional de aplicación directa y de carácter autoejecutable. La idea es que con la única exigencia que los ciudadanos se encuentren inscritos en los registros electorales que para fin mantengan los Consulados de Chile en el exterior éstos puedan votar. En consecuencia, la ley no les podrá colocar otros requisitos a los chilenos que residen en el exterior para que puedan hacer ejercicio de su derecho a sufragio.
2.- Como en la actualidad todos los ciudadanos se encuentran inscritos en los registros electorales, incluso los chilenos residentes en el extranjero, para que éstos puedan sufragar en el extranjero deberán trasladar su inscripción a los registros electorales que al efecto Elevarán los Consulados de Chile.
3.- Ellos en principio podrán votar en todo tipo de elecciones y plebiscitos, incluidas las elecciones primarias.

4.- Para que se pueda limitar a los chilenos en posibilidad de participar en determinadas elecciones por poseer dichas votaciones un alcance meramente aprobarse una norma que así lo establezca en una constitucional.

En virtud de las consideraciones antes señaladas es que vengo en presentar el siguiente.
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

"Incorpórese el siguiente inciso cuarto al artículo 18 de la Constitución Política de la República:

Los ciudadanos podrán ejercer su derecho de sufragio en el extranjero, sea en plebiscitos o en elecciones, incluidas las elecciones primarias, por el solo hecho de encontrarse inscritos en los registros electorales que, para tal fin, mantendrán los Consulados de Chile en el exterior. Una ley orgánica constitucional podrá establecer que en determinadas elecciones y plebiscitos se deba sufragar en Chile, por poseer dichas votaciones un alcance meramente local."

(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES WALKER (DON PATRICIO) Y ESCALONA, QUE TIPIFICA COMO DELITO LA INFRACCIÓN DE LAS OBLIGACIONES, EN CASO DE OPERACIONES CON PERSONAS RELACIONADAS, POR PARTE DE LOS DIRECTORES, GERENTES Y ADMINISTRADORES DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR

(9011-04)
Durante los últimos años, se ha instalado en el debate público chileno la necesidad de acometer una profunda reforma educacional, que asuma como premisa que la educación constituye un derecho y no un bien de consumo.
Un ámbito particularmente sensible en esta materia lo constituye el hecho de que, a pesar que el artículo 53 de la ley general de educación (LGE) establece que las universidades que no tengan carácter estatal serán siempre corporaciones de derecho privado, sin fines de lucro para el efecto de tener reconocimiento oficial, se han planteado reiteradas denuncias que demuestran cómo estas instituciones han vulnerado sistemáticamente el espíritu de la ley, a través de una serie de operaciones con personas relacionadas, convirtiendo al sistema privado de educación en un negocio altamente rentable.
Es verdad que el marco regulatorio vigente tiene imperfecciones que dificultan sobre manera perseguir la infracción a esta disposición legal. Desde luego, no existe una definición concreta de lo que deberíamos entender como “lucro”, razón por la cual la exigencia de tipicidad propia de un Estado de Derecho para la persecución y sanción de las infracciones se encuentra ausente de nuestra legislación. Así, el “no al lucro” corre el riesgo de quedarse en una mera consigna. Por otra parte, la autoridad no cuenta con suficientes atribuciones para realizar una adecuada fiscalización del cumplimiento de la normativa.
Por esa razón, se ha propuesto avanzar hacia la creación de una Superintendencia de Educación Superior, proyecto de ley que se encuentra en pleno debate ante el Senado, el cual, aunque por ahora con muchas deficiencias, se encamina hacia lo que esperamos: una adecuada tipificación de las infracciones de las instituciones de educación superior respecto de operaciones con personas relacionadas que vulneren la obligación legal de “no lucrar”, con una institucionalidad que cuente con atribuciones fiscalizadoras y poder sancionatorio real. Dicho proyecto debe ser perfeccionado por la vía de indicaciones y esperamos que esta moción contribuya a abrir -en ese contexto- un ámbito de mejora.
No obstante el avance que esperamos en materia de fiscalización y de sanción al lucro en la educación superior, la lógica del proyecto que crea la Superintendencia de Educación Superior y, en general, la lógica de la legislación educacional descansa sobre sanciones a las instituciones infractoras.
Creemos que una señal clara para el futuro, que complementa y aporta al debate que se está dando en el ámbito de la discusión de esta futura Superintendencia es, derechamente, penalizar la conducta de las personas que participen en la configuración de estas conductas.
El Derecho Penal, innegablemente, constituye un mecanismo disuasivo a través del cual la sociedad consensua aquellas conductas que considera más graves, asociando a ellas el reproche sancionatorio más severo. Son múltiples los casos de responsabilidades de administradores, gerentes y directores de instituciones que pueden verse alcanzados por el Derecho Penal en caso de cometer determinadas infracciones, por ejemplo, en el mercado de valores o en la administración de fondos de pensiones.
En ese contexto, la sociedad chilena no entiende cómo puede sancionarse penalmente a quien cometa determinado tipo de estafa con hasta 5 años de presidio y a quienes hemos visto articular, contra el texto expreso de la ley, una serie de operaciones comerciales para lucrar a costa del esfuerzo de miles de familias no les pase nada, cuando “el lucro” proviene del engaño: se ofrece un determinado “producto” o una imagen de enseñanza que no es tal.
Atendidas estas razones venimos en proponer un proyecto de ley que esperamos pueda incorporarse en el debate que se lleva a cabo a propósito de la nueva Superintendencia de Educación Superior, que propone sancionar penalmente a directores, gerentes y administradores de Instituciones de Educación Superior que infrinjan obligaciones referidas a operaciones relacionadas, conforme a la definición que se haga en la ley que crea la referida Superintendencia. Así, la propuesta contenida en este proyecto no puede entenderse sino vinculada a las conductas más graves que se tipifiquen en dicha ley.
En dichos casos, proponemos introducir en nuestra legislación la aplicación de penas corporales, presidio menor en su grado medio (541 días a 3 años); multa de 100 a 1.000 UTM; inhabilitación para que los condenados se desempeñen en el mismo ámbito hasta por 10 años; y comiso de las ganancias ilegales.
Creemos que con esta propuesta, que esperamos se convierta prontamente en ley, estamos dando una señal clara y potente para el futuro en orden a evitar que se siga abusando de los vacíos regulatorios que existen en el ámbito de la educación superior.
Atendidas estas consideraciones venimos en proponer el siguiente,
PROYECTO DE LEY
Artículo único. Introdúcese el siguiente artículo 66 bis nuevo en el DFL N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2005:
“Artículo 66 bis.- El director, administrador o gerente de una universidad no estatal que participe en la celebración de operaciones por parte de la universidad con personas relacionadas en condiciones que no sean similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado a la fecha de su celebración, con el objeto de que dichas personas relacionadas obtengan una ganancia excesiva, conforme a lo establecido en la ley que crea la Superintendencia de Educación Superior, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio menor en su grado mínimo, multa de 100 a 1.000 UTM y el comiso de las ganancias ilegales.
Adicionalmente, se impondrá la pena accesoria de inhabilitación especial de cinco a diez años para desempeñarse como gerente, director o administrador a cualquier título de una sociedad o entidad sometida a fiscalización de la Superintendencia de Educación Superior.”
(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.

� Fuente: Informe ISI


� Fuente: CCS


� Portable document format o formato de documento portátil.


� “Artículo 4º.- El deber de informar previsto en el artículo precedente será también exigible a todo aquel que porte o transporte moneda en efectivo o instrumentos negociables al portador, desde y hacia el país, por un monto que exceda los diez mil dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente en otras monedas.





En estos casos, la información será recabada directamente por el Servicio Nacional de Aduanas y remitida por éste a la Unidad de Análisis Financiero.”
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